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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Muñoz Aburto, Pedro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes; de Justicia, señor Teodoro Ribera Neumann, y de Obras Públicas, señor Laurence Golborne Riveros.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 19 señores Senadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Las actas de la sesiones 34ª, ordinaria, en 11 de julio; 35ª, ordinaria, en 17 de julio, y 36ª, ordinaria, en 18 de julio, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Nueve de Su Excelencia el Presidente de la República: 



Con el primero comunica que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política respecto al proyecto de ley que amplía el plazo que se concedió a los sostenedores de establecimientos educacionales para ajustarse a las exigencias prescritas en el literal a) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 2010, del Ministerio de Educación (boletín N° 8.191-04).



--Se toma conocimiento y se mandó comunicar al Excelentísimo Tribunal Constitucional.



Con el siguiente da inicio al proyecto que modifica la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma, y otros textos legales que indica (boletín N° 8.466-07) (Véase en los Anexos, documento 1). 



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y a la de Hacienda, en su caso, y se manda ponerlo en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Con  el tercero comunica el retiro de la urgencia a la tramitación del proyecto de ley que introduce modificaciones al marco normativo que rige las aguas en materia de fiscalización y sanciones (boletín Nº 8.149-09).



--Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes. 



Con el cuarto retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, al proyecto que elimina el inciso cuarto del artículo 32 de la ley N° 18.556, sobre sistema de inscripciones electorales y Servicio Electoral, que establece la obligación de publicar en su sitio web el padrón electoral y la nómina auditada de inhabilitados (boletín N° 8.345-06).



Con los tres siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, para el despacho de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (boletín N° 8.324-03).



2.- Proyecto de ley que modifica regulación de las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos y franquea inscripción en el Registro Artesanal de los recursos que indica (boletín Nº 8.389-03).



3.- Proyecto de ley que crea el Ministerio del Deporte (boletín Nº 8.085-29).



4.- Proyecto que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985 (boletín Nº 7.761-24).



5.- Proyecto que anticipa el pago del bono de la ley N° 20.506, “bono bodas de oro”, para los matrimonios que se indican (boletín Nº 8.443-05).



6.- Proyecto que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (boletines Nºs 5.917-18 y 7.007-18, refundidos).



7.- Proyecto de ley que faculta a los directorios de las comunidades de aguas y de las juntas de vigilancia para representar a los interesados en los procedimientos de perfeccionamiento de títulos de derecho de aprovechamiento de aguas (boletín Nº 8.150-09).



8.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo sobre Tránsito Vecinal Fronterizo entre la República de Chile y la República Argentina", suscrito en Buenos Aires el 6 de agosto de 2009 (boletín Nº 8.154-10).



Con el octavo hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, al proyecto de ley que autoriza el levantamiento del secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (boletín N° 4.426-07).



Con el último retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, para la tramitación del proyecto que modifica, en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura, contenida en la ley N° 18.892 y sus modificaciones (boletín N° 8.091-21).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto que modifica la ley N° 19.327, que contiene normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional (boletín N° 4.864-29).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Con el segundo comunica que prestó su aprobación al proyecto que modifica, en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura, contenida en la ley N° 18.892 y sus modificaciones (boletín N° 8.091-21) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, y a la de Hacienda, en su caso.



Con el tercero comunica que aprobó la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas con ocasión de la tramitación del proyecto que modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 19.665 en las materias que indica (boletín N° 6.244-07).



--Queda para tabla.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Remite copia de la sentencia definitiva dictada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación (boletín N° 3.815-07).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Envía copia de resolución dictada en la tramitación del reclamo formulado por un grupo de Senadores respecto a la promulgación de la ley N° 20.595, efectuada por Su Excelencia el Presidente de la República, por contener un título diverso del que constitucionalmente corresponde, y además, de escritos presentados por la parte requerida.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Remite copia autorizada de la resolución recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del inciso segundo del artículo 6° de la ley N° 20.545, que modifica las normas sobre protección a la maternidad e incorpora el permiso posnatal parental.



--Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Expide copia autorizada de cinco sentencias definitivas dictadas en acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 41, inciso final, del decreto con fuerza de ley N° 850, de 1997, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.840, de 1964, y del decreto con fuerza de ley N° 206, de 1960, sobre construcción y conservación de caminos.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.


Del señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema:


Responde, en su calidad de Presidente del Consejo Superior de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, a una petición de información, enviada en nombre del Senador señor Uriarte, referente a la posibilidad de establecer un nuevo sistema de remuneraciones y de carrera funcionaria. 



Del señor Contralor General de la República:



Da a conocer, atendiendo una petición enviada en nombre de la Senadora  señora Rincón, que el señor Ministro de Desarrollo Social y el señor Director Ejecutivo del Fondo de Solidaridad e Inversión Social le han informado que se instruye un sumario administrativo con el fin  de verificar si un funcionario del servicio mentado ha incurrido en conductas de proselitismo político.



Envía, para conocimiento de la Corporación, copia del informe de seguimiento al Informe Final N° 76, de 2011, sobre auditoría a las operaciones correspondientes a los contratos en consignación del año 2010 de la Editorial Jurídica de Chile.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo:



Remite, en respuesta a petición cursada en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, el Informe de Ejecución del Programa especial de emergencia para micro y pequeñas empresas afectadas por el desborde del río Las Minas, en la ciudad de Punta Arenas, elaborado por el Servicio de Cooperación Técnica.



Del señor Ministro de Desarrollo Social:



Contesta solicitud, cursada en nombre del Senador señor Cantero, en orden a que se autorice la recomendación favorable por la Secretaría Regional Ministerial del ramo de la Región de Antofagasta al nuevo proyecto de relleno sanitario en la capital regional y se propicie la realización de la evaluación de impacto ambiental en paralelo al diseño de aquel.



Remite informe del señor Director Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, en respuesta a petición de antecedentes hecha en nombre del Senador señor Navarro, relativa al Proyecto de Revitalización de Lenguas Indígenas, impulsado por la Unidad de Cultura y Educación de la mencionada entidad. 



Del señor Ministro de Justicia:



Responde solicitud de información, formulada en nombre del Senador señor Navarro, relativa a la existencia de estudios, anteproyectos o proyectos definitivos de construcción de un recinto penitenciario en la comuna de Cabrero.



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Informa sobre posibilidad de mejorar el acceso al sector Lago Largo, en la localidad de Ñirehuao, comuna de Coyhaique, materia consultada en nombre del Senador señor Horvath.



Da respuesta a solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Kuschel, referente al estudio del trazado de la ruta entre Caleta Pichanco y Caleta Gonzalo, tramo pendiente de terminación en la carretera Austral.  



Responde consulta, formulada en nombre del Senador señor Navarro, relativa a solicitudes de Enerplus S. A., ante esa Secretaría de Estado, en materia de obras de embalse en el río Ñuble, Región del Biobío.



Previene que una solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Quintana, concerniente a obras de mejoramiento de puente sobre el río Cautín, en la comuna de Lautaro, está comprendida en el oficio de respuesta N° 1.117 de esa Secretaría de Estado, que adjunta.



Contesta petición, cursada en nombre del Senador señor Gómez, atinente al envío a tramitación legislativa de un proyecto que autorice para destinar la recaudación fiscal a la Región en que esté ubicada la plaza de peaje correspondiente.



Del señor Ministro de Salud:



Expresa el agradecimiento institucional por nota, enviada en nombre del Senador señor García-Huidobro, que destaca la entrega gratuita de la droga trastuzumab a pacientes de cáncer de mamas.



Atiende diversas peticiones, enviadas en nombre del Senador señor Navarro, relativas a los asuntos que se enuncian a continuación:



1.- Situación que afecta a pacientes con enfermedades de alta complejidad a raíz del cierre de la Unidad de Endosonografía del Hospital Regional de Concepción.



2.- Resultado de fiscalizaciones, en los dos últimos años, respecto al nivel de contaminación ambiental en la comuna de Chillán en lo que atañe a calidad del aire y manejo de vertederos y rellenos sanitarios, materia respondida directamente por la Autoridad Sanitaria de la Región del Biobío a Su Señoría.



3.- Fiscalizaciones practicadas en el caso del vertedero ilegal de residuos existente en Chiguayante, consulta respondida, también directamente, por el señor Secretario Regional Ministerial del Biobío.



Contesta petición de antecedentes, remitida en nombre de la Senadora señora Rincón, respecto a la construcción, bajo la modalidad de concesión, del nuevo hospital de la ciudad de Linares.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales:



Contesta petición de información, expedida en nombre del Senador señor Navarro, sobre estado de tramitación de la declaración como área protegida de los géiseres del Tatio, en la Región de Antofagasta.



De la señora Ministra del Medio Ambiente:



Informa, atendiendo a una petición, enviada en nombre del Senador señor Navarro, sobre las acciones adoptadas por la Secretaría Regional Ministerial correspondiente en materia de calidad del aire y manejo de vertederos y rellenos sanitarios en la comuna de Chillán.



Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo:



Contesta una solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Navarro, sobre avance del proyecto “Solución integral de extensión de la red de alcantarillado, agua potable y pavimentación Población Estero Manco”, en la comuna de Coronel.



Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas:



Informa haber remitido al señor Comandante en Jefe del Ejército los antecedentes de la consulta, formulada en nombre del Senador señor Navarro, referente a diversos aspectos del funcionamiento y costos del sistema de salud de los pensionados de esa institución castrense.



Del señor Subsecretario de Minería:



Atiende petición de antecedentes, formulada en nombre del Senador señor Navarro, respecto a los estudios considerados por esa Secretaría de Estado para implementar los contratos especiales de operación del litio anunciados por el Gobierno.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones:



Contesta consulta, cursada en nombre del Senador señor Navarro, relativa al resultado de presentaciones que atribuyen a VTR una situación eventualmente abusiva derivada de una supuesta negativa a permitir el ingreso de otros operadores de cable a condominios y edificios.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile:



Responde solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Senador señor García-Huidobro, sobre factibilidad de aumentar las rondas policiales en el sector Pedro de Miranda, localidad de Lo Miranda, comuna de Doñihue, con el propósito de reforzar la fiscalización para la seguridad de la población. 



Del señor Subdirector de Racionalización y Fiscalización, Dirección de Presupuestos:



Da respuesta a un acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables señores Girardi, Gómez, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma y Patricio Walker, relativo a la remisión de un proyecto de ley en materia de incentivo al retiro para los asistentes de la educación en términos iguales a los aprobados para el sector de la salud municipal (boletín N° S 1.492-12).



Del señor Jefe de División de Planificación y Presupuesto, Ministerio de Educación:



Remite información, solicitada en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, referente a gastos realizados por esa Secretaría de Estado y por el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, en publicidad o difusión, durante los años 2010, 2011 y 2012.



Del señor Superintendente de Salud:



Anuncia, refiriéndose a petición de informe sobre evolución de los excedentes de cotizaciones de salud en las isapres, formulada en nombre de la Senadora señora Alvear, que está en desarrollo la revisión de aquel proceso, desde 2005 a la fecha, y que el resultado se enviará a Su Señoría tan pronto esté disponible.



De la señora Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Seguridad del Tránsito:



Absuelve consulta, remitida en nombre del Senador señor Navarro, concerniente a las metodologías para determinar el número de fallecidos en accidentes de tránsito, según los criterios estadísticos usados por Carabineros y el Ministerio de Salud.



Del señor Presidente del Consejo Directivo del BancoEstado:



Atiende solicitud de información, formulada en nombre del Senador señor Kuschel, referente al estado de avance del sistema de seguro de vida para pescadores artesanales y su implementación en las comunas de la Región de Los Lagos.



De la señora Directora del Servicio de Salud Araucanía Sur:



Responde solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor García, sobre estado de avance en la gestión de los Convenios con Financiamiento Plan Araucanía y fecha más probable de su total tramitación.



Del señor Director (S) del Servicio de Vivienda y Urbanización Región del Biobío:



Da respuesta a petición de antecedentes, formulada en nombre del Senador señor Navarro, referente a conformación de la Plataforma Logística del Biobío.



Del señor Alcalde de Coronel:



Informa, en respuesta a petición de antecedentes enviada en nombre del Senador señor Navarro, estado de avance del proyecto “Solución integral de extensión de la red de alcantarillado, agua potable y pavimentación Población Estero Manco”, en lo referente a la pavimentación de las calles Ongolmo y Estero Manco, en esa comuna.



Del señor Alcalde de Temuco:



Informa sobre el estado del proyecto educativo institucional de la Escuela Llaima para la jornada escolar completa y acerca de la desafectación del área verde contigua a la actual edificación, para facilitar su materialización, cuestión consultada en nombre del Senador señor García.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el oficio con que Su Excelencia el Presidente de la República requiere el acuerdo del Senado para designar miembros del Consejo Consultivo Previsional, por el período que se indica, a los señores Andras Uthoff Botka y Ricardo Paredes Molina (boletín N° S 1.493-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política) (Véase en los Anexos, documento 3).



Informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y certificado de la Comisión de Hacienda recaídos en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la escala de sueldos base fijada para el personal de las municipalidades por el artículo 23 del decreto ley N° 3.551, de 1980 (boletín N° 8.333-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 4 y 5).



De las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda, sendos informes recaídos en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que otorga beneficios a los deudores del crédito con garantía estatal y modifica la ley N° 20.027 (boletín Nº 7.898-04) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 6 y 7).



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, informe recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.287, sobre procedimiento ante los juzgados de policía local, para prohibir el envío de citaciones en caso de que las infracciones sean registradas con el vehículo en movimiento (boletín N° 7.292-15) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señor Bianchi, señora Rincón y señores Cantero, Horvath y Muñoz Aburto, con la que se da inicio a un proyecto que sustituye el inciso primero del artículo 18 de la ley N° 19.628, sobre  protección de la vida privada, para prohibir en los casos que indica la comunicación de obligaciones impagas (boletín N° 8.458-03) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Economía.



Del Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto de ley que incorpora como causal de cesación en los cargos de Senador y Diputado la dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o psicotrópicas ilegales (boletín N° 8.468-07) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señoras Alvear y Allende y señores Muñoz Aburto y Patricio Walker, con la que se da inicio a un proyecto que modifica el Código de Justicia Militar y la ley Nº 20.477 en materia de competencia de los tribunales militares (boletín N° 8.472-07) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.

Proyectos de acuerdo


De los Senadores señor Navarro, señoras Alvear y Rincón y señores Girardi, Pizarro, Quintana, Rossi, Sabag y Tuma, con el que piden a esta Corporación expresar su reconocimiento al señor Juan Somavía por su notable gestión como Director General de la Organización Internacional del Trabajo, cargo desde el que ha dado un impulso sostenido al concepto de “trabajo decente” en el marco de la globalización de los procesos productivos (boletín N° S 1.499-12) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.


Del Honorable señor Escalona, con el que propone un conjunto de enmiendas al Reglamento del Senado al objeto de adecuarlo a la ley N° 19.447, que modificó la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional (boletín N° S 1.500-09) (Véase en los Anexos, documento 13).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
Comunicación



De Autoridades Tradicionales y Dirigentes de los Pueblos Indígenas Autoconvocados, con la que requieren el cumplimiento del Convenio N° 169 de la OIT, en materia de consulta a los pueblos interesados, durante la tramitación en esta Corporación del proyecto que modifica, en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura, contenida en la ley N° 18.892 y sus modificaciones, correspondiente al boletín N° 8.091-21.



--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.
Solicitud de permiso constitucional



Del Senador señor Tuma, para ausentarse del territorio de la república a contar del 5 de agosto próximo.



--Se accede a lo solicitado.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa el informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que anticipa el pago del bono de la ley N° 20.506 (“bono bodas de oro”) para los matrimonios que se indican (boletín N° 8.443-5) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 14).

El señor ESCALONA (Presidente).- Queda para tabla.



Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en reunión de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Tratar en esta sesión, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto que modifica la escala de sueldos base fijada para el personal de las municipalidades por el artículo 23 del decreto ley N° 3.551, de 1980.



2.- Discutir a continuación la iniciativa que modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 19.665 en las materias que señala.



3.- Colocar en Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana el proyecto que anticipa el pago del bono de la ley N° 20.506, denominado “bono bodas de oro”, para los matrimonios que se indican.



4.- Considerar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana la iniciativa que otorga beneficios a los deudores del crédito con garantía estatal y modifica la ley N° 20.027.



5.- En cuanto al proyecto que enmienda la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma, y otros textos legales que señala, enviarlo primero a la Comisión de Economía, y en seguida, a la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



6.- Suspender la actividad de la Sala y de las Comisiones entre los días 12 y 16 de noviembre próximo para los efectos de la tramitación y despacho del proyecto de Ley de Presupuestos por la Comisión Especial Mixta.



7.- Tocante al proyecto que establece incentivos especiales para las zonas extremas del país, remitirlo, una vez despachado por la Cámara de Diputados, a las Comisiones de Hacienda y Especial de Zonas Extremas, unidas.

)---------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Ha solicitado el uso de la palabra el Honorable señor Rossi.



Puede intervenir, Su Señoría.

VINDICACIÓN ANTE EXPRESIONES DE PRESIDENTE DE COMISIÓN DE ÉTICA Y TRANSPARENCIA, SENADOR SEÑOR HERNÁN LARRAÍN

El señor ROSSI.- Señor Presidente, quiero hacer uso de mi derecho a vindicación, consagrado en el artículo 114 de nuestro Reglamento, básicamente para rechazar de manera categórica las descalificaciones y los juicios de valor que realizó el Presidente de la Comisión de Ética y Transparencia de la Cámara Alta, Senador Hernán Larraín, sobre mi honorabilidad, luego de dar una entrevista a propósito de mi opinión respecto a la legalización del autocultivo de la marihuana y, además, entregar un testimonio personal que ha generado, a mi parecer, un sano debate en nuestra sociedad.



Las sustancias psicoactivas o drogas se han utilizado desde los albores de la Humanidad con diversos propósitos.



Tan antiguo como el uso de las drogas ha sido también el intento de las sociedades humanas por controlar y fiscalizar su utilización.



Durante siglos solo existió un control social y cultural sobre las drogas, y es recién a mediados del siglo pasado cuando surge con fuerza la visión prohibicionista que criminaliza penalmente el consumo.



La llamada “guerra a las drogas” y el paradigma prohibicionista, entonces, son relativamente recientes. De hecho, la Convención Única sobre Estupefacientes data de 1961.



Pues bien, desde la década pasada ha comenzado a surgir un fuerte cuestionamiento a ese enfoque criminal y represivo. 



Según esta nueva visión, la llamada “guerra contra las drogas” ha fracasado no solo porque el consumo ha seguido subiendo, sino asimismo porque ha generado mayor daño, más violencia, corrupción, lavado de dinero; incluso, algunos hablan de la conformación de verdaderos “narcoestados”.



Uno de los hitos más destacables de esta nueva visión se plasmó en la llamada “Declaración de Viena”, del año 2010, suscrita no solo por importantes líderes políticos, como Fernando Henrique Cardoso, Ernesto Zedillo y César Gaviria, sino también por relevantes miembros de la comunidad científica, como la premio nobel de medicina Françoise Barré-Sinoussi, e intelectuales, como Mario Vargas Llosa.



En lo esencial, la Declaración de Viena es una proclama que llama a los países a debatir y a cambiar sus políticas de control de drogas basadas en la ley penal y en la criminalización por otras que, asentadas en la evidencia científica, impliquen un mayor grado de integración social y avances reales en materia de salud pública.



Según señala el propio Fernando Henrique Cardoso, “Las políticas represivas están firmemente basadas en prejuicios, miedos y en posturas ideológicas. La manera de salvaguardar los derechos humanos, la seguridad y la salud está relacionada con estrategias de paz y no de guerra”.



En ese contexto, el consumo personal y privado de marihuana no constituye falta ni delito alguno y es, a mi juicio, una materia que no afecta la honorabilidad de quien libremente ejerce ese derecho, más allá de los prejuicios y miedos que otros puedan tener al respecto. Y, aun, pienso que la legalización del autocultivo controlado puede constituir un mecanismo eficaz contra el consumo de drogas más nocivas, ya que implicaría que los consumidores de marihuana no tuvieran contacto con los traficantes. Todo esto, sumado al uso terapéutico de la marihuana, por ejemplo, en casos de cáncer terminal.



Por intermedio de la Mesa, debo decirle al señor Presidente de la Comisión de Ética del Senado que el tema planteado es parte de la ética social, que en una democracia no es absoluta, sino diversa y cambiante en el tiempo.



En Chile, hasta hace pocos años la homosexualidad era un delito, y hoy estamos protegiendo la diversidad, e incluso, regulando las relaciones de pareja entre personas de un mismo sexo.



Desde mi perspectiva ético-social, resulta indispensable que cada persona pueda, en la esfera de su intimidad, consagrada en el artículo 19, número 4°, de la Constitución, gozar en este tema de un ámbito de libertad.



Señor Presidente de la Comisión de Ética del Senado -de nuevo por intermedio de la Mesa-, sus descalificaciones, e incluso algunas amenazas, se acercan más a una visión autoritaria de la democracia, ya que buscan imponer a partir de las sanciones determinada visión del mundo, y en este caso específico, del consumo de drogas.



El que un Senador de la República reconozca una conducta individual que no constituye delito ni falta alguna, y que además lo haga como forma de promover un debate necesario y urgente en nuestro país, no es ni con mucho una falta a la ética que debe regir a las autoridades públicas. Creo que la mentira y la hipocresía son infinitamente peores. 



La libertad, como parte esencial de la dignidad humana, debe ser defendida en todas sus formas, ya que su vulneración constituye la destrucción de la personalidad del hombre.



La Constitución de un país hermano, muy similar a la nuestra, señala: “Las acciones privadas de los hombres que de ningún modo ofendan al orden y a la moral pública, ni perjudiquen a un tercero, están sólo reservadas a Dios y exentas de la autoridad de los magistrados. Ningún habitante de la nación será obligado a hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella no prohíba”.



Por lo expuesto, solicito la inhabilidad del Senador Hernán Larraín, en cuanto Presidente de nuestra Comisión de Ética y Transparencia, para ver cualquier materia referente a mi persona en este caso, si es que así alguien lo estimase conveniente, ya que sus declaraciones constituyen abiertamente un prejuicio que lo implica y recusa en forma evidente.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero puntualizar que el derecho a vindicación establecido por el Reglamento tiene un alcance bastante preciso, ya que dice relación con las referencias a un miembro de la Corporación que un orador haga en forma indebida, impropia, en el Hemiciclo. No recuerdo haber empleado ninguna expresión que hiciera aplicable dicho ordenamiento o que permitiese al Senador señor Rossi formular un alegato en tal sentido.



Mas esa es una formalidad. En lo sustantivo, he escuchado lo expuesto por Su Señoría, quien se ha extendido latamente acerca de declaraciones que habrían afectado su honorabilidad, y, sin embargo, no ha mencionado ninguna, precisa y concreta, de la cual se pudiera desprender esa conclusión. Si quien habla fuera consciente de haber dicho algo en ese orden de cosas -ciertamente, en ningún momento ha abrigado la intención, en el debate, de afectar la honra del señor Senador-, sería el primero en disculparse; pero como no se ha especificado nada que pudiese interpretarse en esa forma, por no mediar ninguna cita de palabras que lleven a inferirlo, me parece que tal planteamiento se halla completamente fuera de lugar.



He consignado expresamente, además, que el que nos ocupa no es un problema moral, como tampoco legal. Lo que he aseverado es que se trata de una cuestión de responsabilidad, porque -y repito la argumentación- si un país como el nuestro ha contemplado como política de Estado, tanto en el Gobierno anterior como en el actual, impedir el consumo de drogas sobre todo en los más jóvenes, por estimarse dañino, y ha contemplado normas para que todas las autoridades, excepto los parlamentarios, se abstengan de recurrir a ellas y se sometan a controles periódicos, es necesario que estas, mientras exista tal directriz, sean un ejemplo, un modelo. Y nosotros no podemos encontrarnos excluidos, porque, en tal caso, estaríamos amparando, de alguna manera, conductas que van contra lo que ha sido la política de Estado en la materia durante muchos años.



Eso es lo que me parece una irresponsabilidad política. No estoy emitiendo un juicio de valor: estoy expresando una opinión probablemente contraria a la del Senador señor Rossi. Pero entiendo que en una democracia podemos discrepar, podemos mantener diferencias, podemos emitir juicios respecto de lo que significa la acción de una persona o de otra. No pretendo que me asisten la razón última ni la verdad, pero sí tengo derecho a decir lo que pienso.



Tampoco he invocado mi condición de Presidente de la Comisión de Ética, porque no corresponde, aunque, por cierto, si un periodista me la cuelga, no tengo como evitarlo, por ser la calidad que invisto. Pero, consultado respecto de si pensaba llevar a ese órgano técnico a mi Honorable colega por sus declaraciones, respondí en forma negativa, por no parecerme lo procedente. Insisto en que no he observado en sus palabras algo que constituya un motivo para someterlo a esa instancia, ni estimo que haya cometido algún tipo de ilicitud, porque nuestras normas permiten el consumo privado de drogas como la marihuana. De manera que no ha sido eso lo que me ha motivado a hablar.



Lo que sí he manifestado es que se está trabajando en un Código de Prácticas de Buena Conducta Parlamentaria, en donde pienso que deberían incorporarse disposiciones de esta naturaleza. Pero eso no va a definirlo quien habla, sino la Comisión, primero, y luego la Sala, cuando le propongamos el compendio de normas que creemos que deben contemplarse para una mayor claridad en la materia.



Por lo tanto, señor Presidente, estimo que las expresiones del señor Senador, no solo no se ajustan al Reglamento, sino tampoco a la realidad, porque, manteniendo diferencias muy profundas, a lo mejor, en la materia, respeto su opción. Lo que no comparto es que una conducta de esta índole sea responsable, desde un punto de vista político, en una nación que no quiere el consumo de drogas.



Ahora, si se quiere convertir a Chile en el paraíso de la marihuana, si se quiere legalizar su consumo, abrirlo y que ella sea adquirida como los cigarrillos, esa es una discusión que tenemos que llevar a cabo. Si el Senador señor Rossi u otro o cualquier persona se hallan en una posición distinta, estimo que ejercen su legítimo derecho al promoverla. Pero reclamo el mío, no solo de estar en desacuerdo, sino también de manifestar por qué es así y de señalar, con gran respeto, mas con la mayor fuerza posible, que una política de esa naturaleza me parecería extraordinariamente inconveniente para Chile, para su juventud, para sus escolares, ámbito en el cual se ha incrementado notablemente en el último tiempo el consumo de la hierba.



Y, más allá de cualquier consideración médica, área en la que carezco de competencia, puedo señalar que el grueso de los países la tiene prohibida. En Estados Unidos, Alaska, por ejemplo, que la legalizó, a los cinco años tuvo que repenalizar -es lo que textualmente ocurrió- por el incremento masivo del consumo y sus daños complementarios o anexos.



Se trata de una discusión política que no guarda relación alguna con problemas de honorabilidad. Por lo menos hasta este minuto, no he escuchado proferir ninguna expresión en ese sentido.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, seré muy breve.



Juzgo que este no es el momento de entrar en el debate de fondo. He escuchado atentamente tanto al Senador señor Rossi como al Senador señor Larraín y, claro, aquí se están planteando aspectos que tienen que ver más bien con esa etapa. Imagino que, en la medida en que se presente la moción respectiva, tendremos la oportunidad de entrar a una discusión como la que les corresponde a los parlamentarios, con toda la altura de miras necesaria para saber cuál va a ser, en definitiva, la votación de un proyecto de tales características o la adhesión que genera.



Pedí intervenir simplemente para decir lo siguiente. Me alegro, por un lado, de escuchar al Senador señor Larraín puntualizar que no ha pensado en algún momento en plantear la invitación al Honorable señor Rossi de concurrir a la Comisión de Ética; pero tengo que exponer, por el otro, que si bien es cierto que puede haber actuado a título personal -y lo entiendo-, no puede negarse el hecho de que es Presidente de ese órgano técnico, y me parece que tiene que ser extraordinariamente prudente en cualquier declaración pública en que exhiba esa calidad, ya que, lógicamente, inhabilita bastante la emisión de juicios antes de que la Comisión, como tal, incluso se haya reunido.



Porque no fueron las únicas expresiones. La verdad es que conocimos varias, de distintos parlamentarios, algunas de ellas formuladas en términos bastante cautos, y otras, casi beligerantes, diría, lo que me parece que no corresponde, por ser legítimos, en democracia, distintos puntos de vista, opciones y posiciones, y el tema resulta absolutamente debatible. Cuando empezamos con las descalificaciones, vamos bastante mal.



Entonces, quería hacer la presente prevención, porque, formando parte de la Comisión de Ética, estimo que si algo tenemos que resguardar es el debido proceso, lo que significa que no se pueden emitir de antemano declaraciones públicas en una cierta línea contraria a una posición, más allá de la opinión personal que se sostenga, porque, claramente, el primero no queda bien resguardado.



Así que, como integrante de la Comisión, señor Presidente, quería hacer hincapié, por si tomamos mañana la decisión de tratar el asunto, en que tengamos mucho cuidado en la forma, justamente, ya que no puede ser -repito- que se hagan declaraciones previas públicamente. Sería muy distinto si se resolviera abordarlo a raíz de distintas expresiones en la materia: obviamente, correspondería invitar al Honorable señor Rossi para que diera sus argumentos y las razones por las cuales ha creído conveniente dar un testimonio personal. Pero insisto en la gran precaución que es preciso mantener en la manera de expresarse.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Su intervención se halla fuera de Reglamento, señora Senadora.

)------------------(

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Sí, Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Pido dar más plazo para presentar indicaciones al proyecto que reforma la Ley de Quiebras, pues venció el fijado para tal efecto. Habiendo conversado con otros miembros de la Comisión de Economía y con algunos señores Senadores, sería deseable extenderlo hasta el día 10 de agosto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá.



--Así se acuerda.

V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE ESCALA DE SUELDOS BASE PARA PERSONAL DE MUNICIPALIDADES

El señor ESCALONA (Presidente).- Conforme a lo acordado por los Comités, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la escala de sueldos base fijada para el personal de las municipalidades por el artículo 23 del decreto ley Nº 3.551, de 1980, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y certificado de la Comisión de Hacienda. La urgencia ha sido calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8333-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 33ª, en 10 de julio de 2012.


Informes de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 37ª, en 31 de julio de 2012.


Certificado de la Comisión de Hacienda: sesión 37ª, en 31 de julio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es aumentar progresivamente las remuneraciones de los funcionarios municipales de manera que en el plazo de cuatro años homologuen sus sueldos base con los de los funcionarios públicos del nivel central.



La Comisión de Gobierno, por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Bianchi, Coloma, Rossi, Sabag y Zaldívar, acogió la idea de legislar.



Por su parte, la Comisión de Hacienda la aprobó por 3 votos a favor, de los Honorables señores García, Lagos y Novoa, y 2 abstenciones, de los Senadores señora Rincón y señor Frei.



El texto que se propone sancionar en general se transcribe en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición en los computadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, en la última reunión de la Comisión de Hacienda antes de la semana regional se pidió aprobar la iniciativa que ahora nos ocupa a fin de que pasara de inmediato a la Sala en la sesión del miércoles 18 de julio.



Nosotros pedimos recibir a la Asociación Chilena de Municipalidades y contar con la opinión también de los empleados del sector, ya que se trata de una normativa importante y de una nivelación obtenida por estos últimos con el Gobierno y la entidad mencionada.



El proyecto llegó sin financiamiento a dicho órgano técnico. Según lo logrado, el costo ascendería a 24 mil millones de pesos, de los cuales el Gobierno aportaría dos cuotas de 6 mil millones cada una, correspondientes al segundo semestre en curso y a 2013, y la Asociación cubriría la diferencia, de 12 mil millones. Desde ese punto de vista, lo consideramos algo factible. Pero el problema radica en que, a partir de 2014, el monto total va a recaer ciento por ciento en los municipios. Sobre esa base formulamos nuestras observaciones.



Deseo reiterar lo que advertí en la Comisión: desde hace muchos años venimos escuchando a los alcaldes quejarse de los parlamentarios, quienes aprueban iniciativas cuyo alto financiamiento no puede ser enfrentado por los municipios. Y el pato de la boda lo pagan las comunas pequeñas.



En el caso concreto de las dos Regiones que represento, dos comunas no enfrentarán dificultades, pero sí otras 13, por vivir del Fondo Común Municipal y carecer de recursos adicionales. Y las cantidades que nos ocupan son importantes para ellas.



Por esa razón, después de escuchar a representantes de la Asociación Chilena de Municipalidades y a dirigentes de distintas entidades gremiales, el proyecto se aprobó por tres votos a favor y dos abstenciones. Una de ellas fue la mía, para facilitar su paso a la Sala. No estoy en condiciones de pronunciarme a favor de un articulado que significa una carga de ese volumen para las municipalidades, sobre todo en un plazo largo. Si fuera por un año o un año y medio, se podría comprender que hiciesen un esfuerzo por 12 mil millones de pesos, pero no por 24 mil millones en forma definitiva, a menos que en el Presupuesto fiscal de 2013 o 2014 se subsanara de alguna manera la situación. Tal es el motivo por el cual tomamos esa decisión el día de ayer.



Y reitero mi disposición.



El Presidente de la Asociación de Municipalidades, que participó con su equipo, manifestó claramente que entendía nuestra oposición o reflexión sobre el financiamiento.



Alrededor de 50 comunas -podría extenderse el número hasta 100 de ellas, correspondientes a cabeceras regionales o provinciales y a las más grandes- se encuentran en condiciones, sin duda, de asumir los montos respectivos, pero no las demás, en su mayoría rurales, porque, como dije, viven ciento por ciento del Fondo Común Municipal y las obras que ejecutan se llevan a cabo con proyectos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, pues carecen de plata para inversión.



Subrayo que hemos escuchado reiteradamente a los municipios quejarse de que los parlamentarios aprobamos iniciativas que representan para ellos un déficit que después deben seguir absorbiendo.



Se plantearon distintas posiciones, pero insistí en mi postura. Y así lo hice saber en la Comisión de Hacienda. Me parece que no es bueno -repito que por una sola vez se entiende, pero no en forma definitiva- cargarles estos montos a las municipalidades.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para que el Honorable señor Pizarro asuma como Presidente accidental.



Acordado.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Puede intervenir el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, me parece que el proyecto de ley ha sido largamente esperado, no solo por los funcionarios del sector -aquí tengo un punto de inflexión con el Honorable colega que me antecedió en el uso de la palabra-, sino también por los municipios y las personas.



Al funcionar bien las instituciones, todos funcionan bien. Y, obviamente, cuando se van registrando distorsiones remuneracionales en el mundo de que se trata, que es el que se halla más cerca de la gente, ello va afectando tanto la labor de los municipios como a los ciudadanos que forman parte de la comunidad.



De ahí que la cuestión diera lugar a una aspiración muy sentida, en virtud de la cual las asociaciones respectivas y los municipios coincidieron, con razón, en una iniciativa que subsanará, aunque sea parcialmente, los desniveles que se han ido presentando. La compensación tendrá lugar a través de un bono no imponible ni tributable por las diferencias mensuales que se han ido verificando, sobre la base del año 2012.



En la Comisión de Gobierno preguntamos específicamente por el financiamiento, que formaba parte de las preocupaciones del órgano técnico, y los representantes de la Asociación Chilena de Municipalidades nos explicaron que se había llegado a un acuerdo mediante el cual el Estado pondría 6 mil millones de pesos en el año en curso, y ellos, el saldo restante. ¿Hasta cuándo? Hasta que en la discusión presupuestaria se pueda ojalá coincidir en una respuesta más continua.



Se ha expresado que el sistema no es bueno. Lo único que digo es que mucho peor sería no efectuar la nivelación. Y, desde una perspectiva de ordenamiento económico, espero que en los Presupuestos de 2013 y de 2014 se puedan considerar estos fondos como una realidad permanente. Pero no me cabe duda de que el paso intermedio, discutido en la Comisión de Gobierno, en orden a generar un acuerdo para que tanto al Estado como a los municipios les correspondan partes iguales, constituye un avance muy relevante en ese último ámbito. Por eso, la iniciativa generó unanimidad al menos en dicho órgano técnico.



Y me parece bien que el proyecto se haya tratado en primer lugar en la presente sesión, pues una postergación carecería de sentido. Es preciso apuntar a una nivelación para que, de esa manera, los municipios puedan trabajar de mejor forma.



En consecuencia, vamos a apoyar el texto en estudio, porque nos parece justo y necesario.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Les recuerdo a Sus Señorías que estamos discutiendo la materia como si fuera de Fácil Despacho. Se han inscrito ocho señores Senadores para intervenir, más el señor Ministro.



Si procedemos en forma rápida, podríamos acomodarnos...

El señor LARRAÍN.- En ese caso, pediré la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Su Señoría puede sentirse representado por su colega de bancada que integra la Comisión de Gobierno.

El señor GÓMEZ.- Se puede abrir la votación y quienes lo deseen podrán fundamentar el voto.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Eso es más razonable. 



Si hay acuerdo -veo muy entusiasmados a los señores Senadores-, abriré la votación.



Acordado.



Pero antes ofrezco la palabra al señor Ministro, pues, reglamentariamente, no podré otorgársela una vez que se inicie la votación.



Puede intervenir, señor Ministro.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Muchas gracias, señor Presidente.



Seré breve.



Este proyecto, sin lugar a dudas, es muy relevante, por cuanto propone eliminar la brecha de salarios entre los funcionarios municipales y los empleados del mismo grado regidos por la Escala Única de Sueldos.



Recordemos que en el año 2007 se dictó la ley Nº 20.198, que permitió acortar esa distancia. Y ahora la estamos eliminando.



Respecto del tema de fondo planteado aquí, relativo al financiamiento para terminar con esa brecha, creo que ya se han dado suficientes antecedentes. Pero quiero agregar otro que me parece esencial para que los Senadores tomen una decisión adecuada. 



La iniciativa en debate va acompañada también de una política del Gobierno orientada a aumentar los recursos para los municipios, en especial, como se ha dicho en esta sesión, para los más vulnerables, los que pertenecen a comunidades rurales, los cuales se financian en gran parte -casi en el cien por ciento- con el Fondo Común Municipal.



Hemos subido el aporte a dicho fondo en una cantidad significativa de recursos en los últimos dos años.



Además -y esto es una novedad-, el año pasado se aprobó en la Ley de Presupuestos una compensación a las municipalidades por las exenciones del impuesto territorial. Este es uno de los problemas de financiamiento más delicados que aqueja a los municipios. Y ahora el Gobierno los está compensando por las exenciones del referido tributo.



¿Cuáles son las municipalidades más beneficiadas con dicha medida? Precisamente las que integran comunidades donde hay un porcentaje mayor de población vulnerable.



De esa manera se está mejorando el financiamiento permanente que requieren tales municipios.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- A usted, señor Ministro.



En votación la idea de legislar. 



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Para fundamentar su voto, tiene la palabra el Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, como señaló el Honorable señor Coloma, este proyecto, que fue discutido en la Comisión de Gobierno, cumple con una aspiración que los funcionarios municipales plantean desde hace mucho tiempo.



Como se recordó, ya se dio un paso para lograr la finalidad de nivelar la escala de sueldos de los funcionarios municipales con la escala única fiscal. En 2007 se dio ese primer paso. Pero queda pendiente -lo estará, mientras no aprobemos el proyecto- esta segunda fase.



Efectivamente en la Comisión se nos indicó que hubo una negociación entre las organizaciones gremiales de los municipios, la Asociación Chilena de Municipalidades y el Gobierno para lograr el referido objetivo.



La iniciativa propone nivelar las escalas de sueldos en cuatro años. 



En la Comisión de Gobierno se analizó también, como ya se precisó, lo relativo al financiamiento para llevar a cabo lo que se propone. Si bien es cierto que se está aumentando el Fondo Común Municipal, cabe consignar que en este Parlamento, cuando se aprueban proyectos que imponen cargas a las municipalidades, normalmente reclamamos por no entregar los recursos necesarios para cumplirlas.



Ya vimos este problema aquí hace poco tiempo, cuando se posibilitó la creación de una serie de juzgados de policía local sin otorgar el financiamiento respectivo. De ese modo, se hacía casi ilusa la autorización para crear tales tribunales.



En el caso que nos ocupa, el Gobierno solo va a entregar dos cuotas de 6 mil millones de pesos durante dos años. Después, por supuesto, ese costo incidirá en los presupuestos municipales. Sin embargo -y por eso dimos nuestro voto de apoyo al proyecto-, creemos que no por eso se debe impedir que los funcionarios municipales logren un objetivo que han perseguido durante tanto tiempo.



El Ejecutivo tendrá que responder después por el posible desfinanciamiento municipal que se produzca a raíz de la aplicación de esta futura ley. 



¡Pero por ningún motivo debe dejar de aprobarse esta iniciativa! Hay que respaldarla porque es de justicia para los funcionarios municipales: deben tener una escala de sueldos similar a la de los empleados públicos.



Por otra parte, me parece muy bien que se haya propuesto abrir un plazo para presentar indicaciones hasta el próximo lunes. Ahora, de acuerdo con la normativa constitucional, el único que puede formularlas en este caso es el Gobierno. Por lo tanto, si este no presenta ninguna hasta esa fecha, el Presidente del Senado, luego de que el Secretario dé cuenta de ello, tendrá que dar por aprobado el proyecto en particular, quedando cumplido su trámite en esta Corporación, con lo cual se concretará una aspiración de los funcionarios municipales, que me parece -insisto- de toda justicia.



Por ello, voto que sí.



--(Aplausos en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, los Senadores de Renovación Nacional vamos a votar favorablemente esta iniciativa por varias razones.



La primera es porque se hace cargo de una sentida aspiración de los funcionarios municipales: completar el proceso de homologación de sus sueldos con los del sector público; es decir, a mismo grado, igual renta.



En segundo lugar, porque tenemos la convicción de que los municipios (chicos, medianos y grandes) contarán con los recursos para hacerse cargo del mayor gasto que representa este incremento, el cual, además, es gradual: parte en 2012 y termina en 2015.



¿Por qué afirmo que las municipalidades dispondrán de los recursos necesarios? Porque durante el Gobierno del Presidente Piñera el Fondo Común Municipal ha pasado de 628 mil millones de pesos en el año 2011 a 711 mil millones de pesos este año. O sea, los municipios están administrando alrededor de 90 mil millones de pesos más, recursos que sirven para financiar, entre otras materias, esta importantísima enmienda legal: la homologación de renta de todos los funcionarios. 



Además, se suman otros 20 mil millones de pesos, que, tal como dijo el Ministro Larroulet, se destinan a paliar los menores ingresos que obtienen los municipios más pobres, debido a que recaudan mucho menos en materia de impuesto territorial.



Esos 20 mil millones se entregaron durante 2011. Para el presente año, esa compensación superará los 35 mil millones de pesos.



Adicionalmente, hay que recordar que el Fisco efectuará un aporte de 12 mil millones de pesos para contribuir al financiamiento de este proyecto: 6 mil millones para este año y 6 mil millones para el 2013.



Señor Presidente, en lo central, aquí se busca materializar un principio de igualdad: al mismo grado, la misma renta. Porque todos son servidores del Estado. 



Ello permite completar un proceso que, como se ha señalado, se inició en 2007. 



Ahora, los funcionarios municipales, a través de sus dirigentes, han sido muy claros en señalar que, con lo propuesto, no se cierran las brechas existentes entre el sector público y el municipal. En efecto, ocurre que frente a iguales responsabilidades, normalmente los funcionarios municipales tienen grados inferiores a los que ocupan los de la Administración del Estado. Por lo tanto, aquellos aspiran, legítimamente, a que el paso siguiente sea la homologación total: que a idénticas obligaciones correspondan grados equivalentes.



Señor Presidente, el proyecto -¡qué duda cabe!- es un avance. Por eso lo votamos favorablemente.



--(Aplausos en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Les pido a los asistentes en las tribunas que guarden silencio. 



¡Estando transitoriamente en la testera, imagínense lo que pasaría si hago desalojar las tribunas...!



Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, sin duda la iniciativa que nos ocupa constituye una legítima aspiración de nuestros queridos funcionarios municipales de todo el país, quienes han luchado por eliminar la brutal diferencia que existe con sus colegas del sector público. A los municipales se los consideraba públicos, dependiendo de la conveniencia de la situación. Por lo tanto, la homologación propuesta, la igualación no solo es justa, sino también necesaria. 



Me alegra participar en esta sesión para, una vez más, apoyar, respaldar y respetar la función y la carrera de dichos funcionarios.



El Senador señor Frei, quien me antecedió en el uso de la palabra, tiene razón en algo que es importante recalcar -también lo manifestó el Honorable señor Zaldívar-: el plazo para presentar indicaciones será hasta el próximo lunes, y el único que puede formularlas en esta línea es el Ejecutivo. Yo quiero valerme de tal situación para pedirle al Gobierno que incluya una norma que haga que el Estado de Chile deje de ser el peor empleador. Hoy tenemos una oportunidad para ello.



Si bien vamos a votar favorablemente la idea de legislar, llamo la atención sobre lo que señala el artículo 2° de la iniciativa: “Otórgase un bono no imponible ni tributable, equivalente a la suma de las diferencias mensuales que represente la aplicación del aumento de los sueldos bases para el año 2012 dispuesto en el artículo 1°”. Repito: “Otórgase un bono no imponible”. 



El daño previsional de los funcionarios municipales, como el de tantos otros -hace unos días me reclamaba lo mismo la gente de la salud, ¡con mucha razón!-, implica que jubilarán con pensiones con las cuales no podrán vivir. ¡Esto lo hemos dicho incansablemente! Por eso tal vez a las señoras Senadoras y a los señores Senadores no les asombre lo que estoy señalando.



¡Este asunto lo hemos reclamado mucho, señor Presidente!



Si el Gobierno quiere hoy pasar “la prueba de la blancura” y avanzar para dejar de ser un muy mal empleador, bueno, ¡que haga que el bono mencionado sea imponible! De ese modo, el día de mañana aquellos a los que hoy estamos defendiendo percibirán jubilaciones que les permitirán subsistir.



Felicito a las directivas de los funcionarios municipales, porque esta ha sido una gran lucha. Por muchos años, ellos estuvieron en una condición distinta, por debajo de los empleados públicos. Hoy, con esta homologación, con esta igualación, se está haciendo justicia. 



Pero el Gobierno sería tremendamente injusto si no acogiera lo indicado para el artículo 2°. Solo él puede modificar dicha norma; nosotros no poseemos facultad para ello. El bono no debiera perjudicar a los funcionarios municipales, como sí lo hace la redacción propuesta, que lo considera no imponible. Si bien ello les va a servir en un primer momento, lo deseable es que la iniciativa también permita recuperar la dignidad del trabajador, a fin de que, cuando las mujeres y los hombres de la estructura municipal deban jubilar, no se vean perjudicados por el detrimento señalado.



Voy a votar que sí, saludando a los funcionarios municipales de mi país. Y voy a seguir colaborando con ellos. Pero ojalá el Ejecutivo acoja la petición que le hemos formulado. No obstante saber que es poco probable que así ocurra, vamos a apoyar el presente proyecto de ley.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.



--(Manifestaciones en tribunas).

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, sé que a veces nuestro rol no es “monedita de oro” para todos. Lo digo porque escuché pifias desde arriba.



Hago presente que esta iniciativa es tremendamente importante para los funcionarios municipales; que todos los miembros de la Comisión de Hacienda -sin excepción- nos hallamos absolutamente de acuerdo con la propuesta legislativa; que esta nos parece justa; que responde a una vieja aspiración de los trabajadores municipales, y que, sin duda, cualquier empleado público debe percibir la misma remuneración si cumple igual función.



Pero el punto que discutimos -y se lo explicamos a los funcionarios municipales (yo lo hice en mi Región y a nivel nacional)-, es que no podemos seguir imponiéndoles mediante leyes obligaciones a los municipios, a los servicios públicos o a las distintas reparticiones sin darles los recursos para que las cumplan.



El Senador señor Frei lo ha explicado en detalle. Estamos hablando de pedirles a los municipios un esfuerzo adicional pero con los mismos recursos. Y eso nos parece grave. 



Es más, el proyecto de ley -lo señaló el Honorable señor Bianchi- establece que durante los meses en que no habrá incremento de remuneración para los funcionarios municipales se otorgará un bono equivalente a la suma de las diferencias mensuales, el cual no va a ser imponible.



¡Cuántas veces hemos escuchado, en las Comisiones y en la Sala, el reclamo de los funcionarios públicos por el daño previsional que se les causa por este tipo de normativas!



Señor Presidente, nosotros recorremos las comunas de nuestras circunscripciones, y en ellas escuchamos la queja de concejales, alcaldes y, también, de funcionarios municipales por la falta de recursos en los municipios más pobres del país. 



¡En Regiones, la inequidad se nota! 



Hoy día estamos legislando para hacer una reparación que parece justa, pero a costa del presupuesto de las municipalidades en que laboran los hombres y las mujeres que buscamos beneficiar. ¿Por qué digo esto? Porque los municipios deberán responder a la obligación legal que les imponemos con los mismos recursos con que cuentan, en una cifra importante.



Algunos han indicado que se deben considerar ciertos montos relevantes: 90 mil millones de pesos adicionales, por una parte; 20 mil millones de pesos, por otra. Sin embargo, todos sabemos que las municipalidades, en la mayoría de los casos, administran necesidades. 



Los 20 mil millones de pesos a los que hizo mención el Honorable colega José García, Presidente de la Comisión de Hacienda, tienen que ver con recursos que los municipios requerían para cumplir con obligaciones ya establecidas. ¡No son dineros adicionales de libre disposición! ¡Son recursos que se necesitaban!



Señor Presidente, nos estamos equivocando una vez más, no en legislar sobre la homologación -la creemos necesaria y fundamental-, sino en establecerla sin otorgar recursos frescos a los municipios para cumplir con las nuevas obligaciones.



Finalmente, en el artículo 4° del proyecto se señala: “El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley será de cargo exclusivo de los municipios”. Creo que el Ejecutivo debe cambiar la forma de legislar en esta materia. Y no lo digo por el actuar de este Gobierno. El problema se arrastra desde siempre.



No resulta sano imponer nuevas obligaciones y no conceder los recursos para cumplirlas. 



Ese es el punto. 



No estamos en contra -que lo sepan las asociaciones que escuchamos en la Comisión de Hacienda- de que se homologuen las rentas de los funcionarios, ni de que se repare una injusticia. Estamos a favor de ello. Y por eso no rechazamos la iniciativa en dicha instancia. Pero creemos que debemos cambiar la forma de legislar. Y cuando hay nuevas obligaciones y más compromisos, han de entregarse otros recursos. Si no, tendremos menos áreas verdes, menos luminarias, menos remedios, menos profesores, menos especialistas, porque los municipios no contarán con los fondos para dar satisfacción a su primer compromiso: satisfacer los requerimientos a la autoridad comunal que hombres y mujeres hacen a través de los funcionarios municipales.



Por eso hemos hecho el punto. Y una vez más no ha sido acogida una aspiración que viene de la ciudadanía, a la cual nosotros representamos.

El señor ESCALONA (Presidente).- Me permito hacer presente que se ha cumplido el designio de que los proyectos de “fácil despacho” son de más “largo despacho”.

El señor LAGOS.- ¡Pero no “difícil”...!

El señor ESCALONA (Presidente).- Pero “largo despacho”.

El señor LAGOS.- ¡Hay que decir “de fácil y largo despacho...”!

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, en verdad, expresar que por aprobar este proyecto, habrá menos médicos y especialistas y menor cantidad de remedios, me parece absolutamente fuera de lugar y sin fundamento.



--(Aplausos en tribunas).



Comparto en parte el argumento del Senador señor Frei. Hemos planteado en esta Sala, en reiteradas oportunidades, que cuando a los municipios se les entregan nuevas funciones o tareas y hay más exigencias relacionadas con la labor educacional, debemos otorgarles mayor financiamiento. 



Mediante la ley en proyecto, estamos regulando las remuneraciones de los trabajadores municipales, las cuales deben pagarse con el presupuesto de las corporaciones edilicias. Y muchas, o gran parte de ellas, podrían haber reajustado los sueldos de sus funcionarios, pero no les era posible, por faltar la legislación adecuada.



Por lo tanto, estamos haciendo referencia a una acción municipal propiamente tal. No existe otra mayor que el mantener en buen lugar a sus trabajadores, con remuneraciones acordes a la labor fundamental que ellos realizan en la comuna.



Aquí no se habla de que les estamos entregando nuevas responsabilidades, obligaciones, tareas y funciones a los municipios. Les estamos planteando que, con los recursos municipales -estos se reajustan año a año (así sucede con el Fondo Común Municipal, con las patentes municipales); nunca han estado estancados- paguen a sus empleados una remuneración digna, lo que significa la homologación con los funcionarios de la Administración Pública.



Por lo tanto, la argumentación para abstenerse: porque estaríamos colocando en riesgo la función municipal, creo que no posee fundamento ni razón alguna. No cabe duda de que el cancelar las remuneraciones de los funcionarios constituye la tarea principal del presupuesto municipal. Y no me parece que eso deba ser financiado con recursos distintos, menos aun cuando el presupuesto municipal y el Fondo Común Municipal son reajustados todos los años.



Yo asumiría el argumento del Senador señor Frei si se les colocaran nuevas funciones a las municipalidades, como mencionaba el Senador señor Zaldívar respecto de los jueces de policía local. Ahí estaríamos entregando una nueva tarea. Y en la Comisión de Gobierno le expresamos al Ejecutivo que debía otorgar el financiamiento pertinente a los municipios. 



También debe mencionarse que, cuando el Gobierno de la Presidenta Bachelet presentó un bono de retiro voluntario para todos los profesores, no se pusieron  nuevos recursos para las municipalidades. De hecho, estas debían cubrir el gasto con dineros de la subvención a futuro. En esas situaciones, claramente el argumento adquiere validez.



En el proyecto que nos ocupa, se les está planteando que asuman la responsabilidad de cancelarles a sus funcionarios, los cuales hacen sus tareas, desempeñan su función, cumplen las obligaciones municipales. En  este sentido, no considero adecuado el argumento expresado para abstenerse y criticar.



Una larga lucha de los funcionarios municipales -y también de la Asociación Chilena de Municipalidades- está convirtiéndose en realidad en el día de hoy. Y tendremos en esta homologación el resultado de una necesidad y de una justicia hacia los funcionarios municipales que hace mucho tiempo estaban reclamando. Y me parece muy importante que el Gobierno haya podido llegar a acuerdo con esos trabajadores.



Se ha hablado también del bono establecido en el artículo 2º. Este sirve para anticipar, de una u otra manera, el reajuste que se empezará a aplicar desde septiembre, octubre o noviembre del presente año. Y significará una compensación para los funcionarios a partir de enero del año en curso. Por lo tanto, en este caso tampoco se está generando daño previsional a nadie. Si la futura ley hubiera estado vigente el 1º de enero, ello se habría regulado en régimen. En consecuencia, se trata de una buena norma que, además, ha sido utilizada por Gobiernos anteriores.



Señor Presidente, a mi juicio, nos encontramos ante un buen proyecto, pues considera un adecuado mecanismo de financiamiento. Debemos preocuparnos permanentemente de reajustar los presupuestos de las municipalidades y también de otorgarles recursos extras cuando les establecemos funciones, tareas u obligaciones adicionales. Mediante esta iniciativa les estamos diciendo que con sus recursos propios paguen lo que es clave: las remuneraciones de sus funcionarios.



Reitero: me parece que este es un buen proyecto.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Agradecemos al Senador señor Lagos que se haya retirado de la lista de inscritos, en beneficio del...

El señor LAGOS.- Del “fácil despacho”.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ciertamente.



También saludamos a los dirigentes de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales, que se encuentran en las tribunas.



--(Aplausos en tribunas).



Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, estamos frente a un proyecto que ha sido largamente acariciado por los gremios municipales del país. Y difícilmente podríamos negarnos a aportar nuestra votación para que los funcionarios municipales -que son la cara más cercana del Estado a la gente- tengan una homologación en sus remuneraciones con el sector público.



Si se revisan las cifras de los incrementos a los que van a acceder, considerando, además, que han luchado tantos años por lograrlo, cualquiera pensaría que serían muy significativas. Y en verdad estamos hablando de 3 mil, 4 mil o 5 mil pesos. Se trata de sumas miserables.



Felicito a los gremios por su tenacidad para defender este reajuste. Pero en realidad es bastante menor comparado con los esfuerzos y el trabajo que lleva a cabo el personal municipal frente a la comunidad.



Los municipios más pequeños deben ser compensados de mejor manera. No solo como lo señaló el señor Ministro, al indicar que se está estudiando un mejoramiento para los que tienen sectores más vulnerables. Así ocurre en comunas donde hay exención tributaria para tierras que tienen la calidad de indígenas, como es el caso de la mayoría de los municipios de la Novena Región. No solo son vulnerables per se, sino también porque poseen tierras indígenas. Entonces, como poseen esa calidad, no tributan, y el municipio no recibe el porcentaje correspondiente a esas contribuciones, por lo que no están en condiciones de prestar servicios a la comunidad a la altura de los de otras comunas donde no hay exención.



En consecuencia, creo que debería aplicarse una doble compensación en comunas vulnerables y en aquellas en que, además, por decisión legislativa y por una cuestión de justicia social, rige una exención del pago de contribuciones territoriales, lo que no permite a los municipios donde hay tierras indígenas obtener fondos adicionales. 



Digo lo anterior porque se plantea, con razón, que parte de los recursos para incrementar las remuneraciones de los funcionarios municipales saldrá de las arcas municipales, cuando debería ser totalmente de cargo del Fisco. 



No obstante, frente a este proyecto, y atendido el hecho de que los parlamentarios no tenemos iniciativa en materia presupuestaria, no me queda otra alternativa que aprobar el aumento de remuneraciones para los trabajadores municipales, con el objeto de homologarlos con los funcionarios del sector público. 



Sin embargo, debo señalar que vamos a seguir insistiendo en cualquiera de las iniciativas legales que se presenten a futuro o durante la discusión presupuestaria para que los municipios puedan recibir de verdad una compensación frente a la exención tributaria mencionada y al esfuerzo que deberán realizar ahora para un justo incremento de las rentas de sus funcionarios. 



Voto a favor, señor Presidente. 



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez. 

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, aunque haya mucho apuro, creo que los temas de fondo son importantes de abordar en situaciones como esta, en la que discutimos algo que los funcionarios municipales vienen pidiendo desde hace mucho tiempo: percibir la misma remuneración de los trabajadores públicos, objetivo que han perseguido por muchos años, lo cual no quiere decir que tal renta sea la que merecen los empleados públicos.



En definitiva, estamos debatiendo ahora si el incremento de remuneraciones va a ser financiado por el Fisco o por los municipios. Ya se explicó que los municipios deberán contar con los recursos necesarios para ello. 



¿Por qué digo que se trata de una materia de fondo? Porque lo que necesita el Estado de Chile, en el entendido de  que las municipalidades forman parte de él, es tener eficientes funcionarios, con muy buenos sueldos, porque tanto los del sector público como los municipales se preocupan de los problemas que el ciudadano necesita resolver. 



Por lo tanto, no puede ser que estemos discutiendo desde hace largo tiempo la adecuación de los municipios a los organismos públicos, cuando debiésemos contar con una política que nos permita un Estado fuerte, con capacidades y posibilidades ciertas de atender a los ciudadanos que van a los municipios, los cuales deben contar con los elementos necesarios y la tecnología que les permitan realmente asumir su responsabilidad. 



Pero siempre se ha pretendido que el Estado sea pequeño; que los municipios dispongan de escasas condiciones de funcionamiento; que los funcionarios estén mal pagados, con horarios de trabajo que muchas veces exceden de lo que corresponde legalmente. 



Por lo tanto, yo planteo que de una vez por todas se discuta la existencia de un Estado -por eso digo que es un tema de fondo- con las condiciones que la sociedad chilena requiere para atender sus necesidades. 



No hay otro lugar donde los ciudadanos de clase media o los más pobres vayan a buscar defensa y protección que no sea el municipio, pudiendo también concurrir a los gobiernos regionales o a la Administración central. 



En consecuencia, debemos lograr desarrollar una política que posibilite fortalecer al Estado, para que se haga cargo de los problemas y proteja al ciudadano. Esa función será posible, sin duda alguna, si los funcionarios públicos reciben la suficiente capacitación y conocimiento; si gozan de buenas remuneraciones; si laboran en horarios decentes y si disponen de instrumentos, capacidad y tecnología. 



Todo ello permitirá la formación de un muy buen Estado, que es lo que espera la ciudadanía. 



Por eso, votaré a favor de la idea de legislar. Pero hago el punto en el sentido de que la situación no se resolverá en el Senado, si se aborda políticamente. Pero el Ejecutivo podrá solucionarla con las facultades de que dispone, cuando llegue a la convicción de que nuestra institucionalidad, a la cual accede la ciudadanía para resolver sus problemas, no tiene las condiciones suficientes de infraestructura y de remuneraciones para realizar los trabajos pertinentes de buena manera. De lo contrario, nunca podremos tener lo que la ciudadanía espera: un Estado fuerte y responsable hacia sus ciudadanos. 



Los funcionarios públicos y municipales hacen un tremendo esfuerzo, que es valorado y reconocido por la gente. Pero es nuestra obligación introducir un cambio profundo y hacernos responsables del Estado que hemos construido, el cual hay que modificar desde la raíz. 



Señor Presidente, voy a votar favorablemente el proyecto. 



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica. 

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, por muchos años los funcionarios municipales han venido planteándonos la aspiración legítima de equipararse al sector público. No hay razón alguna para que ello no ocurra. Por lo demás, se trata de un justo anhelo y un beneficio que se merecen. 



Pero, además de eso -lo digo con total claridad-, resulta indispensable que el Estado se modernice, porque el país ha crecido, le ha ido bien, y porque en Regiones, como la de Atacama, la gente del sector público se compara con la del privado, al cual le mejoran sus remuneraciones, pero a aquella no le llega nada.
Esto no solo perjudica a los funcionarios públicos, sino también al empresario o a un emprendedor que desea iniciar alguna gestión o trámite en la Administración Pública o a nivel municipal -que es indispensable-, porque se encuentra con personas poco incentivadas producto de sus malas remuneraciones, que terminan demorando el proceso. En definitiva, en la práctica, la gestión se va debilitando, porque las municipalidades administran patrimonios y actividades económicas diez veces superiores a las de hace quince años; sin embargo, sus funcionarios continúan ganando lo mismo. 



Por eso, quiero felicitar a Óscar Yáñez Pol, Presidente de la ASEMUCH, y a Alejando Halles, Presidente de la Federación Regional de Atacama de la ASEMUCH,...



--(Aplausos en tribunas).


... porque han planteado con insistencia y en forma seria, durante varios años, estas materias. 



Es cierto lo que algunos señores Senadores han manifestado aquí en cuanto a que los bonos propuestos no son imponibles y de que muchos elementos son factibles de mejorar. Pero debo señalar con claridad que por largo tiempo pedimos a los Gobiernos de la Concertación el envío de este proyecto, sin tener respuesta. 



Por lo tanto, aplicando el dicho de que lo mejor es enemigo de lo bueno, ahora nos encontramos frente a un proyecto de ley que equipara la condición de los trabajadores municipales a la de los públicos. 



Sin embargo, es indispensable entender que las remuneraciones son básicas para lograr la modernización y agilidad del Estado, incluido el sector municipal, como una forma de hacerlo atractivo a nuevos profesionales, al contrario de lo que ocurre hoy día en aquellas regiones donde las condiciones económicas han mejorado, en las que se produce la partida al sector privado de los mejores funcionarios, por estar menos “camiseteados”. 



Por lo anteriormente expuesto, votaré a favor de la iniciativa. 



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi. 

El señor ROSSI.- Señor Presidente, por cierto, quiero saludar a los dirigentes que nos acompañan y felicitarlos también por la persistencia que han mostrado, aunque esa es su labor. 



Entiendo, en primer término, que hay problemas económicos en muchos municipios. Pero la verdad es que yo no pondría el foco, por así decirlo, en dicho aspecto, que deberán resolver los alcaldes con el Gobierno, sino en que finalmente se les hace justicia a los trabajadores. 



Además, creo que la iniciativa constituye una señal tímida de descentralización, porque cuando en la Comisión vimos las brechas existentes entre los funcionarios de la Administración centralizada del Estado y los de las municipalidades -estas conforman el poder local, que es la primera instancia con la que el ciudadano se relaciona, por su vida cotidiana, por sus problemas habituales en el día a día-, nos dimos cuenta de que aquellas son una expresión más del centralismo que queremos resolver. Y para ello la Comisión de Gobierno tiene en estudio un proyecto sobre fortalecimiento de la regionalización del país.



Por eso, pienso que estamos avanzando tímidamente en la descentralización, a través de la presente iniciativa, al igualar en forma progresiva los sueldos base de los funcionarios del poder local, de los municipios, con los de los trabajadores de la Administración Pública centralizada. Y estamos haciendo justicia.




Por lo demás, cuando uno observa las cifras, se percata de que ninguna es demasiado gigantesca. Sin embargo, los sueldos de los grados más bajos se incrementan un poco más. De modo que en esto hay también  un principio de equidad, de proporcionalidad, al subir en una cantidad mayor los sueldos base de los funcionarios ubicados en grados inferiores, que ganan menos.



Asimismo, es cierto esto de la transferencia a que se refirió el Ministro Larroulet. Están los 90 mil millones de pesos, más los otros 20 mil millones que se anunciaban. 



En régimen, el costo del proyecto ascenderá a 24 mil millones de pesos. Por lo tanto, es completamente financiable.



Entonces, el tema, como lo dijo en forma muy clara el Senador Gómez, no radica solo en  aumentar en una luca más o una luca menos las remuneraciones de los funcionarios municipales y en homologarlas con las de los trabajadores de la Administración centralizada, sino también en cómo mejorar la infraestructura, el recurso humano, la capacidad de gestión de los municipios, para que sirvan de manera más eficiente a la comunidad en la cual están insertos.



Señor Presidente, yo estoy muy contento de poder votar a favor este proyecto. Y ojalá que lo podamos despachar pronto, como esperan tantos funcionarios municipales de Arica a Magallanes.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Se encuentra inscrita a continuación la Senadora señora Allende.



Puede intervenir Su Señoría.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, por cierto, quiero saludar a los funcionarios y dirigentes que nos acompañan, que han luchado desde hace tanto tiempo por esta reivindicación legítima, y decirles que los Senadores socialistas vamos a apoyar esta posibilidad de homologación, pues nos parece justa y necesaria. 



Pero no puedo dejar de referirme a algo que aquí se ha señalado: que antes esto no se había hecho. Ello no corresponde a la verdad.



El 2007 sí se efectuó un avance. Por lo tanto, es necesario que en esta Sala digamos las cosas como son. Ese año se dio un paso muy importante. Y ahora estamos dando el otro paso que se requería. Reconozcámoslo, como debe ser.





He querido intervenir, no solo para reafirmar mi voto positivo al proyecto, sino también -repito- para que las cosas se digan como son: el año 2007 hubo un importante incremento en las remuneraciones del personal de las municipalidades para reducir el diferencial existente respecto de los empleados públicos. Y hoy estamos dando el paso definitivo. 



Espero que con esta iniciativa se compense de una vez la diferencia que pueda haber con la Escala Única. Y que nos comprometamos, como Parlamento -y ojalá también lo entienda el Ejecutivo, por intermedio de su representante, que se halla presente-, a que futuros proyectos no puedan seguir significando más y más desfinanciamiento para los municipios, porque eso atenta contra la calidad de la atención y del servicio que brindan a la comunidad.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- El último inscrito es el Senador señor Quintana. 



No se encuentra en la Sala.



Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.




--Se aprueba en general el proyecto (28 votos a favor, 3 abstenciones y un pareo), y se fija plazo para formular indicaciones hasta el lunes 6 de agosto, a las 12.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron la señora Rincón y los señores Frei (don Eduardo) y Lagos.



No votó, por estar pareado, el señor Pérez Varela.

MODIFICACIÓN DE CÓDIGO ORGÁNICO DE TRIBUNALES EN MATERIA DE REASIGNACIÓN DE JUECES. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor ESCALONA (Presidente).- De acuerdo con lo resuelto por los Comités, corresponde ocuparse a continuación en el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto que modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 19.665 en las materias que indica (Véase en los Anexos, documento 15).



--Los antecedentes sobre el proyecto (6244-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 31ª, en 7 de julio de 2009.



En trámite de Comisión Mixta, sesión 2ª, en 14 de marzo de 2012.



Informes de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 19ª, en 18 de mayo de 2011.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (segundo): sesión 91ª, en 18 de enero de 2012.


Hacienda: sesión 91ª, en 18 de enero de 2012.



Mixta: sesión 37ª, en 31 de julio de 2012.



Discusión:



Sesiones 26ª, en 15 de junio de 2011 (se aprueba en general); 93ª, en 31 de enero de 2012 (se aprueba en particular).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, las divergencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados de algunas de las enmiendas introducidas por el Senado en el segundo trámite constitucional.



La Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias, efectúa una proposición que comprende las normas de los incisos primero, segundo, tercero, quinto (sexto del Senado) y octavo (del Senado) del artículo 101 que se incorpora al Código Orgánico de Tribunales en el artículo 1° del proyecto, y del párrafo primero del número 4 ter) que se agrega al artículo 1° transitorio de la ley N° 19.665, contenido en la letra c) del artículo 2°. 



La Comisión deja constancia de que algunas de las enmiendas propuestas no tienen origen en discrepancias surgidas entre las dos Cámaras sino que dicen relación directa con las ideas matrices contenidas en el mensaje que dio origen a la iniciativa, pero posibilitaron alcanzar un acuerdo para la aprobación de esta.



Dicha proposición se acogió por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Senadores señores Espina, Hernán Larraín y Patricio Walker y Diputados señores Ceroni, Eluchans y Saffirio, salvo en lo relativo al inciso primero del artículo 101, aprobado por la unanimidad consignada, más los votos de los Senadores señora Alvear y señor Carlos Larraín, respecto del cual la inclusión de la palabra “preferentemente” se acordó con la oposición de los Diputados señores Ceroni y Saffirio.



Cabe hacer presente que las disposiciones contenidas en la propuesta indicada tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación de 22 votos favorables.



Finalmente, corresponde informar que la Cámara de Diputados, en sesión de hoy, aprobó la proposición de la Comisión Mixta.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en su poder figuran, en la cuarta columna, la propuesta de la referida Comisión, y en la quinta, el texto como quedaría si ella fuera acogida.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión el informe de la Comisión Mixta. 



Tiene la palabra al Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero informar acerca del trámite que cumplió en la Comisión Mixta -que me tocó presidir- este proyecto, tratado por el Senado en el segundo trámite constitucional, que es de gran interés y de mucha antigüedad. Tiene seis años de tramitación y, curiosamente, a pesar de su importancia, no se había logrado despachar.



El propósito fundamental de la iniciativa es facultar a la Corte Suprema para destinar, transitoriamente, a jueces integrantes de distintos tribunales (de garantía, de juicio oral en lo penal, de familia, laborales, de cobranza laboral y previsional, y de algunos juzgados con competencia común) a desempeñar sus funciones en otro tribunal, y, al mismo tiempo, con relación a los territorios jurisdiccionales de las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San Miguel, diferir, de conformidad con un calendario específico que se establece, el nombramiento de determinado número de jueces de tribunales de garantía y de tribunales de juicio oral en lo penal en dichos territorios.



Para lograr el primero de los propósitos, se busca autorizar a la Corte Suprema de manera tal que pueda cumplir su mandato de administrar y gestar debidamente el funcionamiento de los tribunales, pero bajo ciertas condiciones. 



Lo que se pretende es que la Corte Suprema redestine en forma transitoria a uno o a más integrantes de los tribunales mencionados a desempeñar sus funciones en otros, pero, preferentemente, que sean de su misma especialidad, por un plazo máximo de seis meses y siempre que se cumplan las siguientes condiciones copulativas: 



1) Que haya, efectivamente, notorios desequilibrios entre las dotaciones de jueces y las cargas de trabajo.



2) Que se trate de territorios jurisdiccionales contiguos. Es decir, que estén dentro de un mismo sector, para no tener que trasladar transitoriamente a un juez lejos de su jurisdicción o de donde vive su familia. Estamos hablando de un traslado que, como acabo de señalar, no durará más de seis meses.



3) Que no implique menoscabo de las condiciones funcionarias, remuneracionales, personales o familiares del juez involucrado. 



4) En especial, que no se utilice en forma reiterada este mecanismo respecto de un juez y que no se trate de una encubierta medida disciplinaria. Hemos visto que muchos jueces son enviados, como castigo, a regiones, lo cual, obviamente, es una ofensa dentro de un recto concepto de regionalismo. Vivir en ellas no significa un castigo. Y, en todo caso, los traslados de jueces no deben ser utilizados como mecanismo para sancionar a un magistrado, tal como quedó expresamente establecido.



En la Comisión Mixta aprobamos, prácticamente, el grueso de las propuestas que antes había acordado el Senado.



Y algunas de las nuevas modificaciones fueron incorporadas a expresa sugerencia del Presidente de la Corte Suprema, a quien invitamos a participar en la discusión con bastante frecuencia, con el propósito de tener debidamente clara la posición de los tribunales. Por cierto, también escuchamos en su momento a los funcionarios judiciales, para poder conocer también sus puntos de vista y sus inquietudes respecto de una cuestión que los afecta directamente, como son los traslados.



En particular, uno de los elementos que incorporamos fue la sugerencia del titular del Máximo Tribunal, Rubén Ballesteros, en el sentido de no modificar el sistema de remuneraciones, de calificaciones o el régimen estatutario de los jueces, así como el hecho de que los traslados no importen deterioro en su condición funcionaria, personal o familiar. También a instancias del Presidente de nuestro más alto tribunal de justicia se estableció que el magistrado que estime que su destinación le significa un menoscabo en las mencionadas condiciones podrá solicitar, con fundamento, la revocación de la medida a la propia Corte Suprema.



Pensamos que, de esta manera, se garantiza el cumplimiento de los objetivos de los tribunales y la necesaria flexibilidad en el ejercicio de la facultad que se le entrega a la Corte Suprema y, al mismo tiempo, se resguardan los derechos de los magistrados trasladados.



El proyecto actualiza el calendario de nombramiento para las Cortes de Apelaciones de San Miguel y de Santiago, con el propósito de que las vacantes de 131 jueces de garantía y miembros del tribunal de juicio oral en lo penal en dichos territorios jurisdiccionales se llenen de la siguiente forma:  24 este año; 30, el próximo; 30, el 2014, y 47, el 2015,



Finalmente, una última consideración.



En un minuto dado, en la Comisión Mixta tuvimos alguna inquietud respecto al financiamiento de estas medidas, que se suponía iban a ser cubiertas con el presupuesto judicial. Sin embargo, la Corte Suprema nos informó que no contaba con los recursos necesarios. Por eso, suspendimos la tramitación hasta que se llegó a un acuerdo entre el Gobierno, representado por el Ministerio de Justicia, y la Corte Suprema, con lo cual no se requerirán aportes adicionales para este año, y los que falten para el próximo serán implementados en la correspondiente Ley de Presupuestos.



Luego de lograrse acuerdo en cuanto al financiamiento del proyecto, la Comisión Mixta que resolvió las distintas diferencias que había entre ambas Cámaras llegó a pleno entendimiento, por lo que propone al Senado que apruebe, tal como lo hizo la Cámara de Diputados en la mañana de hoy, el texto legal contenido en su informe.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Está inscrita a continuación la Senadora señora Rincón, quien no se encuentra presente en este momento.



Ha pedido la palabra el señor Ministro, pero, antes de cedérsela, se procederá a tocar los timbres, dado el alto número de parlamentarios que se halla fuera de la Sala.

El señor LARRAÍN.- Pida el acuerdo para abrir la votación, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Habría acuerdo en ese sentido?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Sí, claro.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muy bien.



Se abrirá una vez que hable el señor Ministro, a quien le cedo el uso de la palabra.

El señor RIBERA (Ministro de Justicia).- Señor Presidente, este proyecto proviene de la denominada Agenda Judicial que surgió en 2007, por acuerdo entre el entonces Presidente de la República, don Ricardo Lagos, y la Corte Suprema.



Quiero destacar este hecho, porque es muy significativo que iniciativas legales originadas en acuerdos alcanzados por Gobiernos anteriores se sigan tramitando y lleguen a un punto de aprobación. Eso demuestra que, más allá de las permanentes críticas que se hacen, se observa cierta continuidad histórica que estimo importante resaltar. Reitero que estamos ante un proyecto iniciado el 2007, cuya tramitación, tras un largo período, está llegando a su fin, sin perjuicio de que aún falta ser enviado al Tribunal Constitucional para su control previo y obligatorio de constitucionalidad.



Como señaló el Senador informante, el proyecto presenta dos ámbitos de tratamiento distintos. En uno regula el tiempo de destino de determinada cantidad de jueces que quedaron disponibles con la reforma procesal penal. Lo que se hace, en definitiva, es diferir el plazo de provisión de esos cargos y la realización de los nombramientos correspondientes, a fin de que estos se efectúen en forma gradual, hasta completarlos el 2015.



Por tanto, tenemos una cierta reserva de jueces que se calculó que podían estar en Santiago y cuyos cargos no fueron implementados, pero que podrían utilizarse en materia procesal penal, como lo establece la ley, y, quizás con una discusión legal más profunda, incluso ser considerados para otras circunstancias.



El segundo elemento que aborda el proyecto tiene que ver con un tema de eficiencia y eficacia en el uso de los jueces. Se trata de personas que, primero, tienen estudios de Leyes; que han ido a la Academia Judicial; que hacen carrera, y que se transforman en profesionales especializados. Sin embargo, se producen desequilibrios en la demanda de magistrados, porque a veces se registran cambios repentinos en las estructuras demográficas de las zonas. Algunas experimentan una gran explosión poblacional, mientras en otras la carga demográfica disminuye; o bien, mientras el nivel de conflictividad aumenta en ciertos sectores, en otros él baja considerablemente. Todo esto conlleva mayores o menores requerimientos de servicios judiciales.



Por lo tanto, al haber desequilibrios en la carga de trabajo de los tribunales, en el largo plazo se genera la necesidad de revisar si los que hoy existen están bien instalados y son suficientes, pero, en el corto plazo, se necesita una reacción más rápida de las respectivas Cortes de Apelaciones -y Suprema, en su caso- para suplir la carencia de jueces, ya sea por razones coyunturales, por mayor conflictividad, por encontrarse algunos enfermos o porque un número de juezas se halla gozando del pre o posnatal.



Ahora bien, el proyecto, que se inició en la Honorable Cámara de Diputados, ha tenido una larga tramitación, llegando, finalmente, a la instancia de Comisión Mixta, donde se asumieron, en términos muy amplios, diría yo, las propuestas efectuadas por el Senado.



La Cámara había aprobado un texto que no consideraba normas limitativas en cuanto al ejercicio de la atribución por parte de las Cortes de Apelaciones y Suprema. El Senado, en cambio, las incorporó, llamando la atención de los miembros de la otra rama legislativa, que pidieron ampliarlas aún más.



En definitiva, es posible afirmar que el informe de la Comisión Mixta recoge en gran parte las observaciones formuladas en su oportunidad por la Cámara Alta.



En seguida, deseo dejar constancia, en la historia fidedigna de la ley, acerca de las principales ideas del proyecto.



En primer lugar, tanto en la Cámara de Diputados como en esta Corporación existió la certeza de que la atribución de trasladar jueces no debería ser utilizada, bajo ningún respecto, como un instrumento de presión o de castigo. El Senador Prokurica comentó que no veía por qué las Regiones tenían que recibir a los jueces que exhiben mal comportamiento.



Por tanto, se planteó que la facultad de destinación de jueces debía ser excepcional, fundada y en ningún caso usada como instrumento disciplinario por parte de las Cortes de Apelaciones o Suprema. Por eso, el proyecto establece condiciones más objetivas y verificables. En definitiva, no se trata de enviar a un juez a servir a otro tribunal por mera disposición de la Corte de Apelaciones respectiva o de la Corte Suprema, sino que se requieren antecedentes cabales que confirmen la necesidad de dicha medida, dada la sencilla razón de que es imprescindible contar con mayor número de jueces en el lugar correspondiente.



Otro punto que se discutió dice relación con que la destinación de los magistrados tendrá un plazo máximo de seis meses. Nuevamente se pensó en la excepcionalidad de esta norma, por cuanto no está hecha para solucionar problemas estructurales en forma permanente, sino, más bien, para suplir desequilibrios coyunturales provenientes principalmente de enfermedades u otras circunstancias que afecten a los jueces.



En tercer lugar, el Honorable Senado introdujo en su oportunidad diversas normas con el objeto de resguardar la situación laboral, familiar y personal de los magistrados destinados a otro tribunal y el informe de la Comisión Mixta, junto con recoger estas observaciones, agregó otras salvaguardias.



En el articulado propuesto en el informe se exige el consentimiento del juez si la destinación es lejana a la de su tribunal de origen, se establece un procedimiento para solicitar a la Corte Suprema la revocación de la destinación y se prohíbe expresamente emplear esta facultad como mecanismo de sanción o menoscabo, o utilizarla reiteradamente respecto de un mismo juzgador.



Si bien el proyecto contempla una norma que señala que el ejercicio de esta facultad no podrá importar deterioro en la condición funcionaria, personal o familiar del juez, esta disposición debe ser entendida como un detrimento que va más allá de lo que, indudablemente, conlleva el traslado para cumplir funciones a un lugar distinto.



En resumen, el deterioro debe ser de nivel tal que efectivamente cause un perjuicio desmedido o impropio a la función que se solicita al juez, porque entendemos que la nueva destinación donde la persona se radique siempre puede significar un cierto menoscabo en su situación personal o familiar.



Por último, agradezco a la Comisión Mixta, especialmente a los señores Senadores que participaron en ella, y también a esta Corporación, por la  disposición de poner esta iniciativa en la tabla de la sesión de hoy para su discusión y votación.



Muchas gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Recuerdo a la Sala que estamos ante un proyecto de quórum especial, el cual, conforme a la presencia de Senadores en la Sala, aún no se alcanza.



A continuación, está inscrita la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- No intervendré, señor Presidente.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).-Ruego a los Comités que hagan presente a sus parlamentarios que aún no se alcanza el quórum constitucional requerido para la aprobación del informe.



En votación el informe de la Comisión Mixta.



--(Durante la votación).

El señor WALKER (don Patricio).- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, este es un proyecto bien importante que hace mucho tiempo debimos aprobarlo.



La iniciativa establece que cuando existan desequilibrios entre las dotaciones de los jueces y la carga de trabajo en tribunales de una misma jurisdicción, la Corte Suprema, a solicitud de la Corte de Apelaciones respectiva, previo informe de factibilidad de la Corporación Administrativa del Poder Judicial en que consten datos objetivos para su procedencia y siempre que lo permita la disponibilidad presupuestaria del Poder Judicial, se podrá disponer el traslado de los jueces en los tribunales de garantía, tribunales de juicio oral en lo penal, tribunales de familia, tribunales laborales, tribunales de cobranza laboral y previsional y en juzgados con competencia común.



Básicamente, los cambios que introdujo la Comisión Mixta dicen relación con que el texto original establecía el traslado por el plazo de un año, mientras que ahora quedó en seis meses.



Asimismo, se requerirá el acuerdo expreso del juez cuando sea destinado a un tribunal de territorio jurisdiccional no contiguo y, naturalmente, la Corte Suprema lo designará dando preferencia a aquellos que manifiesten su interés en ser destinados transitoriamente.



Asimismo, me parece muy relevante destacar que, para no perjudicar a los magistrados que sean objeto de esta medida, el ejercicio de esta facultad no modificará el sistema de remuneraciones, de calificación o el régimen estatutario de los jueces destinados ni tampoco podrá importar deterioro en su condición funcionaria, personal o familiar. Sin embargo, en caso de que el juez sea destinado a un tribunal que por su ubicación le corresponda una mayor remuneración, será aplicable, mientras dure su destinación, la escala de remuneraciones correspondiente a dicho tribunal.



Por otra parte -y esto es muy importante-, se consagra que el juez que estime que su destinación le significa un menoscabo en aquellas condiciones, podrá solicitar fundadamente la revocación de la medida a la Corte Suprema, dentro de los cinco días siguientes a su notificación.



Se establece que, en ningún caso, la facultad dispuesta en este articulado podrá ser empleada como mecanismo de sanción o menoscabo en contra de los jueces destinados ni tampoco utilizarse reiteradamente respecto de un mismo juez.



Lo anterior es muy relevante porque se trasladaba a jueces a algunas ciudades del norte del país -hemos conocido reclamos en Vallenar, Arica y otras- como una medida de sanción y sus habitantes tenían que acatar o tolerar el hecho de que magistrados mal evaluados fueran enviados a esas comunas como una forma de castigarlos, naturalmente con el subsiguiente perjuicio que ello ocasionaba a la gente de esas Regiones.



En consecuencia, este es un buen proyecto de ley.



Por otro lado, teníamos preocupación por el financiamiento de esta iniciativa. Hablamos sobre el particular con el Presidente de la Corte Suprema, con los funcionarios de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, con la Dirección de Presupuestos y, naturalmente, al quedar salvadas tales aprensiones y preocupaciones, procedimos a aprobar por unanimidad el informe en cuestión.



Debo recalcar también que trabajamos en la Comisión Mixta con el Ministro de Justicia, con la Subsecretaria del ramo, con la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial y tomamos todos los resguardos necesarios para aprobar esta iniciativa legal con tranquilidad, sin que ella signifique -insisto- un menoscabo o detrimento a los jueces que sean objeto de traslados.



Por las razones expuestas, voto a favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (26 votos a favor y una abstención), dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional exigido.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Rossi, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Chahuán.

RECONOCIMIENTO DE LENGUAJE DE SEÑAS COMO MEDIO DE COMUNICACIÓN NATURAL PARA PERSONAS SORDAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 20.422, sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad en la forma que indica, con informe de la Comisión de Salud y urgencia calificada de “simple”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7988-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 19ª, en 22 de mayo de 2012.


Informe de Comisión:


Salud: sesión 35ª, en 17 de julio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es confirmar el reconocimiento del lenguaje de señas como el medio de comunicación natural que utiliza la comunidad sorda de nuestro país, consagrado en el artículo 26 de la ley Nº 20.422.



Para ello, se deroga la obligación contemplada en el inciso sexto del artículo primero transitorio de dicho cuerpo legal, el cual establece un plazo de tres años para definir un lenguaje de señas chileno y que vence el 10 de febrero de 2013.



La Comisión de Salud discutió el proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte), en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados.



El texto que se propone a la Sala se consigna en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señoras y señores Senadores, solicito el asentimiento unánime de la Sala para que ingrese un joven voluntario, que es profesor del lenguaje de señas, con el objeto de que pueda traducir a su comunidad el debate de este proyecto de ley.


Si no hay objeción, se autorizará.

                          --Así se acuerda.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general la iniciativa.



Tiene la palabra la Honorable señora Allende.
La señora ALLENDE.- Señor Presidente, la verdad es que el proyecto en sí es muy simple: su objetivo es derogar el inciso sexto del artículo primero transitorio de la ley N° 20.422, que establece un plazo de tres años para normar lo que sería el lenguaje de señas, en circunstancias de que todos reconocemos que ese es el lenguaje universal que permite efectivamente la comunicación a la comunidad de personas con déficit auditivo o sordas.



Sin embargo, junto con señalar que estamos por entero de acuerdo con lo anterior y reiterar que la iniciativa es muy sencilla, no quisiera dejar escapar la oportunidad para referirme a ciertos aspectos.



Ante todo, debo manifestar que tengo el orgullo de haber sido una de las que, desde el inicio, en la Cámara de Diputados, en la Comisión Especial de la Discapacidad que creamos, trabajaron por muchos años en esta materia. Y durante ese tiempo logramos, entre otras cosas, que la televisión abierta transmitiera, en cierto horario repartido, las noticias a través del lenguaje de señas, porque teníamos claro que había esa falta de igualdad de oportunidades. Se argumentó, aparte de otros aspectos, que las personas con déficit auditivo, o simplemente con sordera, no eran capaces de seguir las noticias dadas a conocer por la televisión puesto que no estaba incorporado dicho lenguaje.



También conseguimos que se estableciera un formulario único para las COMPIN, ya que nos dimos cuenta de que podrían ser distintos en cada Región; en algunos casos de una página, y en otros, hasta de ocho, lo cual generaba muchísimos problemas. Y creo que ese fue otro de los logros que alcanzamos en años de funcionamiento de la Comisión Especial de la Discapacidad.



Asimismo, incorporamos lo relativo a los perros guías, que después se introdujo en la nueva normativa que reemplazó a la anterior ley sobre discapacidad.



Al respecto, señor Presidente, quisiera señalar que en nuestro país todavía sigue siendo un cierto eufemismo el que haya igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad. Todos sabemos que estas, lamentablemente, continúan sufriendo discriminación. Es cosa de ver en nuestra vida urbana cómo no todas las veredas se encuentran preparadas para que ellas puedan deslizarse en sillas de ruedas. Peor aún, podemos observar cómo los edificios públicos no cumplen la normativa de implementar el acceso universal. Es más, a veces presenciamos incluso, lo que es contrario a la ley, el levantamiento de edificios o la restauración de otros antiguos sin que se preserve ese tipo de acceso para las personas con discapacidad.



Hace poco salió en la prensa la queja, legítima, de una persona no vidente a la que simplemente no la dejaron subirse a un transporte público por el hecho de andar con su perro guía. 



Es triste, señor Presidente -y por eso lo señalo-, saber que todavía, como sociedad, no hemos asimilado el concepto de la verdadera y real igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad. No solo no les garantizamos eso, sino que además las discriminamos, lo cual las hace sentirse doblemente afectadas, pues su vida es más compleja que la del resto de la gente.



Por otro lado, deseo expresar, como testimonio a título personal, que hace muchos años que participo en el directorio de una fundación solidaria que crearon los ciegos de España: la ONCE (Organización Nacional de Ciegos Españoles), que es una entidad única, en solidaridad con los ciegos de América Latina. Y uno de los principales proyectos que ha venido desarrollando por mucho tiempo es tremendamente importante, porque ha permitido, mediante cierta capacitación, la inserción laboral real de esas personas, es decir, con contrato de trabajo y bajo condiciones normales de empleo.



Es preciso reconocer, en consecuencia, lo significativo que ha sido ese programa para diversos países de América Latina, pues ha posibilitado en Chile y en otras naciones de nuestra región la incorporación al mundo laboral de no videntes, de personas ciegas, a través de determinada capacitación.



Y, en ese sentido, espero que el actual Gobierno y las futuras Administraciones, cualesquiera que sean y del signo que fueren, reconozcan que estamos siempre en déficit en cuanto a contar con una verdadera política de Estado sobre el particular, y que muchas veces nos ha costado      -¡nos ha costado!- conseguir que el FONADIS tenga más recursos, o que los eleve. Por ejemplo, durante años el mencionado proyecto se llevó a cabo sin cargo alguno para el Gobierno, y hoy día lo único que conseguimos fue la módica suma de 12 millones de pesos. Ello es nada comparado con lo que significan las más de 500 personas que han logrado incorporarse en el último tiempo a través de aquel programa de inserción laboral.



Señor Presidente, deseo terminar señalando que esta -como dije al comienzo- es una iniciativa muy sencilla y que, naturalmente, corresponde aprobarla, porque el lenguaje de señas lo entendemos como el lenguaje natural de comunicación de la comunidad de personas sordas, y punto. No debe tener ningún otro alcance. Es por eso que estamos de acuerdo en derogar la norma. 



Sin embargo, quisiera volver a reiterar lo que manifesté en su momento: daríamos un paso como sociedad si fuésemos capaces de acabar con la discriminación que, por desgracia, todavía existe en el mundo de los discapacitados. 



Ojalá podamos ir realmente progresando en hacer cumplir la ley. Y no solo esto, sino también en ir ampliando cada vez más las oportunidades.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, el proyecto de ley que nos ocupa se originó en una moción de los Diputados señoras Cristi, Molina, Zalaquett y Kort y señores Accorsi, Carmona, Eluchans y Torres.



 La iniciativa contempla un artículo único, y la Comisión de Salud por supuesto que la aprobó en general y en particular por unanimidad.



Su propósito es eliminar una discordancia que existe en la ley    N° 20.422, cuerpo legal que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad y que reconoce expresamente el lenguaje de señas como medio de comunicación de la comunidad de personas sordas. Pero su artículo primero transitorio dispone que “El Estado, en conjunto con la comunidad de personas con discapacidad auditiva, definirá, en un plazo de tres años, el lenguaje de señas chileno.”. 



Y, como una forma de solucionar dicha discrepancia, se propone mediante la iniciativa en análisis derogar el mencionado párrafo de aquel precepto.



Durante la discusión del proyecto, el Director Nacional subrogante del Servicio Nacional de la Discapacidad explicó que la norma cuestionada apuntaba a homogeneizar el lenguaje de señas que se emplea en el país, aunque luego aclaró que, a juicio de las propias personas con discapacidad auditiva, solo hay leves diferencias entre los distintos códigos, por lo que no se requeriría de una normativa absoluta.



Del mismo modo, señaló que las comunidades de personas sordas han manifestado su acuerdo con la derogación propuesta en la presente iniciativa.



Por lo tanto, señor Presidente, habiendo sido ella aprobada en forma unánime por la Comisión de Salud, naturalmente que mi voto también es favorable aquí, en esta Sala.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Nos sorprendió, señor Presidente. Iba a comenzar mi exposición formulando un reclamo a la Mesa e, incluso, contra nosotros mismos, en el sentido de que el Senado discutiría el proyecto de ley sobre lenguaje de señas sin que hubiese una traducción para las personas sordas respecto de la materia que se está tratando.



¡Así que estoy gratamente sorprendido!



De verdad, felicito al Congreso Nacional por comenzar a dar el ejemplo en la materia y permitir que este tipo de discusiones lleguen a todas las personas, al margen de la capacidad distinta que puedan tener.

El señor ESCALONA (Presidente).- Permítame puntualizar, señor Senador, que debemos agradecer por ello a don Melitón Bustinza, Presidente de la Asociación Nacional de Intérpretes e Instructores de Lengua de Señas Chilena, quien nos manifestó su disposición a contribuir en tal sentido.

El señor BIANCHI.- Sin duda, señor Presidente. Y, como dije, felicito la medida adoptada, porque la creo absolutamente necesaria.



Ahora, más allá de concurrir a la aprobación de este proyecto de ley, deseo señalar que, a mi juicio, el Estado tendría que incluir el lenguaje de señas en las mallas curriculares de los colegios. Ahí, a través del financiamiento fiscal que se entregue a la educación pública con tal finalidad, debiera enseñarse esa forma de expresión, de manera optativa, a quienes quieran aprenderla o a quienes tengan necesidad de hacerlo. Pienso que esa es la mayor demostración que puede hacer el Estado de que desea integrar de verdad a las personas con capacidades diferentes.



Ahora, señor Presidente, quiero hablar de otros proyectos que he llevado adelante.



Entre ellos se encuentra uno que será necesario debatir pronto en nuestro país: el relativo al teletrabajo.



En el resto del mundo el teletrabajo constituye hoy una posibilidad para que las personas con capacidades distintas, y fundamentalmente las impedidas de desplazarse, trabajen desde su hogar. Y ya hay profesores y profesionales diversos que desempeñan una labor desde su casa.



Desgraciadamente, tenemos una deuda pendiente en esta materia.



Hace algunos años presenté un proyecto de ley en tal línea, pero no ha logrado avances. Y entiendo que el propio Gobierno se había comprometido a incentivar una forma distinta de trabajo, orientada fundamentalmente a aquellos que tienen capacidades diferentes.



Pero una de las situaciones más injustas que viven las personas con discapacidad es la relativa a las pensiones.



Cuando una criatura nace con un grado de discapacidad, recién puede acceder a una pensión por ese concepto al cumplir 18 años, salvo -y está consagrada la excepción- en caso de discapacidad mental, en que la recibe desde el momento de nacer.



¡Pero todas las pensiones son iguales! ¡No hay diferenciación de acuerdo al grado de discapacidad!



Ahí se aprecia una situación brutal, que no debiera existir. Las pensiones tendrían que guardar relación con el grado de discapacidad. Porque los costos son distintos en cada caso. Como es obvio, una discapacidad en que la persona está paralizada por completo, no puede desplazarse o no es autovalente le irroga a su familia un enorme gasto. Y este problema aún no está resuelto.



Otro de los proyectos que hicimos en su momento -lo vimos acá, y después quedó como indicación- tenía por finalidad colocar en los remedios una anotación en braille -estoy hablando de una patología como la diabetes, en la que es muy habitual, desgraciadamente, que la persona pierda la vista- para que los no videntes pudieran conocer el nombre de cada fármaco y su fecha de vencimiento.



En esa línea también avanzamos, señor Presidente.



Sin embargo, falta establecer, por ejemplo, la existencia del bastón amarillo (existe el blanco). Porque mucha gente pierde la vista gradualmente; o sea, no tiene ceguera total, pero ve muy borrosamente. Entonces, con respecto a esas personas se necesita una diferenciación, como la del bastón amarillo, que planteamos en algún momento.



Y, así, podríamos seguir.



Señor Presidente, me alegro de concurrir a la aprobación de esta iniciativa de ley. Pero le exigimos al Estado de Chile no solo que asuma una responsabilidad por vía de ella, sino también que financie, a través de la educación pública, el lenguaje de señas. Eso es absolutamente posible. Y con eso sí estaríamos avanzando como deseamos.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, el proyecto de ley que nos ocupa, iniciado en moción de diversos Diputados, de distintas bancadas, reconoce plenamente el lenguaje de señas que utiliza la comunidad de personas con discapacidad auditiva en nuestro país; y para ello deroga el plazo de tres años contemplado en el artículo 1° transitorio de la ley N° 20.422, la que establece normas para la igualdad de oportunidades e inclusión social de las personas con discapacidad.



Esta iniciativa posibilitará alcanzar la uniformidad en aquella forma de expresión, que les permite a quienes adolecen de discapacidad auditiva comunicarse adecuadamente.



Como el plazo de tres años que se fijó en dicho cuerpo legal está próximo a vencer y no se ha verificado la unificación del lenguaje de señas, es necesario derogarlo, pues constituye una limitación para tal efecto.



Según expresé durante el debate en la Comisión de Salud, se necesita establecer como obligación de los concesionarios de señales televisivas la incorporación de ese sistema de comunicación, que hasta ahora es voluntaria.



En mi calidad de Presidente de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, donde se tramita el importante proyecto sobre televisión digital, instaré para que esa disposición quede materializada adecuadamente, como ha planteado un grupo importante de Senadores.



Felicito a los parlamentarios autores de la moción que originó este proyecto, dado que era menester modificar la ley mencionada.



Por tanto, emitiré entusiastamente mi voto favorable.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, Honorable Senado, en primer lugar, felicito a los autores de esta iniciativa, que efectúa un cambio simple, pequeño, pero indispensable para los discapacitados de la audición.



La ley en proyecto, al posibilitar la uniformidad del lenguaje de señas, establecerá un lenguaje común para la comunicación de aquellas personas.



Se trata, sin duda, de un paso importante.



Hace mucho tiempo, con el entonces Diputado Arturo Longton insistimos -es una legislación vigente- en que los canales de televisión contaran obligatoriamente en sus informativos con un espacio para la traducción en lenguaje de señas a fin de que las personas con dificultades auditivas pudieran conocer las noticias. Sin embargo, eso no ha sido fácil. Las estaciones televisivas se han mostrado más bien reacias a implementar tal medida. Algunas han cooperado; hay que reconocerlo. Pero el tema está pendiente.



Por tanto, quiero hacer un llamado a las autoridades para que, una vez que haya uniformidad en el lenguaje de señas, se les exija a los canales de televisión el cumplimiento irrestricto de la referida obligación.



En segundo lugar, sobre la base de que este proyecto generará una mayor integración de las personas con discapacidad auditiva a la comunidad, quiero hacer un llamado a la Comisión de Salud en términos de que tramite un proyecto de ley -lo presenté hace bastante tiempo- que apunta, corrigiendo una situación que ocurre hoy, a permitirles a los discapacitados conseguir lo que es más importante para ellos: su incorporación a la sociedad por la vía del trabajo y no como carga del Estado, o de su familia, o de la gente que les da limosnas en las calles. 



En tal sentido, la mayor barrera que tenemos que derrumbar, curiosamente, se halla en el Estado. Porque el sector privado ha incorporado en áreas donde son competentes -en restoranes, en actividades culturales, en supermercados- a personas con discapacidad; y lo propio han hecho Carabineros y las Fuerzas Armadas. Sin embargo, en la Administración Pública se exige salud compatible y se impone un número de requisitos que implica levantar respecto a esa gente una barrera de entrada.



El proyecto que presenté tiene por objeto obligar a que en los llamados a concurso público un porcentaje de las vacantes sea llenado por discapacitados. La idea es generar un espacio de competencia entre ellos a fin de determinar quién tiene las mejores condiciones para desempeñarse en el sector público.



Creo que eso originaría a la vez una mejor comprensión ciudadana. Porque nadie entiende que le hagamos tales exigencias al sector privado y que, sin embargo, el Estado sea el más intolerante con los discapacitados, el que menos los acoge.



Ahora, señor Presidente, no se trata de un invento nuestro. La medida se aplica en los países desarrollados: en los llamados públicos para proveer cargos de la Administración se fijan porcentajes destinados a los discapacitados; es decir, se abren espacios para ellos. Y esto, a mi juicio, también debiera existir en Chile. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Uriarte.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, junto con felicitar a los autores de esta moción -entre ellos, a la Diputada Andrea Molina-, quiero decir que esta es una gran oportunidad para el Congreso, en particular para el Senado, al efecto de acercarnos a una realidad marcada por el silencio, la desolación, la incomprensión; por la dificultad para comunicarse, y por una infinidad de experiencias muy duras que uno difícilmente puede entender si no ha pasado por ellas o no las ha conocido muy de cerca.



Por lo mismo, creo que estamos ante una gran iniciativa, que vale la pena respaldar.



Ella es simplísima; tiene una técnica legislativa elemental, pero se hace cargo de un problema que existe en la ley vigente, relacionado con el plazo de tres años fijado para definir “el lenguaje de señas chileno”.



Obviamente, la fórmula empleada por dicha legislación no es la más feliz. Establece una pretensión bastante discutible en orden a definir un lenguaje para Chile, en circunstancias de que todos sabemos que los lenguajes, los idiomas, los dialectos y los medios de comunicación son por esencia dinámicos: cambian, van mutando. Por eso, no es conveniente quedarse aferrado a tal fórmula.



Además, la ley en vigor fija un plazo, que vence en febrero del próximo año.



Para sanear los problemas en comento surge este proyecto, de fácil comprensión y tramitación, y que, sobre todo, tiene la gran virtud de ratificar con rango legal el reconocimiento del lenguaje de señas como el medio de comunicación de las personas privadas del don de hablar.



Por todo lo dicho, votaré favorablemente esta iniciativa, que fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión de Salud.

El señor ESCALONA (Presidente).- No hay más oradores inscritos.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (28 votos a favor y un pareo).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Pérez Varela.

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde el pronunciamiento en particular.



¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador quiere presentar indicaciones?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Delo por aprobado en general y en particular, señor Presidente.

La señora ALLENDE.- Con la misma votación.

El señor ESCALONA (Presidente).- No podemos proceder así porque se incorporaron Senadores que no participaron en la votación anterior.



En votación particular la iniciativa.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto (27 votos a favor y un pareo), y su discusión queda terminada en este trámite. 



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Pérez Varela.

El señor ESCALONA (Presidente).- Agradecemos de nuevo al señor Melitón Bustinza, Presidente de la Asociación Nacional de Intérpretes e Instructores de Lengua de Señas Chilena, por su contribución durante el estudio del proyecto que el Senado acaba de despachar.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

FACILITACIÓN DE PERFECCIONAMIENTO DE TÍTULOS DE DERECHOS DE APROVECHAMIENTO DE AGUAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que faculta a los directorios de las comunidades de aguas para representar a los interesados en los procedimientos de perfeccionamiento de títulos de derechos de aprovechamiento, con informe de la Comisión de Obras Públicas.

--Los antecedentes sobre el proyecto (8150-09) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 91ª, en 18 de enero de 2012.


Informe de Comisión:


Obras Públicas: sesión 35ª, en 17 de julio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El Ejecutivo hizo presente la urgencia para el despacho de este proyecto y la calificó de “suma”. 



El objetivo principal de la iniciativa es hacer más expedito y cohesionado el procedimiento de perfeccionamiento de los títulos de derechos de aprovechamiento de aguas, facultando al directorio de las organizaciones de usuarios para representar a los titulares de derechos de aguas sometidos a su control y a los comuneros, ante el tribunal correspondiente o ante la Dirección General de Aguas, en el procedimiento de perfeccionamiento de los señalados títulos.



La Comisión de Obras Públicas deja constancia en su informe de que, no obstante tratarse de un proyecto de artículo único, solo lo discutió en general, con el objeto de efectuar un estudio más completo y acabado durante el debate en particular.



Dicho órgano técnico aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Quintana y Sabag.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en el primer informe de la Comisión de Obras Públicas y en el boletín comparado que se incorporó en los computadores de Sus Señorías.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Ofrezco la palabra.

La señora ALLENDE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, este proyecto, que es relativamente sencillo, faculta a los directorios de las organizaciones de usuarios para representar a los interesados en los procedimientos de perfeccionamiento de títulos de derechos de aprovechamiento de aguas. Creo, por ende, que no vamos a tener problemas para aprobarlo. 



Sin embargo, me llama la atención que el Ejecutivo no tome la iniciativa para introducir en el Código de Aguas modificaciones que resultan cada vez más indispensables.



Ese cuerpo de leyes, que data de 1981, tiene un enfoque bastante productivista, que ni siquiera garantiza algo esencial: el derecho al consumo humano.



El agua es un bien esencial. Nosotros podríamos hasta, en un momento de crisis, “prescindir” de la energía. Pero, como seres humanos, no lograríamos sobrevivir sin aquel elemento, que es vital.



Quizás por tal obviedad se da por descontada en las discusiones públicas la importancia que dicho recurso reviste para el desarrollo de la existencia de las personas y, por cierto, de un país.



En tal sentido, resulta indispensable tomar conciencia de que enfrentamos de manera frecuente -para qué hablar de lo que ocurre en las Regiones del norte- una escasez hídrica.



Hace algún tiempo la Región de Atacama debió decretar la escasez hídrica. Al final, ello ha permitido sacar agua de un sector para fortalecer otro y “asegurar el consumo humano” en lugares afectados con asiduidad por cortes en el suministro.



Pero quiero ir al fondo del tema. A mí me parece que debiéramos seguir completamente la línea fundamental, tal como lo expresaba el proyecto de reforma constitucional presentado en su momento por la Presidenta Bachelet, que el Gobierno actual desechó, desgraciadamente:



“Las aguas son bienes nacionales de uso público, cualquiera sea el estado en que se encuentren, el lugar en que estén depositadas o el curso que sigan, incluidos los glaciares”.



Ello es tremendamente importante, porque se protegerían en cualquiera de sus estados, incluidos, por cierto, los glaciares, ya que últimamente estamos observando que el desarrollo minero en altura los afecta, muchas veces, con la consiguiente gravedad que ello implica.



Por mi parte, presenté una iniciativa de modificación de la Carta precisamente en el sentido expuesto y en la que, además, señalo:



“Corresponderá a la ley regular el procedimiento de constitución, reconocimiento, ejercicio y extinción de los derechos que sobre las aguas se reconozca a los particulares, asignando sus usos y modalidades según la diversidad geográfica” -es preciso tener en cuenta que una Región como la que represento, Atacama, nunca va a ser lo mismo que la de Aysén, por poner un ejemplo- “y climática del país, la disponibilidad efectiva de los recursos hídricos, la situación de las cuencas hidrográficas y la seguridad nacional”.



Tales derechos, además, no podrían seguir exhibiendo el carácter de perpetuos. El agua dejó de ser un bien nacional de uso público en la medida en que se contemplaron títulos sin plazo desde 1981 en adelante, los que se transformaron en privados. La privatización se tradujo en la concesión de derechos de aprovechamiento para siempre, de por vida, sin mediar un programa ni un objetivo determinados.



Y no se trata solo de eso, sino de que hoy día incluso existe un mercado especulativo en el que se ha llegado a valores siderales. Por ejemplo, en la Región de Atacama se puede comprar un litro por segundo en 100 mil dólares. Porque, evidentemente, se plantea una necesidad en las empresas mineras.



Entonces, es indispensable considerar el no otorgamiento de futuros derechos de aprovechamiento de agua si no van acompañados de un plan y un objetivo específicos y de un plazo determinado. No puede ser que se sigan concediendo a perpetuidad y que la gente pueda venderlos tranquilamente o heredarlos, y que se entreguen, además, gratuitamente.



También estimo importante en la reforma constitucional que he presentado la norma relativa a que “Corresponderá al legislador reservar caudales de aguas superficiales o subterráneas, para asegurar siempre la disponibilidad del recurso hídrico para el consumo humano”. Es decir, se pone nuevamente el énfasis en lo que he expuesto: lo primero que debiéramos hacer es garantizar dicho propósito.



A raíz del Código de Aguas, no solo se plantea hoy la especulación mencionada, sino que ni siquiera es posible hacer referencia a un verdadero mercado, porque la información no es transparente. No hay un registro claro de usuarios. En cuanto a la Región que represento, se señala que la agricultura es la principal consumidora, después la minería y muy abajo, desde luego, el consumo humano. Pero la verdad es que, en el primer caso, se sabe que se han otorgado derechos, mas no se dice cuántos se están ocupando realmente y cuántos no.



Por cierto, sabemos de la presión que están ejerciendo las mineras sobre el recurso hídrico, de lo cual deriva la necesidad, obviamente, de instalar plantas desalinizadoras. Como le acabo de decir al Ministro señor Golborne en la Sala, tampoco podemos caer en la irracionalidad de contar con seis u ocho de estas últimas, según cada uno de los proyectos mineros que se presenten, porque la presión sobre la energía no las haría sostenibles.



Entonces, es preciso abordar de una vez por todas una cierta cantidad de aspectos. Pienso que no hemos tomado conciencia, como nación, de la gravedad de que el elemento escasee cada día más, de lo que ello importa para la vida humana y el desarrollo potencial de un país, de lo que implica la falta de transparencia, de lo que significa la ausencia de un Estado que debiera regular y al menos coordinar.



Al respecto, podemos nombrar unas diez o doce instituciones que mantienen hoy día, sectorialmente, una relación con el recurso, entre ellas la Dirección General de Aguas y la Dirección de Obras Hidráulicas, en el Ministerio de Obras Públicas; el SAG, por un lado, y la CONAF, por el otro; el Ministerio del Medio Ambiente, etcétera. Es decir, se observa una total desarticulación, sin que exista un organismo al menos coordinador, regulador, de todas las entidades.



Ello es algo que no se ve en otros países. ¿Qué nos muestran claramente modelos como los europeos o el australiano? Que tiene que existir un organismo con la jerarquía suficiente para coordinar todas las instancias relacionadas con el agua, además de verificarse un manejo integrado de las cuencas. Ese es el nivel en el cual debe trabajarse con la participación de todos los actores.



Afortunadamente, tuvimos la posibilidad de realizar el viernes, en Copiapó, un seminario de mucha calidad en las presentaciones y ponencias, al que llevamos, por ejemplo, a Michael Hantke, quizás uno de los mejores expertos del país en agua, y puedo garantizar, por la concurrencia, que existe inquietud, interés, en la materia, pero temo que, como nación, todavía no hemos adquirido la conciencia suficiente de su importancia.



Por eso, sin perjuicio de consignar que el proyecto es sencillo, me gustaría estar discutiendo más bien el asunto de fondo: cuánto más vamos a seguir sin llevar a cabo una auténtica reforma o las modificaciones necesarias en el Código de Aguas y sin enfrentar el problema de una vez por todas, que al menos en la Región que represento y en todo el macronorte se vuelve cada vez más agudo, evidentemente.



Para qué hablar del cambio climático, que no hace más que intensificar la mala gestión existente, como dije, causada por la dispersión y atomización de la institucionalidad; por la debilidad de los usuarios, que no se hallan suficientemente organizados, lo que hace falta a lo largo del país; por la desconexión entre aguas subterráneas y superficiales, y por la ausencia de un Estado regulador, coordinador y con una política pública clara.



Señor Presidente, creo que la iniciativa en examen, de por sí sencilla, tiene que darnos el espacio para discutir con seriedad, lo que no hemos hecho todavía como país y tampoco como Senado. Llegó la hora de tratar de verdad qué está pasando con el agua.



Y todavía estoy esperando que la Comisión de Constitución nos convoque. Porque señalé en la Sala exactamente lo que ha pasado. En la medida en que se cambió la intervención de la Comisión de Medio Ambiente por la de las Comisiones de Constitución y Medio Ambiente, unidas, jamás nos han citado. Ya ha pasado más de un mes. Y es lo que temía. Es decir, se posterga un debate cada día más importante, imprescindible.



En consecuencia, me gustaría que esta fuera la oportunidad de darle realmente una señal al país y de significar que, como Senadores, sí nos importa la cuestión del agua. Para qué decir si representamos la zona del norte, donde todos advertimos la situación aguda que se está viviendo, ya que ni siquiera podemos afirmar que está garantizado cien por ciento el consumo humano.



He dicho.

)------------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, le solicito a la Mesa recabar la autorización para que la Comisión de Educación pueda sesionar en paralelo con la Sala. Se encuentra invitado al señor Ministro de Economía para analizar lo relativo a los deudores CORFO, a partir de las 19.

El señor COLOMA.- Lo mismo pido para la Comisión de Agricultura, señor Presidente, que tiene que tratar el proyecto regulador de las transacciones comerciales de productos agropecuarios.



Se podría abrir la votación de la iniciativa en debate.

El señor WALKER (don Ignacio).- Conforme.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si no hay objeciones, se abrirá la votación y se autorizará el funcionamiento simultáneo de las Comisiones mencionadas con la Sala.



Acordado.

)------------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, quisiera justificar la ausencia del señor Ministro de Obras Públicas, quien asistió a la sesión hasta hace poco rato. Entiendo que tuvo que cumplir con un compromiso en Santiago. Deseo precisar que ha estado presente durante toda la discusión del proyecto, junto al Director de Aguas y su equipo legislativo. Por cierto, nos hubiera gustado sostener el debate con su participación, pero vendrán otros proyectos donde seguramente tendremos la oportunidad de hacerlo.



Dicho lo anterior, parto por expresar que constituye una información pública que el señor Ministro estuvo sobrevolando algunos días atrás, con el señor Director de Aguas, algunas zonas de la cordillera de los Andes. En particular, pudo observar la situación de nuestros glaciares y constatar la disminución del volumen de hielo en todas estas reservas de agua dulce. Entonces, considero que el planteamiento de mi Honorable colega Allende va en la línea de lo que debiéramos estar tratando acá.



Estos proyectos que parecen menores no son nada de inocentes, en verdad. El que nos ocupa busca facultar, como bien se ha señalado, a los directorios de comunidades de agua o de juntas de vigilancia para representar a interesados o asociados en los distintos procedimientos de perfeccionamiento de títulos de derechos de aprovechamiento de agua.



Lo que puede parecer un sencillo mejoramiento de una política pública tendiente a favorecer a los agricultores refuerza, en la práctica, el derecho de propiedad sobre el recurso. Como todos sabemos, las tres facultades esenciales del dominio son el uso, el goce y la disposición. Y precisamente desde 1981, como se ha manifestado, las aguas se vienen entregando, se vienen inscribiendo, se vienen haciendo objeto de especulación. La venta de litros por segundo ha ido aumentando gradualmente de precio. Hoy día existe prácticamente una propiedad sobre el elemento. Es decir, algo que la Constitución no consagra sí lo está estableciendo la ley.



Ello dice relación, en general, con distintos bienes de dominio público. En el caso anterior, tenemos el Código de Aguas; en el de la pesca, la ley respectiva -dicho sea de paso, la iniciativa que la modifica llegará al Senado en pocos días-; en el de la minería, el Código del ramo. ¿Cuál es el común denominador en todos ellos? Que su defensa, en la práctica, no está consagrada en la Carta Fundamental.



Por eso también llama la atención que estemos discutiendo proyectos que perfeccionan procedimientos de títulos en circunstancias de que las aguas son del dominio público de la nación. Las estamos entregando hoy día a costo cero y, cuando queramos utilizarlas, el país va a tener que pagar por ellas precisamente debido a lo constatado por el señor Ministro en su sobrevuelo: nos estamos quedando sin reservas. Como decía la Senadora señora Allende, no nos hallamos en condiciones de garantizar el suministro para el consumo humano en muchos sectores del sur y del norte, ni tenemos la posibilidad de hacerlo para proyectos de riego. Entonces, la situación puede favorecer el que muchos de los titulares de derechos de propiedad adquiridos a costo cero sigan aumentando sus inversiones.



Pero no nos estamos refiriendo a la cuestión de fondo: la reforma constitucional presentada por la Presidenta Bachelet, retirada por el Gobierno actual apenas asumió. Me parece que ese es el debate al que debiéramos abocarnos. 



La iniciativa en análisis no es la única presentada por el Ejecutivo en materia de aguas. En la Comisión de Obras Públicas se está discutiendo una nueva, que busca sancionar a quienes realizan una extracción ilegal. Es algo que constituye un delito, por cierto. Aproximadamente, se registran 140 casos anuales, según la estadística entregada. Gran parte de ellos ocurren en la gran minería del norte. Lo anterior, asumido y reconocido por el propio Gobierno. Por lo tanto, si eso es así y son las grandes mineras las que están extrayendo aguas subterráneas o superficiales que necesitan para sus operaciones, cabe plantear en el debate por qué no incorporamos tales acciones en la responsabilidad penal de las empresas, como tiene que ser.



Espero que, con motivo del plazo para presentarle indicaciones a ese proyecto, pueda quedar contemplada una norma al respecto, tal como se intentó hacer durante la discusión en la Cámara.



Entonces, la iniciativa en examen, que cuenta con la aprobación unánime de la Comisión, a la que asistieron algunas juntas de vigilancia de comunidades de agua que dieron su opinión favorable, representa un cambio bastante menor que reafirma lo preceptuado en el artículo 19, número 24º, de la Constitución -se halla en un lugar bastante especial y el Gobierno le ha dado mucha relevancia-: el derecho de propiedad. En la actualidad -insisto- todavía se pueden seguir inscribiendo derechos de agua, a costa de perjudicar a muchos chilenos que quisieran beneficiarse de ella para consumirla o para utilizarla en obras de riego.



En definitiva, voy a votar a favor del proyecto, señor Presidente. Pero anhelo de parte del Ministro señor Golborne y de los demás Secretarios de Estado presidenciables -también está presente en la Sala el señor Longueira- un pronunciamiento sobre los problemas de fondo. O sea, si vamos a ocuparnos en las aguas, que ello no sea para referirnos a un pequeño capítulo, a una cuestión sancionatoria o de perfeccionamiento de títulos de dominio.



Considero deseable una definición de los presidenciables respecto de la reforma constitucional. ¿Qué vamos a hacer con los bienes nacionales de uso público? ¿Van a ser para todos los chilenos o para unos pocos? ¿Quedarán para quienes han aprovechado un privilegio que hoy día se consagra y que será muy difícil, en lo sucesivo, modificar en la Carta? Repito que así sucede en la pesca, en la minería.



A propósito, en la discusión de la iniciativa sobre la televisión digital terrestre hemos comprobado que el espectro radioeléctrico como bien nacional de uso público no se encuentra reconocido en ninguna ley, a diferencia de lo que parece obvio.



El Código Civil dice que los chilenos somos dueños de muchos bienes. Hoy, en la práctica, no hay nada en las leyes y lo único que se reafirma cada vez más es el derecho de propiedad.



Reitero que vamos a aprobar la idea de legislar, señor Presidente, pero echamos de menos una discusión mucho más de fondo respecto de las aguas y, en particular, de la reforma constitucional.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que el proyecto se halla en la línea adecuada de lograr que el Catastro Público de Aguas se incremente y de que ojalá se inscriban todas las personas con derechos sobre el recurso.



Quisiera consignar primero que se trata de un registro administrativo a cargo de la Dirección General de Aguas.



Su finalidad es la elaboración de un inventario completo y detallado del elemento hídrico, de manera de contar con los antecedentes necesarios para la preparación de políticas públicas en el sector.



Paralelamente, su propósito es garantizar la mayor transparencia posible y poner a disposición del público la información recopilada.



Desde esa perspectiva, es preciso aclarar la diferencia entre el Catastro y el Registro de Propiedad, que mantienen los Conservadores de Bienes Raíces. El primero es solo administrativo -reitero- y su finalidad es la que ya señalé, en tanto que el segundo deja constancia verdaderamente del dominio sobre derechos de agua otorgados. Esta es una razón adicional para que se trate de promover la inscripción de los agricultores en el Catastro, aunque, si la idea es agilizar el proceso, se podrían considerar otras alternativas que detallaré más adelante.



Cabe hacer presente, además, que el Catastro Público de Aguas comenzó a operar el 25 de julio de 1998, fecha de la publicación en el Diario Oficial del decreto supremo N° l.220, que aprobó su Reglamento.



Si bien en el mensaje se expone que la iniciativa podría beneficiar, potencialmente, a 300 mil pequeños agricultores que todavía no perfeccionan sus títulos, otras fuentes expresan que los derechos de agua ya inscritos alcanzan a poco más de 75 mil. De ellos, se han registrado alrededor de 6 mil cambios de propiedad, es decir, poco menos del 10 por ciento, lo que da cuenta del dinamismo en el sector y, por ende, de la necesidad de agilizar la inscripción en el Catastro.



Es una materia importante, especialmente en relación con períodos de escasez, cuando el recurso se hace cada vez más requerido.



A lo que nos enfrentamos hoy es a definir si es acertada y suficiente la propuesta del Ejecutivo de facultar a los directorios de las organizaciones de usuarios para representar a los titulares de los derechos de agua y a los comuneros ante el tribunal correspondiente o la Dirección General de Aguas a fin de realizar el trámite pertinente, previo acuerdo de los dos tercios de los comuneros con derecho a voto, en junta extraordinaria convocada al efecto.



Señor Presidente, ya en el año 2001 se planteó la necesidad de contar con un mecanismo de perfeccionamiento de títulos que funcione y que esté al alcance de todas las personas.



Actualmente, el perfeccionamiento de títulos de derechos de aprovechamiento, procedimiento por el cual se completan los títulos de determinado derecho que no contiene todas las características esenciales de este, consiste en un juicio sumario mediante el uso de las presunciones de los artículos 309 a 313 del Código de Aguas. Consideramos que tal juicio se podría simplificar de modo significativo mediante la implementación de un procedimiento no contencioso, con una etapa administrativa ante la Dirección General de Aguas y otra judicial ante el juez de letras del lugar, quien declararía expresamente dichas características, completando el título del derecho. 



Tal procedimiento sería similar al establecido para las regularizaciones del artículo 2° transitorio del Código de Aguas (es una gestión voluntaria o no contenciosa), con lo que se evita el juicio simulado que hoy se utiliza para el perfeccionamiento, con los problemas y costos que aquel acarrea. Así, la Dirección General de Aguas dejaría de ser demandada en el litigio, lo que la mayoría de las veces lo entorpece, y pasaría a actuar como organismo técnico que emite un informe que el tribunal debe tomar en cuenta para la comprobación de los hechos que dan base a las presunciones respecto del uso, caudal, características, etcétera, del derecho que se perfecciona.



Esa es otra alternativa, señor Presidente, aparte de la que hoy estamos discutiendo, que podría constituir una nueva medida de apoyo.



Tales exigencias revelan, asimismo, lo sensible del tema.



Si se pide un quórum tan alto (dos tercios) para que los dirigentes de una organización realicen un trámite aparentemente simple, es porque la responsabilidad implícita es mayor de la que se puede suponer.



En todo caso, el proyecto del Gobierno fue ratificado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión de Obras Públicas, lo que puede considerarse una clara señal respecto de la pertinencia de la iniciativa.



Pero, al mismo tiempo, no se puede ignorar que la Comisión, aun tratándose de un proyecto de artículo único, resolvió votar solo la idea de legislar, para analizar su contenido luego con mayor profundidad. Porque efectivamente hay aspectos que es posible mejorar, como los que ya mencioné.



Por ejemplo, si se trata de agilizar la inscripción en el Catastro Público de Aguas, cabe consignar que este se halla regulado por un reglamento. En efecto, el Código de Aguas no habla de ese registro. Es una normativa reglamentaria la que establece la forma de realizar tal procedimiento. Entonces, ¿por qué no se modifica el reglamento, en lugar de tramitar una iniciativa que cuesta despachar? Si así se hiciera, andaríamos mucho más rápido.



Además, la principal fuente de información del Catastro Público de Aguas es interna: es la propia Dirección General de Aguas, a través del registro de sus resoluciones de constitución y modificación de derechos de aprovechamiento, autorización de obras, cambios de puntos de captación, traslado de los derechos, etcétera. Toda esa información la aporta la DGA.



Pero también pueden usarse fuentes externas, como los antecedentes que proporcionan los tribunales de justicia y el SAG, que es otro órgano que otorga títulos de dominio en este aspecto.



Ahora, las personas deben inscribir sus derechos de aprovechamiento en el Catastro Público de Aguas. ¿Cómo el Gobierno sanciona a las que no lo hagan? Prohibiéndoles realizar respecto de ellos acto alguno ante la Dirección General de Aguas o la Superintendencia de Servicios Sanitarios. Vale decir, si el titular del derecho no lo ha inscrito, no puede solicitar subsidios ni efectuar ningún trámite para una obra menor de riego.



Reitero: la exigencia de inscribirse en el Catastro Público de Aguas está contenida en su reglamento, no en la ley, ni siquiera en el Código de Aguas. Pero la aplicación estricta del reglamento implica la suspensión de derechos protegidos por normas de rango superior.



Los derechos de propiedad de las aguas están inscritos en el Conservador de Bienes Raíces; en cambio, un reglamento impide el pleno ejercicio de tales derechos.



Señor Presidente, sería importante, asimismo, homologar el saneamiento de los títulos de los regantes de un mismo canal o cuenca. 



Algunas personas ya inscribieron sus derechos de aprovechamiento de aguas en el Catastro Público de Aguas, cumpliendo, por supuesto, con todas las exigencias que el Ministerio les pide: nombre del titular, álveo o ubicación del acuífero, provincia en que se sitúe la captación y restitución, caudal, características de otorgamiento o reconocimiento de acuerdo a la clasificación establecida en el artículo 12 del Código de Aguas (derecho consuntivo o no consuntivo; de ejercicio permanente o eventual, o de ejercicio continuo, discontinuo o alternado). 



En otras palabras, cuando un titular inscribe su derecho y quedan establecidos esos antecedentes, debiera aplicarse la misma información para los demás regantes del mismo canal.



Señor Presidente, a mi juicio, la iniciativa del Ejecutivo es buena, pero podemos mejorarla mucho más a través de indicaciones.



Espero que hoy se apruebe la idea de legislar y que se fije un plazo razonable para presentar indicaciones.



Voto a favor.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, creo que el proyecto que nos ocupa es bastante más simple que la discusión que se está dando en la Sala.



La ley N° 20.017, de 2005, que reformó el Código de Aguas, estableció que cualquiera que sea el origen de los derechos de aprovechamiento de aguas, estos deberán ser inscritos en el Registro de Derechos del Catastro Público de Aguas.



Además, el referido Código agrega que no se podrá realizar acto alguno ante la DGA, la Superintendencia de Servicios Sanitarios y la Comisión Nacional de Riego si el derecho de aprovechamiento no se encuentra debidamente inscrito en el respectivo registro.



En consecuencia, el titular de un derecho no inscrito se ve perjudicado hoy día al no poder acceder a una serie de beneficios, tales como solicitar el cambio de punto de captación de agua; pedir subsidios por la ley N° 18.450 (Ley de Fomento de la Inversión Privada de Obras de Riego y Drenaje); obtener el pago de bonos, la recepción definitiva de una obra hidráulica, el reconocimiento de una inversión por parte de empresas de servicios sanitarios, entre otros.



En tal sentido, el Ministerio de Obras Públicas dio a conocer un informe elaborado por el Banco Mundial, titulado “Chile: Diagnóstico de la gestión de los recursos hídricos”, de 31 de marzo de 2011, que indica lo siguiente: “Se estima que de unos 350.000 derechos de aprovechamiento de aguas legítimos solamente alrededor de 70.000 están inscritos” -no se hallan registrados, fundamentalmente, los derechos de pequeños y medianos agricultores- “lo que demuestra un desfase importante entre el régimen catastral y la realidad”.



El proyecto pretende regularizar esa situación. 



Como los trámites son engorrosos y caros, se busca simplificar, sobre todo para el caso de los minifundistas, el procedimiento para la inclusión de los derechos de aprovechamiento de aguas en el Catastro Público de Aguas.



Además, la DGA agregó que el 78 por ciento del agua en Chile es consumida por usuarios agrícolas. Asimismo, indicó que casi la totalidad de los derechos de aprovechamiento no inscritos en el Catastro son de propiedad de regantes que poseen títulos otorgados con anterioridad a la vigencia del Código de Aguas.



Por lo tanto, el proyecto que nos ocupa tiene por objeto facilitar el perfeccionamiento de títulos de derechos de agua para pequeños agricultores, lo que podría beneficiar a unas 300 mil personas. Me parece un poco exagerada esta cantidad, pero...

El señor SABAG.- Es correcta, señor Senador.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- El Diputado Sabag me corrobora el dato.



La mayoría de ellos...

El señor WALKER (don Patricio).- Es Senador.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¿Perdón?

El señor PROKURICA.-  Dijo “Diputado Sabag”.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¡Senador Sabag! Disculpe.



Es que lo conocí en la Cámara Baja. Fuimos Diputados antes.



Doy excusas por la situación.



Decía que la mayoría de los regantes son medianos y, en particular, pequeños -el problema no afecta a las grandes empresas, pues ellas tienen (se supone) todos sus derechos inscritos-, y ellos deben invertir tiempo y dinero en regularizar su situación. Según el mensaje, la iniciativa pretende establecer un procedimiento para normalizar al máximo dicha realidad.



Señor Presidente, estimo que sería muy importante que el proyecto también lo analizara la Comisión de Agricultura -lo he conversado con algunos de sus integrantes-, porque afecta directamente el saneamiento de derechos de agua de pequeños agricultores.



¿Cuál es el objetivo de la iniciativa? Facultar al directorio de las organizaciones de usuarios, de las juntas de vigilancia o de las comunidades de aguas para representar a sus miembros ante el tribunal correspondiente en los procedimientos de perfeccionamiento de títulos, previo acuerdo de una junta general extraordinaria convocada al efecto. 



El proyecto propone que la resolución de dicha junta sea aprobada con un quórum de dos tercios de los votos emitidos en ella.



A mi juicio, la propuesta legislativa es bastante sencilla. Pero considero importante que se escuche la opinión de los miembros de la Comisión de Agricultura en el siguiente trámite, con el fin de que se presenten las indicaciones necesarias. 



Ojalá la iniciativa sea ley de la república a la brevedad, porque, sin duda, va en beneficio de los pequeños y medianos regantes, quienes hasta hoy no han podido regularizar su situación.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, no cabe ninguna duda de que el proyecto persigue un gran objetivo: organizar a las comunidades de aguas para los efectos de defender sus derechos y de facilitar, como lo dijo muy bien el Senador que me antecedió en el uso de la palabra, el cumplimiento de los requisitos que establece la ley para realizar todo acto ante la Dirección General de Aguas, la Superintendencia de Servicios Sanitarios y la Comisión Nacional de Riego. En este último caso, con relación a la postulación de proyectos a través de la ley N° 18.450.



Algunos señores parlamentarios han manifestado que esta es una pequeña iniciativa. Yo creo que reviste una extraordinaria importancia. 



Si las comunidades de regantes hubieran estado organizadas, por ejemplo, en la Región de Atacama, la hecatombe que vivimos allí en ese ámbito sin duda no se habría producido. De hecho, en el valle del Huasco, una bien organizada junta de vigilancia se opuso a la entrega de derechos de agua y evitó un sobreotorgamiento como el que se dio en la cuenca del río Copiapó.



Y quiero explicar lo anterior. 



Por el discurso de algunos parlamentarios, pareciera que la culpa siempre es de las leyes o los códigos, y que mediante reformas constitucionales se solucionarán los problemas del agua. En mi opinión, estas pueden ayudar, pero dudo que remedien situaciones generadas por Administraciones que, a mi juicio, fueron irresponsables. 



¡El Estado fue irresponsable en la cuenca del Copiapó! 



¿Por qué digo esto, señor Presidente? Porque en el año 1993 la Dirección General de Aguas emitió un informe en el que se señalaba que se había otorgado el uso de 6 mil litros por segundo de aguas subterráneas, y que ello ya constituía el doble de la recarga existente. ¿Sabe cuántos derechos de agua se entregaron desde 1993, con el antecedente de ese informe, hasta 2010, período de la Concertación? Se concedieron 14 mil litros más. ¿Le parece esa una buena Administración? 



¡Y se pide que haya más Estado...!



¡Aquí se requiere un Estado más responsable, señor Presidente!



No queremos que se repita el escándalo ocurrido en Copiapó, donde se entregaron papeles de derechos de agua que hoy no poseen ningún respaldo. Se publican en el diario avisos para su venta, pero no valen nada, porque no hay agua.



Lo que ocurrió allí, a mi juicio, podría haber sido amortiguado con una junta de vigilancia o una junta de regantes organizada, que se hubiese opuesto al otorgamiento excesivo de derechos, generando una señal de alerta hacia las autoridades.



Cabe preguntarse: ¿Quién concedió tales derechos de aprovechamiento de agua? ¿Por qué entonces no se declaró ese lugar zona de escasez hídrica, cosa que sí resolvió el actual Gobierno? Y este no siguió entregando más derechos. Creo que esto es lo que había que hacer.



Finalmente, pido al Ejecutivo que patrocine un proyecto de mi autoría que busca no aplicar, en las zonas declaradas de escasez hídrica, una disposición legal, aprobada en 2005, que fija una multa por el no uso de los derechos de agua. Si quienes no utilizan tales derechos en zonas como la cuenca del río Copiapó echaran a andar sus bombas, provocarían una catástrofe total. 



Por lo tanto, hay que aprobar la iniciativa que nos ocupa, que pretende organizar a los regantes para facilitar la inscripción de sus derechos de agua, lo que les permitirá, por supuesto, postular a los beneficios que entrega el Estado y actuar frente a sus organismos. 



Además, se debe modificar la legislación para los efectos de no aplicar la multa por el no uso de los derechos de agua en lugares donde se declare escasez hídrica. Ello, más que un beneficio, significaría un perjuicio.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, solicité intervenir motivado por algunas intervenciones de mis colegas respecto al contenido del proyecto, pero también sobre el tema de fondo: la forma en que nuestro país está encarando el tema del agua, recurso sumamente escaso y del cual Chile todavía posee reservorios -y muy importantes-, pero que no servirán de mucho si no los administramos y cuidamos como corresponde. 



Pido que no confundamos las materias. 



Una cosa es la iniciativa en análisis, que me parece positiva porque ayuda a resolver un problema que aqueja a los regantes. Por lo menos para los de mi Región, lo propuesto resulta sumamente relevante. 



Hago presente que en este ámbito hoy tenemos una situación bastante caótica. Cuando el agua falta, más se necesita disponer de organizaciones de regantes fuertes, organizadas, con claridad respecto de sus derechos y de la manera de ejercerlos.



Aquí se han planteado varios temas.



El Senador señor Prokurica manifestaba recién -y con razón- que las autoridades se veían obligadas a entregar más derechos de los que realmente podían otorgar dada la existencia real de agua. En zonas del norte eso se hacía de manera condicionada, potencial, porque se sabe desde hace años que los recursos hídricos -por lo menos, los de la Cuarta Región- se hallan totalmente entregados. En el fondo, se decía: “Cuando existan excedentes -si es que llegan a haber-, pueden hacer uso de determinados derechos”. En definitiva, tales eventualidades en la práctica no llegaban nunca a concretarse.



Pero el objetivo principal que plantea el proyecto es permitir que las directivas de las asociaciones de regantes y de las juntas de vigilancia puedan representar a quienes las conforman en los procedimientos de perfeccionamiento de títulos de derechos de aprovechamiento de aguas que les han sido entregados producto de peticiones formuladas con anterioridad.



Este elemento, que aparece sencillo, en mi Región resulta de vital importancia -ya se ha mencionado-, porque permite clarificar lo existente y contar con la información exacta respecto de cuántos derechos se han entregado. Tales datos hay que cotejarlos en la práctica con el agua que es posible distribuir de acuerdo a esos derechos.



Recuerdo al Honorable Senado que en mi Región llevamos siete años de sequía. Hemos podido subsistir gracias a la buena administración de las juntas de vigilancia y de las organizaciones de regantes, que han sabido hacer buen uso de la infraestructura de riego en la Cuarta Región, que se ha ido construyendo durante decenas de años. Es la que permite que hoy día Coquimbo sea una Región potente desde el punto de vista productivo agrícola, con una agricultura orientada a la agroindustria y a la exportación. Pero eso se debe a un trabajo realizado por décadas y donde ha costado mucho ir organizando a los regantes.



En consecuencia, me parece positivo respaldar cualquier facilidad que vaya en esa línea.



Otra cuestión es el problema de fondo: qué hará el país frente al desafío de que el agua sea distribuida de manera más equitativa, que sea administrada de modo de garantizar prioridad para el consumo humano, por ejemplo, como lo plantearon algunos Honorables colegas.



Con ocasión de las modificaciones al Código de Aguas de años atrás, las discusiones eran enormes, porque los intereses que se tocaban también lo eran. No olvidemos que antiguamente se pedían los derechos de agua sin necesidad de explicar para qué. Simplemente se solicitaban. Y el Estado se encontraba obligado a entregarlos. Un ex Senador pidió derechos de agua casi de Arica a Magallanes. ¿Por qué? Porque le interesaba tenerlos para después hacer quién sabe qué. Nadie sabe: especular, venderlos a los interesados en desarrollar proyectos de energía o mineros. Lo desconocemos. Pero así era la legislación. Costó un mundo lograr incorporar la exigencia de un proyecto en torno de la petición de un derecho de agua, para saber en qué se quiere usar. Nos demoramos doce años en establecer un caudal ecológico mínimo en las modificaciones al Código de Aguas. También nos costó muchísimo disponer que, de no utilizarse esos derechos, se pagaba por lo menos por el no uso.



Entonces, considero adecuado todo lo que vaya en la dirección de perfeccionar el funcionamiento del sistema -por lo menos en el caso del uso del agua en la agricultura-, de fortalecer las organizaciones de regantes y de dar las facilidades para proteger a los más pequeños. Porque, seamos claros, los grandes agricultores, los consorcios importantes o los exportadores tienen solucionados todos los problemas de títulos. Si las dificultades se dan con los pequeños, que no poseen la capacidad, el conocimiento ni los recursos para llevar adelante por cuenta propia el perfeccionamiento de sus títulos.



Por otra parte, me parece fundamental que el Senado pueda organizar el equivalente a los encuentros que se han venido desarrollando en algunas Regiones -también a nivel global-, relativos al uso del agua y a la forma como el Estado entrega su utilización para determinadas actividades, ya sean económicas, turísticas, productivas o para garantizar el consumo humano.



En muchas zonas de nuestro país, eso último no se encuentra garantizado hoy día.



Producto de la sequía, en la Región que represento hay importantes sectores de secano donde, si no se distribuye agua para la bebida a través de los camiones aljibes en todos los sistemas de agua potable rural, no hay cómo garantizar el consumo a quienes habitan en esas localidades. Hemos tenido que ligar proyectos de obras de riego, como el futuro embalse Valle Hermoso, en la comuna de Combarbalá, con garantizar que dicha obra permita dotar de agua potable rural a más de 27 localidades de la comuna, en las que hoy se cuenta con sistema de agua potable pero no existe la posibilidad de acceso al recurso hídrico para la bebida, pues las fuentes se encuentran agotadas.



Por consiguiente, en el Senado podríamos encargarnos de organizar un evento más de contenido, para adoptar definiciones de Estado, respecto de cómo el país va a administrar este recurso hídrico, que en teoría figura como un bien nacional de uso público, pero que en los hechos prácticamente no existe. ¿Y por qué? Porque está entregado en una cantidad mayor al agua disponible.



Al respecto, me parece bien que, por ejemplo, los grandes proyectos mineros, que actualmente se están implementando de manera importante, sobre todo desde la Cuarta Región hacia el norte, hoy tengan como exigencia clara y precisa que deben usar agua de mar. Y ellos han de entender que su desarrollo se tiene que hacer con agua salina, porque lisa y llanamente la dulce no existe. Además, sería un crimen que para llevar adelante ese tipo de proyectos -generan altas rentabilidades- se utilice un recurso tan escaso como el agua dulce.



En consecuencia, creo que la Mesa podría recoger los planteamientos de la Senadora señora Allende en cuanto a organizar un seminario y un encuentro en donde convoquemos a la comunidad nacional. Hay enorme cantidad de estudios y de evaluaciones a nivel mundial. Podemos -creo yo- solicitar también la participación de científicos, que cuentan con una visión de más largo aliento. Ello sería un aporte de nuestra Corporación en esa línea. Porque es cierto que, a pesar de poseer tremendas reservas, el agua hoy en el país está muy mal distribuida y pésimamente aprovechada. 



Tampoco hemos sido capaces de desarrollar políticas de infraestructura de riego o de aprovechamiento de las aguas que nos garanticen un recurso que aspiramos para las futuras generaciones.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, el proyecto, como se ha planteado, busca agilizar los trámites de perfeccionamiento de títulos de las comunidades de aguas y de las juntas de vigilancia respecto de los derechos de agua.



Conocemos la historia de lo ocurrido en nuestro país con los derechos de agua, particularmente los no consuntivos. Además se han entregado -en esto hay responsabilidad de todos los sectores políticos- más derechos de los que las cuencas realmente soportan.



En esta materia, hay una fórmula clara de solución, que no tiene que ver con la voluntad de la autoridad, sino que ha de hacerse desde cada cuenca, con participación. Y para eso hay un instrumento que se maneja prácticamente en todo el mundo. Nosotros estuvimos ad portas de resolverlo en el Congreso Nacional, con motivo de la última reforma al Código de Aguas, donde, entre otros aspectos, se aprobó el caudal ecológico ambiental. Y se encontraba considerado el instrumento al cual me refiero, que es el manejo integrado de las cuencas. En virtud de él, las distintas organizaciones y las personas que tienen alguna actividad pueden buscar la compatibilidad o la incompatibilidad y definir el buen uso de las aguas, tanto consuntivo como no consuntivo, y particularmente de las subterráneas -hoy en día adquieren cada vez más importancia-, de las cuales también se entregan derechos y no se toma en cuenta que ellas se reponen a veces en períodos no inferiores a 200 años.



Respecto al proyecto que nos ocupa, me sumo al llamado a trabajar en un acuerdo político, a fin de llevar adelante un proceso de recuperación de las aguas para su uso potencial en Chile, tanto consuntivo como no consuntivo. Particularmente un sector que está muy constreñido y no puede desarrollarse es el de las energías renovables no convencionales y el de las energías intermedias -por así decirlo-; o sea, no necesariamente los megaproyectos.



La iniciativa en análisis en sí tiene la facultad de que, una vez obtenidos de manera más rápida los títulos de los derechos de agua, se pueda garantizar -lo ha manifestado, entre otros, el profesor Ludwig Stowhas, que se ha dedicado toda su vida al tema- que las minorías el día de mañana no se vean sobrepasadas. Porque en la actualidad, como se ha mencionado, la necesidad de agua es tan grande que finalmente se puede transformar en una transacción de carácter comercial; es decir, dejar de hacer agricultura o turismo, porque la oferta que plantea el sector minero en este minuto es más alta. Y la idea es que esa minoría que quiere desarrollar la agricultura, que desea seguir en una actividad consuetudinaria, tradicional, que posee una identidad y un valor que no solo se mide desde el punto de vista económico, sea debidamente resguardada. Pienso que en este particular punto debemos tener mucho cuidado. Al respecto, se ha propuesto que la iniciativa sea también revisada por la Comisión de Agricultura.



Ahora bien, los canales de riego que requieren de este perfeccionamiento de títulos también tienen un enorme potencial, no solamente para regar, pues se ha calculado que entre la Región de Atacama y la de La Araucanía, si se consideran caudales superiores a 4 metros cúbicos por segundo y potenciales superiores a 2 megavatios, hay 866,2 megavatios posibles de desarrollo. 



Hoy día conversábamos con el Ministro de Agricultura. La Comisión Nacional de Riego ha hecho una evaluación del potencial completo de esos canales y estamos hablando de 1.400 megavatios, que están ahí, a la mano. 



Es decir, los que poseen títulos perfeccionados tienen la posibilidad, además de regar, de generar energía y hacer un mejor negocio para esas comunidades. 



Por esas razones, entre otras cosas que se han manifestado en la Sala, como bien señaló el Senador Prokurica, justamente las juntas de vigilancia son las que primero reaccionan cuando se intenta adquirir un caudal que supera lo que verdaderamente da la cuenca, cualquiera sea el sector de esta, si se pretende especular con ello o desviar las aguas para otros fines que vulneran esta actividad. 



Así que, por tales motivos, voto a favor. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez. 

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, sin duda el tema del agua es sustantivo, relevante. 



He escuchado con atención las expresiones de algunos señores Senadores con respecto a cuestiones más de fondo: cómo administrar mejor el agua en un país en que la sequía en cada una de las Regiones, particularmente del centro norte, es una realidad que también se expresa en las Regiones del centro sur. En la del Biobío, entre los meses de octubre y abril, hay vastos sectores precordilleranos en los cuales hay que llevar el agua en camiones aljibes a las distintas comunidades. 



Por ende, lo del agua requiere un análisis muy riguroso, una mirada técnica adecuada y llevar adelante soluciones que tengan un efecto positivo en el uso de este recurso. 



Lo digo porque muchas veces discutimos una legislación que poco tiempo después hay que modificar, como la norma que hoy día estamos analizando. 



El año 2005 el Congreso Nacional estableció la obligación de que todos los derechos de aprovechamiento de aguas deberán estar inscritos en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento del Catastro Público de Aguas (artículo 122, inciso séptimo, del Código de Aguas). ¡En 2005! O sea, hace siete años nosotros tomamos la decisión de que ese registro catastral era básico. Incluso se expresaba con absoluta claridad que si no se encontraban inscritos, no podían realizar diversas actividades fundamentales, particularmente para el mundo agrícola y para cualquier otro; que los programas y proyectos que se llevan adelante con fondos públicos no se podían entregar a los beneficiarios, por no estar en ese registro catastral. 



Pero siete años después nos damos cuenta de que el sistema, a lo mejor, presenta trabas o problemas, y hay que ver la manera de resolverlos. Y cómo lo hacemos: entregándole a las organizaciones de aguas la representación de los titulares de los derechos de aprovechamiento de aguas. 



De repente, uno siente que es casi lo mismo que entregar representación a una junta de vecinos para regularizar las propiedades de los vecinos. O sea, se trata de una situación extremadamente compleja. 



Me gustaría que avanzáramos para saber por qué esto que aprobamos el 2005 ha sido un problema. ¿Por qué lo que el Congreso despachó como ley hace siete años está teniendo tantas dificultades o eventualmente perjudicando a muchas personas? ¿Por qué a los regantes, en particular a los pequeños, se les están presentando inconvenientes? 



Si uno analiza el debate de la Comisión de Obras Públicas, advierte que se habla de alrededor de 300 mil pequeños titulares de derechos de aprovechamiento de aguas que no han podido regularizar su situación en ese lapso. 



Algo no se trató bien, por lo tanto, en la discusión legislativa sobre la norma que, en definitiva, aprobamos hace solo siete años. 



Por eso, se debe revisar la situación con especial cuidado y rigor técnico. De ahí entonces que me sumo a la proposición del Senador señor García-Huidobro -pese a que no podemos tomar acuerdos en este momento- para que en la discusión en particular también esta materia sea vista por la Comisión de Agricultura, dadas las dificultades de pequeños titulares de derechos de aprovechamiento de aguas. La mayoría tiene problemas para resolver asuntos relacionados con el mundo agrícola. Por eso, dicho organismo puede tener la experticia necesaria para determinar qué resoluciones hay que tomar o qué camino seguir. 



Me parece bien que las organizaciones de aguas y las juntas de vigilancia estén a cargo de la gestión de todas las cuencas y de los cursos de agua -no sé si es algo positivo; no tengo una opinión formada al respecto- y que además asuman la representación de las personas como titulares de un determinado derecho de aprovechamiento de aguas, que no se encuentra perfeccionado para algo tan particular. 



Por eso, estimo que este proyecto de ley nos lleva necesariamente a la conclusión de que respecto de una materia tan sensible como el agua debemos tener no solo un debate para analizar temas conceptuales como este, sino también hacerlo desde el punto de vista técnico, para que las soluciones verdaderamente vayan por el camino correcto. 



No votaré a favor del proyecto por estar pareado, pero resulta esencial que lo vea la Comisión de Agricultura, por cuanto no se trata solo de un asunto de la Comisión de Obras Públicas, por mucho que la Dirección General de Aguas dependa del Ministerio de Obras Públicas. 



Muchas de las dificultades que los señores Senadores han expresado que tienen pequeños regantes se dan en la realidad agrícola. Por ejemplo, cuando quieren pedir subsidios para la ley de fomento a la inversión privada de obras de riego y de drenaje -materia de índole agrícola-o cuando se trata de algo tan fácil como solicitar un cambio de captación de agua, lo que es un elemento esencial para la administración de un recurso tan importante. 



El año 2005 expresamos que, si alguien no estaba inscrito en el Registro de Derechos de Aprovechamiento del Catastro Público de Aguas, de la Dirección General de Aguas, no podía hacer una solicitud sobre el particular. 



Estoy por la aprobación en general, pidiendo que se discuta en la Comisión de Agricultura; y hago especial mención de que estos temas no son de fácil resolución y tienen que tratarse con rigor técnico, porque hace solo siete años establecimos una obligación que hoy día reconocemos que está generando problemas no a los grandes, sino a los pequeños y medianos titulares de derechos de aprovechamiento de aguas. 

El señor ESCALONA (Presidente).-Hemos cumplido con la lista de oradores. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (27 votos a favor y un pareo). 



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Pérez Varela. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Ha concluido el Orden del Día.



Por no haber quórum para tomar acuerdos, se levanta la sesión. En todo caso, se dará curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría. 

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes: 



De la señora ALLENDE:



Al señor Director General de Aguas, requiriéndole INFORMACIÓN SOBRE USO DE DERECHOS DE AGUAS DESGLOSADA POR ACTIVIDAD PRODUCTIVA Y POR REGIÓN, Y EN EL CASO DE ATACAMA, POR PROVINCIA.


Del señor BIANCHI:



Al señor Ministro de Energía, a fin de que se informe acerca de SUBSIDIO DE ENAP A GAS DOMICILIARIO EN REGIÓN DE MAGALLANES Y PROYECTO DE LEY SOBRE VALOR DE DICHO COMBUSTIBLE, y al señor Presidente de la Honorable Cámara de Diputados, solicitándole antecedentes sobre SESIÓN ESPECIAL DE COMISIÓN DE SALUD EN PUNTA ARENAS PARA OBSERVAR EN TERRENO SITUACIÓN DE CEMENTERIO PARQUE CRUZ DE FROWARD.



Del señor CHAHUÁN:



Al señor Superintendente de Valores y Seguros, para consultarle sobre razones de NO LIQUIDACIÓN DE SINIESTRO DENUNCIADO POR DON CARLOS IBACACHE GUTIÉRREZ A COMPAÑÍAS ACE SEGUROS Y CARDIF.



Del señor MUÑOZ ABURTO:



Al señor Ministro de Hacienda, a fin de requerir información sobre RESTRICCIÓN DE FRANQUICIA TRIBUTARIA DE IVA A LA CONSTRUCCIÓN EN TÉRMINOS DE MENOR GASTO PRODUCIDO EN CADA AÑO DE VIGENCIA. Al señor Ministro de Justicia y a la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, con el objeto de que entreguen antecedentes acerca de EVALUACIONES RESPECTO DE FUNCIONAMIENTO DE TRIBUNALES DE COBRANZA PREVISIONAL EN ESPECIAL REFERIDA A DURACIÓN PROMEDIO DE CAUSAS.


De la señora RINCÓN:



Al señor Director de Obras Hidráulicas de la Región del Maule, con el objeto de requerirle información sobre el ESTADO DE AVANCE DE PROYECTO DE AGUA POTABLE DE LLEPO, COMUNA DE LINARES; a la señora Superintendenta de Seguridad Social, pidiéndole que se resuelva lo relativo a CÁLCULO DE MONTOS DE LICENCIAS MÉDICAS PARA TRABAJADORES CON RENTA VARIABLE, y a la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, a fin de obtener un pronunciamiento sobre SOLICITUD DE AUDIENCIA CON RELACIÓN A SITUACIÓN LABORAL DE PERSONAL DE JARDINES INFANTILES VÍA TRANSFERENCIA DE FONDOS.

)----------(



--Se levantó la sesión a las 19:38.









Manuel Ocaña Vergara, 
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA CON EL QUE DA INICIO AL PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 19.799 SOBRE DOCUMENTOS ELECTRÓNICOS, FIRMA ELECTRÓNICA Y SERVICIOS DE CERTIFICACIÓN DE DICHA FIRMA Y OTROS TEXTOS LEGALES QUE INDICA 

(8466-07)

SANTIAGO, 13 de junio de 2012

MENSAJE Nº 123-360/

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.799 sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma. 
I. ANTECEDENTES.

La ley N° 19.799 sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma entró en vigencia el año 2002, instaurando un sistema de acreditación de firma electrónica avanzada con el objeto de implementar una red de confianza, integrada por las entidades certificadoras y la autoridad pública acreditadora, de manera de brindar a los usuarios un estímulo para efectuar transacciones a través de medios electrónicos de comunicación. 
Un sistema que otorgue seguridad a las transacciones electrónicas constituye en sí mismo una promoción al comercio electrónico, toda vez que otorga a sus usuarios la confianza en que las transacciones que efectúen por medios electrónicos serán ejecutables y estarán protegidos como consumidores, el cual representa un elemento de fomento a la competitividad del país en la era de la Sociedad de la Información, a través del uso eficiente y seguro de Internet, digitalización de la información y la generación de procesos digitales de gestión, entre otros.

En mérito de lo anterior, el Estado chileno ha reconocido expresamente la importancia de la autenticación electrónica en tratados de libre comercio como el celebrado con Australia y Estados Unidos, a fin de propender al desarrollo del comercio.

Transcurrida una década desde la entrada en vigencia de la ley N° 19.799, la firma electrónica avanzada no se ha desarrollado de la forma esperada, a pesar del crecimiento que ha experimentado el uso de las comunicaciones electrónicas en el país, a través de modernos dispositivos y aplicaciones que permiten a sus usuarios efectuar toda clase de transacciones, como es el caso de los teléfonos inteligentes.

Mientras la penetración de conexiones fijas a Internet en hogares chilenos creció desde un 18,70% en 2002 a un 36% en 2010, y el número de usuarios de telefonía móvil aumentó de aproximadamente seis millones en 2002 a cerca de veinte millones en 2010, de acuerdo a las estadísticas de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, el mercado de firma electrónica avanzada se reduce a sólo cinco prestadores acreditados de servicios de certificación de firma electrónica avanzada y cerca de quince mil usuarios, de acuerdo a los datos que obran en poder de la Entidad Acreditadora.

Este limitado desarrollo del mercado de firma electrónica avanzada responde, en parte, a una serie de deficiencias e imperfecciones que contempla el texto actual de la ley N° 19.799 y otros cuerpos normativos, los que se exponen a continuación: 
1. Reducido ámbito de aplicación de la ley.

Si bien la ley N° 19.799 dispuso en su artículo 3° la equivalencia de los actos y contratos suscritos con firma electrónica a los celebrados por escrito y en soporte papel, en cuanto a su validez y efectos, lo cierto es que el mismo artículo limita excesivamente la aplicabilidad de las herramientas electrónicas, al prescribir que tal equivalencia no será aplicable a los actos o contratos otorgados o celebrados en los casos siguientes:

a)
Aquellos en que la ley exige una solemnidad que no sea susceptible de cumplirse mediante documento electrónico, 

b)
Aquellos en que la ley requiera la concurrencia personal de alguna de las partes, y

c)
Aquellos relativos al derecho de familia.

El espíritu del literal a) estaba dirigido a permitir la celebración de actos solemnes en la medida que la solemnidad legal, distinta de la escrituración, pudiese cumplirse por medios electrónicos. Al efecto y desde un punto de vista meramente técnico, el mensaje de la ley reconocía que en aquel entonces los actos y contratos solemnes eran susceptibles de celebrarse por medio de documento electrónico, sin embargo el reconocimiento legal de su equivalencia al soporte papel implicaría reformas más profundas al ordenamiento chileno, lo cual era una finalidad ajena a dicho proyecto de ley, y por ende se justificaba la equivalencia relativa de tales actos.

Desde entonces, la norma ha tendido a interpretarse como una exclusión absoluta de los actos solemnes del ámbito de aplicación de esta ley, en vez de analizarse caso a caso si la celebración del acto o contrato por medios electrónicos realmente obsta el cumplimiento de la solemnidad, como por ejemplo la compraventa de inmuebles que requiere constar por escritura pública o la compraventa de vehículos motorizados que requiere su inscripción en un registro especial.

Por su parte, la comparecencia personal por sí misma constituye una solemnidad de ciertos actos o contratos, como por ejemplo el testamento solemne, y en ese sentido no hay razón para darle un tratamiento distinto al resto de las solemnidades legales. Por otro lado, si bien la ley entendió que la exigencia legal de comparecencia personal sólo podía cumplirse mediante la presencia física del individuo, lo cierto es que el desarrollo de las telecomunicaciones y plataformas tecnológicas han permitido ampliar el concepto de presencia a formas virtuales, las cuales, en ciertos casos, pueden tener un tratamiento legal equivalente a la presencia física. Así, la posibilidad de que alguien cumpla la solemnidad de comparecencia personal a través de su presencia física o virtual, es una materia que debería resolverse para cada solemnidad en particular y no en términos absolutos, como establece el texto actual de la ley N° 19.799.

En el caso de los actos relativos al derecho de familia, se trata de una excepción amplia, que incluye actos de diversa índole y relevancia, algunos de los cuales contemplan el cumplimiento de determinadas solemnidades, como el matrimonio o la adopción. Así, en la medida que el acto relativo al derecho de familia exija el cumplimiento de una solemnidad, sea la comparecencia personal u otra, debe resolverse en cada caso particular si la solemnidad puede cumplirse a través de medios tecnológicos, al igual que en el párrafo anterior.

Adicionalmente, existen importantes instrumentos de comercio que no contemplan la posibilidad de ser extendidos mediante documento y firma electrónica, como es el caso de letras de cambio y pagarés.

2. Incerteza jurídica respecto de los principios que inspiran la ley e inclusión de normas que transgreden contra el principio de neutralidad tecnológica.

El artículo 1° de la ley N° 19.799 prescribió que las actividades reguladas se someterán a los principios de libertad de prestación de servicios, libre competencia, neutralidad tecnológica, compatibilidad internacional y equivalencia del soporte electrónico al soporte papel, y en base a tales principios deberán interpretarse las normas de esta ley. Sin embargo, tales principios no son definidos en la ley, lo cual genera incerteza en cuanto a la extensión del concepto y aplicabilidad, más aún en una materia que requiere conocimientos técnicos particulares para su adecuada compresión.

Además, la ley contiene disposiciones que transgreden el principio de neutralidad tecnológica al exigir, por ejemplo, que la firma electrónica avanzada es aquella creada usando medios que el titular mantiene bajo su exclusivo control. Estas restricciones son especialmente relevantes teniendo presente el uso de nuevas tecnologías capaces otorgar altos estándares de seguridad y confianza, y que no necesariamente se traducen en dispositivos, sino pueden basarse en datos inherentes al titular.

3. Limitado reconocimiento judicial de la equivalencia funcional del documento y firma electrónica.

La redacción del inciso primero del artículo 5 de la ley ha permitido que los tribunales efectúen una interpretación restrictiva de la norma, de forma tal que los documentos electrónicos son admitidos sólo como medio de prueba en juicio y se ha tendido a declararlos inadmisibles en otras etapas del procedimiento, por ejemplo como documentos fundantes de la demanda. 

Sin duda alguna, este efecto no deseado de la ley genera desconfianza en la utilización del documento electrónico y la firma que sobre él recae e inhibe su uso, toda vez que se ve limitada su capacidad de ser utilizado en juicio para hacer cumplir las obligaciones que él contiene.  

4. Ausencia de herramientas tecnológicas que refuerzan el sistema de confianza y del reconocimiento de los atributos que ello involucra.

La ley N° 20.217 incorporó el mecanismo de “fecha electrónica” al sistema de confianza de firma electrónica en el año 2007, con el objeto de establecer un medio para constatar el momento en que se suscribe un documento electrónico.

La definición de fecha electrónica corresponde a lo que en el concierto internacional se conoce por “marca de tiempo”, la cual es atribuida por quien o quienes suscriben el acto o contrato contenido en el documento electrónico. Así, la determinación de la fecha del acto o contrato queda entregada a las partes y, por ello, su valor probatorio no puede constituir plena prueba en juicio, como lo establece el segundo numeral del artículo 5°.

Hoy en día existe una herramienta denominada sellado de tiempo o “time stamping”, la cual se ha desarrollado técnicamente para establecer un alto nivel de exactitud e integridad en cuanto al momento en que se celebra un acto jurídico por vía electrónica, la cual se encuentra ausente del marco legal establecido por la ley N° 19.799.

En el sellado de tiempo, la atribución del día y hora es efectuada por un tercero de confianza, normalmente la misma prestadora de servicios de certificación de firma electrónica, la cual vincula el cierre del documento al sistema oficial horario. Por lo tanto, el sellado de tiempo dota al documento electrónico de certeza respecto al momento desde el cual comienza a surtir los efectos jurídicos para los cuales fue creado y asegura la integridad de los datos sellados en él, lo cual permite que el documento suscrito además con firma electrónica avanzada constituya un elemento probatorio en juicio que por sí mismo puede dar fe de la veracidad de su contenido, fecha y voluntad de las partes.

La certeza que entrega el documento electrónico suscrito con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo en cuanto a la identidad del otorgante, la fecha del documento y la integridad del mismo, no sólo permite otorgarle al documento pleno valor probatorio sino que, nada obsta, que tenga otros efectos jurídicos, como el merito ejecutivo para exigir el cumplimiento de las obligaciones que contiene. Asimismo, cuando la ley exija que las firmas de los otorgantes de un acto jurídico sean autorizadas ante notario, dicha solemnidad pueda cumplirse, alternativamente, mediante el uso de la firma electrónica avanzada y el sellado de tiempo. En efecto, la firma electrónica avanzada y el sellado de tiempo permiten autentificar, con plena certeza y exactitud, lo que un notario autentifica al autorizar la firma de los otorgantes de un acto jurídico que consta en un documento privado.

El pleno reconocimiento jurídico de los atributos inherentes a un documento electrónico, especialmente si es suscrito con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo, tendría un gran impacto en el desarrollo del comercio electrónico y en la economía en general, como consecuencia de los menores costos transaccionales, la inmediatez, la operatividad a distancia, la plena disponibilidad, la menor burocracia y el mejor manejo documental y de gestión que el uso de los medios tecnológicos permiten, produciendo ahorros significativos tanto para los privados, sean personas naturales o empresas, como para los órganos públicos.

5. Rigidez en la actualización de normas técnicas aplicables al sistema de confianza. 

Para que la firma electrónica avanzada constituya un mecanismo de seguridad de las transacciones electrónicas se requiere un sistema de confianza en el que un tercero, esto es, un prestador acreditado de servicios de certificación de dicha firma, garantice su irrepudiabilidad.

Para cumplir dicho objetivo es imprescindible que las normas que regulan los estándares de seguridad, calidad, integridad y no repudio de la certificación sean permanentemente actualizadas y coetáneas al surgimiento de nuevos recursos tecnológicos que permitan un mayor desarrollo y confiabilidad del sistema.

Aunque la ley N° 19.799 establece como principios interpretativos de la ley la neutralidad tecnológica y compatibilidad internacional, lo cierto es que su contenido carece de mecanismos que puedan darle concreción. La ley remite la regulación de todos los aspectos técnicos del documento electrónico y la firma electrónica avanzada al reglamento, lo cual no ha generado la flexibililidad necesaria para que el mercado nacional evolucione al ritmo de los cambios tecnológicos, afectando no sólo la competitividad, sino también los niveles de seguridad y confianza del sistema.

6. Duplicidad de certificación de firma en los órganos públicos y falta de reglas claras sobre el uso de firma electrónica por los órganos públicos. 

La ley N° 19.799 creó la figura del ministro de fe a fin de que éste certifique la firma electrónica de las autoridades y funcionarios que suscriban documentos electrónicos. Si bien, la figura del ministro de fe parece razonable para atestar firmas manuscritas, ello constituye una doble autenticación cuando se utiliza la firma electrónica avanzada. En efecto, la firma electrónica avanzada se basta a sí misma para dar fe de la identidad del firmante. 

Así, el proceso de emisión de documentos electrónicos contempla una etapa innecesaria desde el punto de vista técnico, puesto que cumple igual función que la firma electrónica avanzada y entraba la eficiencia del proceso, puesto que queda supeditado a la aprobación manual de una persona.

Por otro lado, la ley no contempla reglas claras para el uso de la firma electrónica por parte de los órganos públicos, lo que atenta contra la seguridad jurídica y la confianza en el uso de los documentos electrónicos.

7. Falta de una institucionalidad clara de la autoridad pública de acreditación.

La ley N° 19.799 otorga a la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño el rol de Entidad Acreditadora de las entidades prestadoras de servicios de certificación de firma electrónica avanzada y le concede facultades inspectivas a su respecto, sin que se haya creado una división específica a cargo de esta labor.

En cuanto a las funciones y atribuciones de la Entidad Acreditadora, la ley N° 19.799 no las define claramente. Como órgano fiscalizador, es necesario que la ley regule específicamente las facultades de la Entidad Acreditadora en el ejercicio de su actividad fiscalizadora, de manera de otorgar certeza al fiscalizado en cuanto al marco de fiscalización a que se encuentra sometido.

8. Dependencia de la vigencia del certificado de firma electrónica avanzada de la vida de la empresa que presta el servicio.

La ley N° 19.799 establece la cancelación de la acreditación y cese voluntario de la actividad del prestador de servicios de certificación como causales de pérdida de vigencia del certificado de firma electrónica. De no mediar otro prestador acreditado que reciba tales certificados, estos perderán su vigencia, sin existir un mecanismo que permita su depósito y custodia al que el usuario pueda acceder en el futuro. 

9. Ausencia de un listado exhaustivo de obligaciones de los usuarios de firma electrónica avanzada, de sanciones y del procedimiento aplicable ante conductas infraccionales.

La ley N° 19.799 carece de un listado exhaustivo de obligaciones de los usuarios de firma electrónica avanzada que asegure el sistema de confianza que debe tener la misma.

Además, la ley N° 19.799 reguló someramente el procedimiento para hacer efectivo los derechos otorgados a los usuarios del sistema, haciendo aplicable el procedimiento descrito en la ley N° 19.496 sobre Protección a los Derechos de los Consumidores, sin establecer sanciones específicas para el caso que los certificadores acreditados incumplan sus obligaciones.

El principio de tipicidad exige que las conductas sancionadas sean expresamente descritas en la ley, por cuanto la interpretación restringida de la misma no habilita a extender a esta ley las sanciones prescritas en los cuerpos legales citados, lo que sin duda debilita los derechos que la propia ley otorga a los titulares de firma electrónica avanzada.

II. IDEAS MATRICES DEL PROYECTO

10. Masificación del uso de firma electrónica avanzada.

Para que se desarrolle plenamente el comercio electrónico y se utilicen medios tecnológicos seguros que den plena confianza y seguridad a los usuarios, resulta imprescindible corregir aquellos elementos de la ley que desincentivan el uso de la firma electrónica avanzada.

En base a lo anterior, el proyecto busca ampliar los potenciales actos y contratos que puedan ser otorgados o celebrados mediante documento y firma electrónica, materializar el principio de equivalencia funcional y dar pleno reconocimiento a los atributos inherentes a los documentos suscritos con firma electrónica, eliminar las disposiciones que atenten contra el principio de neutralidad tecnológica y esclarecer la admisibilidad en juicio del documento electrónico y sus reglas aplicables, todos elementos que colaborarán a impulsar el uso de la firma electrónica y, por ende, el comercio electrónico.

11. Reforzamiento del marco legal del documento electrónico y firma electrónica avanzada.

Un marco legal preciso y claro en cuanto a los principios rectores de la regulación, los derechos y obligaciones de usuarios y certificadores acreditados, los procedimientos y sanciones aplicables en caso de incumplimiento, las funciones y atribuciones de la autoridad y la extensión de su rol de fiscalización, son todos necesarios para consolidar el uso de la firma electrónica avanzada y resguardar adecuadamente a los usuarios.

En mérito ello, resulta fundamental incorporar principios generalmente aceptados internacionalmente como la autonomía de la voluntad y la equivalencia funcional. Asimismo, es importante dotar de contenido a los principio establecidos por la ley N° 19.799, como es el caso de libertad de prestación de servicios, libre competencia, neutralidad tecnológica y compatibilidad internacional, a fin de evitar interpretaciones erróneas en cuanto a su aplicación.

Particularmente importante para el buen funcionamiento y desarrollo del mercado de firma electrónica avanzada es la implementación legal del principio de legalidad establecido por los artículos 6 y 7 de la Constitución Política. En consecuencia, la autoridad pública de acreditación requiere contar con un marco legal definido en cuanto a sus atribuciones y procedimientos que colaboren en mantener los estándares de seguridad, calidad y confianza del sistema, así como el resguardo de los derechos de los usuarios, sin interferir en el normal desarrollo del mercado.

Finalmente, un sistema jurídico robusto requiere incorporar en forma clara las obligaciones para las partes involucradas y las sanciones en caso de incumplimiento. Asimismo, se hace necesario establecer procedimientos de reclamo y sanciones ante infracciones cometidas en contra de los usuarios de firmas electrónicas, en cuanto titulares de derechos en sus relaciones de consumo y privacidad.

12. Fortalecimiento del sistema de confianza de firma electrónica avanzada y del principio de neutralidad tecnológica. 

La ley debe abrir paso a tecnologías que permitan reforzar la red de confianza de la firma electrónica avanzada. En dicho contexto, el sellado de tiempo aparece como una herramienta capaz de establecer un alto nivel de exactitud en cuanto al momento en que se celebra un acto jurídico por vía electrónica y garantizar la integridad del documento suscrito.

Es importante que, junto con regular el sellado de tiempo, nuestro ordenamiento reconozca todos los atributos inherentes a un documento electrónico suscrito con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo. En particular, la ley debe otorgarles a dichos documentos el valor de plena prueba y merito ejecutivo para exigir las obligaciones que contiene. Además, debe permitir que éstos cumplan, en forma alternativa, la solemnidad que las firmas de los otorgantes de un acto jurídico sean autorizadas ante notario.

Por su parte, la propia ley debe recoger el principio de neutralidad tecnológica estableciendo definiciones que permitan la incorporación instantánea de nuevas tecnologías. En este sentido, la ley N° 19.799 no debe contener normas que impidan la materialización o restrinjan dicho principio y el uso de nuevas tecnologías que cumplan con los estándares apropiados. De este modo, la definición actual de firma electrónica avanzada, al exigir que debe ser creada a partir de medios que su titular mantiene bajo su custodia, estaría impidiendo el uso de tecnologías como aquellas basadas en información biométrica que, junto a otros elementos, puede llegar a adquirir los niveles de seguridad e irrepudiabilidad necesarios para ser reconocidas como avanzada. 

III. CONTENIDO DEL PROYECTO

13. Incorpora nuevos principios y definiciones. 

El proyecto de ley introduce la autonomía de la voluntad y la equivalencia funcional como principios interpretativos de la regulación, los cuales son reconocidos como tales a nivel internacional. Por una parte, el principio de autonomía de la voluntad garantiza que las partes son libres para determinar la forma, medios electrónicos y clase de firma electrónica que utilizarán para celebrar actos jurídicos, no obstante que en cada caso específico deban cumplir los requisitos y solemnidades que exige la ley para la validez y eficacia de tales actos y contratos. Por la otra, el principio de equivalencia funcional busca sentar la paridad entre medios electrónicos y físicos en cuanto a sus efectos y validez, de forma tal que la firma electrónica sea vista como equivalente a la manuscrita, mientras que el documento electrónico sea reconocido como equivalente al documento en papel.

A su vez, la propuesta dota de contenido a los principios de libertad de prestación de servicios, libre competencia, neutralidad tecnológica y compatibilidad internacional, consagrados en la ley N° 19.799, a fin de otorgar certeza jurídica en cuanto a su extensión  y aplicabilidad. En particular, los principios de neutralidad tecnológica y compatibilidad internacional constituyen un imperativo para el Estado, en términos que éste no puede interferir en la evolución tecnológica exigiendo determinadas tecnologías de la información a través de sus normas o políticas, las cuales deben tender a ser afines y complementarias a las normas vigentes en el concierto internacional. Además, se introducen modificaciones, como en la definición de firma electrónica avanzada, de modo de asegurar que el principio de neutralidad tecnológica se encuentre íntegramente recogido a lo largo de todo el texto de la ley.

La propuesta elimina la definición de fecha electrónica e introduce los conceptos de marca de tiempo y sellado de tiempo. Si bien ambos refieren a la determinación del momento en que se celebra el acto o contrato, en la marca de tiempo la atribución de día y hora es efectuada por el otorgante o las partes del acto jurídico, mientras que en el sellado de tiempo aquella es efectuada por un tercero de confianza,  otorgando al documento electrónico un elevado estándar de exactitud e integridad en cuanto al momento en que fue suscrito.

Finalmente, el proyecto incorpora la definición de firma electrónica simple, la cual se erige como una figura residual de la avanzada, en términos que será aquella que no cumpla los requisitos legales, reglamentarios y técnicos de la firma electrónica avanzada.

14. Determina los efectos de la equivalencia funcional y amplia el ámbito de aplicación de la ley N° 19.799.

El proyecto establece expresamente, en el artículo 3°, la equivalencia del documento electrónico al documento en papel y de la firma electrónica a la manuscrita, en cuanto a su validez y efectos jurídicos.

A su vez, elimina las excepciones a dicha equivalencia extendiendo la aplicación del documento y firma electrónica a todo acto o contrato. No obstante, el artículo citado prescribe que si la ley exige solemnidades distintas de la escrituración para la validez del acto o contrato, o para que éstos sean oponibles a terceros, deberán igualmente cumplirse para producir tales efectos.

Además, la propuesta modifica la ley N° 18.092 que dicta nuevas normas sobre letra de cambio y pagaré y deroga disposiciones del Código de Comercio, con el objeto de permitir el uso de documento electrónico para extensión, aceptación, endoso, aval y protesto de la letra de cambio y pagaré, en cuyos casos se exigirá que la suscripción del documento  sea con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo. Consecuencialmente, se introducen modificaciones al artículo 434 del Código de Procedimiento Civil a fin de dotar de mérito ejecutivo, sin necesidad de reconocimiento previo, a la letra de cambio y pagaré que conste en un documento electrónico suscrito con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo, siempre que el impuesto de timbres y estampillas respectivo, si correspondiere, sea pagado dentro de los cincos primeros días hábiles a contar de su emisión.

Por su parte, la propuesta otorga certeza respecto de la admisibilidad en juicio del documento electrónico suscrito con firma electrónica, estableciendo en el artículo 3° que serán admisibles en toda clase de procedimiento, contencioso y no contencioso, sea en sede judicial o administrativa. De esta manera, el documento electrónico podrá ser presentado en cualquier etapa del proceso, sea judicial o administrativo, al igual que los documentos en formato papel, sujeto a las reglas que rigen el procedimiento de que se trate.

Asimismo, el proyecto hace aplicable las reglas de los instrumentos públicos y privados a los documentos electrónicos en cuanto a sus efectos. Para ello, el nuevo artículo 4° dispone los requisitos que deben cumplir los documentos electrónicos para adquirir la calidad de instrumento público y producir sus efectos, esto es, ser suscritos con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo. Asimismo, dispone de manera residual que todos aquellos documentos que no adquieran la calidad de públicos serán reputados privados para todos los efectos jurídicos.

El artículo 4° además establece que en todos aquellos casos en que el ordenamiento jurídico requiera que las firmas de los otorgantes de un determinado acto jurídico sean autorizadas ante notario, se entenderá cumplida dicha solemnidad, para todos los efectos jurídicos, cuando el acto conste en un documento electrónico suscrito por el otorgante o las partes, según correspondiere, con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo.

Adicionalmente, la equivalencia funcional se ve reflejada en la modificación al artículo 5° al establecer que el documento electrónico suscrito con firma electrónica tendrá igual mérito probatorio que aquel suscrito en soporte papel con firma manuscrita, y cuyas reglas especiales aplican los valores probatorios de los instrumentos públicos y privados a los documentos electrónicos, de acuerdo a la igualdad que debe existir entre ellos, y las características técnicas que proveen las herramientas electrónicas.

En mérito de lo anterior, la propuesta legal modifica el artículo 345 del Código de Procedimiento Civil a fin de incorporar el documento electrónico en que consta un instrumento público otorgado en el extranjero al procedimiento de legalización establecido por la ley. De esta manera, se habilita la comprobación de la autenticidad de las firmas electrónicas avanzadas y el carácter de los funcionarios que las acrediten, en su caso, mediante la homologación del certificado de firma electrónica avanzada por un certificador acreditado.

Por último, el proyecto de ley modifica el artículo 348 bis del Código de Procedimiento Civil a fin de hacer más expedita la presentación del documento electrónico en juicio y la comprobación de su autenticidad y la de sus firmas, en caso que fuere impugnada. Para ello, introduce la certificación del prestador acreditado como elemento probatorio de la autenticidad e integridad del documento y su firma, lo cual será efectuado por la Entidad Acreditadora en el evento de que la certificación de la firma obre en su poder de acuerdo a la ley. 
15. Perfecciona la regulación sobre el uso de documentos electrónicos y firma electrónica por los órganos públicos, la interacción con los particulares y la certificación de dicha firma.  

El proyecto dispone como regla general que los órganos públicos estarán facultados para determinar la clase de firma electrónica, simple o avanzada, con la cual suscribirán los documentos electrónicos que emitan, salvo que la ley expresamente exija la firma electrónica avanzada.  Además, el artículo 7° establece un listado de actos que deberán ser suscritos con firma electrónica avanzada en atención a su relevancia, tales como reglamentos, auto acordados y ordenanzas. Sin embargo, y con el objeto de avanzar ordenadamente en la introducción de la firma electrónica avanzada, excepcionalmente ciertos actos administrativos pueden excluirse de esta posibilidad.

Asimismo, se faculta a los órganos públicos a poner a disposición del público dispositivos, software o cualquier otra tecnología de firma electrónica que permita o facilite a los particulares la realización de trámites ante el Estado.

En cuanto al certificado de firma electrónica avanzada emitido por los órganos públicos, la propuesta permite que éstos contraten servicios de certificación provistos por particulares acreditados o que la certificación la efectúe el propio órgano. De esta manera, elimina la figura del ministro de fe y hace exigible el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 15 de la ley para los certificados, las normas reglamentarias que a su respecto se dicten y las normas técnicas fijadas por la Entidad Acreditadora, incorporando dos requisitos adicionales dada la naturaleza de la certificación, consistentes en contener sellado de tiempo y la identificación del cargo de la autoridad o funcionario que suscribe el documento electrónico.

Finalmente, el proyecto modifica el artículo 10, facultando a los órganos públicos para reglamentar la implementación de sus sistemas informáticos y los procedimientos necesarios para la certificación de firma electrónica avanzada y emisión de documentos electrónicos. Asimismo, los faculta para dictar las normas técnicas que permitan la compatibilidad de los documentos electrónicos en el Estado y en su relación con los particulares. En el caso de los órganos de la Administración del Estado, un reglamento dictado por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia efectuará la reglamentación descrita, la referente a la interacción con los particulares y estándares de firma electrónica simple. 

16. Incorpora el sellado de tiempo al certificado de firma electrónica avanzada.

El proyecto incorpora el sellado de tiempo como un elemento que puede ser incluido opcionalmente al certificado de firma electrónica avanzada a petición del usuario y el cual será provisto por los certificadores acreditados.

No obstante, como se señaló precedentemente, será obligatorio el sellado de tiempo en los certificados de firma electrónica que recaigan en documentos emitidos por los órganos públicos. Asimismo, sólo los documentos electrónicos suscritos con firma electrónica avanzada y que tengan sellado de tiempo harán plena fe de acuerdo al artículo 1700 del Código Civil.

17. Otorga mayor certeza a la vigencia del certificado de firma electrónica avanzada.

La propuesta elimina la cancelación de la acreditación y cese voluntario de la actividad del prestador de servicios de certificación como causales de pérdida de vigencia del certificado de firma electrónica. Para ello, se mantiene el deber del prestador que cesa en su actividad de transferir tales certificados a otro prestador acreditado, incorporándose de manera residual la posibilidad que ante oposición del usuario o inexistencia de un prestador acreditado que reciba tales certificados, que ellos sean transferidos a un repositorio que para tal efecto llevará la Entidad Acreditadora.

18. Refuerza el rol fiscalizador y técnico de la Entidad Acreditadora.

El proyecto de ley entrega a la Entidad Acreditadora facultades fiscalizadoras para el cumplimiento de normas legales, reglamentarias y técnicas que afectan a los prestadores acreditados de servicios de certificación.

Entre las nuevas facultades de la Entidad Acreditadora se encuentra constatar que una firma electrónica cumple los estándares técnicos de una firma electrónica avanzada, lo cual resulta particularmente importante para los usuarios de tales firmas, sean públicos o privados, que en su gran mayoría carecen de los conocimiento técnicos para reconocer si una firma electrónica cumple los requisitos para ser considerada avanzada.

Además, se otorgan a la Entidad Acreditadora facultades de instrucción a fin de mantener los estándares técnicos de certificación, emitir recomendaciones de buenas prácticas respecto de la firma electrónica simple de los órganos públicos, proteger los derechos de los usuarios y continuidad del servicio. Por su parte, la Entidad Acreditadora será responsable de la actualización de normas técnicas relativas a seguridad, calidad, integridad y no repudio de firma electrónica avanzada y sellado de tiempo, de acuerdo al procedimiento que el reglamento establezca.

Adicionalmente a la administración del registro electrónico de certificadores acreditados, la Entidad Acreditadora mantendrá un registro de certificados raíces de firma electrónica avanzada y el repositorio de acceso público.

19. Refuerza los derechos y obligaciones de los usuarios e incorpora las sanciones en caso de infracción.

La propuesta dispone el procedimiento para reclamar un incumplimiento de las obligaciones que la ley N° 19.799 impone a los certificadores acreditados, el cual corresponderá al establecido en la ley Nº 19.496, sobre Protección a los Derechos de los Consumidores, estableciéndose la aplicación de una multa de hasta 150 unidades tributarias mensuales.

Finalmente, la propuesta establece las obligaciones que pesan sobre los usuarios de firmas electrónicas avanzadas y que dicen relación con los deberes de veracidad y exactitud en la provisión de información, de custodia de los mecanismos de seguridad, de actualización de sus datos y de informar el cese del cargo público de autoridades y funcionarios y de entrega de los dispositivos de firma.

En mérito de lo expuesto, someto a vuestra consideración el siguiente

PROYECTO DE LEY:
“ARTÍCULO PRIMERO.-
Modifícase la ley N° 19.799 sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma en el siguiente sentido: 


1)
Incorpóranse, en el Artículo 1°, las siguientes modificaciones:




a)
Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Objeto.” para el contenido del artículo.




b)
Reemplázase, en el inciso primero, la conjunción “y” que precede a la expresión “el procedimiento”, por una coma.




c)
Agrégase, en el inciso primero, la frase final “, y las facultades de la Entidad Acreditadora de Servicios de Certificación de Firma Electrónica Avanzada”, a continuación de la palabra “uso”.




d)
Elimínanse los incisos segundo y tercero.


2)
Incorpórase, a continuación del Artículo 1°, el siguiente Artículo 1° bis, nuevo:




“Artículo 1° bis.- Principios. Las actividades reguladas por esta ley se someterán a los siguientes principios:




a)
Autonomía de la voluntad, por el que las partes son libres para determinar la forma, medios electrónicos y clase de firma electrónica que utilizarán para celebración de actos jurídicos, observando en cada caso los requisitos y solemnidades que exige la ley para su validez y eficacia;




b)
Libertad de prestación de servicios, por el que cualquier prestador de servicios de certificación de firma electrónica podrá desarrollar su actividad libremente, respetando las normas legales, reglamentarias y técnicas que la regulen;




c)
Neutralidad tecnológica, por el cual el Estado no debe favorecer ni restringir el uso de determinadas tecnologías de información que afecte el normal desarrollo tecnológico, salvo que se vulneren derechos y garantías constitucionales;




d)
Compatibilidad internacional, por la que el Estado debe tender al establecimiento de normas y políticas que sean concordantes y complementarias de las distintas normas técnicas, estándares y principios internacionales en materia de comunicación electrónica de datos, comercio electrónico y firmas electrónicas; y




e)
Equivalencia funcional, por el que los actos y contratos otorgados o celebrados por personas naturales o jurídicas suscritos por medio de firma electrónica y que consten en documento electrónico, serán válidos de la misma manera y producirán los mismos efectos jurídicos que los suscritos con firma manuscrita y en soporte de papel. 




Toda interpretación de los preceptos de esta ley deberá guardar armonía con los principios señalados.”.


3)
Incorpóranse, en el Artículo 2°, las siguientes modificaciones:




a)
Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Definiciones.” para el contenido del artículo.




b)
Elimínase el literal c), cambiando los demás su orden correlativo.




c)
Elimínase el literal e), que pasa a ser d), cambiando los demás su orden correlativo.




d)
Incorpóranse en el literal g), que pasa a ser e), las siguientes modificaciones:





i)
Intercálase, entre las expresiones “usando medios” y “que el titular”,  la frase “o datos”.





ii)
Elimínase la letra “y” final.




e)
Reemplázase en el literal h), que pasa a ser f), la frase “un certificado de” por la palabra “una”. 




f)
Reemplázase el literal i), que pasa a ser g), por el siguiente:





“g) Marca de tiempo: asignación por medios electrónicos de la fecha y, en su caso, la hora en que se suscribe un documento electrónico;”.




g)
Incorpóranse los siguientes literales h), i), j) y k), nuevos: 





“h) Sellado de tiempo: asignación por medios electrónicos de la fecha y hora en que se suscribe un documento electrónico con la intervención de un prestador acreditado de servicios de certificación, quien da cuenta de la exactitud e integridad de la marca de tiempo del documento;





i) Firma electrónica simple: aquella firma electrónica que no cumple los requisitos legales, reglamentarios o técnicos de una firma electrónica avanzada;





j) Órganos de la Administración del Estado: aquellos señalados en el inciso segundo del artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 1 del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.





k) Órganos públicos: Los Órganos de la Administración del Estado, el Congreso Nacional, el Poder Judicial, el Ministerio Público, el Tribunal Constitucional, el Tribunal Calificador de Elecciones y los Tribunales Electorales Regionales.”.


4)
Reemplázase el Artículo 3° por el siguiente: 



“Artículo 3º.- Equivalencia funcional. Los actos y contratos suscritos por medio de firma electrónica y que consten en documento electrónico serán válidos de la misma manera y producirán los mismos efectos jurídicos que aquellos suscritos con firma manuscrita y que constan en soporte de papel.




Los actos y contratos que consten en documento electrónico se reputarán como escritos para todos los efectos jurídicos, en los casos en que la ley exija que los mismos consten de ese modo y en todos aquellos casos en que la ley prevea consecuencias jurídicas cuando constan igualmente por escrito.




Lo anterior no obsta el cumplimiento de solemnidades establecidas por la ley para la validez del acto o contrato, o para que éstos sean oponibles a terceros, distintas a la escrituración.




La firma electrónica se mirará como firma manuscrita para todos los efectos jurídicos, sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente.




Los documentos electrónicos suscritos con firma electrónica serán admisibles en todo procedimiento contencioso y no contencioso, judicial y administrativo.”.


5)
Reemplázase el actual Artículo 4° por el siguiente:




“Artículo 4º.- Instrumentos. Los documentos electrónicos en que consta un acto o contrato tendrán la calidad de instrumento público, para todos los efectos jurídicos, cuando sean suscritos con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo por todos los intervinientes y cumplan las solemnidades legales establecidas para adquirir dicha calidad. 




En los demás caso, el documento electrónico en que consta un acto o contrato suscrito con firma electrónica tendrá la calidad de instrumento privado para todos los efectos jurídicos, sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente.




En todos aquellos casos en que el ordenamiento jurídico requiera que las firmas de los otorgantes de un determinado acto jurídico sean autorizadas ante notario, se entenderá cumplida dicha solemnidad, para todos los efectos jurídicos, por el solo hecho que el acto conste en un documento electrónico suscrito por el otorgante o las partes, según corresponda, con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo. Con todo, los actos en que la ley exija la solemnidad de escritura pública, deberán ser firmados presencialmente por el notario.”.


6)
Reemplázase el Artículo 5° por el siguiente: 




“Artículo 5º.- Valor probatorio. Los documentos electrónicos suscritos con firma electrónica tendrán igual mérito probatorio que los instrumentos suscritos con firma manuscrita y en soporte de papel. 




Para efectos de lo anterior, se seguirán las siguientes reglas:




1°
Los documentos electrónicos en que consta un acto o contrato suscrito con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo, tengan o no la calidad de instrumento público, hacen plena fe de acuerdo al artículo 1700 del Código Civil.




2°
Los documentos electrónicos en que consta un acto o contrato suscrito con firma electrónica avanzada, hacen plena fe de acuerdo al artículo 1700 del Código Civil, salvo en cuanto a su fecha.




3°
Los documentos electrónicos en que consta un acto o contrato suscrito con firma electrónica simple, tendrán el valor probatorio que corresponda de acuerdo a las reglas generales aplicables a los instrumentos privados.”.


7)
Incorpórase a continuación de “Titulo II Uso de Firmas electrónicas por los Órganos del Estado”, que pasa a ser “Titulo II Uso de Firmas electrónicas por los Órganos Públicos”, el siguiente Párrafo 1, nuevo:
“Párrafo 1 § Normas Generales”


8)
Incorpóranse, en el Artículo 6°, las siguientes modificaciones:




a)
Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Ámbito de aplicación.” para el contenido del artículo, e intercálase a continuación de la expresión “firma electrónica”, la frase “con excepción de aquellos que se señalen en un decreto supremo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia”, precedido de una coma (,).




b)
Elimínase el inciso segundo.




c)
Intercálase en el inciso tercero, que pasa a ser segundo entre las expresiones “creadas por ley,” y “las que se regirán”, la frase “las empresas del Estado y sociedades en que éste tenga participación,”.


9)
Reemplázase el Artículo 7° por el siguiente:




“Artículo 7º.- Documentos electrónicos del Estado. Los actos, contratos y documentos de los órganos públicos que consten en documentos electrónicos y sean suscritos mediante firma electrónica serán válidos de la misma manera y producirán los mismos efectos legales que los suscritos con firma manuscrita y en soporte papel, con excepción de aquellos excluidos según lo dispuesto en el inciso primero del artículo anterior.




Los órganos públicos determinarán la clase de firma electrónica que utilizarán para la suscripción de documentos electrónicos, salvo que la ley exija firma electrónica avanzada.




Con todo, los actos que se señalan a continuación, cuando consten en documentos electrónicos, deberán suscribirse con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo:




a)
Decretos supremos, decretos, reglamentos regionales, resoluciones, oficios, acuerdos, circulares, certificados e instrucciones dictados por los órganos de la Administración del Estado, con excepción de los certificados emitidos de forma automatizada que podrán ser suscritos con firma electrónica simple; 




b)
Autos acordados, resoluciones judiciales y oficios dictados por tribunales ordinarios y especiales;




c)
Decisiones formales, instrucciones, actos declarativos y de constancia dictados por órganos autónomos establecidos por la Constitución y las leyes; y




d)
Ordenanzas, reglamentos municipales, decretos alcaldicios e instrucciones dictados por las autoridades municipales en conformidad a lo dispuesto en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.


10)
Reemplázase el Artículo 8°, por el siguiente:




“Artículo 8°.- Interacción con los particulares. Los órganos públicos establecerán las técnicas, medios electrónicos y firma electrónica a través de los cuales se relacionarán con los ciudadanos, debiendo evitar que tales elementos restrinjan injustificadamente el acceso a las prestaciones que brinden y que causen discriminaciones arbitrarias.




Asimismo, las personas podrán relacionarse con los órganos públicos, a través de técnicas y medios electrónicos con firma electrónica, siempre que se ajusten al procedimiento descrito por la ley y que tales técnicas y medios sean compatibles con los que utilicen dichos órganos.




Tales órganos estarán facultados para poner a disposición del público dispositivos, software o cualquier otra tecnología de firma electrónica que les permita o facilite la realización de trámites, el cumplimiento de obligaciones legales, la obtención de prestaciones estatales o la comunicación con el Estado.”.


11)
Incorpórase a continuación del Artículo 8° el siguiente Párrafo 2, nuevo:




“Párrafo 2 § Certificación de Firma Electrónica Avanzada por los Órganos Públicos.”.


12)
Reemplázase el artículo 9° por el siguiente:



“Artículo 9°.- Certificación del Estado. Los órganos públicos sólo podrán certificar, conforme a lo estipulado en esta ley, la firma electrónica avanzada de sus autoridades y funcionarios o de otros órganos públicos. Para efectos de este inciso, en el caso del Presidente de la República el órgano público certificador será el Ministerio Secretaría General de la Presidencia.




Los certificados de firma electrónica avanzada de las autoridades y funcionarios de los órganos públicos deberán contener todas las menciones establecidas en el artículo 15 y las que determine el reglamento. Asimismo, los certificados de firma electrónica avanzada deberán cumplir con las normas técnicas relativas a su seguridad, calidad, integridad y no repudio que la Entidad Acreditadora fije. 




La certificación de firma electrónica avanzada efectuada por los órganos públicos en cumplimiento de esta ley tendrá iguales efectos jurídicos que la certificación realizada por un prestador acreditado de servicios de certificación.




Con todo, los órganos públicos podrán contratar los servicios de un prestador acreditado de servicios de certificación para certificar las firmas electrónicas avanzadas de todos o algunos de sus autoridades y funcionarios.”.


13)
Reemplázase el artículo 10 por el siguiente:




“Artículo 10.- Normas internas relativas a la firma electrónica. Los órganos de la Administración del Estado harán uso de los documentos y firmas electrónicas de la forma que determinen uno o más decretos supremos dictados por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Tales decretos deberán regular las siguientes materias:




a)
Establecer los estándares de seguridad de la firma electrónica simple que adopten y las normas técnicas que garanticen la compatibilidad de los distintos tipos de documentos electrónicos al interior de los órganos de la Administración del Estado.




b)
Establecer las normas que aseguren la publicidad, seguridad, integridad y eficacia en el uso de las firmas electrónicas por sus autoridades y funcionarios, y las demás normas necesarias para la aplicación de este Título.




c)
Regular las materias descritas en el inciso segundo del artículo 7°, el artículo 8° y el artículo 9°, aplicables a los órganos de la Administración del Estado, incluyendo las normas relativas a la implementación de sus sistemas informáticos y los procedimientos necesarios para la emisión de documentos electrónicos y la certificación de firma electrónica avanzada.




d)
Las demás normas necesarias para la aplicación de este Título, con exclusión de aquellas materias de competencia exclusiva de la Entidad Acreditadora.




Los demás órganos públicos dictarán las normas que regulen la implementación de sus sistemas informáticos y los procedimientos necesarios para la emisión de documentos electrónicos y la certificación de su firma electrónica avanzada en conformidad a esta ley.”.

14)
Reemplázase el Artículo 11 por el siguiente:



“Artículo 11.- Certificadores Acreditados. Son prestadores acreditados de servicios de certificación, o certificadores acreditados, las personas jurídicas nacionales o extranjeras, domiciliadas en Chile y acreditadas en conformidad al párrafo 2° del Título V de esta ley, que otorguen certificados de firma electrónica y sellado de tiempo, en su caso, sin perjuicio de los demás servicios que puedan realizar. Los certificadores acreditados podrán prestar el servicio de sellado de tiempo en forma separada a la certificación de firma electrónica avanzada.”.


15)
Incorpóranse, en el Artículo 12, las siguientes modificaciones:




a)
Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Obligaciones.” para el contenido del artículo.




b)
Incorpórase, en el inciso primero entre la palabra “prestador” y la expresión “de servicios”, la palabra “acreditado”.




c)
Incorpóranse, en el literal b), las modificaciones siguientes: 





i)
Incorpórase, a continuación de la expresión “registro de acceso público de certificados”, la frase “de carácter permanente”.





ii)
Agrégase entre las expresiones “el certificador” y “podrá tratar los datos”, la palabra “acreditado”.





iii)
Intercálase a continuación de la expresión “otros fines”, la frase “debiendo cumplir además con el deber de confidencialidad establecido en el artículo 16 D”, precedido de una coma (,).





iv)
Elimínase la frase “Dichos datos deberán ser conservados a lo menos durante seis años desde la emisión inicial de los certificados.”.




d)
Introdúcense, en el literal c), las siguientes modificaciones:





i)
Reemplázase la palabra “prestadores” por la expresión “certificadores acreditados”.





ii)
Reemplázase la expresión “prestador de servicios”, por “certificador acreditado”.





iii)
Reemplázase la frase “, dejarán sin efecto los certificados respecto de los cuales el titular se haya opuesto a la transferencia.” por “o carecer de otro prestador acreditado a quien transferir tales certificados, éstos serán transferidos al repositorio de la Entidad Acreditadora a que se refiere el literal d) del artículo 17, en la forma y plazo establecido en el reglamento.”.





iv)
Reemplázase la frase “dos meses” por la expresión “seis meses”.




e)
Reemplázase el literal e) por el siguiente:





“e) En el otorgamiento de certificados de firma electrónica avanzada, comprobar fehacientemente la identidad del solicitante y la calidad de autoridad o funcionario en el caso de la certificación de los órganos públicos. En el caso de certificados suscritos por personas jurídicas, comprobar fehacientemente la identidad de aquellas, así como la identidad y personería de quien comparezca en representación de ellas;”.




f)
Introdúcense, en el literal g), las siguientes modificaciones:





i)
Reemplázase la palabra “prestadores” por “certificadores”. 





ii)
Reemplázase la frase “un mes” por la expresión “seis meses”.





iii)
Reemplázase la frase final “quedarán sin efecto;” por la expresión siguiente:






“deberán ser transferidos al repositorio de la Entidad Acreditadora a que se refiere el literal d) del artículo 17;”.




g)
Introdúcense, en el literal h), las siguientes modificaciones:





i)
Reemplázase la palabra “prestadores” por “certificadores”.





ii)
Reemplázase la palabra “prestador” por “certificador acreditado”. 





iii)
Intercálase a continuación de la expresión “si el usuario no se opusiere”, la siguiente oración final, precedida de un punto seguido (.):






“En caso de existir oposición o carecer de otro prestador acreditado a quien transferir tales certificados, éstos serán transferidos al repositorio de la Entidad Acreditadora a que se refiere el literal d) del artículo 17, en la forma y plazo establecido en el reglamento”.




h)
Elimínase, en el literal i), la letra “y” final.




i)
Introdúcense, en el literal j), las siguientes modificaciones:





i)
Agrégase a continuación de la expresión  “Vida Privada” la frase “, y demás normas técnicas e instrucciones de la Entidad Acreditadora”.





ii)
Reemplázase el punto final por la letra “y” precedida de un punto y coma (;). 




j)
Agrégase el siguiente literal k), nuevo:





“k) Custodiar adecuadamente la clave privada del suscriptor de firma electrónica avanzada, cuando haya sido generada por el certificador acreditado o cuando aquella le haya sido confiada por el suscriptor para su conservación.”.




k)
Incorpóranse los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, nuevos:





“Cualquier incumplimiento por parte de los certificadores acreditados a las obligaciones establecidas en este artículo será sancionado con una multa de hasta 150 unidades tributarias mensuales, conforme al procedimiento establecido en el Título IV de la ley Nº 19.496, sobre Protección a los Derechos de los Consumidores. El juez, en caso de reincidencia, podrá elevar las multas antes señaladas al doble. Se considerará reincidente al certificador acreditado que sea sancionado dos veces o más dentro del mismo año calendario.





Las acciones podrán ser iniciadas por el o los usuarios afectados o por la Entidad Acreditadora. Esta última deberá iniciar la acción correspondiente en caso de un incumplimiento grave o reiterado de las obligaciones de esta ley, salvo que hubiere cancelado la inscripción correspondiente conforme a lo establecido en el artículo 19.





Lo señalado en este artículo es sin perjuicio del derecho que tiene el usuario de reclamar la indemnización de perjuicios correspondiente y de hacer valer los seguros comprometidos o las garantías otorgadas por el certificador acreditado, de conformidad con lo establecido en el artículo 14.”.


16)
Agrégase, en el Artículo 13, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Certificadores no Acreditados.” para el contenido del artículo.


17)
Incorpóranse, en el Artículo 14, las siguientes modificaciones:




a)
Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Responsabilidades.” para el contenido del artículo.




b)
Introdúcense, en su inciso tercero, las siguientes modificaciones:





i)
Agregase, después de la expresión “un seguro”, la siguiente expresión “o una garantía pagadera a la vista e irrevocable”.





ii)
Incorpórase, precedida de un punto seguido, la frase final siguiente:






“El reglamento establecerá la naturaleza, plazo y otras condiciones mínimas del seguro o la garantía.”.




c)
Introdúcese el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual inciso quinto a ser sexto:





“La responsabilidad civil de los prestadores acreditados de servicios de certificación se hará efectiva de acuerdo al procedimiento judicial descrito en el Título IV de la ley Nº 19.496, sobre Protección a los Derechos de los Consumidores.”.


18)
Incorpóranse, en el Artículo 15, las siguientes modificaciones:




a)
Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Requisitos mínimos.” para el contenido del artículo.




b)
Reemplázase el actual literal c) por el siguiente, nuevo:





“Los datos de la identidad del titular, entre los cuales deben incluirse: 





i)
Nombre y cédula de identidad del solicitante, o número y lugar de emisión del pasaporte si es una persona natural extranjera no residente en el país, o rol único tributario si es una persona jurídica, 





ii)
Nombre y cédula de identidad del representante de la persona jurídica, o número y lugar de emisión de su pasaporte si es una persona natural extranjera no residente en el país, además de los datos dónde consta su personería, y





iii)
Cargo o función que desempeña, en el caso de autoridades o funcionarios de un órgano del Estado, además de los datos dónde consta su nombramiento; y”.




c)
Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:





“El mismo certificado deberá incorporar el sellado de tiempo en el caso que éste fuere solicitado por el usuario al certificador acreditado. Con todo, los certificados de firma electrónica avanzada que recaigan en documentos emitidos por los órganos públicos deberán contener siempre sellado de tiempo.”.


19)
Incorpóranse, en el Artículo 16, las siguientes modificaciones:




a)
Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Vigencia.” para el contenido del artículo.




b)
Intercálase en el numeral 1, entre la frase “fecha de emisión” y el punto y coma (;) que le sigue, la frase siguiente precedida de una coma (,):





“salvo que el certificado se encuentre incorporado en la cédula de identidad de su titular, en cuyo caso la vigencia del certificado se extenderá por todo el período de duración de la cédula a la que accede”.




c)
Reemplázase, en la letra c) del numeral 2, la vocal “o” y la coma (,) que la precede por un punto y coma (;). 




d)
Agrégase, en la letra d) del numeral 2, a continuación del punto y coma (;), la vocal “o”.




e)
Incorpórase, al numeral 2, el siguiente literal e), nuevo:





“e) Por bloqueo definitivo, efectuado por el Servicio de Registro Civil e Identificación, de la cédula de identidad en que se encuentra incorporado el certificado.”.




f)
Elimínanse los numerales 3) y 4).




g)
Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales inciso segundo y tercero a ser los incisos cuarto y quinto:





“En el caso de la letra a) del numeral 2), se entenderá que la solicitud corresponderá al jefe superior del servicio en el caso de los órganos públicos y al representante legal en el caso de las personas jurídicas.





Los certificados de firma electrónica podrán ser temporalmente suspendidos a solicitud del titular, del Servicio de Registro Civil en caso de bloqueo temporal de la cédula de identidad en que se encuentre incorporado el certificado o por razones técnicas verificadas por la Entidad Acreditadora.”.


20)
Reemplázase, en el TITULO V, la denominación actual del mismo por la siguiente: 




“De la Entidad Acreditadora y del Procedimiento de Acreditación”.


21)
Incorpórase, a continuación del TITULO V De la Entidad Acreditadora y del Procedimiento de Acreditación, el siguiente Párrafo 1°, nuevo:




“Párrafo 1° § De la Entidad Acreditadora”.


22)
Incorpóranse, a continuación del Párrafo 1° § De la Entidad Acreditadora, los siguientes artículos 16 A y 16 B, nuevos:




“Artículo 16 A.- Entidad Acreditadora. La Entidad Acreditadora de Firma Electrónica Avanzada, estará a cargo de la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño. La Entidad podrá usar indistintamente su denominación completa o el nombre Entidad Acreditadora.




Artículo 16 B.- Función. La Entidad Acreditadora velará porque los prestadores acreditados de servicios de certificación den cabal cumplimiento a los objetivos y disposiciones de esta ley, su reglamento y normas técnicas vigentes. Sus funciones específicas son las siguientes:




a)
Otorgar la acreditación a prestadores de servicios de certificación de acuerdo al procedimiento dispuesto en esta ley y el reglamento;




b)
Administrar el registro electrónico de certificadores acreditados;




c)
Administrar el registro de certificados raíces de firma electrónica avanzada de acuerdo a las características técnicas que el reglamento indique; 




d)
Mantener el repositorio de acceso público de acuerdo a las características técnicas que indique el reglamento;




e)
Constatar, a solicitud de parte, que una firma electrónica cumple los estándares técnicos de una firma electrónica avanzada, de acuerdo a lo dispuesto en esta ley, el reglamento, las normas técnicas vigentes y las instrucciones que imparta;




f)
Emitir recomendaciones de buenas prácticas sobre las firmas electrónicas simples adoptadas por los órganos públicos y responder consultas técnicas en dicha materia;




g)
Fiscalizar el cumplimiento de las obligaciones legales y reglamentarias de los certificadores acreditados, así como aquellas derivadas de las normas técnicas vigentes e instrucciones impartidas;




h)
Cancelar la inscripción en el registro público de certificadores acreditados, en los casos y en la forma previstos en esta ley y su reglamento;




i)
Mantener un sitio electrónico, a fin de poner a disposición de los certificadores acreditados información relevante para sus actividades;




j)
Fijar y actualizar las normas técnicas relativas a seguridad, calidad, integridad y no repudio de firma electrónica avanzada, y sellado de tiempo, de acuerdo al procedimiento establecido en el reglamento; 




k)
Instruir las medidas que estime necesarias para:





i)
Mantener los estándares técnicos de certificación de firma electrónica avanzada;





ii)
Proteger los derechos, intereses y confidencialidad de los usuarios; y 





iii)
Velar por la continuidad y eficiencia del servicio.





iv)
Las demás funciones que ésta u otras leyes le señalen.





Para el fiel cumplimiento y desarrollo de sus funciones, la Entidad Acreditadora podrá requerir información y ordenar visitas inspectivas a las instalaciones de los certificadores acreditados, mediante funcionarios o peritos especialmente contratados, de conformidad al reglamento.”.


23)
Incorpóranse los siguientes artículos 16 D y 16 E:




“Artículo 16 D. Deber de confidencialidad y de custodia. La Entidad Acreditadora, así como el personal que actúe bajo su dependencia o por cuenta de ella, deberá guardar la confidencialidad y custodia de los documentos y la información que le entreguen los certificadores acreditados.




Artículo 16 E. Ingresos propios. Los recursos que perciba la Entidad Acreditadora por parte de los prestadores acreditados de servicios de certificación constituirán ingresos propios de dicha entidad y se incorporarán a su presupuesto.”.


24)
Intercálase, a continuación del artículo 16 E el siguiente Párrafo 2°, nuevo:




“Párrafo 2° § Del Procedimiento de Acreditación”.


25)
Incorpórase, en el Artículo 17, las siguientes modificaciones:




a)
Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Acreditación.” para el contenido del artículo.




b)
Agrégase en el literal e), después de la expresión “un seguro apropiado”, la siguiente expresión “o mantener una garantía”.


26)
Incorpórase, en el Artículo 18, las siguientes modificaciones:




a)
Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Procedimiento.” para el contenido del artículo.




b)
Reemplázase el inciso final por los siguientes:





“Otorgada la acreditación, la Entidad Acreditadora inscribirá al prestador de servicios de certificación en el registro electrónico de certificadores acreditados, el cual tendrá carácter público y se encontrará disponible en el sitio electrónico de la Entidad Acreditadora, a quien corresponderá su administración de acuerdo a lo dispuesto en el reglamento. 





Durante la vigencia de su inscripción en el registro, el certificador acreditado deberá informar a la Entidad Acreditadora cualquier modificación de las condiciones que permitieron su acreditación, dentro del plazo de cinco días hábiles contado desde que hubiere ocurrido la modificación, sin perjuicio del ejercicio de las facultades fiscalizadoras de la Entidad Acreditadora.





En lo no previsto por esta ley y en aquello que resulte compatible, se aplicará supletoriamente al procedimiento de acreditación la ley N° 19.880.”.


27)
Incorpóranse, en el Artículo 19, las siguientes modificaciones:




a)
Reemplázase el inciso primero por el siguiente: 





“Artículo 19.- Cancelación de la inscripción. La Entidad Acreditadora, mediante resolución fundada, dejará sin efecto la acreditación y cancelará la inscripción en el registro cuando se verifique, alguna de las siguientes causas:





a)
Solicitud de cancelación presentada por el certificador acreditado;





b)
Pérdida de las condiciones que sirvieron de fundamento a su acreditación; 





c)
Incumplimiento grave o reiterado de las obligaciones que establece esta ley; o





d)
Incumplimiento grave o reiterado de las obligaciones que establece la ley Nº 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.”.




b)
Reemplázase, en el inciso segundo, la referencia a las letras “b) y c)”, por la referencia a las letras “b), c) y d)”.




c)
Reemplázase, en el inciso segundo, la referencia a “Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción”, por “Subsecretario de Economía y Empresas de Menor Tamaño” y la referencia a “Ministro”, por “Subsecretario”.




d)
Intercálase, en el inciso tercero, a continuación de la expresión “certificadas por ellos”, la frase “, en la forma y plazo establecido en el reglamento”.




e)
Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “A partir de la fecha de esta publicación, quedarán sin efecto los certificados, a menos que los datos de los titulares sean transferidos a otro certificador acreditado, en conformidad con lo dispuesto en la letra h) del artículo 12.”, por “Igual aviso publicará la Entidad Acreditadora en su sitio electrónico de manera destacada.”.


28)
Deróganse los artículos 20, 21 y 22. 


29)
Incorpóranse, en el Artículo 23, las siguientes modificaciones:




a)
Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Derechos de los usuarios.” para el contenido del artículo.




b)
Reemplázase, en el numeral 5°, la palabra “dos” por “seis”.




c)
Reemplázase el numeral 6° por el siguiente:





“6º. A ser informado inmediatamente de la cancelación de la inscripción en el registro de certificadores acreditados, con el fin de hacer valer su oposición al traspaso de los datos de sus certificados a otro certificador acreditado;”.




d)
Intercálase, en el numeral 7° entre la palabra “prestador” y la expresión “de servicios de certificación”, la palabra “acreditado”.




e)
Agrégase, en el numeral 10°, después de la expresión “los seguros comprometidos”, la siguiente expresión “o las garantías otorgadas”.




f)
Eliminase el inciso final.


30)
Reemplázase el Artículo 24 por el siguiente:




“Artículo 24.- Obligaciones de los usuarios. Los usuarios de los certificados de firma electrónica estarán obligados a:




1°.
Proporcionar al prestador acreditado de servicios de certificación declaraciones veraces, exactas y completas, al momento de proporcionar los datos de su identidad personal u otras circunstancias objeto de certificación;




2°.
Custodiar adecuadamente y mantener bajo su exclusivo control los mecanismos de seguridad del funcionamiento del sistema de certificación que les proporcione el certificador, si procediere;




3°.
Actualizar sus datos en la medida que éstos vayan cambiando;




4°.
En el caso de autoridades y funcionarios de los órganos públicos, el jefe superior del servicio deberá dar aviso al certificador del término del ejercicio del cargo o funciones del titular de la firma y efectuar la devolución de los dispositivos o mecanismos de seguridad que se le hubiese proporcionado para el uso de la firma electrónica, si correspondiere, dentro de tercero día.




5°.
En el caso de los representantes de personas jurídicas, deberán dar aviso al certificador del término de su representación y efectuar la entrega de los dispositivos o mecanismos de seguridad que se le hubiese proporcionado para el uso de la firma electrónica, si correspondiere, dentro de tercero día.”.


31)
Agrégase, en el Artículo 25, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número de artículo, la denominación “Reglamentos.” para el contenido del artículo.

ARTÍCULO SEGUNDO.-
Introdúcense las siguientes modificaciones al Código de Procedimiento Civil:


1)
Agrégase en el numeral 6 del artículo 342, a continuación de la palabra “avanzada”, la frase: “con sellado de tiempo, de conformidad a lo establecido en la Ley 19.799”.


2)
Agrégase, en el artículo 345 (334), el siguiente numeral 4, nuevo:




“4. La homologación del certificado de firma electrónica avanzada por un certificador acreditado de servicios de certificación de dicha firma, de acuerdo a la ley 19.799, respecto de documentos electrónicos cuya firma electrónica avanzada es certificada por una empresa extranjera. En el caso que el certificado de firma no acredite el carácter de los funcionarios, se estará al atestiguamiento señalado en los numerales anteriores.”.


3)
Reemplázase el artículo 348 bis, por el siguiente:




“Artículo 348 bis. Los documentos electrónicos serán admisibles en juicio como medios de prueba y tendrán mérito probatorio de conformidad a las reglas aplicables a los instrumentos.




Los documentos electrónicos podrán presentarse en soporte físico o desmaterializado que permita su debida inteligencia y percepción y su posterior reproducción, si procediese.




En caso de no contar con los medios técnicos electrónicos necesarios para su adecuada percepción, el tribunal apercibirá a la parte que presentó el documento con tenerlo por no presentado de no concurrir con dichos medios dentro de tercer día.




Tratándose de documentos que no puedan ser transportados al tribunal, la percepción tendrá lugar donde éstos se encuentren dentro de tercer día, a costa de la parte que los presente.




Si una de las partes impugnare la autenticidad de un documento electrónico suscrito con firma electrónica avanzada, el tribunal deberá oficiar al prestador acreditado de servicios de certificación respectivo, o la Entidad Acreditadora en su caso, para que certifique si el documento electrónico:




a)
fue suscrito mediante una o más firmas electrónicas avanzadas e individualice a los suscribientes;




b)
contiene un sellado de tiempo que cumple con los requisitos y condiciones establecidos en la ley 19.799 para este tipo de certificados; y




c) ha mantenido su integridad una vez suscrito.




Recibido el informe por el prestador acreditado de servicios de certificación, o la Entidad Acreditadora, el tribunal deberá rechazar o acoger la impugnación. 




El documento electrónico suscrito con firma electrónica simple, será reconocido de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 346 precedente. En caso que el instrumento fuere impugnado de acuerdo al numeral 3° del artículo 346, se abrirá un incidente en el que las partes podrán hacer uso de todos medios probatorios establecidos en el presente Código, los que serán apreciados por el juez conforme a las reglas de la sana crítica.




Las costas devengadas en razón de este incidente serán de cargo de la parte que resultare vencida.”.


4)
Incorpórase, en el número 4° del artículo 434 el siguiente inciso final:




“Asimismo, tendrá mérito ejecutivo, sin necesidad de reconocimiento previo, la letra de cambio o pagaré extendido en documento electrónico y suscrito por el obligado con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo, siempre que el impuesto de timbres y estampillas respectivo, si correspondiere, sea pagado dentro de los cincos primeros días hábiles a contar de su emisión.”.

ARTÍCULO TERCERO.-
Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.092 que dicta nuevas normas sobre letra de cambio y pagaré y deroga disposiciones del Código de Comercio:


1)
Incorpórase el siguiente artículo 1° bis, nuevo:




“La letra de cambio también podrá ser extendida, en documento electrónico y suscrita con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo. El endoso, aceptación y aval de una letra de cambio que conste en documento electrónico deberá ser suscrito con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo, de acuerdo a las normas del presente capítulo.”.


2)
Incorpórase, en el artículo 62, el siguiente inciso final, nuevo: 




“El protesto también se podrá efectuar mediante documento electrónico, en cuyo caso el funcionario que efectuare la diligencia deberá suscribir con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo.”.


3)
Incorpórase, en el artículo 102, el siguiente inciso final, nuevo: 




“El pagaré también podrá ser extendido en documento electrónico y suscrito con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo Primero Transitorio: Esta ley entrará en vigencia 150 días después de su publicación en el Diario Oficial. 
Artículo Segundo Transitorio.- Los certificados de firma electrónica avanzada emitidos con anterioridad a la fecha en que esta ley entre en vigencia, se deberán ajustar a los requisitos establecidos a la fecha de su emisión.
Artículo Tercero Transitorio.- El gasto que se origine por la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo  a la partida 07 del Presupuesto de la Subsecretaría de Economía, y en lo que faltare con cargo  al Tesoro Público.”.
Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, 
Presidente de la República.- Felipe Larraín Bascuñán, Ministro de Hacienda.- 
Cristián Larroulet Vignau, Ministro Secretario General de la Presidencia - Pablo Longueira Montes, 
Ministro de Economía, Fomento y Turismo.- 
Teodoro Ribera Neumann, Ministro de Justicia
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PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA, EN EL ÁMBITO DE LA SUSTENTABILIDAD DE RECURSOS HIDROBIOLÓGICOS, ACCESO A LA ACTIVIDAD PESQUERA INDUSTRIAL Y ARTESANAL Y REGULACIONES PARA LA INVESTIGACIÓN Y FISCALIZACIÓN, LA LEY GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA CONTENIDA EN LA LEY N° 18.892 Y SUS MODIFICACIONES 

(8091-21)


Oficio Nº 10288


VALPARAÍSO, 18 de julio de 2012


Con motivo del Mensaje, Informe, Certificado y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°8091-21.


PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Modifícase la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra contenido en el decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de la siguiente forma:

1) Incorpóranse los siguientes artículos 1°A y 1°B, nuevos, en el Título I:

                 “Artículo 1°A.- El objetivo de esta ley es propender a la conservación y al uso sustentable de los recursos hidrobiológicos, mediante la aplicación del enfoque precautorio, de un enfoque ecosistémico en la regulación pesquera y la salvaguarda de los ecosistemas marinos en que existan esos recursos.     

Artículo 1°B.- En el marco de la política pesquera nacional y para la consecución del objetivo establecido en el artículo anterior, se deberá tener en consideración al momento de adoptar las medidas de conservación y administración así como al interpretar y aplicar la ley, lo siguiente:

a) establecer objetivos de largo plazo para la conservación y administración de las pesquerías y la evaluación periódica de la eficacia de las medidas adoptadas.

b) aplicar en la administración y conservación de los recursos hidrobiológicos el principio precautorio, entendiendo por tal:

i) Se deberá ser más cauteloso en la administración y conservación de los recursos cuando la información científica sea incierta, no confiable o incompleta,y

ii) No se deberá utilizar la falta de información científica suficiente, no confiable o incompleta, como motivo para posponer o no adoptar medidas de conservación y administración.

c) aplicar el enfoque ecosistémico para la conservación y administración de los recursos pesqueros, entendiendo por tal un enfoque que considere la interrelación de las especies predominantes en un área determinada.

d) Administrar los recursos pesqueros en forma transparente, responsable e inclusiva.

e) recopilar, verificar, informar y compartir en forma sistemática, oportuna, correcta y pública los datos sobre los recursos hidrobiológicos, las pesquerías y su medio ambiente. 

f) considerar el impacto de la pesca en las especies asociadas o dependientes y la preservación del medio ambiente acuático.

g) procurar evitar o eliminar la sobreexplotación y la capacidad de pesca excesiva.

h)fiscalizar el efectivo cumplimiento de las medidas de conservación y administración.

i) procurar minimizar la extracción de fauna acompañante, los descartes, la captura ocasionada por artes o aparejos de pesca extraviados o abandonados, y el impacto de la pesca en otras especies o sobre los ecosistemas marinos más vulnerables.”.

2) En el artículo 2°:

a) Deróganse los numerales 20), 31), 32), 37) y 43).

b) Modifícase el numeral 21), agregando entre las palabras “hidrobiológicas” y “que”, la frase “que ocupan temporal o permanentemente un espacio marítimo común con la especie objetivo, y”.

c) Reemplázase en el numeral 25) la expresión “Reconstrucción” por “Turismo”.

d) Agrégase el siguiente inciso final al numeral 29):

“Las capturas obtenidas mediante pesca de investigación no serán consideradas en la determinación de las asignaciones futuras que se efectúen de acuerdo con esta ley.”.

e) Reemplázase en el numeral 46) la frase “previos informes técnicos de la Subsecretaría de Pesca y del Consejo Nacional de Pesca.” por “previo informe técnico de la Subsecretaría.”, e incorpórase la siguiente frase final, pasando el punto aparte (.) a ser seguido (.): “Un reglamento establecerá los procedimientos, metodología y criterios que se considerarán en su determinación, los que deberán propender a lograr estimaciones de alta calidad estadística.”.

f) Incorpórase el siguiente numeral 58):

“58) Punto biológico de referencia: valor o nivel estandarizado que tiene por objeto evaluar el desempeño de un recurso desde una perspectiva de la conservación biológica de un stock, pudiendo referirse a: a) biomasa, b) mortalidad por pesca, o c) tasa de explotación.

La determinación de estos puntos se deberá efectuar, mediante decreto del Ministerio, según la determinación que efectúe el Comité Científico Técnico.”.

g) Incorpórase el siguiente numeral 59):

“59) Estado de situación de las pesquerías: Pesquería subexplotada: aquella en que el punto biológico de referencia actual es mayor en caso de considerar el criterio de la biomasa, o menor en el caso de considerar los criterios de la tasa de explotación o de la mortalidad por pesca, al valor esperado del rendimiento máximo sostenible y respecto de la cual puede obtenerse potencialmente un mayor rendimiento. Pesquería en plena explotación: aquella cuyo punto biológico de referencia está en o cerca de su rendimiento máximo sostenible. Pesquería sobreexplotada: aquella en que el punto biológico de referencia actual es menor en caso de considerar el criterio de la biomasa o mayor en el caso de considerar los criterios de la tasa de explotación o de la mortalidad por pesca, al valor esperado del rendimiento máximo sostenible, la que no es sustentable en el largo plazo, sin potencial para un mayor rendimiento y con riesgo de agotarse o colapsar. Pesquería agotada o colapsada: aquella en que la biomasa del stock es inferior a la biomasa correspondiente al punto biológico de referencia límite que se haya definido para la pesquería; no tiene capacidad de ser sustentable y cuyas capturas están muy por debajo de su nivel histórico, independientemente del esfuerzo de pesca que se ejerza.”.

h) Incorpórase el siguiente numeral 60):

“60) Rendimiento máximo sostenible: mayor nivel promedio de remoción por captura que se puede obtener de un stock en forma sostenible en el tiempo y bajo las condiciones ecológicas y ambientales predominantes.”.

i) Incorpórase el siguiente numeral 61):

“61) Uso sustentable: es la utilización responsable de los recursos hidrobiológicos, de conformidad con las normas y regulaciones locales, nacionales e internacionales, según corresponda, con el fin de que los beneficios sociales y económicos derivados de esa utilización se puedan mantener en el tiempo sin comprometer las oportunidades para el crecimiento y desarrollo de las generaciones futuras.”.

j) Agrégase el siguiente numeral 62):

“62) Contrato a la parte o Sociedad a la parte: Forma de asociación destinada a la realización de actividades extractivas que considera el aporte de los socios en embarcaciones, materiales, implementos, financiamiento y trabajo y el posterior reparto de las utilidades que genera la jornada de pesca en función de la contribución que cada persona realizó.”.

k) Incorpórase el siguiente numeral 63):

“63) Embarcación de transporte: Nave utilizada para el traslado de capturas de embarcaciones pesqueras, desde la zona de pesca hasta el puerto de desembarque. Estas embarcaciones deberán inscribirse en el registro especial que para estos efectos llevará el Servicio.”.

l) Incorpóranse los siguientes numerales 64) y 65):

“64) Política Pesquera Nacional: Directrices y lineamientos mediantes los cuales el Ministerio orienta a los organismos competentes en materia pesquera en la consecución del objetivo de lograr el uso sustentable de los recursos hidrobiológicos.

65) Informe Técnico: Acto administrativo mediante el cual el órgano competente expresa los fundamentos de orden científico, técnico, económico y social, si corresponde, que recomiendan la adopción de una medida de conservación o administración u otra que establezca esta ley. Los datos e información que sustentan el informe técnico serán públicos, así como el informe técnico, el que, además deberá estar publicado en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría.”.

3) En el artículo 3°:

a) 
Reemplázase en el inciso primero la frase “Consejo Zonal de Pesca que corresponda” por “Comité Científico Técnico, correspondiente” y elimínanse las palabras “y aprobaciones”.

b) Modifícase el inciso segundo de la letra a), agregando a continuación de la palabra “biológicos” la expresión “que serán determinados por el respectivo Comité Científico Técnico”, e incorpórase el siguiente inciso tercero:

“Veda extractiva por especie o por sexo en un área determinada. Esta veda sólo se podrá establecer inicialmente por un periodo de hasta dos años y deberá contar con un informe técnico del Comité Científico correspondiente. En caso de renovación de la misma, se establecerá por el período que determine el Comité Científico respectivo.”.

c) Reemplázase la letra c) por la siguiente:

“c) Fijación de cuotas anuales de captura por especie en un área determinada o cuotas globales de captura. Podrán establecerse fundadamente las siguientes deducciones a la cuota global de captura:

- Cuota para investigación: Se podrá deducir para fines de investigación hasta un 2% de la cuota global de captura para cubrir necesidades de investigación. Para lo anterior, la Subsecretaría deberá informar al Consejo Nacional de Pesca los proyectos de investigación para el año calendario siguiente y las toneladas requeridas para cada uno de ellos. Dicho listado deberá publicarse en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría. 

- Cuota para imprevistos: Se podrá deducir para imprevistos hasta un 2% de la cuota global de captura al momento de establecer la cuota o durante el año calendario. Los criterios para la asignación de esta reserva por la Subsecretaría serán propuestos por ésta y aprobados por la mayoría de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional de Pesca y se publicará en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría.

Las deducciones a que se refieren los párrafos anteriores se efectuarán de la cuota global anual de captura en forma previa al fraccionamiento de la cuota entre el sector pesquero artesanal e industrial.

En la determinación de la cuota global de captura se deberá:

1. Mantener o llevar la pesquería hacia el rendimiento máximo sostenible considerando las características biológicas de los recursos explotados.

2. Fijar su monto dentro del rango determinado por el Comité Científico Técnico en su informe técnico, que será publicado a través de la página de dominio electrónico del propio Comité o de la Subsecretaría.

3. Cualquier modificación de la cuota global de captura que implique un aumento o disminución de la misma, deberá sustentarse en nuevos antecedentes científicos, debiendo someterse al mismo procedimiento establecido para su determinación.”.
d) Elimínanse en la letra d) las expresiones “y reservas” y “y el artículo 48 letra b)”.

e) Agrégase una nueva letra e), pasando la actual letra e) a ser letra f), del siguiente tenor:

“e) Declaración de Reservas Marinas, mediante decreto del Ministerio del Medio Ambiente.”.

4) Reemplázase en el artículo 4° la frase “del Consejo Zonal de Pesca que corresponda” por “del Comité Científico Técnico”. 

5) Agréganse los siguientes artículos 4° A y 4° B:

“Artículo 4° A.- La Subsecretaría deberá, en el mes de marzo de cada año, elaborar un informe sobre el estado de situación de cada pesquería que tenga su acceso cerrado, declarada en estado de plena explotación, recuperación o desarrollo incipiente. El informe se deberá efectuar de conformidad con las definiciones del estado de situación de las pesquerías contenidas en esta ley, las medidas de administración y la investigación desarrollada durante el periodo. Dicho informe deberá publicarse en su página de dominio electrónico.

Artículo 4° B.- El Servicio deberá, en el mes de marzo de cada año, elaborar y publicar en su página de dominio electrónico un informe sobre las actividades de fiscalización realizadas el año anterior en las pesquerías con su acceso cerrado y administradas con cuotas globales de captura, cualquiera sea la forma como se administren.”.  

6) Reemplázase el artículo 8° por el siguiente:

“Artículo 8°.- Para la administración y manejo de las pesquerías que tengan su acceso cerrado, así como las pesquerías declaradas en régimen de recuperación y desarrollo incipiente, la Subsecretaría deberá establecer un plan de manejo, el que deberá contener, a lo menos, los siguientes aspectos:

a) Antecedentes generales, tales como el área de aplicación, recursos involucrados, áreas o caladeros de pesca de las flotas que capturan dicho recurso y caracterización de los actores tanto artesanales como industriales y del mercado.

b) Objetivos, metas y plazos para mantener o llevar la pesquería al rendimiento máximo sostenible de los recursos involucrados en el plan.

c) Estrategias para alcanzar los objetivos y metas planteados, las que podrán contener:

i) Las medidas de conservación y administración que deberán adoptarse de conformidad a lo establecido en esta ley, y

ii) Acuerdos para resolver la interacción entre los diferentes sectores pesqueros involucrados en la pesquería.

d) Criterios de evaluación del cumplimiento de los objetivos y estrategias establecidos. 

e) Estrategias de contingencia para abordar las variables que pueden afectar la pesquería.

f) Requerimientos de investigación y de fiscalización.

g) Cualquier otra materia que se considere de interés para el cumplimiento del objetivo del plan.


Para la elaboración de la propuesta, implementación, evaluación y adecuación, si correspondiere, del plan de manejo, la Subsecretaría constituirá un Comité de Manejo que tendrá el carácter de asesor y será presidida por el funcionario que el Subsecretario designe al efecto. Dicho Comité deberá estar integrado por tres representantes de los pescadores artesanales inscritos en la pesquería involucrada, debiendo provenir de regiones distintas en caso que haya más de una involucrada; tres representantes del sector pesquero industrial que cuenten con algún título regulado en la ley sobre dicha pesquería, debiendo provenir de regiones o unidades de pesquería distintas en caso que haya más de una involucrada; un representante de las plantas de proceso de dicho recurso; y un representante del Servicio. Un reglamento determinará la forma de designación de los integrantes de dicho Comité. 

El Comité de Manejo deberá establecer el periodo en el cual se evaluará dicho plan, el que no podrá exceder de cinco años de su formulación.

La propuesta de plan de manejo deberá ser consultada al Comité Científico Técnico correspondiente, quien deberá pronunciarse en el plazo de dos meses de recibida. El Comité de Manejo recibirá la respuesta del Comité Científico y modificará la propuesta, si corresponde. La Subsecretaría aprobará el plan mediante resolución, y sus disposiciones tendrán carácter de obligatorio para todos los actores y embarcaciones regulados por esta ley que participan de la actividad.

En el plan de manejo se podrá considerar un procedimiento de certificación de la información de desembarque a que se refiere el artículo 63 de esta ley, para aquellas pesquerías que no contemplen un sistema obligatorio, el cual será efectuado conforme a las reglas establecidas en el artículo 64 E y será obligatorio para todos los participantes de la pesquería.”.

7) Derógase el artículo 9°.

8) En el artículo 9° bis:

a) Sustitúyese al final del inciso primero la expresión “artículo 9°” por “artículo 8°”.

b) Modifícase el inciso quinto de la siguiente forma:

i) Reemplázanse la expresión “una mesa de trabajo público privada” por “un Comité de Manejo”, y la expresión “Dicha mesa deberá estar integrada” por “Dicho Comité deberá estar integrado”.

ii) Incorpórase la siguiente oración final, pasando el punto aparte a ser una coma (,): “así como un representante de las plantas de proceso, un representante de la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante, un representante del Servicio y un representante de las comercializadoras.”.

9) Incorpórase el siguiente artículo 9°A:

“Artículo 9°A.- En los casos en que una pesquería, de conformidad con los puntos biológicos de referencia determinados, se encuentre en estado de sobreexplotación o agotada, se deberá establecer dentro del plan de manejo un programa de recuperación que deberá considerar, a lo menos, lo siguiente: 

a) Evaluar y establecer los objetivos y metas para la recuperación de la pesquería en el largo plazo y de forma transparente; y establecer un sistema de evaluación del cumplimiento de tales metas y objetivos;

b) Evaluar la eficacia de las medidas de administración y conservación y establecer los cambios que deberían introducirse a fin de lograr el objetivo de la recuperación de la pesquería;

c) Evaluar la eficacia del sistema de control de la pesquería y definir los cambios que deberían introducirse para aumentar su eficacia en caso que ésta no sea bien evaluada;

d) Evaluar la investigación científica desarrollada y establecer los cambios que deberían introducirse, si ello es pertinente;

e) Tener en cuenta los efectos económicos y sociales de la adopción de las medidas propuestas, y

f) Considerar las medidas de mitigación y compensación para pescadores artesanales, tripulantes de naves especiales y trabajadores de planta.

Una vez establecido el programa de recuperación de la pesquería, éste se deberá evaluar con la periodicidad establecida en el respectivo plan de manejo.”.

10) En el artículo 19:

a) Reemplázase en la letra a) la conjunción “y” que se encuentra entre las palabras “explotación” y “encontrarse” por la conjunción “o”, y agrégase la siguiente expresión al final de la oración: “y del Párrafo I del Título IV”.

b) Reemplázase en la letra c) la expresión “con su acceso transitoriamente cerrado” por “o con su acceso transitoriamente cerrado por los artículos 20 y 50 de esta ley”.

c) Incorpórase la siguiente letra f): 

“f) Por no tener el recurso solicitado distribución geográfica en el área solicitada conforme al informe fundado del Comité Científico Técnico correspondiente.”.

11) En el artículo 21:

a) Elimínanse las palabras “estado de”, y

b) Sustitúyese la frase “con la aprobación por mayoría absoluta de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional y del Consejo Zonal de Pesca que corresponda.” por “previa consulta al Comité Científico Técnico correspondiente, y a los Consejos Nacional y Zonal de Pesca que corresponda.”.

12) En el artículo 22:

a) Elimínanse las palabras “estado de”, y

b) Reemplázase la frase “semestralmente en el Diario Oficial” por “anualmente en su sitio de dominio electrónico”.

13) Reemplázase el artículo 24 por el siguiente: 

“Artículo 24.- Durante la vigencia del régimen de plena explotación se suspenderá la recepción de solicitudes y el otorgamiento de autorizaciones de pesca, así como la inscripción en el Registro Artesanal en las regiones y unidades de pesquería artesanal y su fauna acompañante, si correspondiere. Lo anterior, sin perjuicio de la declaración de vacantes en el Registro Artesanal establecido en el artículo 50.”.

14) Sustitúyese el artículo 25 por el siguiente:

“Artículo 25.- Los titulares de autorizaciones de pesca, habilitados para desarrollar actividades pesqueras en pesquerías declaradas en plena explotación o en pesquerías con su acceso transitoriamente cerrado, podrán sustituir sus naves pesqueras. Para estos efectos, el Ministerio, por decreto supremo, previo informe técnico de la Subsecretaría y consulta al Consejo Nacional de Pesca, establecerá el Reglamento que fije las normas correspondientes.”.

15) En el artículo 26:

a) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:

“Dichas cuotas se establecerán de acuerdo al procedimiento de la letra c) del artículo 3°.”.

b) Sustitúyese el inciso quinto por el siguiente:

“Las cuotas globales anuales de captura no podrán ser objeto de modificación, a menos que existan nuevos antecedentes científicos que la funden, debiendo efectuarse con el mismo procedimiento del inciso anterior.”.

16) Derógase el artículo 27.

17) Sustitúyese el artículo 28 por el siguiente:

“Artículo 28.- Para determinar las toneladas que cada titular de licencias transables de pesca clase A puedan capturar en cada año calendario, se multiplicará el coeficiente de participación relativo por la fracción industrial de la cuota de captura de la respectiva unidad de pesquería. 

Mediante Resolución de la Subsecretaría, se establecerá, anualmente, el universo de titulares, arrendatarios y meros tenedores inscritos en el Registro de Licencias a que se refiere esta ley, al 20 de diciembre de cada año.”.

18) Incorpórase el siguiente artículo 28 A:

“Artículo 28 A.- Para los efectos tanto de la aplicación de la licencia transable de pesca como de los permisos extraordinarios de pesca, se deberá fijar anualmente una cuota global de captura para cada una de las unidades de pesquería administradas bajo este sistema, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley.”.

19) Sustitúyese el artículo 29 por el siguiente:

“Artículo 29.- Las naves que se utilicen para hacer efectivos los derechos provenientes de licencias transables de pesca o de los permisos extraordinarios de pesca, sea que cuenten o no con autorización de pesca de conformidad a esta ley, deberán inscribirse previamente en el Registro que para estos efectos llevará el Servicio. La inscripción en el Registro de Naves habilitará a la nave a operar en la unidad de pesquería que corresponda a la licencia transable de pesca o al permiso extraordinario de pesca, por un período equivalente al de la vigencia de dicha licencia o permiso. No obstante, en cualquier momento la nave podrá desinscribirse y volverse a inscribir ya sea por el mismo titular, o por otro.

La nave deberá estar inscrita a nombre de un solo titular en un viaje de pesca.

Las naves que se inscriban en el Registro deberán estar matriculadas en Chile y cumplir con las disposiciones de la Ley de Navegación. Asimismo, deberán cumplir con las disposiciones vigentes de esta ley y con el procedimiento que establezca el Servicio.”.

20) Sustitúyese el artículo 30 por el siguiente:

“Artículo 30.- Las licencias transables de pesca serán divisibles, transferibles, transmisibles y susceptibles de todo negocio jurídico.

Las licencias transables de pesca se deberán inscribir en un Registro Público que llevará la Subsecretaría en un soporte electrónico y estará disponible en su sitio de dominio electrónico.

Las transferencias, arriendos o cualquier acto que implique la cesión de derechos de las licencias de pesca, deberán inscribirse en el Registro señalado, previa verificación de la solicitud, a la que deberá adjuntarse el certificado del pago de la patente de pesca, y de no tener deudas por concepto de multas de las sanciones administrativas establecidas en esta ley, y de la escritura pública o del instrumento privado autorizado ante Notario, en el que conste el acto respectivo. La Subsecretaría recabará información sobre valores de transferencias y arriendos con fines estadísticos.

En el evento que la solicitud de inscripción no cumpla con los requisitos señalados en el inciso anterior, se devolverán los antecedentes al peticionario.

Los actos jurídicos a que se refiere el inciso anterior no serán oponibles a terceros mientras no sean inscritos de conformidad con el presente artículo.

La Subsecretaría tendrá un plazo de 5 días para resolver, contado desde la fecha de ingreso de la solicitud de inscripción del acto jurídico que tiene por objeto la licencia transable de pesca.

La unidad mínima de división de las licencias transables de pesca respecto de las cuales podrá recaer algún acto jurídico será un coeficiente de 0,00001.

Sin perjuicio de otros negocios jurídicos, la prenda sin desplazamiento se someterá a las normas de la ley N° 20.190.”.

21) Incorpórase el siguiente artículo 30 A:

“Artículo 30 A.- En el Registro a que se refiere el artículo anterior, se inscribirán además los embargos y prohibiciones judiciales que recaigan sobre las licencias, encontrándose la Subsecretaría impedida de inscribir cualquier acto jurídico que se solicite con posterioridad a la inscripción de las medidas antes señaladas y mientras éstas se encuentren vigentes.

La Subsecretaría deberá emitir los certificados que sean requeridos por los interesados, respecto del estado en que se encuentren las licencias transables de pesca.”.

22) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 31 la conjunción copulativa “y” por una coma (,) entre la expresión “autorización de pesca” y “el permiso”. Asimismo intercálase entre las expresiones “extraordinario de pesca” y “no garantizan” la siguiente: “y licencia transable de pesca”.

23) Sustitúyese el artículo 32 por el siguiente:

“Artículo 32.- La licencia transable de pesca se hará efectiva en las unidades de pesquerías determinadas de conformidad a esta ley con los artes y aparejos de pesca y la fauna acompañante establecidas en las autorizaciones de pesca original. Los porcentajes de fauna acompañante se fijarán de acuerdo a lo establecido en el artículo 3° letra e) de la presente ley.”.

24) Sustitúyese el artículo 33 por el siguiente:

“Artículo 33.- El titular de licencia transable de pesca podrá capturar las especies asociadas al arte de pesca definidas por resolución de la Subsecretaría, que no se encuentren declaradas en régimen de plena explotación, desarrollo incipiente o recuperación. 

En caso que alguna de las especies asociadas se encuentren administradas mediante licencia transable de pesca o permisos extraordinarios de pesca, el titular deberá contar con dicha licencia o permisos para hacer efectiva su operación de pesca, a lo menos en la proporción establecida por la Subsecretaría. Asimismo, el titular de una autorización de pesca deberá contar con la licencia transable de pesca o permisos extraordinarios de aquellas especies asociadas para ejercer la actividad.”.

25) Incorpórase el siguiente artículo 34 A: 

“Artículo 34 A.- Tratándose de pesquerías altamente migratorias y transzonales, según los tratados internacionales sobre la materia ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, para desarrollar actividades pesqueras extractivas en el área de alta mar aledaña a la zona económica exclusiva sobre dichas especies, se deberá cumplir con los siguientes requisitos:

a) Contar con autorización de la Subsecretaría para ejercer actividades en áreas de alta mar, o aledañas a la zona económica exclusiva.

b) La nave con la cual se ejerzan dichas actividades extractivas debe estar matriculada en Chile, de conformidad con las disposiciones de la Ley de Navegación.

c) Dependiendo del régimen de administración de la pesquería, quien ejerza la actividad pesquera debe contar, ya sea con una autorización de pesca, licencia transable de pesca o permisos extraordinarios de pesca, según corresponda.

d) Cumplir con las normas de conservación, manejo y cumplimiento, establecidas de conformidad a esta ley, así como con las normas de conservación, manejo y cumplimiento que hayan sido adoptadas por tratados internacionales de los cuales Chile es parte, y que sean aplicables.”.

26) Derógase el artículo 35.

27) Intercálase en el artículo 36 entre las expresiones “permiso extraordinario” y “durante el año” la siguiente: “o licencia transable de pesca”.

28) Intercálase en el artículo 37 entre las expresiones “permiso extraordinario” y “terminare” la siguiente: “o licencia transable de pesca”.

29) Reemplázase en el artículo 38 la frase “con la aprobación por mayoría absoluta de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional y Zonal de Pesca que corresponda”, por “previo informe del Comité Científico Técnico y consulta a los Consejos Nacional y Zonal de Pesca que corresponda”.

30) En el artículo 39:

a) Reemplázase en el inciso primero la frase “con consulta al Consejo Zonal de Pesca y con la aprobación de la mayoría absoluta de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional” por “y consulta al Comité Científico Técnico correspondiente y a los Consejos Nacional y Zonal de Pesca que corresponda”. Asimismo, reemplázase la expresión “cuota global anual de captura” por “fracción industrial de la cuota global de captura”.

b) Agrégase en el inciso segundo la siguiente frase final, pasando el punto aparte a ser punto seguido: 

“Este régimen no será aplicable a las pesquerías en plena explotación administradas con licencias transables de pesca.”.

c) Incorpóranse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos, pasando los actuales a ser sexto, séptimo y octavo: 

“Para estos efectos, se entenderá por pesquería en recuperación aquella que se encuentra sobreexplotada y sujeta a una veda extractiva de, a lo menos tres años, con el propósito de su recuperación, y en las cuales sea posible fijar una cuota global de captura.
Declarado el régimen, se deberá determinar el fraccionamiento de la cuota global de captura entre el sector pesquero artesanal y aquella parte de cuota que se subastará. Para lo anterior, se deberá determinar el coeficiente de participación del sector pesquero artesanal en la pesquería con anterioridad al establecimiento de la veda. Para este efecto, se dividirá la sumatoria de las capturas efectuadas en el área de la unidad de pesquería del sector artesanal en los tres años anteriores a la fecha del establecimiento de la veda por la sumatoria de la totalidad de capturas efectuadas en dicha área.

La subasta a que se refiere este artículo se aplicará en la parte de la cuota global una vez descontada la cuota que corresponda al coeficiente de participación artesanal regulado en el inciso anterior, multiplicado por la cuota global establecida para un año determinado.”.

31) En el artículo 40:

a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “con consulta al Consejo Zonal de Pesca y con la aprobación por la mayoría absoluta de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional” por “y consulta al Comité Científico Técnico correspondiente y a los Consejos Nacional y Zonal de Pesca que corresponda”. Asimismo, reemplázase la expresión “cuota global anual de captura” por “fracción industrial de la cuota global de captura”. 

b) Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales a ser cuarto y quinto, y así sucesivamente:

“Se entenderá por pesquería incipiente aquella sujeta al régimen general de acceso en la cual se pueda fijar una cuota global de captura, en que no se realice esfuerzo de pesca o éste sea en términos de captura anual menor al 10% de dicha cuota.

La subasta regulada en este artículo se efectuará sobre el 50% de la cuota global de captura de la pesquería. El otro 50% de la cuota global de captura se deberá reservar para ser extraída por el sector pesquero artesanal por un periodo de tres años. Si al cabo de dicho periodo el sector pesquero artesanal no ha capturado la totalidad de la cuota asignada a dicho sector, se deducirá el porcentaje no capturado e incrementará el porcentaje licitado.”.  

c) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:

“Al momento de la declaración de la pesquería en este régimen, se deberá abrir el Registro Pesquero Artesanal en las regiones correspondientes a la unidad de pesquería, por un plazo de 120 días, en caso que estuviese cerrado. Al término de dicho plazo se deberá cerrar el Registro en todas sus categorías.”.

32) Incorpórase el siguiente artículo 40 A:

“Artículo 40 A.- A los adjudicatarios de la subasta a que se refieren los artículos 39 y 40, se les otorgará un permiso extraordinario de pesca, que les dará derecho a capturar anualmente, a partir del año calendario siguiente al de la licitación, hasta un monto equivalente al resultado de multiplicar la cuota global anual de captura correspondiente por el coeficiente determinado en el permiso extraordinario de pesca en la unidad de pesquería respectiva.

A los permisos extraordinarios de pesca se les aplicará lo dispuesto en los artículos 30 y 30 A.”.

33) Agréganse en el Párrafo 4° del Título III los siguientes artículos 40 B, 40 C, 40 D y 40 E: 

“Artículo 40 B.- Al titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca, cuyas naves inscritas sobrepasen las toneladas autorizadas a capturar para un año calendario, se le sancionará administrativamente con una multa equivalente al resultado de multiplicar el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la infracción, por el doble del exceso, expresado en toneladas. Asimismo, lo capturado en exceso por el infractor se le descontará de las toneladas autorizadas a capturar para el año calendario siguiente. En el evento que el sancionado no cuente con una licencia o permiso extraordinario que lo habilite a realizar actividades extractivas o ésta sea insuficiente, el descuento se reemplazará por una multa equivalente a lo que resulte de multiplicar el número de toneladas que debía descontarse por cinco veces el valor de sanción de la especie respectiva.

Con todo, la sanción de descuento siempre se hará efectiva en la cuota asignada vía licencia transable de pesca o permiso extraordinario, aun cuando el infractor titular, arrendatario o mero tenedor, la haya enajenado durante la secuela del procedimiento sancionatorio o de reclamación judicial, salvo que la sanción o la existencia del procedimiento sancionatorio se haya inscrito al margen de la inscripción en el registro a que se refiere el artículo 30 con posterioridad a la enajenación, arrendamiento o cambio de tenedor.

Artículo 40 C.- Al titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca, cuyas naves inscritas desembarquen y no informen sus capturas de acuerdo con el procedimiento a que se refiere el artículo 63; no dé cumplimiento al procedimiento de certificación a que se refiere el artículo 64 E de esta ley; o realice sus capturas con una nave no inscrita, se le sancionará administrativamente con una multa que se determinará de la siguiente forma: a) una parte de la multa será a todo evento de 250 unidades tributarias mensuales y, b) la otra parte de la multa será equivalente al resultado de multiplicar el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la infracción, por las toneladas del recurso hidrobiológico que hayan sido objeto de la infracción.

Al titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca, cuyas naves inscritas para capturar efectúen descartes en contravención a las normas de esta ley, o efectúen operaciones de pesca extractiva en áreas de reserva artesanal no autorizadas conforme al artículo 47 de esta ley o efectúen capturas en una unidad de pesquería distinta a la inscrita, se le sancionará administrativamente con una multa que se determinará de conformidad con el procedimiento del inciso anterior, pero aplicando en la multiplicación el doble de las toneladas que hayan sido objeto de la infracción.

Al titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca que efectúe operaciones de pesca sin estar inscrito en el Registro del artículo 29, se le sancionará administrativamente con una multa que se determinará con el procedimiento del inciso anterior.

En caso que no puedan establecerse las toneladas objeto de la infracción, en la determinación de la multa se aplicará el resultado de multiplicar el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la infracción, por las toneladas promedio de las capturas desembarcadas por viaje de pesca de la nave en el año inmediatamente anterior. Si la nave no operó durante el año calendario anterior se considerará el promedio de dos naves que tengan las mayores capturas por viaje de pesca y de similares características náuticas, arte o aparejo de pesca y pesquería objeto de la infracción. Tratándose de buques fábrica, será el promedio de las capturas informadas para un período de cinco días del período o año calendario inmediatamente anterior.

El titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca, que sea condenado por práctica desleal o antisindical o infracción a los derechos fundamentales del trabajador, será sancionado con una multa de 100 a 250 unidades tributarias mensuales. También se sancionará con una multa de 50 a 150 unidades tributarias mensuales al contratista o subcontratista que incurra en estas prácticas. Igual multa se aplicará a la empresa que simule la contratación de trabajadores a través de terceros o realice contratos de trabajo no señalados explícitamente en la normativa vigente.

Artículo 40 D.- En el evento de que el titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca cometa más de dos infracciones de este párrafo en dos años calendario consecutivos, cualquiera sea su naturaleza, se le sancionará con la suspensión por un año del ejercicio de su licencia de pesca, sin perjuicio de las sanciones previstas en los artículos anteriores.

Artículo 40 E.- Las sanciones administrativas serán aplicadas conforme al procedimiento contenido en el artículo 55 O y siguientes de esta ley.”.

34) En el artículo 43:

a) Reemplázase en el inciso segundo la frase “dos cuotas iguales, pagaderas en los meses de enero y julio” por “el mes de marzo”.

b) Elimínase el inciso quinto.

35) Reemplázase el artículo 43 bis por el siguiente:

“Artículo 43 bis.- Los titulares de licencias transables de pesca clase A pagarán anualmente en el mes de marzo una patente de beneficio fiscal por cada una de las naves inscritas de conformidad con el artículo 29 de la presente ley, la que será equivalente a 0,44 unidades tributarias mensuales por cada tonelada de registro grueso para naves de hasta 80 toneladas de registro grueso; de 0,55 unidades tributarias mensuales por cada tonelada de registro grueso para naves mayores a 80 y de hasta 100 toneladas de registro grueso; de 1,1 unidades tributarias mensuales por cada tonelada de registro grueso para naves mayores a 100 y de hasta 1.200 toneladas de registro grueso; y de 1,66 unidades tributarias mensuales por cada tonelada de registro grueso, para naves mayores a 1.200 toneladas de registro grueso. Se exceptuarán de este pago las naves que cuenten con autorización de pesca y paguen la patente a que se refiere el artículo 43.”.

36) Agrégase el siguiente artículo 43 ter:

“Artículo 43 ter.- Los titulares de licencias transables de pesca clase A, pagarán anualmente en el mes de julio, además de la patente a que se refiere el artículo anterior, un impuesto específico cuyo monto corresponderá al número de toneladas que tengan derecho a extraer, de conformidad con el coeficiente de participación que representen sus licencias, multiplicado por el tipo de cambio observado de Estados Unidos de América al último día hábil del mes de junio anterior y multiplicado por el resultado más alto obtenido en las letras a) o b) siguientes:

a) El 3,3 por ciento del valor de sanción asociado a la especie respectiva contenido en el decreto exento N° 1108, de 2011, del Ministerio de Economía, multiplicado por el valor de la UTM a diciembre de 2011 y dividido por el valor del dólar observado de Estados Unidos de América del 30 de diciembre de 2011, ambos valores publicados por el Banco Central de Chile, multiplicado por el cuociente entre el último valor anual del índice estimado por la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y Alimentación (FAO) asociado a dicha especie o el que lo reemplace, y dividido por el valor de este mismo índice en el año 2011 o, a falta de éste, el más cercano a esa fecha. En el caso de la merluza de tres aletas se considerará el mismo procedimiento anterior, considerando el valor de sanción contenido en el decreto exento del Ministerio de 2012 y ajustando los valores de UTM y dólar para el año 2012.

b) El resultante de aplicar el siguiente polinomio:
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Donde:


[image: image3.wmf]t

P

 es el impuesto específico unitario por especie que el titular deberá pagar por las toneladas equivalentes a sus licencias transables de pesca clase A en el año correspondiente o año, expresado en dólares de Estados Unidos de América por tonelada.
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es el impuesto específico unitario asociado al año anterior.
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 es el factor de reajuste calculado como el cuociente entre el último valor anual del índice estimado por la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y Alimentación (FAO) asociado a dicha especie o el que lo reemplace, dividido por el valor de este mismo índice en el año anterior.

Para los efectos de los cálculos de las letras a) y b), a cada especie se le asociará el índice que se lista a continuación:

Jurel, Anchoveta, Sardina común y Sardina española: “FAO Fish Price Index, Pelagic excluding tuna”;

Merluza común, Merluza de tres aletas, Merluza del sur, Merluza de cola y Congrio dorado: “FAO Fish Price Index, whitefish”;

Camarón naylón, Langostino colorado y Langostino amarillo: “FAO Fish Price Index, shrimp”.
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 son aquellas toneladas, de la fracción industrial de la cuota global de captura, que por subastas o cualquier otro acto o contrato que transfiera la propiedad o ceda el uso o goce temporal de licencias clase A o B, al 31 de diciembre del año anterior o t-1 se encuentran inscritas por primera vez o a nombre de un titular distinto al titular inscrito al 1 de enero de ese año en el registro a que hace referencia el artículo 30, ya sea como dueño, arrendador o titular del uso o goce a cualquier título, siempre que dichos titulares  fueren partes no relacionadas, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 100 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores. En caso que no se registren licitaciones o transacciones o éstas no produzcan el resultado señalado precedentemente, el valor de esta variable será igual a cero.
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 son las toneladas, de la fracción industrial de la cuota global de captura, que no fueron objeto de subastas o transacción alguna durante el año anterior o que, de haberlas, no produjeron el efecto señalado en la definición anterior.
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 son las toneladas de la fracción industrial de la cuota global de captura, es decir, la suma de(
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 es el promedio ponderado por toneladas de los valores de adjudicación de subasta de licencias clase B y de los precios anualizados de las enajenaciones, arriendos o cualquier acto entre partes no relacionadas, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 100 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, que implique la cesión de derechos de las licencias clase A y B, de acuerdo al Registro a que hace referencia el artículo 30, ocurridas durante el año anterior al del cálculo de la patente. Este valor deberá expresarse en dólares de Estados Unidos de América por tonelada ocupando el dólar observado del día de la transacción.

Para los efectos de anualizar los precios a que alude el inciso anterior, se utilizará un factor de descuento anual de 10 por ciento. Para el cálculo del promedio ponderado se usarán los valores equivalentes a dólares de Estados Unidos de América por tonelada.

A fin de determinar el precio de cesión de derechos de las licencias clase A y B en el caso de las enajenaciones de derechos sociales, acciones u otro título representativo del capital o utilidades de la sociedad o persona jurídica titular de la licencia, el nuevo titular deberá informar al Servicio de Impuestos Internos el precio total de la transacción y el precio que se le asignó a la o las licencias respectivas dentro de ella. El Servicio de Impuestos Internos podrá tasar el precio asignado a la o las licencias respectivas en los términos de lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario.

Para los efectos del inciso anterior, la determinación del nuevo titular en el caso de sociedades anónimas abiertas, se efectuará según lo dispuesto en el Título XV de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores y, en el caso de las sociedades anónimas cerradas, según lo dispuesto en la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas. 

El valor del impuesto específico calculado según lo dispuesto en este artículo se informará en junio de cada año mediante Resolución del Ministerio. Este impuesto específico será de competencia del Servicio de Impuestos Internos y se regirá por las disposiciones del Código Tributario. En caso que se otorguen licencias transables de pesca clase A por primera vez en una pesquería, el impuesto específico unitario que regirá para el primer año de vigencia de dicha licencia será el establecido en el literal a).

Un reglamento regulará el procedimiento interno para el cálculo del impuesto establecido en este artículo y en el artículo 43.

Si para un año determinado, el Servicio constata que en una pesquería los desembarques totales capturados por el sector industrial fueron un 50 por ciento o menos de las toneladas que representa de la fracción industrial de la cuota global de captura, deberá informarlo públicamente antes del 31 de marzo del año siguiente mediante resolución.

Dicha constatación permitirá a todos los armadores industriales de esa pesquería, que no hayan capturado el 100% de sus licencias transables de pesca clase A, solicitar un crédito para el pago del impuesto específico del año siguiente.

Dicho crédito será igual al 50% del impuesto específico que hayan pagado por la diferencia entre las toneladas de sus licencias transables de pesca clase A y lo efectivamente capturado.”.

37) En el artículo 46:

a) Elimínase en el inciso primero la expresión “27”.

b) Incorpórase el siguiente inciso final:

“Los pagos anuales correspondientes a las licencias transables de pesca a que se refiere el artículo 37 se pagarán de acuerdo a lo establecido en el artículo 43 ter.”.

38)Reemplázase en el inciso primero del artículo 47 la frase “las líneas de base normales” por “las puntas más salientes de la costa”.

39)Incorpórase el siguiente artículo 47 bis:

“Artículo 47 bis.- No obstante lo establecido en el artículo anterior, la primera milla marina del área de reserva artesanal, entre el límite norte de la República y el grado 41°28,6’ de Latitud Sur quedará reservada para el desarrollo de actividades pesqueras extractivas de embarcaciones de una eslora total inferior a 12 metros.

No obstante lo establecido en el inciso anterior, cuando en una o más zonas específicas dentro del área de una milla, no haya actividad pesquera artesanal efectuada por embarcaciones de eslora inferior a 12 metros, o si la hubiere, sea posible el desarrollo de actividad pesquera artesanal por naves de mayor eslora a las establecidas en el inciso anterior, sin que interfieran con la actividad pesquera existente, podrá autorizarse transitoriamente el ejercicio de actividades por embarcaciones de una eslora mayor a 12 metros. En ningún caso podrán autorizarse actividades pesqueras artesanales que afecten el fondo marino. 

La autorización indicada en el inciso anterior se deberá efectuar a través del procedimiento contemplado en los planes de manejo, con el acuerdo de los pescadores artesanales involucrados en la pesquería respectiva. En caso que no exista acuerdo entre los pescadores artesanales que operan en el área indicada en el inciso primero, se requerirá de un informe técnico de la Subsecretaría y el acuerdo del Consejo Zonal de Pesca involucrado.

Si se extiende la operación de los pescadores artesanales en los términos indicados en el inciso anterior, se deberá establecer la obligatoriedad del uso del sistema de posicionamiento satelital y de certificación de capturas de las embarcaciones que operen. Además se podrán establecer restricciones de áreas de operación, número o tamaño de las embarcaciones.”.

40) Deróganse las letras a) y b) del artículo 48.

41) Sustitúyese el artículo 48 A por el siguiente:

“Artículo 48 A.- El Subsecretario podrá, mediante resolución fundada:

a) organizar días o períodos de captura, los que podrán ser continuos o discontinuos.

b) limitar el número de viajes de pesca por día.

c) establecer horarios y lugares de desembarques. Para estos efectos se deberá considerar la habitualidad de las operaciones pesqueras extractivas, a fin de no interferir en ellas.”.

42) Sustitúyese el inciso quinto del artículo 50 por los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos, pasando los actuales a ser séptimo y octavo, y así sucesivamente:

“Podrá extenderse el área de operaciones de los pescadores artesanales a la región contigua, cuándo éstos realicen actividades pesqueras en las otras regiones. Para establecer esta excepción, se deberá efectuar a través del procedimiento contemplado en los planes de manejo, con el acuerdo de los pescadores artesanales involucrados en la pesquería respectiva y que registren desembarques en los últimos tres años, y con consulta al Consejo Zonal de Pesca que corresponda. En caso que no exista acuerdo entre los pescadores artesanales de las distintas regiones, se requerirá de un informe técnico de la Subsecretaría y el acuerdo de los Consejos Zonales de Pesca involucrados.

En cualquier caso que se autorice, se deberá establecer la obligatoriedad del uso del sistema de posicionamiento satelital, con excepción de las embarcaciones inscritas en recursos bentónicos, y de certificación de capturas de las embarcaciones que operen. Además, se podrán establecer restricciones de áreas de operación, número o tamaño de las embarcaciones.”.

43) En el artículo 50 B:

a) Intercálase en su inciso quinto, entre las expresiones “El reemplazante deberá” y “cumplir, en todo caso,” la siguiente: “ser pescador artesanal inscrito en el Registro Artesanal en cualquiera de sus categorías y”.

b) Agrégase el siguiente inciso séptimo, nuevo, pasando el actual a ser octavo, y así sucesivamente: 

“El Servicio deberá llevar un Registro Público de las solicitudes y reemplazos autorizados, por región.”.

c) Elimínase su inciso final.

44) Incorpóranse los siguientes artículos 50 C y 50 D:

“Artículo 50 C.- Los pescadores artesanales propiamente tales y los buzos, deberán contar con un seguro de vida vigente contra riesgo de muerte accidental e invalidez. Se eximirá de dicha obligación a los pescadores y buzos mayores de 65 años de edad.

El pescador que no cuente con el seguro no podrá desarrollar actividades pesqueras extractivas a bordo de embarcaciones artesanales. La embarcación artesanal sólo podrá zarpar si la totalidad de su tripulación cuenta con dicho seguro.

Artículo 50 D.- Los armadores de embarcaciones artesanales de una eslora total igual o superior a 12 metros, pagarán una patente equivalente a las unidades tributarias mensuales que se determinan en las letras siguientes por cada tonelada de registro grueso de la nave:

a) 
Embarcaciones de una eslora igual o superior a 12 metros e inferiores a 15 metros, equivalente a 0,2 unidades tributaria mensuales.

b) 
Embarcaciones de una eslora igual o superior a 15 metros, equivalente a 0,4 unidades tributarias mensuales.

El valor de la unidad tributaria mensual será el que rija al momento del pago efectivo de la patente, el que se efectuará en dos cuotas iguales pagaderas en los meses de enero y julio de cada año calendario.

Los armadores artesanales que hayan incurrido en un gasto de inversión por adquisición e instalación de un sistema de posicionador satelital de conformidad con el artículo 64 B, podrán descontar de la patente el 100% de dicho gasto, por una sola vez, durante el o los años siguientes.

Asimismo, podrán descontar hasta el 50% del gasto operacional del sistema de posicionador satelital.

Los armadores que paguen por la certificación de desembarque a que se refiere el artículo 64 E, podrán descontar del pago de la patente hasta el 50% del gasto de dicha certificación.

El Servicio deberá requerir la documentación necesaria que acredite los gastos incurridos para hacer efectivo este beneficio fiscal e informar a la Subsecretaría.

En ningún caso los descuentos establecidos en los incisos anteriores, podrán superar el valor total de la patente anual.

Asimismo, estos descuentos no serán aplicables en aquella parte en que el armador haya recibido un subsidio o asignación del Estado en la adquisición del equipo del sistema de posicionador.”.

45) En el artículo 55:

a) Intercálase la siguiente letra e) nueva, pasando la actual a ser letra f): 

“e) Si el armador artesanal no paga la patente pesquera a que se refiere el artículo 50 C por dos años consecutivos.”.

b) Reemplázase en la letra e), que pasa a ser f), la expresión “dos años” por “tres años”.

c) Agrégase el siguiente inciso final:

“En el plazo de dos meses a contar de la Resolución del Servicio a que se refiere el inciso primero, la Subsecretaría deberá dictar la Resolución estableciendo el número de vacantes, si procede de conformidad al artículo 50 inciso séptimo de esta ley.”.

46) En el inciso primero del  artículo 55 B, reemplázase la palabra “proyecto” por “plan”; agrégase, a continuación de la coma (,) que sigue a la palabra “solicitada”, la frase “el que deberá comprender, a lo menos, un estudio de situación base de ésta en conformidad con el Reglamento a que se refiere el artículo 55 D,”, y sustitúyese la expresión “no podrá exceder del plazo de la destinación respectiva.”, por la frase “será de carácter indefinida, mientras no se incurra en las causales de caducidad establecidas en esta ley.”.

47) En el artículo 55 D:

a) En el inciso primero reemplázanse la expresión “El reglamento” por la frase “El funcionamiento de este régimen será establecido por un reglamento, el cual además”, y la palabra “proyectos” por “planes”; y agrégase a continuación de la coma (,) que sigue a la palabra “explotación” la frase “los informes de seguimiento que deben entregar las organizaciones de pescadores artesanales titulares del área, el cual tendrá una periodicidad de no menos de un año ni más de tres y dará cuenta de la evaluación del desempeño biológico pesquero del área, las acciones de manejo señaladas que puedan realizarse en el área respectiva, de conformidad con el plan aprobado”. 

b) Reemplázase en el inciso segundo la palabra “proyecto” por “plan”, las dos veces en que aparece, y agrégase a continuación de la expresión “porción de agua” la siguiente: “y fondo de mar”.

48) Derógase el artículo 55 F.

49) Reemplázase el artículo 55 G por el siguiente:

“Artículo 55 G.- Las organizaciones de pescadores artesanales titulares de un área de manejo podrán renunciar a ella en favor de otras organizaciones de pescadores artesanales inscritas de conformidad con el artículo 55 A.

Para estos efectos, en el instrumento en el cual se efectúe la renuncia y cesión del área de manejo deberá constar la manifestación de voluntad de la mayoría absoluta de los integrantes de la respectiva organización de pescadores artesanales, debiendo, en todo caso, ser suscrito ante notario público.

Asimismo la organización de pescadores artesanales que continúe explotando el área de manejo deberá estar constituida por, a lo menos, el 80% de los integrantes de la organización de pescadores artesanales renunciante.”.

50) En el artículo 55 H:

a) Reemplázase en el inciso primero la frase “un área de manejo, por alguna de las causales previstas en el artículo 144” por la siguiente: “un plan de manejo y explotación, de conformidad con el artículo 144”.

b) Incorpórase el siguiente inciso tercero:

“Asimismo, en caso de caducidad del área de manejo y explotación de recursos bentónicos por alguna de las causales previstas en el artículo 144 bis, dicho sector no podrá volver a ser propuesto para su establecimiento de acuerdo al artículo 55 A, por un plazo de 5 años, contado desde la fecha de la resolución que declare la caducidad.”. 

51) Agrégase el siguiente párrafo 4° al Título IV de la ley, pasando el actual a ser Párrafo 5°: 

“Párrafo 4°

  Del Régimen Artesanal de Extracción

Artículo 55 I.- Además de las facultades de administración de los recursos hidrobiológicos establecidas en el Párrafo Primero del Título II y de lo previsto en el artículo 48, en las pesquerías que tengan su acceso suspendido conforme a los artículos 50 ó 33 de esta ley, podrá establecerse por decreto, previo informe técnico  de la Subsecretaría y consulta al Consejo Zonal  de  Pesca respectivo, y con consulta o a  solicitud de  las organizaciones de pescadores artesanales, un sistema denominado "Régimen Artesanal de Extracción". Este régimen consistirá en la distribución de la fracción artesanal de la cuota global de captura en una determinada Región, ya sea por área o flota, tamaño de las embarcaciones, caleta, organizaciones de pescadores artesanales o individualmente.

Para estos efectos se considerarán, según corresponda, los pescadores artesanales debidamente inscritos en el Registro Pesquero Artesanal en la respectiva pesquería, la caleta, la organización, o el tamaño de las embarcaciones.

La distribución de la fracción artesanal de la cuota global se efectuará por Resolución del Subsecretario, de acuerdo a la historia real de desembarques de la Caleta, Organización, pescador artesanal o tamaño de las embarcaciones, según corresponda, y teniendo en cuenta la sustentabilidad de los recursos hidrobiológicos.

No obstante lo anterior, en caso de catástrofe natural declarada por la autoridad competente, la Subsecretaría podrá no considerar el o los años durante los cuales estuvo vigente dicha declaración para efectos de determinar la historia real de desembarque. Del mismo modo, la Subsecretaría no considerará las capturas que se imputen a la reserva de la cuota global anual fijada para efectos de atender necesidades sociales urgentes, establecida de conformidad con lo dispuesto en el párrafo primero de la letra c) del artículo 3°.

Una vez establecido el Régimen Artesanal de Extracción, el Subsecretario podrá, por Resolución, organizar días de captura, los que podrán ser continuos o discontinuos.

Artículo 55 J.- Para la distribución de la cuota regional se considerará uno o más de los siguientes criterios:

a) desembarques informados por cada embarcación al Servicio de conformidad con el artículo 63 de esta ley en un período determinado.

b) antigüedad de la inscripción del armador artesanal o buzo inscrito en la pesquería, siempre y cuando haya registrado capturas en el mismo período.

c) habitualidad de la embarcación en la pesquería, entendiendo por tal los viajes de pesca, alternados o continuos, determinado de acuerdo al promedio anual regional de la pesquería, según se establezca por resolución del Servicio.

d) número de pescadores artesanales, número de embarcaciones artesanales o buzos inscritos en el Registro para la pesquería respectiva en la región.

No obstante lo anterior, siempre se deberá considerar el criterio contemplado en la letra a).

Para la determinación del coeficiente de participación, la Subsecretaría, mediante resolución, fijará el o los criterios y sus ponderaciones. Asimismo, podrá aplicar factores de corrección si corresponde. La información que sirva de antecedente para dicha determinación deberá publicarse por un período de un mes en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría y mantenerse disponible en las oficinas de las Direcciones Zonales de Pesca que corresponda, por igual período.

Artículo 55 K.- Los pescadores artesanales que puedan ser afectados por la resolución que se dicte en base a los antecedentes publicados según lo dispuesto en el artículo anterior, podrán interponer en el plazo de tres meses, contado desde el término del plazo de la publicación de la información que establece el artículo anterior, con antecedentes fundados, un recurso de reposición ante la Subsecretaría, y jerárquico en subsidio ante el Ministerio, el cual deberá fundarse en que la publicación de la información es inexacta, errónea o incompleta.

Dicho recurso deberá indicar y acompañar los antecedentes en los que se funda y no será admitido a trámite si no se cumple con este requisito.

La Subsecretaría deberá resolver en el plazo de un mes contado del vencimiento del plazo de interposición del recurso antes señalado y dicha resolución se notificará mediante carta certificada al interesado y se publicará en el sitio de dominio electrónico de la Subsecretaría.

En caso que la Subsecretaría rechace el recurso y se haya interpuesto un recurso jerárquico en subsidio, deberá elevar los antecedentes al Ministerio para que resuelva el recurso jerárquico en el plazo de tres meses. La Resolución del Ministerio se notificará por carta certificada y se publicará en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría.

Artículo 55 L.- Vencido el plazo de publicación de la información a que se refiere el artículo 55 J, o resueltos los recursos administrativos establecidos en el artículo anterior, en su caso, la Subsecretaría dictará una resolución que señalará los coeficientes de participación y las toneladas determinadas para el respectivo año que le corresponden a cada pescador artesanal y a cada tipo de régimen según corresponda. 

Si durante el año de establecimiento del régimen, los coeficientes de participación se modifican con posterioridad al vencimiento de los plazos, esto no alterará la asignación del resto de los asignatarios, acreciendo la cuota. 

A partir del segundo año de aplicación del régimen, la resolución se dictará una vez adoptada la cuota global de captura para la especie respectiva.

A partir del segundo año de aplicación del régimen, la resolución se dictará una vez adoptada la cuota global de captura para la especie respectiva.

Artículo 55 M.- En caso de muerte de un pescador artesanal, si no se ha reservado la vacante de conformidad con el artículo 55, su coeficiente se redistribuirá al año siguiente a prorrata entre los beneficiarios del régimen en la región.

Artículo 55 N.- Al pescador de una asignación individual artesanal o a los pescadores artesanales titulares de una asignación colectiva, cualquiera sea la forma de ésta, que sobrepasen las toneladas autorizadas a capturar para un año calendario, se les sancionará administrativamente con una multa equivalente al resultado de multiplicar el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la infracción, por el doble del exceso, expresado en toneladas. Asimismo, lo capturado en exceso se descontará de las toneladas autorizadas a capturar para el año calendario siguiente. En el evento que el sancionado no cuente con una asignación artesanal que lo habilite a realizar actividades extractivas o ésta sea insuficiente, el descuento se reemplazará por una multa equivalente a lo que resulte de multiplicar el número de toneladas que debía descontarse por cuatro veces el valor de sanción de la especie respectiva.

Con todo, la sanción de descuento siempre se hará efectiva en la cuota asignada, aun cuando el infractor titular, arrendatario o mero tenedor, la haya enajenado durante la secuela del procedimiento sancionatorio o de reclamación judicial, salvo que la sanción o la existencia del procedimiento sancionatorio se hayan inscrito al margen de la inscripción en el registro a que se refiere el artículo 30 con posterioridad a la enajenación, arrendamiento o cambio de tenedor.

Los pescadores que sean titulares de una asignación colectiva, cualquiera sea ésta, serán solidariamente responsables de la infracción a que se refiere el inciso anterior.

Al pescador cuyas naves desembarquen y no informen sus capturas de acuerdo con el procedimiento a que se refiere el artículo 63, cuando corresponda, o no dé cumplimiento al procedimiento de certificación, cuando corresponda, a que se refiere el artículo 64 E de esta ley, se le sancionará administrativamente con una multa que se determinará de la siguiente forma: a) una fracción de la multa a todo evento de 30 unidades tributarias mensuales en las naves de hasta 12 metros y de 60 unidades tributarias mensuales en las demás embarcaciones artesanales y, b) una fracción de la multa equivalente al resultado de multiplicar el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la infracción, por las toneladas de recurso hidrobiológico que hayan sido objeto de la infracción.

Al pescador, cuyas naves efectúen descarte en contravención a las normas de esta ley, se le sancionará administrativamente con una multa que se determinará de conformidad con el procedimiento del inciso anterior pero aplicando en la multiplicación el doble del exceso de las toneladas descartadas que hayan sido objeto de la infracción.

En caso que no puedan establecerse las toneladas objeto de la infracción, en la determinación de la multa se aplicará el resultado de multiplicar el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la infracción, por las toneladas promedio de las capturas desembarcadas por viaje de pesca de la nave en el año inmediatamente anterior. Si la nave no operó en el año calendario anterior será el promedio de dos naves que tengan las mayores capturas por viaje de pesca y de similares características náuticas, arte o aparejo de pesca y pesquería objeto de la infracción.”.

52) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 55 I, que pasa a ser 55 Ñ): 

a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión “en regiones no sometidas” por “no sometidos”.

b) Intercálanse los siguientes incisos segundo y tercero, pasando los actuales a ser cuarto y quinto, y así sucesivamente:

“Asimismo, los titulares de asignación artesanal a que se refiere el inciso anterior podrán ceder total o parcialmente las toneladas asignadas para un año calendario a un titular de licencia transable de pesca de la especie de que se trate, quienes podrán extraerlas de acuerdo a su normativa y dentro de la unidad de pesquería autorizada, debiendo ésta siempre efectuarse dentro de la misma unidad poblacional.

En el caso de régimen artesanal de extracción por área, flota u organizaciones, en la solicitud de cesión deberá constar el acuerdo de la mayoría absoluta de los pescadores artesanales que formen parte de las distintas unidades de dicho régimen.”.

c) Intercálase en el inciso tercero que pasa a ser quinto, entre las palabras  “cedente” y la expresión “, de conformidad”, la siguiente: “, en su caso”.

53) Agréganse los siguientes artículos 55 O), 55 P), 55 Q), 55 R), 55 S) y 55 T): 

“Artículo 55 O.- Las sanciones administrativas a que se refieren los artículos anteriores, serán aplicadas de conformidad con el procedimiento previsto en el presente artículo, por resolución del Director Regional del Servicio que tenga competencia en el lugar donde tuvieren principio de ejecución los hechos que configuran la infracción.

En los casos que, a juicio del Servicio, se configure algún hecho constitutivo de infracción, notificará esta circunstancia al presunto infractor, remitiéndole el informe de infracción y de todos los antecedentes en que ésta se funda.

El procedimiento previsto en el presente artículo podrá iniciarse de oficio o a solicitud de persona interesada. 

El denunciado dispondrá de un plazo de 30 días corridos para hacer valer sus descargos y en la misma presentación, deberá fijar domicilio en el radio urbano donde funciona la Dirección Regional de Pesca competente, para efectos de practicar las notificaciones que se libren en el expediente. La omisión facultará al Servicio para notificar al denunciado o infractor a través de su sitio de dominio electrónico o por medio de un aviso publicado en un diario de circulación regional correspondiente a los días primero o quince, o al día siguiente hábil, si fueren feriados. 

Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, el Servicio podrá ordenar la apertura de un período de prueba, por un plazo no superior a treinta días ni inferior a diez, a fin de que puedan practicarse las medidas o diligencias que se estimen pertinentes. El presunto infractor en sus descargos, podrá proponer la realización de las medidas o diligencias probatorias, las que sólo podrán ser rechazadas cuando sean manifiestamente improcedentes o innecesarias, mediante resolución motivada.

Los hechos investigados podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.

Las resoluciones de mero trámite en el procedimiento sancionatorio, a solicitud del infractor, podrán ser notificadas a la dirección de correo electrónico que indique en su primera presentación.

Transcurrido el plazo para hacer valer los descargos, o vencido el período de prueba, el Servicio dictará una resolución de absolución o condena, la cual deberá ser notificada al infractor por carta certificada, la que se entenderá legalmente practicada después de un plazo adicional de tres días, contado desde su despacho por la oficina de correos.

El Director Regional Respectivo deberá designar a un funcionario de su dependencia para que ejerza la función de ministro de fe, respecto de las actuaciones probatorias y las resoluciones que se libren en el procedimiento. 

Artículo 55 P.- En el evento que los pescadores artesanales cometan más de dos infracciones de este párrafo, en el plazo de dos años calendario, cualquiera sea su naturaleza, se aplicará, además, la sanción más alta contemplada para dichas infracciones.

Artículo 55 Q.- Los sancionados dispondrán de un plazo de 15 días hábiles, contado desde la notificación de la resolución sancionatoria, para reclamar de ella ante la Corte de Apelaciones que corresponda, la que deberá pronunciarse en cuenta sobre la admisibilidad del reclamo y si éste se ha interpuesto dentro del término legal.

Admitido el reclamo, la Corte dará traslado por 15 días hábiles al Servicio. Evacuado el traslado, la Corte ordenará traer los autos en relación, agregándose la causa en forma extraordinaria a la tabla del día siguiente, previo sorteo de la sala cuando corresponda.

La Corte dictará sentencia dentro del término de 15 días.

La resolución que expida la Corte de Apelaciones será apelable en el plazo de diez días, recurso del que conocerá en cuenta la Corte Suprema, sin esperar la comparecencia de las partes, salvo que estime conveniente traer los autos "en relación". En contra de la sentencia definitiva dictada por la Corte de Apelaciones no procederá el recurso de casación.

El Servicio tendrá siempre la facultad de hacerse parte en estos procesos, de acuerdo con lo establecido en el artículo 123.

Artículo 55 R.- Las resoluciones que apliquen sanciones de conformidad con los artículos anteriores sólo deberán cumplirse una vez que éstas se encuentren ejecutoriadas. El monto de las multas impuestas por el Servicio será a beneficio fiscal, y deberá ser pagado en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha en que quede ejecutoriada la resolución que la imponga.

El pago de toda multa aplicada de conformidad a este Título deberá ser acreditado ante el Servicio, dentro de los diez días siguientes a la fecha en que ésta debió ser pagada.

El titular de una asignación artesanal será solidariamente responsable de las multas impuestas al arrendatario o mero tenedor de su asignación.

El sancionado, titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca o el armador de una asignación individual artesanal o los armadores artesanales titulares de una asignación colectiva, que no hubiere enterado la multa en tesorería dentro del término legal, como medida de apremio podrá imponérsele la suspensión de sus derechos de pesca y consecuentemente, la prohibición de zarpe de su embarcación, en tanto no haga pago íntegro de la multa impuesta. Asimismo, si el sancionado careciere de tales instrumentos o le fueren caducados, el pago de la multa será ejecutado por la Tesorería General de la República. 

El apremiado que incumpliere la medida impuesta de conformidad con el inciso anterior, será sancionado con la suspensión de la licencia, permiso o asignación individual o colectiva por un año. En caso de reincidencia dentro de los tres años desde el término de la suspensión se caducará la licencia, permiso o asignación individual o colectiva.

Artículo 55 S.- Para los efectos de prescripción tanto para la acción como de las sanciones será aplicable el artículo 132 bis.

Artículo 55 T.- En el caso que un titular de licencia transable de pesca ceda, total o parcialmente, las toneladas que represente su licencia transable de pesca, en un año calendario, a uno o más armadores artesanales inscritos en la pesquería respectiva, éste deberá inscribirse en el registro a que hace referencia el artículo 29 de esta ley y podrá extraer las toneladas cedidas dentro de la región correspondiente a su respectiva inscripción en el Registro Artesanal, dando cumplimiento a la exigencia de certificación de las capturas al momento de desembarque de conformidad con el artículo 64 E.”.

54) Incorpórase en el artículo 63, a continuación del inciso cuarto, el siguiente inciso quinto, pasando el actual a ser sexto, y así sucesivamente:

“Tratándose de los armadores industriales, el cumplimiento de la obligación a que se refiere el inciso primero se deberá efectuar al momento del desembarque o durante la operación pesquera. Asimismo, los armadores industriales deberán llevar en sus viajes de pesca una bitácora por medios materiales o electrónicos en la que deberán anotar todas las exigencias que se establezcan en un reglamento, referidas a los lances de pesca, duración de los mismos, capturas y especies estimadas en cada uno de ellos.”.

55) Intercálase en el inciso primero del artículo 64 B entre la palabra “industriales” y la expresión “matriculadas en Chile” la oración: “de embarcaciones artesanales de una eslora total igual o superior a 15 metros y embarcaciones transportadoras, así como para las embarcaciones artesanales de una eslora total igual o superior a doce metros e inferior a quince metros inscritas en pesquerías pelágicas con el arte de cerco”, y agrégase a continuación del vocablo “mar.” la siguiente frase final: “Con excepción de las embarcaciones inscritas en recursos bentónicos.”.

56) Agréganse los siguientes artículos 64 E, 64 F, 64 G y 64 H:

“Artículo 64 E.- Los titulares de cualquier instrumento que autorice a la extracción de la fracción industrial de la cuota global o de las autorizaciones de pesca, así como los armadores artesanales de embarcaciones de una eslora igual o superior a 12 metros y los titulares de embarcaciones transportadoras, deberán entregar la información de captura desembarcada por viaje de pesca a que se refiere el artículo 63 de esta ley, certificada por el Servicio. 

Para otorgar el certificado, se deberá pesar las capturas o productos de la pesca en su caso, a menos que el Servicio fundadamente, mediante resolución, la exceptúe por la aplicación de una metodología equivalente. El sistema de pesaje utilizado deberá estar habilitado por el Servicio.

La forma, requisitos y condiciones de la certificación y acreditación de las Entidades Auditoras y del pesaje, serán establecidos por el Servicio mediante Resolución. El Servicio deberá hacer llamados a licitación pública con el objeto de elegir a la empresa autorizada para operar en cada  zona, en base a criterios públicos y objetivos. La empresa que resulte ganadora de este proceso en cada zona será la que, cumpliendo con los requerimientos exigidos en las bases de licitación, ofrezca las mejores condiciones para el ejercicio de sus labores.

Las tarifas máximas por los servicios de certificación que deberán ser pagadas por los armadores o, en su caso, por los titulares de las embarcaciones transportadoras a las entidades auditoras, serán establecidas en pesos por tonelada de recurso o materia prima desembarcada, pudiendo contemplarse aranceles diferenciados en consideración a la especie, cantidad, horario y ubicación geográfica del desembarque, y serán fijadas en la resolución del Servicio que resuelva la contratación de la certificación.

En caso de no pago, la entidad auditora podrá suspender la certificación, previa autorización del Servicio.

El certificador que certifique un hecho falso o inexistente o el que haga una utilización maliciosa de la certificación de desembarques será sancionado con las penas establecidas en los artículos 194 ó 196 del Código Penal, según corresponda. Para todos los efectos, se entenderá que los certificados constituyen instrumento público.

Las Entidades Auditoras serán fiscalizadas por el Servicio, debiendo, entre otros, efectuar directamente, o a través de terceros, auditorías para evaluar el desempeño de las Entidades Auditoras cada dos años. Los resultados de estas auditorías deberán publicarse en el sitio de dominio electrónico de este Servicio.

Artículo 64 F.- La habilitación y control de los sistemas de pesaje utilizados para la certificación del desembarque a que se refiere el artículo anterior, corresponderá al Servicio, así como la verificación de los parámetros metrológicos e inspección de su funcionamiento y uso.

El Servicio establecerá un procedimiento de habilitación y control de los sistemas de pesaje y un periodo de calibración y verificación de los parámetros metrológicos de operación del sistema. El Servicio podrá suspender o caducar la habilitación del sistema de pesaje cuando los parámetros metrológicos están fuera de los márgenes establecidos o hayan sido adulterados.

Artículo 64 G.- Se prohíbe a los buques pesqueros y embarcaciones artesanales que operen en áreas de pesca sujetas a restricción o prohibición de artes o aparejos de pesca, llevar o mantener a bordo dichas artes o aparejos prohibidos. 

Artículo 64 H.- El Servicio a objeto de efectuar el control de  cuota global de captura de una determinada pesquería, determinará con 24 horas de antelación la fecha de su cierre. Dicha información se publicará en su página de dominio electrónico y deberá ser informada por la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante a quienes se encuentren realizando faenas de pesca.”.

57) Sustitúyese el artículo 65 por el siguiente: 

“Artículo 65.- Los armadores, transportistas, elaboradores, comercializadores y distribuidores deberán portar junto con los productos, los documentos que acrediten el origen legal de los recursos hidrobiológicos y sus productos derivados.”.

58) Reemplázanse los artículos 91 y 92 por los siguientes artículos 91, 92 y 92 A: 

"Artículo 91.- La Subsecretaría elaborará el programa de investigación necesario para la regulación de la pesca y la acuicultura.

El programa generará un conjunto de observaciones sistemáticas en el tiempo y áreas geográficas determinadas, de los recursos hidrobiológicos y sus ecosistemas, cuyo análisis permita conocer su estado de situación, patrones y tendencias. Asimismo, tal programa comprenderá la investigación y el monitoreo y análisis de las condiciones oceanográficas, ambientales y sanitarias apropiadas para el ejercicio sustentable de la acuicultura. Los resultados de la ejecución del programa de investigación servirán de base para la fundamentación de las medidas de administración y conservación, así como, en general, del proceso de toma de decisiones para la actividad pesquera extractiva y de acuicultura.

El programa de investigación tendrá proyectos de carácter permanente y otros de carácter ocasional. Sin perjuicio de lo anterior, los permanentes podrán ser revisados en el tiempo, conforme al incremento de la demanda de conocimiento de las variables relevantes para la regulación de la actividad pesquera y de acuicultura. 

Para la elaboración del programa, la Subsecretaría podrá requerir propuestas de proyectos de investigación a los Consejos Nacional y Zonales de Pesca y a la Comisión Nacional de Acuicultura, así como al Instituto de Fomento Pesquero. Asimismo, deberá requerir propuestas a los Comités Científicos Técnicos, los que las enviarán con su respectiva priorización. La Subsecretaría efectuará el requerimiento en el mes de enero del año anterior en que deba regir el programa y los organismos requeridos tendrán hasta el 31 de marzo para enviar sus propuestas. 

Con la información obtenida, la Subsecretaría elaborará el programa de investigación priorizado, aprobándolo mediante Resolución y será publicado en su página de dominio electrónico. 

Artículo 92.- El programa de investigación básica para la regulación pesquera y de acuicultura, será efectuado por el Instituto de Fomento Pesquero y en él se deberán considerar al menos:

a)Los proyectos de evaluación directa de biomasa y abundancia de los recursos pesqueros.

b)Los programas o proyectos de evaluación de stock mediante modelamientos, con el objeto de determinar el estado de situación y posibilidades de explotación biológicamente sustentable o captura total permisible.

c)Los programas de monitoreo y seguimiento sistemático de las pesquerías.

d)Los programas o proyectos de monitoreo o seguimiento de las actividades de acuicultura, de las especies hidrobiológicas que constituyan plagas y la obtención de la información oceanográfica requerida para asegurar el ejercicio sustentable de esta última. 

e)Los programas o proyectos referidos al estado sanitario y ambiental de las áreas en que se realiza acuicultura.  

Dentro del programa de investigación básica que será ejecutado por el Instituto de Fomento Pesquero, se podrá contemplar una reserva de emergencia para financiar proyectos o actividades fundadas en cambios en las condiciones oceanográficas y ambientales que causen, a su vez, alteraciones o cambios en el comportamiento de los recursos surgidos en forma imprevista. El monto de dichos proyectos deberá imputarse al presupuesto anual de la investigación básica y no podrá exceder del 3% del mismo.

El Instituto de Fomento Pesquero podrá subcontratar la ejecución de los proyectos que constituyan el programa de investigación básica, lo que deberá efectuar mediante licitación pública. 

La investigación contenida en el programa de investigación que no esté asignada al Instituto de Fomento Pesquero será efectuada a través del Fondo de Investigación Pesquera.

Artículo 92 A.- El presupuesto del Ministerio de Economía deberá consultar anualmente recursos para financiar el programa de investigación básica pesquera y de acuicultura que realice el Instituto de Fomento Pesquero, de conformidad con los artículos anteriores.

La Subsecretaría elaborará los términos técnicos de referencia de los proyectos, informando de ello al Ministerio en la oportunidad que éste determine.

Para la aplicación de estos recursos se deberá firmar un convenio entre el organismo receptor y la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño, que incluya un programa de trabajo que defina específicamente, según sea el caso: cada uno de los conceptos a los que serán aplicados los recursos traspasados; cada uno de los estudios de investigación para determinar la situación de las distintas pesquerías, y cada uno de los estudios de investigación destinados a evaluar los efectos sanitarios y medioambientales de la acuicultura, que sean financiados con estos recursos. 

Dentro del programa de investigación deberán contemplarse fondos para la contratación de evaluación externa para cada proyecto, mediante la cual se verifique el cumplimiento de los Términos Técnicos de Referencia, y la calidad técnica de los resultados obtenidos. El reglamento determinará el procedimiento de selección de los evaluadores externos y de acreditación de su experiencia, especialización e idoneidad para llevar a cabo dicha labor. Deberá contemplarse un sistema transparente y público de selección de los evaluadores externos.”.

59) Agrégase al epígrafe del Párrafo 2° del Título VII, a continuación del vocablo “PESQUERA”, la expresión “Y DE ACUICULTURA”. 

60) Incorpórase en el artículo 93, a continuación de la palabra “Pesquera”, la primera vez que aparece, la expresión “y de Acuicultura”. 

61) Sustitúyense los artículos 94, 95 y 96 por los siguientes:

“Artículo 94.- El Fondo de Investigación Pesquera y de Acuicultura será administrado por un Consejo, integrado por las siguientes personas:

a) el Subsecretario, quien lo presidirá.

b) un representante del Comité Oceanográfico Nacional. 

c) un representante de la Sociedad Chilena de Ciencias del Mar; 

d) un representante nominado por los presidentes de los Comités Científicos Técnicos de Pesquerías. 

e) un representante nominado por los presidentes de los Comités Científicos Técnicos de Acuicultura.

f) dos científicos provenientes del ámbito pesquero, debiendo acreditar contar con título profesional de, a lo menos, 10 semestres y especialidad en ciencias del mar, elegidos por el Ministerio de una terna presentada por el Consejo Nacional de Pesca.

g) dos científicos provenientes del ámbito de la acuicultura, debiendo acreditar contar con título profesional de, a lo menos, 10 semestres y especialidad en ciencias relacionadas con la salud animal u otras carreras de ciencias con especialización en materias ambientales o recursos naturales, elegidos por el Ministerio de una terna presentada por la Comisión Nacional de Acuicultura.

Artículo 95.- Las normas de funcionamiento del Consejo y toma de decisiones se determinarán por reglamento. Sin perjuicio de lo anterior, se seguirán las siguientes reglas:

a) Los miembros del Consejo serán nombrados por decreto del Ministerio, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, y durarán cuatro años en sus cargos, renovándose por parcialidades cada dos años y pudiendo ser reelegidos conforme al mismo procedimiento. 

b) El quórum para sesionar será la mayoría de los miembros en ejercicio del Consejo. 

Los acuerdos del Consejo se adoptarán por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio. Los miembros del Consejo individualizados en las letras e) y g) no tendrán derecho a voto en las materias relacionadas con la actividad pesquera, así como los miembros individualizados en las letras d) y f) no tendrán derecho a voto en las materias relacionadas con las actividades de acuicultura, y en ambos casos no se considerarán en el quórum para sesionar y adoptar acuerdos. 

c) Es incompatible la función de los integrantes de las letras d), e), f) y g) del Consejo con la condición de funcionario público dependiente o asesor independiente del Ministerio de Economía o de las reparticiones públicas dependientes de éste; trabajador dependiente o asesor independiente del Instituto de Fomento Pesquero o de empresas pesqueras o de acuicultura, asociaciones gremiales de la actividad pesquera artesanal, industrial o de acuicultura o de plantas de transformación o de sus matrices, filiales o coligadas. Las personas que al momento del nombramiento detenten cualquiera de dichas condiciones deberán renunciar a ellas. 

En todo caso, el desempeño como integrante del Consejo es compatible con funciones o cargos docentes. 

d) Serán causales de cesación en el cargo de miembro del Consejo las siguientes:

a. Expiración del plazo por el cual fue designado;

b. Renuncia;

c. No asistir a dos sesiones sin causa justificada en un año calendario;

d. Sobreviniencia de alguna causal de inhabilidad.

En el caso de las letras c) y d), la cesación será declarada por el Ministro. En el caso de la letra b), la renuncia será aceptada por el Ministro.

Si un miembro del Consejo cesare en su cargo, podrá ser reemplazado por el mismo procedimiento contemplado en la letra a) de este artículo.

Artículo 96.- El Consejo de Investigación Pesquera y de Acuicultura tendrá las siguientes funciones:

a) Priorizar el programa anual.

b) Asignar, conforme a los mecanismos establecidos en la ley N°19.886 y sus reglamentos, los proyectos de investigación y los fondos para su ejecución.

c) Asignar, conforme al reglamento, recursos para financiar tesis de pre grado o postgrado relacionadas con las materias de su competencia.

d) Sancionar la calificación técnica de los proyectos de investigación, la que deberá efectuarse por evaluadores externos que sean de igual o superior calificación o experiencia profesional de  aquéllos que efectúen la investigación.

e) Preparar y divulgar la memoria anual de actividades.

Antes de iniciar el procedimiento de contratación, los términos técnicos de referencia de cada proyecto serán remitidos a la Subsecretaría para que ésta pueda formular sus observaciones y sugerencias en el plazo de quince días, contado desde su remisión. Si la Subsecretaría no se pronuncia en el plazo señalado, se procederá sin más trámite. En el caso de formularse observaciones o sugerencias, ellas deberán ser consideradas y sólo podrán ser rechazadas por decisión fundada del Consejo.

El reglamento establecerá las normas de inhabilidad aplicables a quienes participen en los proyectos de investigación, las debidas garantías y demás disposiciones que aseguren la calidad en la ejecución de los proyectos, así como la idoneidad e independencia de quienes se los adjudiquen. Deberá contemplarse, asimismo, el procedimiento de registro y selección de los evaluadores externos y de acreditación de su experiencia, especialización e idoneidad para llevar a cabo dicha labor. Deberá contemplarse un sistema transparente y público de selección de los evaluadores externos.

Los recursos asignados al Fondo podrán contemplar un monto destinado a financiar tesis de pregrado o postgrado en materias propias de sus actividades. El reglamento determinará los requisitos y condiciones conforme a los cuales se asignará este tipo de financiamiento.

El mecanismo de asignación de proyectos deberá considerar una mayor ponderación de aquellas instituciones regionales que participen en los concursos de investigaciones que se realicen en su zona.

El estado de avance e informes finales de cada una de las investigaciones realizadas serán entregados a la Subsecretaría y servirán de base para la adopción de las medidas de administración y conservación y, en general, al proceso de toma de decisiones. 

Artículo 96 A.- El Fondo contará con un Director Ejecutivo, que será designado por el Subsecretario de Pesca. 

Corresponderá al Director Ejecutivo:

a) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos e instrucciones del Consejo, y realizar los actos y funciones que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones.

b) Proponer al Consejo la priorización del programa de investigación del Fondo, ejecutar el programa de investigación una vez aprobado, y proponer las modificaciones en la priorización que se requieran durante su ejecución.

c) Administrar el Fondo, sujetándose a los acuerdos e instrucciones que, al efecto, adopte el Consejo.

d) Asistir, con derecho a voz, a las sesiones del Consejo y adoptar las providencias y medidas que requiera su funcionamiento.

e) Informar periódicamente al Consejo acerca de la ejecución técnica y presupuestaria del programa de investigación y del cumplimiento de sus acuerdos e instrucciones.

f) Ofertar, licitar, adjudicar, adquirir y contratar bienes y servicios para la adecuada marcha y funcionamiento del Fondo de Investigación Pesquera con cargo del presupuesto del Fondo asignado mediante la Ley de Presupuestos de cada año, cualquiera sea su monto. Para estos efectos, el Director Ejecutivo deberá recurrir a los mecanismos contemplados en la ley N° 19.886 y su Reglamento.

g) Otras que determinen las leyes.”.

62) Agrégase en la letra c) del artículo 110, entre las palabras “permiso” y “correspondiente” las palabras “o licencias”.

63) Agrégase el siguiente artículo 110 ter:

“Artículo 110 ter.- Los armadores cuyas naves presenten los sellos de inviolabilidad del sistema de posicionamiento satelital adulterados, serán sancionados con una multa de cuatro unidades tributarias mensuales por tonelada de registro grueso de la nave donde se cometió la infracción. En todo caso, la multa no podrá ser inferior a 150 Unidades Tributarias Mensuales.

El patrón de la nave será sancionado en el caso del inciso anterior, con la suspensión de su licencia por el término de 90 días.”.

64) Incorpórase el siguiente artículo 113 B:

“Artículo 113 B.- Será sancionado con una multa cuyo monto será equivalente al resultado de la multiplicación de las toneladas de registro grueso de la nave infractora por media unidad tributaria mensual a la fecha de la sentencia, el titular de una autorización de pesca o inscripción en el Registro Pesquero Artesanal que opere una nave alterando las características básicas consignadas en la autorización.

La nave que originó la infracción no podrá volver a operar, mientras el titular no restituya a ésta las características especificadas en dicha autorización.”.

65) Reemplázase en el inciso primero del artículo 115 la oración “una multa equivalente, en pesos oro, de cien hasta ciento cincuenta, al valor diario fijado por el Banco Central de Chile en el momento del pago, por cada tonelada de registro grueso de la nave infractora”, por “multa desde 60 hasta 400 UTM por tonelada de registro grueso, o su equivalente en unidades de arqueo”.

66) Incorpórase el siguiente artículo 120 C:

“Artículo 120 C.- Por resolución, y previo informe favorable de la Subsecretaría, el Servicio determinará los incumplimientos menores que darán lugar a disconformidades. Formulada por escrito una disconformidad, deberá ser subsanada en un plazo que no exceda de 10 días corridos. Vencido el plazo, si subsiste la disconformidad, se cursará la infracción conforme a las normas que correspondan y si ha sido subsanada, no se cursará la infracción. Las disconformidades sólo podrán formularse respecto de procedimientos, incumplimiento de plazos u otras faltas menores que no importen como resultado poner en riesgo el patrimonio ambiental y sanitario del país.”.

67) En el artículo 122:

a) Elimínase de la letra b) la frase final del párrafo primero a continuación del punto seguido (.) que pasa a ser punto aparte (.) y elimínase el párrafo segundo.

b) Agregánse las siguientes letras o), p), q), r) y s):

“o) Requerir a los órganos de la Administración del Estado la información y datos que sean necesarios para el cumplimiento de las funciones encomendadas en la presente ley. 

p) Ordenar a los capitanes o patrones de naves o embarcaciones pesqueras la recalada obligatoria en el puerto más cercano de la operación de la nave, en el cual pueda descargar su captura, con el objeto de inspeccionar la nave, las artes y aparejos y la captura a bordo, cuando se presuma fundadamente el incumplimiento de medidas de administración de cuota y tamaño mínimo legal. En el evento de oposición a la orden impartida, el funcionario del Servicio podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública a la Autoridad Marítima, la cual podrá apresar la nave y conducirla a puerto.

q) En caso de emergencia sanitaria, determinar el lugar de disposición final de mortalidades y residuos que los titulares de centros de cultivo deberán utilizar, previo cumplimiento de los requisitos definidos por las autoridades competentes. El titular del centro de cultivo asumirá los costos que de la disposición final se derive.

r) Controlar la inocuidad de los productos pesqueros y de acuicultura de exportación y otorgar los certificados oficiales correspondientes, cuando así lo requieran los peticionarios.

Las labores de inspección, muestreo, análisis y cobro de estos procedimientos, podrán ser encomendadas a las entidades que cumplan con los requisitos que fije el Reglamento.

s) Requerir a aquellos armadores cuyas embarcaciones realizan viajes de pesca superiores a 5 días, información de la actividad pesquera, en relación tanto a las capturas diarias y acumuladas por especie como a la elaboración de productos por especie, en el caso de los buques factoría, conforme lo determine el Servicio mediante Resolución.”.

68) Incorpórase el siguiente Artículo 139 bis:

“Artículo 139 bis.- El que extrajere o capturare por cualquier medio recursos hidrobiológicos provenientes de un área de manejo y de explotación de recursos bentónicos, sin ser titular de los derechos a que se refiere el inciso final del artículo 55 B de esta ley, será sancionado con las multas y penas establecidas para el delito de hurto, de conformidad con el artículo 446 del Código Penal, según el valor de lso recursos extraídos y, si tuviere la calidad de pescador artesanal, se suspenderá la inscripción artesanal por dos años.

El tribunal ordenará el comiso de los equipos de buceo y de las embarcaciones utilizadas en la perpetración del delito.”.

69) Sustitúyese en el artículo 108, letra e), la conjunción copulativa “y”, entre los guarismos “119” y “139”, por una coma (,) y agrégase a continuación del guarismo “139” la expresión “y 139 bis”.

70) En el artículo 143:

a) En el inciso primero:

i) Sustitúyese la conjunción “y” entre las palabras “autorizaciones” y “permisos” por una coma (,) e intercálase a continuación de la palabra “permisos”, la expresión “y licencias transables de pesca”. 

ii) Intercálase en la letra a), a continuación de la frase “permisos extraordinarios de pesca”, la expresión “y licencias transables de pesca”; y reemplázase la expresión “del título IX” por “de esta ley”.

iii) Reemplázase en la letra b) la expresión “No iniciar” por “En el caso de autorizaciones de pesca, no iniciar”.

iv) Reemplázase la letra d) por la siguiente: 

“d) Haber transcurrido treinta días desde la fecha de vencimiento del pago de la patente única pesquera a que se refiere el título III de la presente ley, así como de cualquiera de las patentes a que se refieren los artículos 43 bis y 43 ter, sin que hayan sido totalmente pagadas.”.

                  v) Incorpórase la siguiente letra j):                                                                                 

"j) Acumular tres sanciones judicialmente ejecutoriadas por prácticas desleales o antisindicales ocurridas en un período de dos años. Las infracciones deberán haber ocurrido respecto de los trabajadores de una nave o embarcación que hayan prestado sus servicios en la época en la cual éstas se cometieron. La caducidad de la autorización, permiso o licencias transables de pesca o la fracción de éstas, según corresponda, operará respecto de aquellas infracciones cometidas en la o las naves o embarcaciones con que su titular arrendatario o mero tenedor hubiere operado dicho permiso, autorización o licencia transable de pesca al momento de cometerse la infracción.".

b) Agrégase en el inciso 2°, a continuación de la palabra “permiso”, la expresión: “, autorización o licencia transable de pesca,”. 

c) Sustitúyese en el inciso final la frase “estos permisos llamando a propuesta” por la expresión “los permisos o licencias transables de pesca llamando a subasta”.

d) Incorpórase el siguiente inciso cuarto:

“Las infracciones que dan lugar a las caducidades respecto de los permisos, autorizaciones o licencias transables de pesca, se aplicarán asimismo respecto de los sucesivos titulares de éstas, salvo que la sanción o la existencia de un procedimiento sancionatorio se haya anotado al margen de la inscripción en el registro a que alude el artículo 30, con posterioridad a la enajenación o transferencia del mismo.”.

71) Reemplázase el artículo 144 por el siguiente:

“Artículo 144.- Son causales de caducidad de los planes de manejo y explotación de las áreas de manejo las siguientes:

a) Explotar el área en contravención al plan de manejo y explotación aprobado por la Subsecretaría.

b) No pagar la patente que exige el artículo 55 F.

c) No cumplir con la entrega de los informes de seguimiento de conformidad con el artículo 55 D, por un período de 2 años desde que éste sea exigible.

d) No haber declarado actividad extractiva o no realizar ningún tipo de acciones de manejo en su interior, por un plazo de 3 años consecutivos.

Sin perjuicio de lo anterior, los plazos indicados en los literales c) y d), se suspenderán de pleno derecho en el evento que la autoridad declare zona de catástrofe en aquellos sectores en que se encuentren situadas las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos.

La caducidad será declarada, previa audiencia de la organización titular, por resolución del Subsecretario y notificada a la organización de pescadores artesanales respectiva, de conformidad con lo dispuesto en la ley N°19.880.

La organización de pescadores artesanales tendrá el plazo de 30 días contado desde la notificación para presentar recurso jerárquico al Ministro.

Una vez ejecutoriada la resolución que declara la caducidad, quedará sin efecto, por el solo ministerio de la ley el convenio de uso celebrado con la organización de pescadores artesanales respectiva.”.

72) Agrégase el siguiente artículo 144 A:

“Artículo 144 A.- Son causales de caducidad de un área de manejo y explotación de recursos bentónicos, las siguientes:

a) Que el estudio de situación base del área de manejo no dé cuenta de la existencia de un banco natural que presente las condiciones para el desarrollo de un plan de manejo y explotación de recursos bentónicos, y 

b) En caso que no se asigne el área a una organización de pescadores artesanales dentro de un plazo de 2 años desde la fecha del decreto de destinación marítima a que se refiere el artículo 55 A, o de la fecha de término del último convenio de uso vigente.

La caducidad será declarada por decreto del Ministro, suscrito “por orden del Presidente de la República”, previo informe de la Subsecretaría, y publicado de conformidad con el artículo 174 de esta ley. Caducada el área, se comunicará al Ministerio de Defensa Nacional y quedará sin efecto por el solo ministerio de la ley la destinación que se haya otorgado.”.

73) Reemplázase el Párrafo 3° del Título XII por el siguiente:

“Párrafo 3°

      De los Comités Científicos Técnicos

Artículo 153.- Créanse ocho Comités Científicos Técnicos pesqueros, como organismos asesores y,o de consulta de la Subsecretaría en las materias científicas relevantes para la administración y manejo de las pesquerías que tengan su acceso cerrado, así como, en aspectos ambientales y de conservación y en otras que la Subsecretaría considere necesario, pudiendo un mismo Comité abocarse a una o más pesquerías afines o materias.

Los Comités serán consultados y requeridos a través de la Subsecretaría.

Los Comités deberán determinar, entre otras, las siguientes materias:

a) El estado de situación de la pesquería.

b) Determinación de los puntos biológicos de referencia.

c) Determinación del rango dentro del cual se puede fijar la cuota global de captura, el que deberá mantener o llevar la pesquería al rendimiento máximo sostenible. La amplitud del rango será tal que el valor mínimo sea igual al valor máximo menos un 20%.

Asimismo, además de las materias contempladas en esta ley, se podrá consultar a los Comités las siguientes materias:

a) Diseño de las medidas de administración y conservación.

b) Formulación de los planes de manejo.

Para la elaboración de sus informes el Comité deberá considerar la información que provea el Instituto de Fomento Pesquero, así como la proveniente de otras fuentes.

Artículo 154.- Créanse los Comités Científicos Técnicos de Acuicultura, como organismos asesores y de consulta en las materias científicas relevantes para la administración de la actividad acuícola, pudiendo un mismo Comité abocarse a uno o más recursos hidrobiológicos o materias. Los Comités serán consultados y requeridos a través de la Subsecretaría.

Deberán existir tres Comités para las siguientes materias: ambiental, sanitario y de ordenamiento territorial.

Además de las materias contenidas en la presente ley a los Comités se les deberá consultar:

a) La metodología para clasificar los centros de cultivo y las agrupaciones de concesión, de acuerdo a su nivel de bioseguridad.

b) Las propuestas para el establecimiento de macro-zonas de acuerdo al reglamento a que se refiere el artículo 86.

c) La evaluación de los programas sanitarios a la acuicultura.

Artículo 155.- Las normas de funcionamiento, toma de decisiones y la integración de los Comités se determinarán mediante reglamento. Sin perjuicio de lo anterior, se seguirán las siguientes reglas: 

a) Cada Comité estará integrado por no menos de tres ni más de cinco miembros. Para participar en dicho Comité se deberá acreditar contar con un título profesional de, a lo menos, 10 semestres y especialidad en ciencias del mar relacionadas con el manejo y conservación de recursos pesqueros en caso de los Comités Científicos Técnicos Pesqueros. En el caso de los Comités Científicos Técnicos de Acuicultura del artículo 154, se deberá acreditar contar con un título profesional de, a lo menos, 10 semestres y especialidad en ciencias del mar, medicina veterinaria u otra carrera de ciencias con especialización en materias ambientales o recursos naturales.

b) Los miembros del Comité serán nombrados previo concurso público que llevará a efecto el Ministerio, pudiendo ser reelegidos conforme al mismo procedimiento. Los miembros del Comité durarán cuatro años en sus funciones, renovándose por parcialidades cada dos años. El nombramiento se efectuará por decreto del Ministerio bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.

c) Al menos uno de sus integrantes, además de cumplir con el requisito de la letra a), deberá provenir de instituciones de investigación o universidades que tengan su sede en la o las regiones en las cuales se distribuye la principal pesquería o actividad objeto del Comité.

Tratándose del Comité Científico de las pesquerías pelágicas, al menos dos de sus integrantes deberán provenir de las dos principales regiones en las cuales se desarrolle la pesquería, en cuyo caso se permitirá aumentar en dos cupos la integración de dicho Comité.

d) Es incompatible la función de los integrantes del Comité Científico Técnico señalados en la letra a), con la condición de funcionario público dependiente o asesor independiente del Ministerio de Economía o de las reparticiones públicas dependientes de éste; trabajador dependiente o asesor independiente del Instituto de Fomento Pesquero o de empresas pesqueras, asociaciones gremiales de la actividad pesquera artesanal o industrial, o de plantas de transformación o de sus matrices filiales o coligadas. Las personas que, al momento del nombramiento detenten cualquiera de dichas condiciones, deberán renunciar a ellas. Las limitaciones contenidas se mantendrán hasta un año después de haber cesado en sus funciones de miembro del Comité. En todo caso el desempeño como integrante del Comité es compatible con funciones o cargos docentes. Los integrantes de los Comités deberán presentar la declaración de intereses regulada en los artículos 57 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, previo a asumir sus funciones.

e) Además de los integrantes señalados en la letra a), dos representantes de la Subsecretaría y dos del Instituto de Fomento Pesquero integrarán el Comité por derecho propio. Un integrante de la Subsecretaría ejercerá las funciones de Secretario, quien será responsable de las actas del Comité.

f) Los integrantes de cada Comité deberán elegir a un presidente. En caso de no existir consenso en la adopción de los acuerdos deberán quedar reflejadas todas las opiniones en los informes que se emitan.

g) El quórum para sesionar será la mayoría de los miembros en ejercicio del Comité.

h) Los acuerdos de los Comités se adoptarán por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio.

i) Serán causales de cesación en el cargo de miembro del Comité las siguientes:

ia) Expiración del plazo por el cual fue designado;

iib) Renuncia;

iiic) No asistir a dos sesiones sin causa justificada en un año calendario, y 

ivd) Sobreviniencia de alguna de las causales de inhabilidad contempladas en este artículo.

Si un miembro del Comité cesare en su cargo, podrá ser reemplazado por el mismo procedimiento contemplado en el literal b) por el periodo que reste al reemplazado. La cesación del cargo será declarada por el Ministro.

El Comité tendrá un plazo de 15 días corridos a contar de la fecha del requerimiento, prorrogables por otros 15 días corridos, para pronunciarse sobre las materias en las que ha sido requerido. Cumplido dicho plazo la Subsecretaría y el Ministerio podrán prescindir de dicho pronunciamiento en el proceso de toma de decisiones.

Los miembros de los Comités, a excepción de los miembros de la Subsecretaría y del Instituto, recibirán una dieta de 3 Unidades Tributarias Mensuales por cada sesión a la que asistan, con un máximo de dieta para seis sesiones dentro de un año calendario.

Asimismo, en caso que sus miembros tengan su residencia en una localidad distinta de aquella en la que sesionen, se financiarán los gastos en que incurran para asistir, así como un viático equivalente al que le corresponde a un funcionario grado 4° de la E.U.S. La Subsecretaría deberá consultar en su presupuesto anual los fondos necesarios para el financiamiento de los Comités.”.

74) Incorpórase el siguiente Párrafo 4° en el Título XII:

“Párrafo 4°

       Del Instituto de Fomento Pesquero

Artículo 156 bis.- El Instituto de Fomento Pesquero, en su calidad de organismo técnico especializado en investigaciones científicas en materia de pesquerías y acuicultura, es un colaborador y asesor permanente en la toma de decisiones con respecto al uso sustentable de los recursos pesqueros y la conservación del medio ambiente marino, contribuyendo activamente con el desarrollo sustentable del país.

El Instituto realizará la investigación de continuidad definida en los programas de investigación.

El Instituto administrará las bases de datos generadas en las actividades de investigación y monitoreo de las pesquerías y de la acuicultura, conforme a las políticas que se definan por el Ministerio. Estas bases de datos serán de propiedad del Estado y de acceso público. Deberán establecerse, con consulta a los Comités Científicos Técnicos, estándares referidos a la calidad estadística, forma y contenido de los datos obtenidos en la ejecución de los programas de investigación.

Artículo 156 A.- La investigación que realice el Instituto deberá estar disponible en forma oportuna para apoyar la toma de decisiones.

Los informes emitidos por el Instituto que sustenten medidas de administración deben estar sometidos a la revisión de evaluadores externos. Asimismo, el Comité Científico Técnico de cada pesquería determinará cuándo las metodologías, toma de datos y procedimientos utilizados deban someterse a la revisión de pares externos a fin de asegurar su calidad.

Los resultados de la evaluación externa serán públicos.

Artículo 156 B.- La Subsecretaría deberá consultar anualmente en su presupuesto, recursos para financiar la realización de la investigación señalada en el artículo anterior.

Artículo 156 C.- Los informes y demás antecedentes recabados de conformidad a los artículos anteriores, deberán ser puestos a disposición del público general de forma permanente en el sitio de dominio electrónico del Instituto tan pronto como sean remitidos a la Subsecretaría.”.

75) En el artículo 173:

a) En el inciso primero:

i) Intercálase, a continuación del primer punto seguido, la expresión: “La plataforma social,” y rremplázase el artículo “La” que le sigue,  por “la”.

ii) Reemplázase el texto que va a continuación de la palabra “financiar”, hasta su punto aparte (.), que se sustituye por dos puntos (:), por el siguiente:

“a) proyectos de investigación pesquera y de acuicultura.

b)Programas de vigilancia, fiscalización y administración de las actividades pesqueras.

c) Programas y proyectos de fomento y desarrollo a la pesca artesanal.

d) Programas de reinserción laboral para los ex trabajadores de la industria pesquera que hayan perdido su trabajo como consecuencia de la aplicación de esta ley o de la disminución de las capturas registradas desde el año 2010, y becas de estudio para los hijos de dichos ex trabajadores durante toda su carrera y según las reglas que se establecen en el reglamento. Ambos programas tendrán una vigencia de hasta diez años a contar de la entrada en vigencia de la ley.

e) Programas y proyectos de capacitación de calidad para los trabajadores de la industria pesquera; becas de hasta un 50% del costo total de estudios técnicos de una duración de dos años, incluyendo el pago de un monto equivalente a un sueldo mínimo mensual; y becas de estudios para los hijos de los trabajadores de la industria pesquera, de hasta un 50%, para los niveles de pre kinder, kinder, educación básica, media, técnica y universitaria.

f) Programas de estudios técnicos de nivel superior, destinados a trabajadores que se encuentren contratados en la industria pesquera y ex trabajadores de la industria pesquera que hayan perdido su trabajo como consecuencia de la aplicación de la ley que modifica en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura contenida en la Ley N° 18.892 y sus modificaciones, por el valor total del costo de la carrera, la que no podrá tener una duración superior a 2 años, para la realización de estudios técnicos de nivel superior, y becas de estudio para los hijos de dichos ex trabajadores durante el período que dure el programa de estudio y según las reglas que se establecen en el reglamento. 

g) Proyectos de investigación y restauración de hábitat para especies hidrobiológicas de importancia para la pesca recreativa y programas de promoción, difusión, administración, vigilancia y fiscalización para esta actividad.

h) Programas o proyectos de promoción del consumo de recursos hidrobiológicos.

i) Programas de recuperación de las pesqueríaspara pescadores artesanales, tripulantes de naves especiales y trabajadores de planta.”.

b) Agrégase en el inciso tercero después de la palabra “artículo” la siguiente frase, pasando el punto aparte a ser una coma (,) “priorizándose los fines contenidos en las letra d) y e).”.

76) Derógase el artículo 11 transitorio.

77) En el el artículo 12 transitorio: 

i) Elimínase en el inciso primero la oración: “, no paralicen sus actividades en ellas por períodos iguales o superiores a doce meses”.

ii) Elimínanse los incisos segundo y tercero.

iii) Elimínase en el inciso cuarto la  frase “acogidos a la excepción dispuesta en el artículo 11 transitorio anterior”.

Artículo 2°.- Créanse, en el Servicio Nacional de Pesca, las siguientes Subdirecciones: 

a) Subdirección de Comercio Exterior, a cargo de un Subdirector, grado 4 de la Escala Única de Sueldos del decreto ley N°249, de 1974, y su legislación complementaria, de Segundo Nivel Jerárquico y que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.

b) Subdirección de Pesquerías, a cargo de un Subdirector, grado 4 de la Escala Única de Sueldos del decreto ley N°249, de 1974, y su legislación complementaria, de Segundo Nivel Jerárquico y que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.

c) Subdirección Administrativa, a cargo de un Subdirector, grado 4 de la Escala Única de Sueldos del decreto ley N°249, de 1974, y su legislación complementaria, de Segundo Nivel Jerárquico y que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.

d) Subdirección Jurídica, a cargo de un Subdirector, grado 4 de la Escala Única de Sueldos del decreto ley N°249, de 1974, y su legislación complementaria, de Segundo Nivel Jerárquico y que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.”.

Artículo 3°.- Agrégase el siguiente artículo 17 bis al decreto con fuerza de ley N°5, de 1983, del Ministerio de Economía y Fomento: 

“Artículo 17 bis.- La Subsecretaría, previo a proponer al Ministerio la dictación de normas legales y reglamentarias, así como las medidas de conservación y administración que sean establecidas por primera vez en una determinada pesquería, que incidan en la fiscalización, deberá solicitar un informe técnico al Servicio, el cual se pronunciará dentro del plazo de 10 días, respecto del alcance e impacto que la normativa propuesta implica para la fiscalización.”.

Artículo 4°.- Créanse cuatro cargos de Subdirector, grado 4 en la planta de personal de Directivos del Servicio Nacional de Pesca, contenida en el artículo único del decreto con fuerza de ley N°6, de  1990, del Ministerio de Economía y Fomento, y sus normas complementarias.

Artículo 5º.- Créase en la planta de directivos de la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura, un cargo de Jefe de Departamento, grado 4 E.U.S., correspondiente a Director Ejecutivo del Fondo de Investigación Pesquera.

              Disposiciones transitorias

Artículo primero.- Esta ley entrará en vigencia el 1 de enero del año 2013.

Artículo segundo.- En el plazo de 6 meses contado desde la entrada en vigencia de la presente  ley, los armadores titulares de autorizaciones de  pesca de pesquerías administradas mediante límite máximo de captura por armador, de conformidad con la ley N°19.713, podrán optar por cambiar sus autorizaciones de pesca por licencias transables de pesca clase A con las regulaciones del Título III de la presente ley.

La opción se deberá ejercer por un armador para todas las autorizaciones de pesca de que sea titular respecto de la o las pesquerías que se encontraban administradas por la ley N°19.713, modificándose dichas autorizaciones de pesca en el sentido de eliminar el recurso sujeto a licencia transable de pesca.

Los titulares de certificados del artículo 9° de la ley N°19.713, podrán, asimismo, ejercer dicha opción. En este caso, si no se ejerce la opción anterior, el certificado quedará sin efecto por el solo ministerio de la ley.

Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, la autorización de pesca regulada en el artículo 12 transitorio de esta ley, seguirá vigente a efectos de la autorización de la operación de los buques fábrica de conformidad con la regulación establecida en dicho artículo.

Las licencias transables de pesca otorgadas de conformidad a este artículo en una determinada pesquería, serán equivalentes a la sumatoria de los coeficientes de participación relativo de cada una de sus embarcaciones de conformidad con la ley N°19.713. 

Si el armador no opta dentro del plazo establecido en el inciso primero, mantendrá vigentes sus autorizaciones de pesca con las regulaciones contenidas en la Ley General de Pesca y Acuicultura y las hará efectivas en el remanente de cuota de la fracción industrial una vez efectuados los descuentos de todos aquellos que hayan optado por cambiar las autorizaciones de pesca por licencias transables de pesca y por los descuentos que puedan efectuarse por la regulación del artículo 27 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.

Asimismo, las naves de aquellos armadores que no opten por las licencias transables de pesca mantengan autorizadas en las pesquerías administradas con licencias transables de pesca, pagarán la patente a que se refiere el artículo 43 incrementada en un 110%.

En el evento de que uno o más titulares de autorizaciones de pesca no ejerzan la opción regulada en los incisos anteriores, igualmente se deberán efectuar las licitaciones contempladas en el artículo 27 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, si se da cumplimiento a los supuestos contemplados en dicho artículo.

El área de las unidades de pesquerías a que hace referencia este artículo, se extenderá hacia el oeste a toda la zona económica exclusiva de la República.

Durante el plazo de tres meses que otorga este artículo y sin perjuicio de lo establecido en la ley N°19.713 se mantendrán vigentes los límites máximos de captura.

Artículo tercero.- La obligación establecida en el artículo 50 C para los pescadores artesanales, será exigible al cabo de dos años de la entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo cuarto.- En el plazo de dos años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, la Subsecretaría deberá determinar los puntos biológicos de referencia de las pesquerías que se administren con licencias transables de pesca.

Artículo quinto.- El fraccionamiento de la cuota global de captura entre el sector pesquero artesanal e industrial entre los años 2013 y 2032, ambos años inclusive, en los recursos hidrobiológicos y áreas que a continuación se indican, será el siguiente:

a) Sardina española (Sardinops sagax) y Anchoveta (Engraulis ringens), en el área marítima entre el límite norte de la XV Región y el límite sur de la II Región: De la suma de ambas cuotas globales: Hasta 500.000 toneladas, el 16% para el sector pesquero artesanal y 84% para el sector pesquero industrial. Entre 500.000 y 1.000.000 de toneladas al monto que le corresponde al sector artesanal en el tramo anterior se le sumará un 12% de la diferencia entre la cuota global de captura a fraccionar y las 500.000 toneladas y el remanente será para el sector pesquero industrial. Entre las 1.000.000 a 1.500.000 toneladas el monto que le corresponde al sector artesanal en el tramo anterior se le sumará un 8% de la diferencia entre la cuota global de captura a fraccionar y las 1.000.000 de toneladas y el remanente será para el sector pesquero industrial. Sobre 1.500.000 toneladas un 12% de la cuota global de captura para el sector pesquero artesanal y 88% para el sector pesquero industrial.

No obstante lo anterior, la cuota correspondiente al sector artesanal de la II región se incrementará en un 1% de lo que le corresponde según el inciso anterior al sector industrial decreciendo la fracción industrial en la misma proporción.

b) Jurel (Trachurus murphy) en el área marítima comprendida entre el límite norte de la XV Región al límite sur de la X Región, 10% para el sector pesquero artesanal y 90% para el sector pesquero industrial.

No obstante lo anterior, la fracción de la cuota artesanal para el área comprendida entre el límite norte de la XV región y el límite sur de la II región, corresponde a un 5% para el sector artesanal y 95% para el sector industrial.

c) Anchoveta (Engraulis ringens), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la V Región al límite sur de la X Región, 78% para el sector pesquero artesanal y 22% para el sector pesquero industrial.

d) Sardina común (Strangomera benticki), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la V Región al límite sur de la X Región, 78% para el sector pesquero artesanal y 22% para el sector pesquero industrial.

e) Anchoveta (Engraulis ringens), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la III Región al límite sur de la IV Región, 50% para el sector pesquero artesanal y 50% para el sector pesquero industrial.

f) Sardina común (Strangomera benticki), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la III Región al límite sur de la IV Región, 50% para el sector pesquero artesanal y 50% para el sector pesquero industrial.

g) Merluza Común (Merluccius gayi) en el área marítima comprendida entre el límite norte de la IV Región al paralelo 41°28,6’ de latitud sur, 40% para el sector pesquero artesanal y 60% para el sector pesquero industrial.

h) Merluza del sur (Merluccius australis), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la X Región al límite sur de la XII Región para el sector pesquero artesanal y entre el 41°28,6’ latitud sur al 57° latitud sur para el sector pesquero industrial, 60% para el sector pesquero artesanal y 40% para el sector pesquero industrial.

i) Congrio dorado (Genypterus blacodes), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la X Región al límite sur de la XII Región para el sector pesquero artesanal y entre el 41°28,6’ latitud sur al 57° latitud sur para el sector pesquero industrial, 50% para el sector pesquero artesanal y 50% para el sector pesquero industrial.

j) Camarón naylon (Heterocarpus reedi), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la II Región y el límite sur de la VIII Región: Hasta las 600 toneladas el total de la cuota global será para el sector pesquero artesanal. Entre 600 y 4.000 toneladas al monto que le corresponde al sector artesanal en el tramo anterior se le sumará un 5,88% de la diferencia entre la cuota global de captura a fraccionar y las 600 toneladas y el remanente será para el sector pesquero industrial. Sobre 4.000 toneladas de la cuota global un 20% será para el sector pesquero artesanal y 80% para el sector pesquero industrial.

De la fracción artesanal el 75% será distribuido en las Regiones que comprenden la unidad de pesquería considerando las capturas desembarcadas durante los dos años anteriores al año de aplicación de la distribución.

k) Langostino Colorado (Pleuroncodes monodon), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la I Región y el límite sur de la IV Región: hasta las 700 toneladas el total de la cuota global será para el sector pesquero artesanal. Entre 701 y 2.100 toneladas, el sector pesquero artesanal conservará una fracción de 700 toneladas, siendo el exceso para el sector pesquero industrial. Sobre las 2.100 toneladas, el 30% de la cuota global será para el sector pesquero artesanal y 70% para el sector pesquero industrial.

De la fracción artesanal el 75% será distribuido en las Regiones que comprenden la unidad de pesquería considerando las capturas desembarcadas durante los dos años anteriores al año de aplicación de la distribución.

l) Langostino amarillo (Cervimunida johni), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la III Región y el límite sur de la IV Región: hasta las 350 toneladas el total de la cuota global será para el sector pesquero artesanal. Entre 350 y 1.350 toneladas al monto que le corresponde al sector artesanal en el tramo anterior se le sumará un 10% de la diferencia entre la cuota global de captura a fraccionar y las 350 toneladas y el remanente será para el sector pesquero industrial. Sobre 1.350 toneladas de cuota global un 33% será para el sector pesquero artesanal y 67% para el sector pesquero industrial.

De la fracción artesanal el 75% será distribuido en las Regiones que comprenden la unidad de pesquería considerando las capturas desembarcadas durante los dos años anteriores al año de aplicación de la distribución.

El porcentaje de la fracción artesanal que acrece con este artículo, se distribuirá preferentemente en aquella Región en que se registren los mayores desembarques por parte del sector industrial.

Artículo sexto.- Los programas de reinserción laboral a que hace referencia la letra d) del artículo 173 que se incorpora en la Ley General de Pesca a través de la presente ley, se podrán aplicar por el plazo de un año, a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, a los trabajadores que hayan perdido su trabajo con posterioridad al 27 de febrero de 2010, por causas no imputables a su voluntad.

Artículo séptimo.- Mientras no se establezcan por resolución de la Subsecretaría, los planes de manejo a que se refiere el artículo 9º de la Ley General de Pesca y Acuicultura, se entenderán vigentes aquellos establecidos sobre recursos bentónicos y algas con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley Nº20.560 aprobados por la Resolución N° 540, de 2005, modificada por Resolución N° 194 de 2011, ambas de la Subsecretaría de Pesca, respecto de los recursos almeja, erizo y luga roja en las regiones de Los Lagos y de Aysén y aprobado por Resolución N° 2187, de 2010, de la Subsecretaría de Pesca, respecto del recurso Huiro en la Región de Atacama.

Artículo octavo.- Facúltase al Presidente de la República, por el plazo de un año a contar de la publicación de la presente ley, para establecer la reestructuración orgánica del Servicio y las funciones de los Subdirectores. Tal facultad la ejercerá mediante decreto con fuerza de ley, dictado a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.

Artículo noveno.- Las inscripciones de  los  pescadores artesanales  propiamente  tales  que  sean  asignatarios  de  los  regímenes  artesanales de extracción, establecidos de conformidad con el artículo 48 A de la Ley General de Pesca y Acuicultura, con anterioridad a la publicación de esta ley, podrán ser objeto de reemplazo o transmisión en beneficio de otro pescador artesanal propiamente tal inscrito en la misma pesquería y sometido al mismo régimen.

Artículo decimo.- Dentro del plazo de seis meses a contar de la entrada en vigor de la presente ley, se deberá modificar el estatuto del Instituto de Fomento Pesquero, en el sentido de adecuarlo a las modificaciones contempladas en la presente ley. 

Artículo undécimo.- En el primer nombramiento de los miembros de los Comités Científicos Técnicos, se deberá determinar aquellos miembros cuyo período durará dos años, para efectos de lo dispuesto en la letra b) del artículo 155 de la Ley General de Pesca y Acuicultura y sus modificaciones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra contenido en el decreto supremo N° 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

Artículo duodécimo.- La obligación establecida en el artículo 64 B de la Ley General de Pesca y Acuicultura, modificado por esta ley, para las embarcaciones artesanales será exigible a contar de dos años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo décimo tercero.- La obligación establecida en el artículo 64 E incorporado en la Ley General de Pesca y Acuicultura mediante la presente ley, para las embarcaciones artesanales será exigible a contar de un año de la entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo décimo cuarto.- Las modificaciones incorporadas a los artículos 39 y 40 de la Ley General de Pesca y Acuicultura mediante la presente ley, regirán respecto de las pesquerías que se declaren en régimen de recuperación y desarrollo incipiente con posterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo décimo quinto.- En el caso que se autorice la operación extractiva por naves industriales  en  la  franja  de  cinco millas, éstas no podrán contemplar un área mayor a la autorizada en las Resoluciones de autorización vigente a la fecha de entrada en vigor de la presente ley.

Artículo décimo sexto.- Para los efectos del pago al que se refiere el artículo 43 bis de la Ley General de Pesca y Acuicultura, sustituido por la presente ley, se aplicarán durante los 10 primeros años de vigencia de esta ley, los guarismos correspondientes multiplicados por los siguientes factores:

Primer y segundo año:
1,7

Tercer y cuarto año:

1,6

Quinto y sexto año:

1,5

Séptimo y octavo año:
1,3

Noveno y décimo año:
1,1

Para los efectos del artículo 43 ter de la Ley General de Gesca y Acuicultura, incorporado por la presente ley, durante los 10 primeros años de vigencia de esta ley, el guarismo 3,3% contenido en su numeral a) se reemplazará por la cifra siguiente:

Primer y segundo año: 
0,0%

Tercer y cuarto año: 

0,7%

Quinto y sexto año:

1,5%

Séptimo y octavo año:
2,2%

Noveno y décimo año: 
2,9%

Artículo décimo séptimo.- En el plazo de seis meses contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, el Ministerio dictará el reglamento para el establecimiento de caladeros a que se refiere el artículo 67, inciso quinto, de la Ley General de Pesca y Acuicultura.

Artículo décimo octavo.- La regulación de la reserva de la primera milla contenida en el artículo 47 bis, incorporado en la Ley General de Pesca y Acuicultura mediante la presente ley, entrará en vigor un año después de la entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo décimo noveno.- Los planes de  manejo  respecto de las pesquerías que se encuentren en estado de sobreexplotación o colapso deberán estar aprobados 18 meses después de la entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo vigésimo.- Los Comités Científicos Técnicos deberán comenzar su funcionamiento en el plazo de seis meses a contar de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.”.


********

Hago presente a V.E. que el artículo 55 Q) propuesto incorporar a la Ley General de Pesca por el número 53) del artículo 1° del proyecto; como asimismo los artículos 153 y 154 de la referida ley, reemplazados por el número 73), también del artículo 1° del proyecto, fueron aprobados en general por 78 Diputados y, en particular, por 88 Diputados, en ambos casos de un total de 117 en ejercicio, dándose cumplimiento así a lo dispuesto en el artículo 66 inciso segundo de la Carta Fundamental. 

A su vez, los números 3) letra c; 13); 15); 17); 18); 20); 21); 25); 30); 31); 32); 38); 39); 41); 44); 51); 52); 53) en todos los artículos contenidos en este número, salvo el 55 Q), todos ellos del artículo 1° permanente; y  los artículos segundo, quinto y décimo cuarto transitorios, fueron aprobados en general por 66 Diputados y, en particular, por 86 Diputados, con excepción de las siguientes normas, que fueron aprobadas en particular con la votación que se indica: el numeral 20) del artículo 1° permanente, por 59 Diputados;  el numeral 53) del  mismo artículo 1° permanente, sólo  en  lo que respecta al artículo 55 R que se incorpora, por 101 Diputados; y  el  artículo quinto transitorio, por 84 votos, en  todos los  casos de 117  en  ejercicio, dándose  cumplimiento  de  esta manera  a  lo  preceptuado  por  el artículo 66  inciso

 tercero de la Carta Fundamental.  


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE REQUIERE EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR COMO MIEMBROS DEL CONSEJO CONSULTIVO PREVISIONAL POR EL PERÍODO QUE SE INDICA, A LOS SEÑORES ANDRAS UTHOFF BOTKA Y RICARDO PAREDES MOLINA 

(S 1493-05)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informar acerca de la proposición contenida en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República Nº 1137, de fecha 3 de julio de 2012, por medio del cual solicita el acuerdo del Senado para designar en el cargo de miembro del Consejo Consultivo Previsional a los señores Andras Uthoff Botka y Ricardo Paredes Molina, por el período de seis años.

Cabe señalar que, para el despacho de la solicitud en análisis, el Ejecutivo hizo presente la urgencia, en los términos del párrafo segundo del numeral 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, la que vence el 2 de agosto de 2012.

QUÓRUM Y FORMA DE PRONUNCIAMIENTO

Al tenor de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 70 de la ley Nº 20.255, los Consejeros designados deberán ser ratificados por los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio. Además, el Senado deberá pronunciarse respecto de la propuesta presidencial como una unidad.

ASISTENTES


A la sesión en que se consideró esta proposición, asistieron, además de sus miembros, el Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias; el asesor jurídico del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río; el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Celis Garrido; el Coordinador Legislativo del Instituto Igualdad, señor Gabriel de la Fuente; la abogada asesora de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Álvarez, y los asesores de la Senadora señora Rincón, señora Labibe Yumha y señor Josué Vega.

Asimismo, concurrieron, especialmente invitados, los señores Andras Uthoff Botka y Ricardo Paredes Molina.

- - -

NORMATIVA LEGAL QUE REGULA ESTA MATERIA


La ley Nº 20.255, que establece la reforma previsional, en virtud de la cual se instauró en nuestro país un Sistema de Pensiones Solidarias, complementario del sistema de capitalización individual imperante en el actual régimen previsional. En el Título II, referido a la Institucionalidad Pública para el Sistema de Previsión Social, contempla, en su Párrafo octavo -que comprende los artículos 66 a 73-, la creación del Consejo Consultivo Previsional, cuya función es, fundamentalmente, asesorar a los Ministros del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda en las materias relacionadas con el Sistema de Pensiones Solidarias.

Dicho Consejo se integra con un Consejero designado por el Presidente de la República -que lo presidirá-, y por cuatro Consejeros designados por el Primer Mandatario y ratificados por el Senado. Estos últimos, durarán seis años en sus funciones, salvo tratándose del primer Consejo que se nombre, en cuyo caso, dos de dichos Consejeros serán designados por un período completo de seis años, en tanto que los otros dos, lo serán por uno parcial de tres anualidades.


En mérito de lo anterior, el Presidente de la República señala en su oficio que en el primer nombramiento de los Consejeros, el año 2009, se designaron dos candidatos por un período parcial de tres años, la señora Alejandra Candia Díaz y el señor Andras Uthoff Botka, esto es, hasta el año 2012. En consecuencia, transcurrido el lapso de tiempo dispuesto en la ley, viene en proponer para que ocupen los cargos de Consejeros del Consejo Consultivo Previsional, por el período de seis años a los señores Andras Uthoff Botka y Ricardo Paredes Molina.

- - -


Cabe destacar que el artículo 205 del Reglamento de la Corporación prescribe que los asuntos que importen el ejercicio de atribuciones constitucionales exclusivas del Senado “no podrán resolverse sin informe de la Comisión que corresponda.”.


Conforme a ello, la Comisión de Trabajo y Previsión Social procedió a analizar los antecedentes relativos a este asunto e invitó a los candidatos presentados a una audiencia, en la cual ellos tuvieron la oportunidad de exponer sus planteamientos sobre los temas de competencia del Consejo Consultivo Previsional y de referir su experiencia profesional en la materia.

- - -

CURRÍCULO DE LOS CANDIDATOS A CONSEJEROS


A continuación, se resumen algunos aspectos del currículo de las personas nominadas en esta proposición, los cuales se acompañaron a la solicitud presidencial. Dichos documentos fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta a este informe. 

Andras Uthoff Botka

El señor Andras Uthoff Botka es Ingeniero Comercial de la Universidad de Chile. Asimismo, es Master y Doctor en Economía, ambos grados académicos obtenidos en la Universidad de California, Berkeley. En la actualidad es Director (S) del Instituto de Administración de Salud, de la Facultad de Economía y Negocios de la Universidad de Chile. En el desarrollo de su vida profesional ha efectuado diversas consultorías en materias laborales y de seguridad social; desempeñó funciones en la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), en la Oficina Internacional del Trabajo (OIT) y en la Corporación de Fomento de la Producción. Asimismo ha ejercido como profesor e investigador universitario y publicado libros y documentos respecto de los sistemas de pensiones, la seguridad social y su financiamiento.

Ricardo Paredes Molina


El señor Ricardo Paredes Molina es Ingeniero Comercial de la Universidad de Chile, Master y Doctor en Economía de la Universidad de California. Sus especialidades son la organización industrial, la regulación y la economía de los recursos humanos. Ejerce como Profesor Titular Asociado de la Universidad Católica en el Departamento de Ingeniería Industrial y de Sistemas y es Investigador del Centro de Estudios sobre Prácticas y Políticas Educativas, CEPPE. También actúa como Consejero del Consejo Consultivo de Atracción de Inversiones Extranjeras y de la Fundación Copec-UC. Ha recibido premios en el extranjero y en nuestro país como investigador destacado. Ha publicado libros, artículos y documentos de trabajo en materias de su especialidad. La labor de consultoría que ha realizado se extiende desde el año 1991 hasta hoy, tanto en Chile como en otras naciones de América Latina.

- - -


Como se señaló precedentemente, la Comisión en sesión de 18 de julio de 2012 recibió en audiencia a las personas nominadas en la propuesta de Su Excelencia el Presidente de la República. En dicha oportunidad, el señor Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, presentó a los candidatos y fundamentó la designación presidencial, precisando que el señor Andras Uthoff cuenta con la experiencia de haber ejercido como consejero durante tres años, tras haber sido designado el año 2009 y que el señor Ricardo Paredes posee un extenso conocimiento en el campo de la economía laboral, cualidades que unidas a un destacado currículum en las materias propias de la competencia del Consejo Consultivo Previsional, fundamentaron la decisión presidencial de proponerlos para ocupar los cargos de consejeros.


A continuación, cada uno de los nominados se refirió a su trayectoria profesional y a la misión que les compete en el rol de miembros del Consejo Consultivo Previsional.


I) El señor Andras Uthoff Botka inició su presentación recordando que el año 1981 era miembro de la Organización Internacional del Trabajo y en dicha entidad la reforma previsional chilena era muy comentada por su característica de radicalidad frente al antiguo sistema, es decir, lo que se denominaba beneficio definido hacia contribuciones definidas. La OIT se demostró – en ese entonces- muy preocupada por las implicancias de esta reforma en los derechos de los trabajadores y sobre su situación previsional.


Agregó que en esta materia participó en la realización de varios estudios tanto en la OIT como en la CEPAL, de los cuales quedaron en evidencia cuatro problemas fundamentales, que en su opinión continúan vigentes, ya que son difíciles de superar. El primero de los problemas dice relación con la baja cobertura del sistema previsional, independientemente del régimen con qué se definen los beneficios, dificultad que es resultado de las condiciones del mercado de trabajo y que no se vincula con los incentivos que pueda generar dicho sistema.


El segundo problema detectado, indicó, es muy relevante sobre todo al momento de proyectar una nueva reforma al sistema y se refiere al costo de transición, esto es, cambiar de un sistema de reparto a un sistema de capitalización significa una responsabilidad enorme para el Fisco. Chile se mostró muy disciplinado para resguardar recursos que permitieran enfrentar ese costo.


El señor Andras Uthoff mencionó como tercer problema el costo administrativo derivado de la competencia de las administradoras de fondos de pensiones por captar afiliados, tema que hoy en día continúa pendiente, porque la reforma previsional del año 2008, consagrada en la ley N° 20.255, trató de rebajar ese costo mediante las licitaciones, experiencia que no ha dado los frutos que se esperaban.


El cuarto problema, que constituye actualmente una preocupación para toda la ciudadanía, es el manejo del riesgo financiero permanente en que el valor de los fondos pueda caer con las crisis económicas y ese es el contexto que debe manejar el país para defenderse adecuadamente.


Manifestó que ha tenido la oportunidad de trabajar estos temas en Brasil, Uruguay, El Salvador, República Dominicana y Panamá, naciones que de alguna forma han tratado de emular el sistema chileno. En el caso de Brasil el tema fiscal les impidió adoptar la decisión y continuaron con un sistema de reparto.


En lo que respecta a Chile, opinó que la construcción del sistema del pilar solidario –objetivo principal de la labor del Consejo Consultivo Previsional- se ha constituido en un aporte significativo como complemento del sistema de capitalización individual, puesto que este último en su forma original no tenía un componente solidario correctamente fundamentado.


Concluyó su presentación afirmando que todos los sistemas previsionales tienen riesgos, como el demográfico, en el sentido que Chile está envejeciendo y no se ha logrado que la población en edad productiva realmente tenga empleos decentes, por lo que mal pueden participar en un sistema de pensiones contributivo. Un segundo riesgo que se enfrenta es el mercado de trabajo, que no entrega los empleos adecuados para todos. El tercer riesgo tiene un carácter político, en el sentido de provocar gastos fiscales no sustentables y un último riesgo es aquel que implica la baja rentabilidad de los fondos, materia que conlleva sincerar el modelo y acercarlo a las personas, de modo que se evidencie que la institucionalidad del país está relativamente bien preparada para dar un retorno comparativamente satisfactorio.


II) El señor Ricardo Paredes Molina manifestó coincidir con las opiniones señaladas por el señor Andras Uthoff, con quien trabajó en materias relacionadas con la segmentación laboral y el funcionamiento del mercado laboral.


Indicó que su aproximación con el tema del sistema de pensiones data de antiguo, porque ha desarrollado su labor profesional también en ese ámbito, participando en la elaboración del test de afluencia para realizar proposiciones sobre el pilar solidario, muchas de las cuales fueron incorporadas en el proyecto de ley correspondiente.


Agregó que su experiencia es la de un economista laboral fuertemente preocupado de los incentivos y de las interrelaciones del sistema, principalmente en cuanto a los recursos que se deben destinar entre el sistema de capitalización y el sistema del pilar solidario, analizando con mucho cuidado y detalle todo lo relacionado con las tasas de reemplazo y las pensiones que se pagan en el sistema contributivo, porque el resto es lo que le corresponde al sistema del pilar solidario. Queda mucho por hacer, aseveró, en este ámbito, ya que se deben estudiar las cotizaciones, las coberturas, las lagunas previsionales, el ahorro previsional voluntario y otro conjunto de cuestiones de indudable importancia.


A propósito de las tasas de reemplazo, en el sistema del pilar contributivo, opinó que parecían bastantes razonables, sin perjuicio de que las pensiones que se estén pagando puedan ser relativamente pequeñas, lo que lleva a que se instale una demanda considerable respecto de dicho sistema, situación que debe ser objeto de revisión. A ello se suma el caso de las mujeres, que presentan mayor cantidad de lagunas previsionales, con edades de retiro anticipado y con mayores expectativas de vida, que significan menores tasas de reemplazo y pensiones bastante más precarias que los hombres.


El señor Ricardo Paredes puso término a sus palabras haciendo mención del tema de la focalización del sistema solidario y el mandato legal de ir actualizando sus beneficiarios, materia que considera que conlleva consecuencias de carácter político e implica, además, efectos sobre personas beneficiadas, correspondiendo, en su opinión, actuar con delicadeza y ponderación al momento de adoptar decisiones.

- - -

Consultas


El Senador señor Kuschel resaltó la calidad profesional de los señores Andras Uthoff y Ricardo Paredes, que así quedó demostrada en sus intervenciones, razón que, indicó, fundamenta su capacidad para ocupar los cargos de Consejeros del Consejo Consultivo Previsional.


Seguidamente, consultó acerca de los avances sustentables e inmediatos que podrían ejecutarse en el sistema de capitalización individual o, en caso contrario, qué decisiones quizás más drásticas se tendrían que adoptar en el tema previsional, poniendo como ejemplo una situación preocupante que acaece en la Región de Los Lagos, donde existe el mayor número de empresarios y trabajadores por cuenta propia del país, presentando, a su vez, una de las tasas más bajas de cotizaciones previsionales.


Por su parte, la Senadora señora Rincón sostuvo que el régimen previsional chileno ha sido cuestionado, particularmente por el origen de la normativa que creó dicho sistema y la insuficiencia de las pensiones que reciben los afiliados. Agregó que tales problemáticas se vinculan, a su vez, con el bajo nivel de las remuneraciones que perciben los trabajadores y la alta rotación y precarización de las condiciones laborales. En ese sentido, consultó la opinión de los candidatos en relación a las medidas que podrían adoptarse con el objeto de producir un alza en el nivel de las pensiones y los efectos que ello podría generar en la economía del país.


A continuación, el Senador señor Kuschel consultó acerca de las implicancias que en el ámbito previsional genera el ingreso ético familiar y otros instrumentos sociales que no constituyen remuneración. Al respecto, sostuvo que se debe analizar la pertinencia de destinar una parte de aquellos beneficios a fines previsionales o elevar las sumas correspondientes, por ejemplo, a la pensión básica solidaria.


El señor Ricardo Paredes indicó que, tratándose de las medidas de corto plazo que pudieren adoptarse para mejorar el sistema previsional actualmente vigente, se debe analizar lo relativo a la edad de retiro de los trabajadores -considerando el alza que ha experimentado la expectativa de vida en las últimas décadas- y la cobertura previsional de los trabajadores independientes. Enfatizó que, en cualquier caso, resulta procedente considerar las particularidades de determinados grupos de trabajadores –tales como los funcionarios del sector público-, o el rol que podría desarrollar una AFP estatal para mejorar el funcionamiento de dicho régimen.

 
Añadió que el análisis global del funcionamiento del régimen previsional, y los cuestionamientos que ha recibido su implementación, puede generar un contexto para introducir mejoras al sistema. Agregó que, en ese contexto, se debe considerar que las instituciones privadas y estatales en materia previsional presentan una serie de falencias y beneficios que deben ser equilibrados para implementar un sistema que resuelva adecuadamente dichas problemáticas.


En relación al monto equivalente al ingreso mínimo mensual, sostuvo que su determinación debe atender a consideraciones de carácter técnico de largo plazo, a objeto de ponderar de igual manera elementos de justicia social y funcionamiento del mercado laboral. Por ello, detalló que se deben analizar separadamente las medidas de apoyo en favor de los sectores con menores ingresos y los efectos que ello pueda generar en el ámbito laboral, tal como ocurre tratándose de los beneficios que establece la ley N° 20.255 a propósito de la pensión básica solidaria de vejez e invalidez.


En ese sentido, la Senadora señora Rincón preguntó la opinión de los candidatos acerca de los montos por concepto de administración que cobran actualmente las respectivas Administradoras de Fondos de Pensiones, en comparación con los gastos derivados del funcionamiento del antiguo régimen previsional operado por las Cajas de Previsión. 

 
El señor Ricardo Paredes explicó que en el sistema actualmente vigente las Administradoras de Fondos de Pensiones podrían disminuir las sumas que cobran por concepto de administración. Agregó que ello queda de manifiesto al analizar el resultado de los procesos de licitación de cartera que se han realizado en los últimos años.


A continuación, el Senador señor Kuschel consultó en relación a la concentración societaria de las Administradoras de Fondos de Pensiones, particularmente en cuanto a los efectos que, respecto de ello, podría generar una crisis financiera internacional.


A su turno, el Senador señor Muñoz Aburto requirió la opinión de los postulantes en relación a los montos por concepto de comisiones de administración en el sistema previsional, toda vez que entre las diversas AFP existen una serie de diferencias entre dichas sumas, lo que podría generar un detrimento en las pensiones de los afiliados. Agregó que en su opinión el sistema de capitalización individual ha sido ineficaz en el objetivo de entregar pensiones justas a sus afiliados. 


En ese contexto, manifestó que el antiguo sistema previsional de reparto fue objeto de una serie de críticas que no consideraron las dificultades externas que impidieron su correcto funcionamiento. En consecuencia, añadió que el actual sistema de AFP debe ser modificado a objeto de propender a un mayor grado de solidaridad de dicho régimen, debiendo establecerse, en todo caso, la libertad de elección de los afiliados entre un sistema de capitalización individual, de reparto o mixto.

 
El señor Andras Uthoff explicó que, con el objeto de otorgar cobertura previsional a los trabajadores, se deben ponderar herramientas contributivas y no contributivas. Indicó que dentro de éstas destaca el denominado pilar básico solidario que establece la ley N° 20.255. Enfatizó que, en el contexto de la aplicación de tales herramientas, se debe evitar que su implementación interfiera en el funcionamiento del sistema previsional en su conjunto. Añadió que dichas consideraciones se vinculan con la determinación del monto del ingreso mínimo mensual, toda vez que ello influye en el monto de una serie de prestaciones, entre las que se encuentra el referido pilar básico solidario.

 
Añadió que en nuestro país las tasas de reemplazo son relativamente bajas. En ese sentido, detalló que, considerando las particularidades del sistema de capitalización individual, dicha problemática podría resolverse mediante el aumento en la edad de retiro de los trabajadores o el incremento en el monto de las respectivas cotizaciones de los afiliados. En lo relativo al cálculo de la tasa de retorno, indicó que para ello se deben analizar los parámetros – calcular la tasa de retorno sobre los salarios altos del final del período o calcular sobre el promedio de lo que ha sido la contribución al ahorro - que permiten determinar dicha suma, toda vez que el sistema opera sobre la base de un ahorro que se acumula durante la vida laboral de los afiliados. 

 
La Senadora señora Rincón, considerando las tasas de retorno que han experimentado las Administradoras de Fondos de Pensiones, consultó acerca de la veracidad de la publicidad de dichas entidades al momento de ofrecer sus servicios a los afiliados.

 
El señor Andras Uthoff sostuvo que las cifras de rentabilidad y de tasas de retorno que las AFP han anunciado no se han cumplido.

 
En cuanto a las mejoras que podrían implementarse al sistema previsional, enfatizó que se debe informar adecuadamente a los afiliados acerca del funcionamiento de dicho régimen, de manera de crear una cultura previsional. Detalló que, para ello, se debe considerar que en nuestro país opera un sistema que sigue siendo público, sin perjuicio de que su administración ha sido entregada al sector privado, toda vez que el Estado, mediante una serie de organismos, fiscaliza el ámbito previsional. Para las personas saber que el Estado está velando por el funcionamiento del sistema puede significar una variación en los comportamientos de ahorro, materia que se vincula a la existencia de una Administradora de Fondos Previsionales estatal.

 
Respecto a la situación previsional de los microempresarios que no cotizan, expuso que es frecuente dicha decisión entre aquellas personas que se dedican a la actividad empresarial, toda vez que prefieren destinar los respectivos fondos al desarrollo de inversiones en sus respectivas áreas de negocio. Añadió que ello debe ser corregido mediante una cultura previsional que enfatice la importancia de las respectivas cotizaciones previsionales.

 
Concluyó diciendo que durante los años que se ha desempeñado en el Consejo Consultivo Previsional, se han analizado una serie de políticas sociales actualmente vigentes que no exigen que el beneficiario registre cotizaciones previsionales, en contraposición al sistema de capitalización individual. Los criterios de focalización o elegibilidad consideran como requisito para recibir un beneficio social que la persona demuestre que es pobre y que, en consecuencia, no está cotizando. Enfatizó que ello debe ser revisado para realizar las correcciones pertinentes, con la finalidad de garantizar que los planes y programas en esta materia sean compatibles entre sí.
- - -

Finalmente, mediante el examen de los antecedentes que le fueron proporcionados en relación con esta designación, la Comisión de Trabajo y Previsión Social pudo apreciar que los señores Andras Uthoff Botka y Ricardo Paredes Molina reúnen las condiciones que la Constitución y la ley exigen para servir los cargos que se tratan de proveer.

En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Trabajo y Previsión Social, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, Kuschel y Muñoz Aburto, tiene el honor de informar que en las designaciones de los miembros del Consejo Consultivo Previsional en trámite, se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 18 de julio de 2012, con asistencia de la Senadora señora Ximena Rincón González (Presidenta) y Senadores señores Carlos Bianchi Chelech, Carlos Ignacio Kuschel Silva y Pedro Muñoz Aburto.


Sala de la Comisión, a 18 de julio de 2012.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar,

Secretaria
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA ESCALA DE SUELDOS BASE FIJADA PARA EL PERSONAL DE LAS MUNICIPALIDADES POR EL ARTÍCULO 23 DEL DECRETO LEY N° 3.551, DE 1981 

(8333-06)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa de ley asistieron, además de sus integrantes, el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miguel Flores; el Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos, señor Hermann Von Gersdorff; el Asesor Jurídico de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Alvaro Villanueva; el Presidente de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales (ASEMUCH), señor Oscar Yáñez y el Vicepresidente y el Tesorero Nacional de esa entidad señores Juan Waldemar Camilo y Arturo Villagrán, respectivamente.

- - -

I. OBJETIVO


Aumentar progresivamente las remuneraciones de los funcionarios municipales, de manera que en el plazo de cuatro años homologuen sus sueldos base con los de los funcionarios públicos del nivel central.

ANTECEDENTES

1. De Derecho


- Decreto ley N° 3.551, de 1981, que fija normas sobre remuneraciones y sobre personal para el sector público.

2. De Hecho


El mensaje con que el Ejecutivo inició la tramitación de este proyecto expresa que su objetivo es aumentar progresivamente las remuneraciones de los empleados municipales, de modo que al cabo de cuatro años sus sueldos base igualen a los de los funcionarios públicos regidos por la Escala Única de Sueldos.


Explica, enseguida, que actualmente hay una brecha entre las remuneraciones de ambos estamentos (fiscales y municipales), especialmente desde el grado 8° hacia los inferiores, que ha sido observada invariablemente por los funcionarios municipales y considerada por la autoridad. Agrega que en este orden, la ley N° 20.158, de julio de 2007, aumentó el sueldo base municipal, de modo que en dos años las diferencias de sueldo entre ambos grupos de funcionarios bajó de más de un 40% a un 22%, siendo el Fisco el que primero solventó el financiamiento de este incremento de remuneraciones, haciéndolo posteriormente los presupuestos de los municipios.


El mensaje hace presente, enseguida, que suprimir la brecha del 22% ya mencionada tiene un costo que asciende aproximadamente a veinticuatro mil millones de pesos.


Señala, a continuación, que legislar sobre esta materia requiere de un esfuerzo compartido entre el Gobierno Central y los municipios, lo que ha llevado a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo a convenir una mesa de trabajo con la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales y con la Asociación Chilena de Municipalidades, en la que se han analizado, entre otras materias vinculadas con el desarrollo del sistema municipal, las diferencias de remuneraciones del sector municipal en relación con el resto de la Administración, lográndose consensos que hoy se recogen en este proyecto de ley.


En otro acápite, “contenido del proyecto”, el mensaje da cuenta que la mesa de trabajo a que hemos hecho referencia ha acordado que el aumento se haga progresivamente, en un plazo de cuatro años, de modo que al final el sistema funcione en régimen igualando el sueldo base en los sectores público y municipal.


Agrega que también fue objeto de acuerdo adoptado por los integrantes de la mesa el financiamiento de la iniciativa, disponiéndose una participación paritaria entre el Fisco y los municipios del país, en función de las dotaciones de funcionarios de planta y a contrata de estos últimos.


Explica el mensaje que durante este Gobierno los recursos municipales han experimentado un importante aumento: el Fondo Común Municipal pasó de seiscientos veintiocho mil millones de pesos en 2010, a setecientos once mil millones en el año 2011, recursos que deben adicionarse a los veinte mil millones que se han transferido a los municipios como compensación por las exenciones del impuesto territorial en el año 2011, que para el año 2012 superará los treinta y cinco mil millones de pesos.


Por lo anterior, concluye, los municipios estarán en condiciones de enfrentar este aumento de remuneraciones sin afectar sus finanzas.

DESCRIPCIÓN DEL ARTICULADO


El texto de este proyecto de ley aprobado en primer trámite constitucional por la Honorable Cámara de Diputados está estructurado sobre la base de cuatro artículos permanentes y tres artículos transitorios.


El artículo 1° declara que los municipios aumentarán la escala de sueldos base mensuales en los años y por los montos que para cada grado se incluyen en una tabla que el nuevo precepto consigna, y que considera los grados 3° al 20 y los años 2012 al 2015, ambos inclusive.


Del modo dicho, y por vía de ejemplo, para el grado 3°, se considera un aumento de $ 5.493 el año 2012; de $ 4.154, el año 2013, y de $ 3.656 y $ 3.323, respectivamente, para los años 2014 y 2015.


A su vez, el grado 9° experimenta un aumento de $ 19.674 en el año 2012; de $ 14.905, el año 2013; de $ 13.116, el año 2014, y de $ 11.924, el año 2015.


Finalmente, y también por vía de ejemplo, consignamos que el grado 20 tendrá un incremento de remuneraciones cuyo monto será de $ 8.478 el año 2012; $ 6.423, el año 2013; $ 5.652, el año 2014, y $ 5.138, el año 2015.


Enseguida, este precepto regula la forma cómo los montos consignados en la tabla precedente se agregarán a los sueldos base.


En el párrafo i) dispone que a contar del día primero del mes subsiguiente al de la publicación de esta ley, se adicionará al sueldo base el monto señalado en la columna “año 2012”, para cada grado.


El párrafo ii) prescribe que a contar desde el 1° de enero del año 2013, los montos correspondientes a ese año se reajustarán en el mismo porcentaje de reajuste de las remuneraciones del sector público a contar desde el 1° de diciembre de 2012, y el monto resultante se adicionará al sueldo base a contar de enero de 2013.


El párrafo iii) establece que desde el 1° de enero de 2014, los montos correspondientes al año 2014 tendrán un reajuste acumulativo en los porcentajes de reajuste de remuneraciones del sector público a contar del 1° de diciembre de 2012 y 2013. El resultante se adicionará al sueldo base vigente a contar de enero del año 2014.


Finalmente, el párrafo iv) ordena reajustar los montos correspondientes al año 2015 de la tabla consignada en este artículo, acumulativamente, en los porcentajes de los reajustes de remuneraciones del sector público a contar del 1° de diciembre de los años 2012, 2013 y 2014; adicionándose el monto resultante al sueldo base vigente a contar de enero de 2015.


El artículo 2° reconoce a los funcionarios municipales el derecho a percibir un bono no imponible ni tributable, equivalente a la suma de las diferencias mensuales que resulten del aumento de los sueldos base para el año 2012, en las remuneraciones brutas y el monto efectivamente percibido por esas asignaciones, en los meses en que hubieren prestado servicios entre el 1° de enero de 2012 y el mes siguiente al de la publicación de esta ley. El bono se pagará en una sola cuota en la oportunidad señalada en el párrafo i) del artículo precedente sólo a los que se encuentren en funciones a esa fecha.


El artículo 3° del proyecto en informe prevé que el aumento del sueldo base no afectará la determinación de otras asignaciones o emolumentos que no se calculen en relación con el sueldo base.


Finalmente, el artículo 4° permanente declara de cargo de los municipios el mayor gasto que irrogue esta ley.


El artículo 1° transitorio prescribe que no obstante la imputación de gastos que hace el artículo precedente (4° permanente), el Fisco aportará a los municipios durante los años 2012 y 2013, la suma de $ 6.000.000.000.- (seis mil millones de pesos) cada año, siendo de responsabilidad de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, con visación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, determinar el monto que corresponde a cada municipio. Para este efecto los municipios acreditarán la dotación de su personal, considerando los funcionarios de planta y a contrata y el costo involucrado.


Obliga finalmente a los municipios a solicitar el aporte fiscal del año 2012 dentro de los 30 días siguientes a la publicación de esta ley, y para el año 2013, dentro del primer trimestre de ese año. Dichos fondos serán transferidos para ser destinados únicamente a los aumentos dispuestos en los artículos 1° y 2° permanentes.


El artículo 2° transitorio dispone que para el cálculo de la bonificación por retiro voluntario que se otorgue durante la aplicación de esta ley a los funcionarios de las plantas de Directivos, Profesionales o Jefaturas (por razones de edad y en relación con los años de servicios) se considerará la remuneración que incluya los aumentos en los sueldos base que les correspondieren a enero de 2015.


El artículo 3° transitorio dispone que los funcionarios afectos a la situación prevista en el artículo anterior, con al menos 10 años de servicios continuos o discontinuos, podrán percibir, además, un bono especial no imponible igual a cien unidades de fomento, que no constituirá renta para ningún efecto, siempre que el beneficiario cumpla los siguientes requisitos copulativos:


1. Estar calificado en lista 1 ó 2, al momento del cese de funciones.


2. Que el beneficiario expida un informe con una relación de las principales tareas realizadas en el desempeño de su cargo durante los doce meses previos a su entrega (del informe), con indicación del estado en que se encuentran y los principales problemas detectados.


3. Que en el informe u otro documento, el funcionario elabore un manual que explique el rol desempeñado, sus relaciones con las jefaturas y unidades que corresponda, dando cuenta de su experiencia. El referido manual servirá como texto para facilitar la capacitación, formación y orientación de los nuevos funcionarios que ocupen las vacantes, y como antecedente para reformas o cambios que mejoren la gestión institucional, con especial relevancia en los temas de probidad y transparencia.


4. Los informes señalados en los números 2 y 3 se entregarán, a lo menos, dos meses antes de la cesación de funciones y deben ser aprobados por el superior respectivo dentro de los 30 días siguientes a su recepción. Los reparos deben notificarse al funcionario dentro del mismo plazo y éste dispondrá de 30 días para su corrección. En caso de no efectuarla, perderá su derecho al bono.


Finalmente, este artículo encarga a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo elaborar un formato para la aplicación de este artículo, que estará disponible en el sitio electrónico de SUBDERE (página web) para todas las municipalidades.

DISCUSIÓN DEL PROYECTO


En sesión de 17 de julio en curso, el Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos, señor Hermann Von Gersdorff, señaló que existe una brecha considerable entre la escala de remuneraciones de los funcionarios municipales respecto de la de los empleados fiscales, que se presentan en todos los escalafones, particularmente en las que van desde el grado 8° hacia abajo. 


Recordó que la ley N° 20.198, de 2007, aumentó el sueldo base de la escala de los funcionarios municipales, logrando que la diferencia se redujera de un 40% a un 22%. En virtud de esa norma, el Fisco aportó parte del financiamiento, que posteriormente fue asumido por las municipalidades. Agregó que el costo actual de la eliminación total de las diferencias salariales (22%), asciende a 24 mil millones de pesos. 


Explicó que el contenido de esta iniciativa consiste en un aumento progresivo de las remuneraciones de los funcionarios municipales, con el objeto de que en los próximos cuatro años se igualen sus sueldos base en relación con el que corresponde al resto de los empleados públicos del mismo grado regidos por la Escala Única de Sueldos, cofinanciado por el Fisco y las municipalidades, de acuerdo con la dotación de planta y contrata que cada una de ellas considere en el período de implementación de la iniciativa. Para este efecto, durante el presente año los recursos asignados a las municipalidades ascienden a $ 711 mil millones por concepto del Fondo Común Municipal, a los que deben adicionarse, aproximadamente, $ 20 mil millones por compensaciones de exenciones del impuesto territorial del año 2011, cifra que durante el presente ejercicio ascenderá a los $ 35 mil millones. Todo lo anterior permitirá a los municipios hacer frente a este aumento de remuneraciones sin afectar sus finanzas.


Expresó que a contar del primer día del mes subsiguiente al de publicación de esta iniciativa de ley, se adicionará al sueldo base vigente el monto indicado en la columna “año 2012” para cada grado. Luego, a contar del 1 de enero de 2013, los montos de la columna “año 2013” serán reajustados en el mismo porcentaje que las remuneraciones del sector público a contar del 1 de diciembre de 2012. El monto resultante se adicionará al sueldo base vigente a contar del mes de enero de 2013. Dicho aumento no afectará la determinación del monto de las asignaciones o de otros emolumentos o incrementos que no se hayan calculado en relación con el sueldo base de la escala del personal municipal, contenido en el artículo 23 del decreto ley N° 3.551, de 1980. Enseguida, el 1 de enero de 2014 los montos de la columna “año 2014” serán reajustados acumulativamente en los porcentajes de los reajustes que se hayan otorgado a los trabajadores del sector público a contar del 1 de diciembre de 2012 y 2013. El monto que resulte se adicionará al sueldo base vigente a contar de enero del 2014. Finalmente en esta parte, desde el 1 de enero de 2015 los montos de la columna “año 2015” serán reajustados acumulativamente en los porcentajes de los reajustes generales de remuneraciones del sector público que hubiere correspondido desde el 1 de diciembre de los años 2012, 2013 y 2014, en que el monto resultante se sumará al sueldo base desde el mes de enero del 2015.


El proyecto de ley considera un bono no imponible ni tributable, equivalente a la suma de las diferencias mensuales que represente la aplicación del aumento de los sueldos base para el año 2012 en las remuneraciones brutas de carácter permanente del funcionario y el monto equivalente percibido por los mismos conceptos en los meses que hubiere prestado servicios entre el 1 de enero de 2012 y el mes siguiente de la publicación de esta ley. Este bono se pagará en una sola cuota desde el primer día del mes subsiguiente al de publicación de esta ley, sólo a quienes se encuentren en funciones a esa fecha. 


El mayor gasto que irrogue este proyecto será de cargo de los municipios, para lo cual el Fisco aportará, durante los años 2012 y 2013, $ 6 mil millones por cada uno de esos períodos. En este mismo sentido, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo dictará una resolución con los montos que cada municipio corresponda, y elaborará un formato para el cálculo y pago de la bonificación por retiro voluntario. 


Finalizada la exposición del representante del Ejecutivo, el Honorable Senador señor Bianchi recordó que las municipalidades sólo puede destinar hasta un 35% del presupuesto municipal para la contratación de personal. En ese sentido, consultó al Ejecutivo si el proyecto considera la destinación de nuevos fondos para cubrir los gastos que este proyecto importa o bien para aumentar dicho porcentaje.


El Honorable Senador señor Zaldívar valoró el sentido de la iniciativa en informe. Sin perjuicio de lo anterior, manifestó su preocupación por el financiamiento, toda vez que el Fisco sólo aporta la mitad ($12 mil millones) de lo que se necesita para su entrada en régimen. Además, expresó que en la entrega del bono hay un perjuicio para los funcionarios municipales, pues entre la fecha de vigencia de esta ley y el efecto retroactivo del pago del bono habrá un período de servicios no imponible, con el consiguiente desmedro provisional.


El Honorable Senador señor Coloma manifestó tener dudas respecto del aporte total del financiamiento que entregará el Fisco y la responsabilidad de las municipalidades respecto de su cuota. Hizo presente además que dicho aporte debe ser reajustado conforme a la ley de presupuesto o a otros mecanismos que signifiquen entregar el valor nominal de los montos ofrecidos durante los dos años en que habrá aporte fiscal.


El Honorable Senador señor Sabag manifestó su acuerdo con el proyecto, aunque cuestionó que el Parlamento apruebe con cierta periodicidad iniciativas que conceden nuevas facultades a los municipios sin que se entregue para ello los recursos necesarios, cuestión que, a su juicio, motiva el permanente reclamo de alcaldes y concejales. Por esa razón, solicitó que durante la discusión en particular se escuche a la Asociación Chilena de Municipalidades con el fin de que entregue su opinión sobre este asunto. 


En el mismo sentido, recordó que los municipios constituyen la institucionalidad que tiene un contacto directo con la ciudadanía, razón por la cual hay que privilegiar su cometido no sólo con nuevas competencias, sino, también, mediante su modernización y profesionalización y con mayores recursos para el ejercicio de sus facultades.


El Presidente de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales (ASEMUCH), señor Oscar Yáñez, ratificó su acuerdo con el contenido de este proyecto de ley, que es fruto de un acuerdo tripartito entre el Ejecutivo, la Asociación Chilena de Municipalidades y la institución que él representa. También hizo presente que la iniciativa tiene por objeto igualar la brecha que existe desde el año 1981, que si bien se ha acortado durante los últimos años, aún persiste. 


Recordó que gran parte del trabajo que se realiza en los municipios es ejecutado por el personal de planta, en circunstancias que una parte de los trabajadores que se integran a contrata o a honorarios, lo hacen atendiendo a razones políticas. Destacó que el proyecto beneficia a los funcionarios homologando sus rentas a las de otros servidores públicos.

- - -

IDEA DE LEGISLAR


Concluido el debate precedente y sometida a votación la idea de legislar en general respecto de este proyecto de ley, ella resultó aprobada con la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Coloma, Rossi, Sabag y Zaldívar.

- - -


En consecuencia, esta Comisión tiene a honra someter a la consideración de la Sala la aprobación en general de esta iniciativa en los términos propuestos por la Honorable Cámara de Diputados. Su texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Las municipalidades aumentarán, de conformidad con lo establecido en esta ley, la escala de sueldos bases mensuales, establecida en el artículo 23 del decreto ley N° 3.551, de 1981 y sus modificaciones posteriores, para cada uno de los años y en los montos que para cada grado se indican:

	Grados
	Año 2012
	Año 2013
	Año 2014
	Año 2015

	3
	5.483
	4.154 
	3.656 
	             3.323 

	4
	             4.466 
	3.383 
	2.977 
	             2.706 

	5
	             3.960 
	3.000 
	2.640 
	             2.400 

	6
	           14.207 
	10.763 
	9.471 
	             8.610 

	7
	           12.494 
	9.465 
	8.329 
	             7.572 

	8
	           19.060 
	14.439 
	12.707 
	           11.551 

	9
	           19.674 
	14.905 
	13.116 
	           11.924 

	10
	           17.538 
	13.286 
	11.692 
	           10.629 

	11
	           16.260 
	12.319 
	10.840 
	             9.855 

	12
	           15.037 
	11.392 
	10.025 
	             9.113 

	13
	           13.919 
	10.545 
	9.280 
	             8.436 

	14
	           12.869 
	9.749 
	8.579 
	             7.799 

	15
	           11.882 
	9.002 
	7.922 
	             7.201 

	16
	           11.215 
	8.496 
	7.476 
	             6.797 

	17
	           10.301 
	7.804 
	6.868 
	             6.243 

	18
	             9.545 
	7.231 
	6.364 
	             5.785 

	19
	             9.050 
	6.856 
	6.033 
	             5.485 

	20
	             8.478 
	6.423 
	5.652 
	             5.138 



Los montos antes señalados se adicionarán a los sueldos bases mensuales según el siguiente procedimiento: 


i) A contar del día primero del mes subsiguiente al de publicación de la ley se adicionará al sueldo base vigente el monto indicado en la columna “Año 2012” para cada grado.


ii) A contar del 1 de enero de 2013, los montos de la columna “Año 2013” serán reajustados en el mismo porcentaje que se reajusten las remuneraciones de los trabajadores del sector público a contar del 1 de diciembre de 2012. El monto resultante se adicionará al sueldo base vigente a contar del mes de enero de 2013.


iii) A contar del 1 de enero de 2014, los montos de la columna “Año 2014” serán reajustados acumulativamente en los porcentajes de los reajustes de remuneraciones que se hayan otorgado a los trabajadores del sector público a contar del 1 de diciembre de 2012 y 2013. El monto resultante se adicionará al sueldo base vigente  a contar del mes de enero de 2014.


iv) A contar del 1 de enero de 2015, los montos de la columna “Año 2015” serán reajustados acumulativamente en los porcentajes de los reajustes generales de remuneraciones del sector público que hubiere correspondido a contar del 1 de diciembre de los años 2012, 2013 y 2014. El monto resultante se adicionará al sueldo base vigente a contar del mes de enero de 2015.


Artículo 2°.- Otórgase un bono no imponible ni tributable, equivalente a la suma de las diferencias mensuales que represente la aplicación del aumento de los sueldos bases para el año 2012 dispuesto en el artículo 1°, en las remuneraciones brutas de carácter permanente del funcionario y el monto efectivamente percibido por los mismos conceptos, en los meses en que hubiere prestado servicios entre el 1° de enero de 2012 y el mes siguiente a la publicación de la presente ley. Este bono se pagará en una sola cuota, en la misma oportunidad dispuesta en la letra i) del artículo anterior, sólo a quienes se encuentren en funciones a dicha fecha.


Artículo 3°.- El aumento dispuesto por el artículo 1° de esta ley no afectará la determinación del monto de las asignaciones, otros emolumentos o incrementos que no se calculen en relación al sueldo base de la escala de sueldos del personal municipal, contenida en el artículo 23 del decreto ley N° 3.551, de 1981.


Artículo 4º.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley será de cargo exclusivo de los municipios.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, para los efectos de contribuir a su financiamiento, el Fisco aportará a las municipalidades, durante los años 2012 y 2013, la cantidad de $ 6.000.000.000.- (seis mil millones de pesos), en cada uno de dichos años.


La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, mediante resolución, que será visada además por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, determinará los montos que a cada municipio le corresponda por la aplicación de los artículos 1° y 2° de esta ley. Para estos efectos, dichos municipios deberán acreditar, mediante certificación de los respectivos secretarios municipales, la dotación efectiva de personal, considerando los funcionarios de planta y a contrata y el costo involucrado.


Las municipalidades tendrán que solicitar el aporte fiscal correspondiente al año 2012 dentro de los treinta días siguientes a la fecha de publicación de esta ley. Respecto al aporte fiscal para el año 2013, éste deberá solicitarse dentro del primer trimestre de dicho año. 


Las municipalidades sólo podrán destinar los fondos transferidos en virtud del presente artículo al pago de los aumentos establecidos en los  artículos 1° y 2° de la presente ley.


Artículo segundo.- Para el cálculo de la bonificación por retiro voluntario que se otorgare durante la aplicación de la presente ley y a que pudiere tener derecho un funcionario municipal perteneciente o asimilado a las plantas de Directivos, Profesionales o Jefaturas, en razón de haber cesado en sus funciones por tener cumplidas determinadas edades y en relación a los años de servicio prestados, se considerará la remuneración que resulte de incluir los aumentos en los sueldos bases que le correspondiere a enero de 2015, de conformidad con la tabla contenida en el artículo 1° de esta ley.


Artículo tercero.- Los funcionarios municipales que se encuentren en la situación prevista en el artículo anterior y que tengan, a lo menos, 10 años de servicio continuos o discontinuos en la administración municipal, tendrán derecho, además, a un bono especial no imponible equivalente a 100 UF, que no constituirá renta para ningún efecto legal, sujeto al cumplimiento de los siguientes requisitos copulativos:


1. Que los funcionarios respectivos estén calificados en lista 1 ó 2, en el momento de la cesación de sus funciones.


2. Que, además, hayan preparado un informe que contenga la relación de las principales actividades realizadas en el desempeño de sus funciones durante los 12 meses previos a la entrega del informe, indicando el estado en que se encuentren y los principales problemas detectados.


3. Que, en el mismo documento señalado en el número anterior o en otro específico, elaboren un manual que explique el rol desempeñado, sus relaciones con las diferentes jefaturas y unidades correspondientes, dando cuenta de su experiencia. Dicho documento deberá servir como texto para facilitar la capacitación, formación y orientación de los nuevos funcionarios que pasen a ocupar las vacantes, como antecedente para la realización de reformas o cambios que sea conveniente efectuar para el mejoramiento de la gestión institucional. Especial relevancia deberá darse a los aspectos vinculados a la probidad y transparencia. 


4. El o los informes con los contenidos señalados en los números 2 y 3 anteriores deberán entregarse, a lo menos, dos meses antes de la cesación de funciones y ser aprobados por el jefe superior respectivo o quien lo  subrogue, dentro de los 30 días siguientes a su recepción. En caso de existir reparos al o los informes, éstos deberán ser notificados al funcionario dentro del mismo plazo. El funcionario contará con los siguientes 30 días para proceder a su corrección y, en caso de no efectuarla oportunamente, perderá el derecho al bono.


La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo elaborará un formato para el cumplimiento de lo establecido en este artículo, que deberá estar disponible en la página web de esa Subsecretaría para todas las municipalidades.”. 

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 17 de julio de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi (Presidente), Carlos Bianchi, Juan Antonio Coloma, Hosain Sabag y Andrés Zaldívar.


Sala de la Comisión, a 17 de julio de 2012.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero,

Secretario de la Comisión

5

CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA ESCALA DE SUELDOS BASE FIJADA PARA EL PERSONAL DE LAS MUNICIPALIDADES POR EL ARTÍCULO 23 DEL DECRETO LEY N° 3.551, DE 1981 

(8333-06)

Certifico que los días 18 y 30 de julio de 2012, la Comisión de Hacienda sesionó para tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la escala de sueldos base fijada para el personal de las municipalidades por el artículo 23 del decreto ley N° 3.551, de 1980, Boletín N° 8.333-06, con urgencia calificada de “suma”. 

Se hace presente que el proyecto sólo contiene disposiciones de ley común.

Esta iniciativa de ley, tiene por objetivo aumentar progresivamente las remuneraciones de los funcionarios municipales, de manera que en el plazo de cuatro años homologuen sus sueldos base con los de los funcionarios públicos del nivel central.

A una o más de las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia y Pedro Muñoz Aburto.

Asimismo, en calidad de invitados, concurrieron, del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Felipe Larraín; el Coordinador Legislativo, señor Francisco Moreno, y el asesor, señor César Valenzuela. 

De la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo: el Subsecretario, señor Miguel Flores, y el asesor jurídico, señor Álvaro Villanueva.

De la Dirección de Presupuestos: el Subdirector de Racionalización y Función Pública, señor Herman Von Gersdorff.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN): la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.

De la Biblioteca del Congreso Nacional: la Coordinadora Área Economía, señorita María Soledad Larenas.

Los asesores de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Labibe Yumha y señor Josué Vega.

De la Secretaría General de la Presidencia: las asesoras, señoritas Carol Parada y Constanza Castillo.

- - -

Durante la discusión en general del proyecto de ley la Comisión escuchó a los representantes del Ejecutivo y recibió a los representantes de la Asociación Chilena de Municipalidades, de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales (ASEMUCH) y de la Federación Regional Metropolitana de Funcionarios Municipales (ARMEFUM).

Sometido a votación en general el proyecto de ley, votaron a favor los Honorables Senadores señores García, Lagos y Novoa, y se abstuvieron los Honorables Senadores señora Rincón y señor Frei, resultando, en consecuencia, aprobada la idea de legislar.

- - -



El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 8 de mayo de 2012, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes
El proyecto de ley en comento modifica la escala de sueldos base fijada para el personal de las municipalidades por el artículo 23 del decreto ley N° 3.551, de 1980.

En particular, el mencionado proyecto tiene como objetivo principal el aumento progresivo de las remuneraciones de los funcionarios municipales de manera de lograr, en un plazo de cuatro años, igualar los sueldos bases de estos funcionarios con el que corresponde a los funcionarios públicos del mismo grado regidos por la Escala Única de Sueldos, contenida en el decreto ley N° 249 de 1974, que se desempeñan en el Gobierno Central.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

El proyecto de ley implica un mayor gasto fiscal ascendente a $12.000.000.000 (doce mil millones de pesos), los cuales se aportarán a las municipalidades durante los años 2012 y 2013 en razón de $6.000.000.000 (seis mil millones de pesos) anuales.

El referido gasto se financiará con cargo a los recursos incluidos en la partida Tesoro Público.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, cuyo texto se transcribe a continuación:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Las municipalidades aumentarán, de conformidad con lo establecido en esta ley, la escala de sueldos bases mensuales, establecida en el artículo 23 del decreto ley N° 3.551, de 1981 y sus modificaciones posteriores, para cada uno de los años y en los montos que para cada grado se indican:

	Grados
	Año 2012
	Año 2013
	Año 2014
	Año 2015

	3
	5.483
	4.154 
	3.656 
	             3.323 

	4
	             4.466 
	3.383 
	2.977 
	             2.706 

	5
	             3.960 
	3.000 
	2.640 
	             2.400 

	6
	           14.207 
	10.763 
	9.471 
	             8.610 

	7
	           12.494 
	9.465 
	8.329 
	             7.572 

	8
	           19.060 
	14.439 
	12.707 
	           11.551 

	9
	           19.674 
	14.905 
	13.116 
	           11.924 

	10
	           17.538 
	13.286 
	11.692 
	           10.629 

	11
	           16.260 
	12.319 
	10.840 
	             9.855 

	12
	           15.037 
	11.392 
	10.025 
	             9.113 

	13
	           13.919 
	10.545 
	9.280 
	             8.436 

	14
	           12.869 
	9.749 
	8.579 
	             7.799 

	15
	           11.882 
	9.002 
	7.922 
	             7.201 

	16
	           11.215 
	8.496 
	7.476 
	             6.797 

	17
	           10.301 
	7.804 
	6.868 
	             6.243 

	18
	             9.545 
	7.231 
	6.364 
	             5.785 

	19
	             9.050 
	6.856 
	6.033 
	             5.485 

	20
	             8.478 
	6.423 
	5.652 
	             5.138 


Los montos antes señalados se adicionarán a los sueldos bases mensuales según el siguiente procedimiento: 

i) A contar del día primero del mes subsiguiente al de publicación de la ley se adicionará al sueldo base vigente el monto indicado en la columna “Año 2012” para cada grado.

ii) A contar del 1 de enero de 2013, los montos de la columna “Año 2013” serán reajustados en el mismo porcentaje que se reajusten las remuneraciones de los trabajadores del sector público a contar del 1 de diciembre de 2012. El monto resultante se adicionará al sueldo base vigente a contar del mes de enero de 2013.

iii) A contar del 1 de enero de 2014, los montos de la columna “Año 2014” serán reajustados acumulativamente en los porcentajes de los reajustes de remuneraciones que se hayan otorgado a los trabajadores del sector público a contar del 1 de diciembre de 2012 y 2013.  El monto resultante se adicionará al sueldo base vigente  a contar del mes de enero de 2014.

iv) A contar del 1 de enero de 2015, los montos de la columna “Año 2015” serán reajustados acumulativamente en los porcentajes de los reajustes generales de remuneraciones del sector público que hubiere correspondido a contar del 1 de diciembre de los años 2012, 2013 y 2014. El monto resultante se adicionará al sueldo base vigente a contar del mes de enero de 2015.

Artículo 2°.- Otórgase un bono no imponible ni tributable, equivalente a la suma de las diferencias mensuales que represente la aplicación del aumento de los sueldos bases para el año 2012 dispuesto en el artículo 1°, en las remuneraciones brutas de carácter permanente del funcionario y el monto efectivamente percibido por los mismos conceptos, en los meses en que hubiere prestado servicios  entre el 1° de enero de 2012 y el mes siguiente a la publicación de la presente ley. Este bono se pagará en una sola cuota, en la misma oportunidad dispuesta en la letra i) del artículo anterior, sólo a quienes se encuentren en funciones a dicha fecha. 

Artículo 3°.- El aumento dispuesto por el artículo 1° de esta ley no afectará la determinación del monto de las asignaciones, otros emolumentos o incrementos que no se calculen en relación al sueldo base de la escala de sueldos del personal municipal, contenida en el artículo 23 del decreto ley N°3551, de 1981. 

Artículo 4º.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley será de cargo exclusivo de los municipios.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, para los efectos de contribuir a su financiamiento, el Fisco aportará a las municipalidades, durante los años 2012 y 2013, la cantidad de $6.000.000.000.- (seis mil millones de pesos), en cada uno de dichos años.

La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, mediante resolución, que será visada además por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, determinará los montos que a cada municipio le corresponda por la aplicación de los artículos 1° y 2° de esta ley. Para estos efectos, dichos municipios deberán acreditar, mediante certificación de los respectivos secretarios municipales, la dotación efectiva de personal, considerando los funcionarios de planta y a contrata y el costo involucrado.

Las municipalidades tendrán que solicitar el aporte fiscal correspondiente al año 2012 dentro de los treinta días siguientes a la fecha de publicación de esta ley. Respecto al aporte fiscal para el año 2013, éste deberá solicitarse dentro del primer trimestre de dicho año. 

Las municipalidades sólo podrán destinar los fondos transferidos en virtud del presente artículo al pago de los aumentos establecidos en los  artículos 1° y 2° de la presente ley.

Artículo segundo.-  Para el cálculo de la bonificación por retiro voluntario que se otorgare durante la aplicación de la presente ley y a que pudiere tener derecho un funcionario municipal perteneciente o asimilado a las plantas de Directivos, Profesionales o Jefaturas, en razón de haber cesado en sus funciones por tener cumplidas determinadas edades y en relación a los años de servicio prestados, se considerará la remuneración que resulte de incluir los aumentos en los sueldos bases que le correspondiere a enero de 2015, de conformidad con la tabla contenida en el artículo 1° de esta ley.

Artículo tercero.- Los funcionarios municipales que se encuentren en la situación prevista en el artículo anterior y que tengan, a lo menos, 10 años de servicio continuos o discontinuos en la administración municipal, tendrán derecho, además, a un bono especial no imponible equivalente a 100 UF, que no constituirá renta para ningún efecto legal, sujeto al cumplimiento de los siguientes requisitos copulativos:

1. Que los funcionarios respectivos estén calificados en lista 1 ó 2, en el momento de la cesación de sus funciones.

2. Que, además, hayan preparado un informe que contenga la relación de las principales actividades realizadas en el desempeño de sus funciones durante los 12 meses previos a la entrega del informe, indicando el estado en que se encuentren y los principales problemas detectados.

3. Que, en el mismo documento señalado en el número anterior o en otro específico, elaboren un manual que explique el rol desempeñado, sus relaciones con las diferentes jefaturas y unidades correspondientes, dando cuenta de su experiencia. Dicho documento deberá servir como texto para facilitar la capacitación, formación y orientación de los nuevos funcionarios que pasen a ocupar las vacantes, como antecedente para la realización de reformas o cambios que sea conveniente efectuar para el mejoramiento de la gestión institucional. Especial relevancia deberá darse a los aspectos vinculados a la probidad y transparencia. 

4. El o los informes con los contenidos señalados en los números 2 y 3 anteriores deberán entregarse, a lo menos, dos meses antes de la cesación de funciones y ser aprobados por el jefe superior respectivo o quien lo  subrogue, dentro de los 30 días siguientes a su recepción. En caso de existir reparos al o los informes, éstos deberán ser notificados al funcionario dentro del mismo plazo. El funcionario contará con los siguientes 30 días para proceder a su corrección y, en caso de no efectuarla oportunamente, perderá el derecho al bono.

La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo elaborará un formato para el cumplimiento de lo establecido en este artículo, que deberá estar disponible en la página web de esa Subsecretaría para todas las municipalidades.”.

- - -

 Sala de la Comisión, a 31 de julio de 2012.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE OTORGA BENEFICIOS A LOS DEUDORES DEL CRÉDITO CON GARANTÍA ESTATAL Y MODIFICA LA LEY N° 20.027 

(7898-04)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en el rubro, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de suma.

La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado.

A una o más de las sesiones en que se analizó esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Carlos Ignacio Kuschel Silva y la Honorable Diputada señora Cristina Girardi Lavín.

Asimismo, concurrieron:

Del Ministerio de Educación, el Ministro del ramo, señor Harald Beyer Burgos; el Subsecretario, señor Fernando Rojas; el Jefe de Gabinete del Ministro, señor Pablo Eguiguren; el Jefe División de Educación Superior, señor Juan José Ugarte y el Jefe de Gabinete, señor Alejandro Fernández.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Asesor, señor Juan Pablo Rodríguez.

De la Dirección de Presupuestos, DIPRES: el Abogado del Departamento Institucional Laboral, señor Patricio Espinoza y el Asesor Legislativo, señor Claudio Osorio.

De la Biblioteca del Congreso Nacional: el Analista, señor Luis Castro.

Del Instituto Libertad: la Asesora del Área Legislativa, señorita Javiera Bayer.

Del Instituto Igualdad: el Asesor Jurídico, señor Nicolás Guzmán.

De la oficina de la HS. Von Baer: la Asesora, señora Constanza Hube.

De la oficina del Honorable Senador Quintana: el Asesor, señor Alberto Espinoza y la Periodista, Nicole Morandé


Por otra parte, la Comisión invitó a las siguientes instituciones y personas para conocer su opinión respecto de esta iniciativa de ley: 


1.- De la Fundación Jaime Guzmán, el Subdirector Ejecutivo, señor Jaime Bellolio y la Investigadora, señorita Cristina Tupper


2.- De la Comisión de Expertos para el Financiamiento de la Educación Superior, su presidente señor Ricardo Paredes.

3.- De la Confederación de Estudiantes de Chile, CONFECH, los representantes: de la Universidad de Chile, el Presidente de la Federación, señor Gabriel Boric; de la Pontificia Universidad Católica de Chile, el Presidente de la Federación, señor Noam Titelman; de la Universidad de Santiago de Chile, el Presidente de la Federación, señor Sebastián Donoso y de la Universidad de Valparaíso, la Secretaria General, señorita Marjorie Cuello.


4.- Del Instituto Libertad y Desarrollo, la investigadora, María Paz Arzola.


5.- El abogado y profesor de las Universidades de Chile y Adolfo Ibañez, Jaime Atria.


6.- De la Agrupación de Endeudados del Crédito con Aval del Estado, señor Marcelo Rivera

7.- De la Universidad Nacional Andrés Bello, su Rector, el señor Pedro Uribe.

8.- El Rector de DUOC UC y Presidente del Consejo de Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica, señor Jaime Alcalde.


Así también es necesario precisar que la Comisión recibió en audiencia a las siguientes personas, en relación con los temas que se indican a continuación:


1.- Respecto del Sistema Nacional de Acreditación, al Presidente de la Comisión Nacional, señor Iñigo Díaz, y a su Secretario Ejecutivo, señor Patricio Basso.


2.- Respecto de la situación derivada de los créditos CORFO:


i.- Agrupación de deudores del crédito Corfo señores Cristian Villagrán y Cristián Suárez.


ii.- El Gerente Corporativo de la Corporación de Fomento de la Producción, señor Matías Acevedo.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

El presente proyecto de ley otorga beneficios a los deudores del crédito con garantía estatal y modifica la ley N° 20.027 que establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior. En este marco descrito, favorece a los estudiantes que hayan accedido al sistema de créditos con aval del Estado con anterioridad al 31 de diciembre de 2011 permitiendo rebajar la tasa de interés a la que están sujetos sus créditos a un 2% real anual reduciendo consecuentemente las cuotas mensuales a pagar por este concepto. Además, la iniciativa legal incorpora la posibilidad que los deudores de este crédito puedan pagar de manera contingente a sus ingresos. 

Asimismo, incrementa el número de instituciones facultadas para entregar financiamiento al sistema de créditos y modifica la ponderación por riesgo que estipula la Ley General de Bancos asociada a los créditos con aval del Estado. Adicionalmente, asegura a todos los alumnos que a futuro se beneficien con créditos objeto de garantía estatal que pagarán un interés anual real de un 2%.

Finalmente, el proyecto en estudio modifica las funciones de la Comisión Administradora de los créditos posibilitando una mejor gestión de coordinación para el adecuado funcionamiento del sistema y entrega nuevas facultadas a la Tesorería General de la República para que pueda administrar los créditos de propiedad estatal, incluyendo el otorgar facilidades de pago a deudores morosos.

- - -

ANTECEDENTES

Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- El artículo 19 números 10º y 11° de la Constitución Política de la República.

2.- El decreto con fuerza de ley  N° 2 de 2010 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley  Nº 1, de 2005.

3.- La ley N° 20.027 que Establece Normas para el Financiamiento de Estudios de Educación Superior.

4.- El decreto N° 226 de 24 de Mayo 2011 del Ministerio de Educación que reemplaza el texto del decreto Nº 182, de 7 de septiembre de 2005, que aprueba reglamento de la ley Nº 20.027, que establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior.

II. ANTECEDENTES DE HECHO


Mensaje presidencial.

El Mensaje que da inicio a este proyecto de ley hace presente que el Gobierno tiene la convicción que la educación es fundamental para el desarrollo y la realización plena de las personas, para lograr una mayor igualdad de oportunidades y movilidad social como también para un mayor progreso del país.

En vista de lo anterior, continua el Mensaje, parece necesario asegurar que todos los jóvenes tengan la posibilidad de acceder a créditos con apoyo estatal para financiar sus estudios de educación superior, en condiciones que les aseguren tranquilidad mientras estudian y la posibilidad de restituirlos una vez iniciada su vida laboral.

Recuerda el Ejecutivo que, inspirado en ese propósito, el año 2005 mediante la ley Nº 20.027, se estableció un Sistema de Crédito con Garantía Estatal. Este Sistema fue creado para apoyar de manera permanente y sustentable el acceso al financiamiento de estudiantes que, teniendo voluntad y méritos académicos, no pudieren pagar por sí mismos sus estudios de educación superior. 

La puesta en marcha del crédito mencionado, asegura el Mensaje, ha permitido entregar créditos para estudios de educación superior a más de 350.000 estudiantes, constituyendo un aporte fundamental al reciente incremento de cobertura en el acceso a la educación superior. Sobre el particular, agrega, es conveniente destacar que este crédito se encuentra disponible para los estudiantes de todos los programas de instituciones de educación superior acreditados, que permite complementar otros beneficios estudiantiles que perciba eventualmente el mismo alumno, y que se puede solicitar incluso una vez iniciado el programa de estudios.

Añade el Mensaje que a pesar de los avances logrados, el Gobierno considera necesario perfeccionar este Sistema de Créditos, lo que se hará en dos etapas.

La primera de ella se lleva a cabo por medio de esta iniciativa, y busca introducir un conjunto de mejoras de impacto inmediato al incorporarse cambios que reducen significativamente el costo de los créditos para los estudiantes y sus familias, tanto para aquellos que fueron los primeros beneficiados, como para los futuros estudiantes que se acojan al sistema. Además, indica, se amplía el tipo de instituciones financieras que podrán otorgar los créditos, se perfecciona la coordinación del sistema y se aumentan los subsidios estatales.

La segunda, concluye, tiene por objeto presentar modificaciones más significativas en cuanto a su diseño, que involucren no sólo a los créditos con garantía estatal, sino que también, a los programas de ayudas estudiantiles en general.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

Sistema de trabajo

Cabe hacer presente que la Comisión destinó ocho sesiones para la discusión en general de esta iniciativa de ley, en las cuales escuchó las exposiciones del titular de la cartera de Educación y de los invitados individualizados al inicio de este informe, cuyas exposiciones y argumentos se transcriben a continuación. Los planteamientos que ellos formularon motivaron un amplio debate con los integrantes de la Comisión, quienes formularon diversas observaciones y consultas sobre la normativa en discusión.


Asimismo, es necesario destacar que, aunque no se refiere a un tema directamente relacionado con la iniciativa en informe y que incida en ella, la Comisión analizó, de manera especial, la situación que afecta a los deudores del Crédito CORFO. Con tal objetivo, se recibió en audiencia a la Agrupación que aglutina a dichas personas y al Gerente corporativo de CORFO. Asimismo, se escuchó sobre este aspecto al señor Ministro de Educación. Todos los planteamientos que se formularon, como las opiniones de los Senadores, se transcriben en un apartado especial de este informe, a partir de la página 69.


Del mismo modo, cabe hacer presente que con ocasión de la exposición del señor Rector de la Universidad Nacional Andrés Bello y del DUOC UC, la Comisión decidió invitar a los representantes de la Comisión Nacional de Acreditación (CNA), cuyas opiniones, y el debate surgido sobre el particular, se consignan a partir de la página 58 de este informe.

I.- PRESENTACIÓN DEL PROYECTO POR EL MINISTRO DE EDUCACIÓN, SEÑOR HARALD BEYER BURGOS, Y COMENTARIOS GENERALES DE LOS SENADORES.

El señor Ministro hizo presente, en primer término, la importancia que reviste la aprobación de la iniciativa legal toda vez que permite poner fin al enorme desequilibrio existente entre el Fondo Solidario de Crédito Universitario (FSCU), aplicable a quienes estudian en las universidades pertenecientes al Consejo de Rectores, y el Crédito con Garantía Estatal (CAE), instrumento que opera para aquellos alumnos que estudian en algunas de las universidades privadas no tradicionales, Centros de Formación Técnica e Institutos Profesionales (CFT/IP). Hizo notar que este último crédito supone costos mayores que el que obtienen los estudiantes de las universidades del Consejo de Rectores.

Deteniéndose en este sistema de financiamiento, recordó que el Crédito con Aval del Estado (CAE) entró en vigencia el año 2005 con la ley N° 20.027 y tuvo como propósito original permitir el acceso al financiamiento de las carreras de todos los estudiantes de instituciones de educación superior acreditas, superando la realidad conocida hasta la fecha en donde sólo los estudiantes de las veinticinco universidades pertenecientes al Consejo de Rectores tenían acceso a crédito para financiar sus estudios, gracias a la presencia del Fondo Solidario de Crédito Universitario. Añadió que, desde su funcionamiento, este instrumento ha experimentado un significativo crecimiento, lo que se ha traducido en una ampliación de oportunidades para aquellos jóvenes pertenecientes a las familias de más escasos recursos, los que han podido acceder a la educación superior, tanto técnica como profesional.

Lo anterior, continuó, se encuentra ratificado por distintos estudios, entre ellos algunos del Banco Mundial. Advirtió que dicho crédito ha permitido que 468.000 alumnos hayan podido estudiar y que de no existir este importante instrumento uno de cada dos estudiantes no podrían haberlo hecho. 

El crecimiento de esta herramienta de financiamiento ha sido de gran envergadura, afirmó, de manera que de 21.263 alumnos beneficiarios el año 2006 se llegó a 277.297 el año 2011, cifra que ha implicado que el Estado haya desembolsado este último año US $ 797 mil millones. 

Por otro lado, remarcó que más del 60% de los estudiantes que utilizan el Crédito con Aval del Estado pertenecen a los dos primeros quintiles de ingreso económico lo que les ha permitido estudiar en cualquiera de las 81 instituciones de educación superior que se encuentran acreditadas, incluidos los Centros de Formación Técnica e Institutos Profesionales. 

En sintonía con lo anterior, enfatizó que se ha aumentado en cinco veces la cantidad de alumnos que ingresan a la educación terciaria en los últimos veinticinco años y, además, señaló que indicadores como las encuestas Casen 1990 y 2009 advierten que el aumento en la cobertura educacional no ha tenido repercusiones negativas en las posibilidades de empleo de los egresados de las instituciones de educación superior.

Descrita la realidad anterior, se abocó a comentar las condiciones existentes que deben cumplir los estudiantes para acceder al crédito. En este orden de ideas, señaló que los alumnos pueden solicitar el monto que se ajuste a sus necesidades y modificar todos los años ese valor al renovar su beneficio. No obstante, puntualizó que el monto mínimo de crédito que se puede solicitar es de $ 200.000 y el máximo alcanza el 100% del arancel de referencia
, teniendo el beneficiario derecho a cambiarse una vez de institución o carrera sin perder el crédito. Además, informó que dependiendo de la duración de la carrera y del monto del crédito solicitado, el plazo para el pago se puede extender por 10, 15 ó 20 años después de egresado. Por último, puntualizó que existe un periodo de gracia de 18 meses para comenzar a pagar el crédito contados desde el egreso del beneficiario.

Refiriéndose a las tasas de interés establecidas para este crédito, apuntó que ellas son fijadas por la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores, Comisión Ingresa, y que inserta en ellas se encuentra un subsidio, ya que la tasa de interés fijada para un determinado proceso no refleja el costo que ello supone para el sistema financiero. 

Adentrándose en el financiamiento que otorga el Estado en este crédito, sentenció que el sistema funciona de manera tal que el Estado se constituye como aval de los estudiantes en la obligación contraída, garantizando el 90% del capital más interés de los créditos que otorguen las instituciones financieras y además financia un subsidio a la tasa de interés. Precisó que ambas medidas permiten que más estudiantes tengan acceso al financiamiento y disminuye los costos de crédito para éstos.

Continuando con sus explicaciones, acotó que la forma en que se asegura que los estudiantes paguen el menor monto posible se logra por medio de la licitación a las instituciones financieras de la provisión de los recursos como también del manejo de la cartera y de las labores de cobranza. Recordó que el año 2005, al discutir la iniciativa que dio origen a la ley N° 20.027, se advirtió que los costos de administración y de cobranza serían muy elevados y que el Estado no estaría en condiciones de proporcionarlos a sumas bajas, mientras que los bancos si tendrían la capacidad de hacerlo, razón por la cual se entregó a ellos esta labor. Finalmente, en relación con este punto indicó que el Estado recompra con una determinada recarga parte de los créditos que las instituciones financieras han licitado, mecanismo adoptado a fines de 2005 para incentivar la participación de los bancos en la entrega de los créditos.

Deteniéndose en el último punto mencionado, esto es, en las tasas de recompra y recarga que supone el Crédito con Aval del Estado, observó que ellas han variado de manera significativa en el tiempo. Informó que mientras la tasa de recompra, sobre la cual se aplica la de recarga, es fijada por la Comisión Ingresa, la de recarga la establece el sistema financiero y obedece a condiciones de mercado del momento y a condiciones de tasa de interés
. Hizo ver que si bien el año 2009 estas últimas cifras fueron muy superiores a la de los otros períodos, ello se debió a fue una época marcada por los problemas de liquidez en el mercado mundial, lo que se reflejó en grandes impuestos en la tasa de recarga como en el alto porcentaje de recompra que tuvo que hacer el Estado de las carteras financieras de los bancos. En tanto, los años 2010 y 2011, remarcó, la recarga cayó alcanzando niveles similares a los iniciales.

En relación con los montos prestados por este concepto entre los años 2006 y 2011, apuntó que ellos han alcanzado US$ 2.218 millones, mientras que aquellos referidos a la recompra, mecanismo utilizado para abaratar los costos para el Fisco del subsidio de tasa de interés implícito en la asignación de los recursos, han alcanzado en igual período US$ 914 millones. Por último, hizo presente que el subsidio de tasa de interés por parte del Estado en igual período alcanzó los US$ 298 millones.

Tras este último punto, puso de relieve que la pregunta que muchos se hacen es si los fondos debieran proveerlos los bancos o bien el Estado a fin de alcanzar el menor costo posible de ese crédito. Comentó que según un estudio realizado por el MINEDUC en conjunto con la Comisión Ingresa para una recompra del 45% de los créditos, una tasa de recarga de 30% hace indiferente si los dineros provienen del Fisco o de los bancos. Agregó que si las tasas de recarga son menores a este monto al Estado le conviene que los bancos provean los fondos, mientras que si ellas son mayores le conviene al Estado proveerlos directamente.

Continuando con el desarrollo del punto anterior, sentenció que el año 2009 al Estado le habría convenido originar los fondos; el año 2010 le habría sido indiferente y los años 2007, 2008 y 2011 habría sido conveniente obtenerlos a través de la banca como ocurre en la actualidad, ya que, insistió, en general, si la tasa de recarga es inferior al 30% resulta más conveniente hacerlo vía sector privado.

Seguidamente sostuvo que lo que el proyecto de ley busca es reparar de manera urgente el desequilibrio existente entre quienes acceden a esta forma de financiamiento y quienes lo hacen al Fondo Solidario de Créditos Universitarios, ya que para los primeros los costos de financiamiento de sus estudios resultan ser 65% más altos que para los segundos, olvidando muchas veces que la universidad en que se estudia tiene el mismo nivel de acreditación y que la necesidad socioeconómica de los alumnos es igual.

Con la finalidad de poner término a la injusticia descrita, aseguró, el Ejecutivo ha presentado la iniciativa de ley en estudio a través de la cual se propone bajar la tasa de interés anual real de esos créditos a un 2% permitiendo reparar las condiciones en que se encuentran los alumnos de las universidades pertenecientes al CRUCH respecto de aquéllos que estudian en otras instituciones superiores, sean técnicas o profesionales. Agregó que esta necesidad se hace aún más patente si se tiene en consideración que gran parte de los beneficiarios del Crédito con Garantía Estatal provienen de sectores de menores ingresos. Asimismo, hizo hincapié que a través de este proyecto se busca también que los egresados puedan hacer frente a la deuda contraída por el sistema, para lo cual no sólo se adopta la medida señalada,  sino que también se incorpora la idea que el pago que realicen pueda ser contingente al ingreso.

Sobre esta última innovación, recalcó que el texto de la iniciativa legal propone que si el monto de la cuota a pagar es mayor que el monto equivalente al 10% del promedio total de la renta que hubiere obtenido durante los últimos doce meses, el deudor podrá optar por pagar este último monto, en circunstancias que de acuerdo al texto vigente los egresados pagan cuotas muy altas en relación con sus remuneraciones, ya que la suspensión de pago sólo tiene cabida cuando el monto de la cuota a pagar supera el 50% del ingreso mensual.

Anunciado lo anterior, añadió que los objetivos del proyecto se traducen en beneficios para los estudiantes, eficiencia para el sistema de financiamiento y en la modificación ciertos aspectos operativos. 

Con relación al primero de ellos, reiteró que la iniciativa reduce la tasa de interés a que están sujetos los créditos ya otorgados de un 6 a un 2% anual real, como lo explicó precedentemente, beneficiando con ello a 365.000 egresados
 y que además se introduce la posibilidad de que el pago de las cuotas sea contingente al ingreso en la forma ya señalada, ayuda que, aclaró, opera tanto para antiguos como para los nuevos beneficiarios, pagando el Estado la diferencia que no se alcance a cubrir vencido el período de pago.

Añadió que una simulación del impacto de la reducción de la tasa de interés del Crédito con Aval del Estado de un 6 a un 2% anual advierte que la cuota a pagar para un alumno de una carrera de algún instituto profesional caerá casi un 40%.

Sobre el objetivo de dar mayor eficiencia para el sistema de financiamiento, indicó que la iniciativa legal, a fin de hacerlo realidad, incrementa el número de instituciones facultadas para entregar financiamiento al sistema de créditos, permitiendo que cajas de compensación y compañías de seguros puedan participar en el otorgamiento de los créditos. Estimó que el interés de estas últimas por ingresar al sistema permitirá bajar los costos, posibilitando igual fin el cambio que se propone en la ponderación de riesgo asociada al crédito, pasando a la categoría 2 evitando así la realización de las provisiones necesarias para un crédito ubicado en la categoría 5 como ocurre en la actualidad y destacó que el cambio se justifica toda vez que el Estado garantiza el 90% del capital más interés del crédito.

Respecto al tercer objetivo, apuntó que se otorgan nuevas facultades para que la Tesorería General de la República realice la cobranza judicial y extrajudicial de las obligaciones adeudadas y además se entregan mayores atribuciones a la Comisión Ingresa, facilitando una mejor gestión de coordinación para el adecuado funcionamiento del sistema.

Concluyó su intervención refiriéndose a los costos que supone la implementación de la medida legal para el Estado. Sobre el particular señaló que la disminución de la tasa de interés traerá aparejada un costo de $94.569 millones mientras que el pago del crédito contingente al ingreso del deudor, $10.514 millones.

Acompañó su intervención con un documento en formato PowerPoint el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en primer término, celebró la iniciativa legal en debate, ya que ella responde a la solicitud formulada por la oposición en agosto del año 2011 como una de las medidas para hacer frente a las demandas estudiantiles. Aseguró que la propuesta de rebajar a un 2% la tasa de interés del Crédito con Garantía Estatal permitirá alivianar la carga de miles de estudiantes y familias. 

Del mismo modo, se mostró de acuerdo con la posibilidad incluida tras el debate en la Cámara de Diputados que las cuotas de este crédito pudieran ser contingentes al ingreso. No obstante, estimó que el guarismo 10% resulta aún alto y que bien pudiera el Gobierno hacer el esfuerzo de rebajarlo a un 7,5%. Afirmó que la medida anterior permitiría acercar la situación de los estudiantes que financian sus estudios por medio del Crédito con Garantía Estatal respecto de aquellos que acceden al Fondo Solidario de Crédito Universitario en donde la cifra anterior es de 5%, y añadió que sería oportuno contar con un estudio en que se analizara el costo que ello importaría para el Fisco.

Asimismo, estimó adecuada la idea de rebajar el riesgo asociado a estos créditos al pasarlos de la categoría 5 a la 2, ya que ello permitirá bajar los costos de operación del sistema 

Sin perjuicio de lo anterior, prosiguió, la iniciativa de ley contiene ciertos problemas que es necesario resolver . En ese contexto, hizo un llamado a estudiar en profundidad la propuesta de aumentar el número de instituciones financieras facultadas para intervenir en el otorgamiento de los créditos, pues consideró que para ello es necesario tener un adecuado sistema de fiscalización. Además, fue enfático en expresar la necesidad de considerar una agencia pública encargada del otorgamiento de los créditos, lo que corresponde, además, a un compromiso asumido por el anterior Ministro de Educación, señor Bulnes. 

Continuando con las observaciones al proyecto del Ejecutivo, sostuvo que si bien se propone en él un perfeccionamiento del sistema de créditos éste resulta insuficiente. Aseveró que urge una solución completa y con reformas profundas y se inclinó por un sistema nacional único, integrado y flexible de becas y créditos, en donde el Crédito con Garantía Estatal forme parte de ese todo.

Por otra parte, planteó la necesidad de abordar el tema de la fijación de aranceles. Sobre el particular enfatizó que es necesario exigir un cobro máximo a las universidades que reciban a estudiantes que deben recurrir al Crédito con Garantía Estatal para financiar sus estudios. Agregó que de nada sirve la discusión de la tasa de interés de este crédito si ello no va de la mano con la regulación de los aranceles de las casas de estudios y adelantó que su voto respecto de esta iniciativa legal estaría vinculado de manera importante con la decisión del Gobierno de regular este aspecto.

En otro orden de ideas, manifestó su intención de insistir en la necesidad que el Estado aumente los recursos destinados a becas en la educación superior de manera que ellas logren beneficiar, al menos, al 60% de los alumnos de menores ingresos y añadió que lo anterior debiera complementarse con un adecuado sistema de créditos.

Adicionalmente, señaló que debiera considerarse un seguro de desempleo permanente para los egresados como también mejorar los incentivos de cobranza para las instituciones financieras.

A su turno, el Honorable Senador señor Quintana expresó su aprehensión respecto del proyecto en estudio. Señaló que si bien contiene aspectos positivos como es la rebaja de la tasa de interés del Crédito con Aval del Estado para los alumnos matriculados con anterioridad a diciembre de 2011 y la posibilidad de que las cuotas a pagar sean contingentes al ingreso de los egresados, no pueden ser éstas las respuestas que se limitará a dar el Ejecutivo a las demandas estudiantiles del año 2011 en materia de educación superior. Agregó que tanto este proyecto,  como el de reprogramación de créditos universitarios
 son iniciativas de naturaleza bancaria que no hacen más que consolidar el modelo de mercado en la educación. En ese mismo orden de ideas, expresó su desacuerdo con el planteamiento gubernamental en cuanto a que se ha implementado una verdadera reforma educacional en el país. Aseveró que ni esta iniciativa de ley, ni la que permitió la reprogramación de los créditos universitarios ni la Ley de Presupuestos para el sector público relativa al Ministerio de Educación van en la línea anhelada por la ciudadanía. Por ello, solicitó del Gobierno terminar con los eufemismos, porque aseguró que es ello lo que tiene a la clase política desvinculada del país actual. 

Enfatizó que los 365.000 estudiantes que accedieron al CAE con anterioridad al 31 de diciembre de 2011 requieren de una solución. Consultó, no obstante, al señor Ministro de Educación presente si era posible rebajar el porcentaje de contingencia al ingreso de un 10 a un 5% ó a un 7,5% al menos. 

Remarcó que la voluntad para discutir este proyecto de parte de la Oposición debe ir de la mano con la voluntad de aprobar otros proyectos por parte de la Alianza, como aquel que pone fin al lucro con recursos públicos en la educación
.

En otra línea argumental, refiriéndose al proyecto de ley recientemente anunciado por el Ejecutivo que crea un sistema de financiamiento único para la educación superior, dijo no compartir el criterio en él contenido, puesto que, remarcó, no es posible que el sistema de créditos sea la única opción para acceder a la educación superior en nuestro país. Añadió, asimismo, que tampoco comparte la idea de que el 10% más rico de la población quede fuera de este sistema de financiamiento, puesto que ello se traducirá en que existan universidades para ricos y otras para pobres. Precisó que uno de los males que afectan al sistema educativo actual es su segregación.

En la misma lógica anterior, sentenció que la aprobación de la iniciativa legal en los términos propuestos redundará, tal como ocurre en la actualidad, en un gran negocio para los bancos. Hizo ver que este enfoque netamente bancario se desprende de aspectos tales como la rebaja del riesgo asociado a los créditos y de la idea de aumentar la competencia por medio del ingreso de nuevas instituciones financieras facultadas para otorgar el crédito.

En este mismo orden de ideas, sostuvo que debiera existir una respuesta global para el conjunto de ayudas estudiantiles que permita encaminar al país hacia la universalización de la educación superior, sin limitarse a entregar más dineros a este sistema tan criticado en donde los privados tienen una excesiva participación. Afirmó, además, que el proyecto mantendrá el endeudamiento de las familias chilenas y consagrará este modelo que debilita a las instituciones del Estado.

Además, manifestó la paradoja que conlleva el proyecto, toda vez que con los recursos que se utilizarán en esta iniciativa, se podría ofrecer educación gratuita al menos hasta el séptimo décil.

En otro orden de materias, se refrió a la situación que afecta a las personas que financiaron sus estudios haciendo uso del crédito CORFO y solicitó al Ministro de Educación ofrecer alguna solución al respecto. Además, requirió al titular de la cartera de educación explicar cómo se logrará la rebaja del crédito para los 350.000 estudiantes que accedieron al Crédito con Garantía Estatal con anterioridad a diciembre de 2011 y, por último, pidió que se informara la proyección de los recursos que desembolsará el Estado en los próximos cuatro años por concepto de recompra de los créditos y de tasa de recarga que sobre ellos aplican los bancos.

También recordó que el año pasado junto con el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, presentaron una iniciativa de ley que tenía por finalidad homologar la tasa de interés del Crédito con Garantía Estatal, respecto de aquella que rige para el Fondo Solidario de Crédito Universitario
. No obstante, insistió que esta iniciativa de ley no puede transformarse en la única respuesta de fondo del mundo político a las demandas estudiantiles levantadas el año 2011 y aseveró que ello es un tema que depende sólo de mayor o menor voluntad política. Asimismo, observó que es necesario analizar cómo se continuará con la discusión del proyecto en los términos que esta propuesto, ya que existen indicios de que el Ejecutivo, al menos, tiene el propósito de estudiar la posibilidad de incluir a una agencia pública como administradora del crédito.

Enseguida, el Honorable Senador señor Navarro, en una línea argumental similar a la planteada por el Honorable Senador señor Quintana, consultó si el Gobierno ha estudiado alguna alternativa al sistema de créditos de la educación superior, ya que el proyecto de ley en informe, se encuentra lejos de las demandas de la ciudadanía del año 2011.

Por otro lado, dijo no compartir la idea incluida por el Ejecutivo en la iniciativa legal de hacer participar en el otorgamiento de los créditos a las Compañías de Seguro y a las Cajas de Compensación, sobre todo si se tiene a la vista la actitud adoptada por las primeras con ocasión del terremoto que afectó al país en febrero de 2010, asegurando que ellas han buscado todos los resquicios legales para no dar cumplimiento a sus responsabilidades, cuestión que, dijo, da cuenta de que sólo están preocupadas de velar por sus intereses. En la misma línea anterior, señaló no estar dispuesto a continuar con la tramitación de la iniciativa legal en los términos en que está propuesta, más todavía cuando, recordó, Su Excelencia el Presidente de la República se comprometió a estudiar la alternativa de apostar por una agencia pública en la administración del crédito aludido.

Por otra parte, refiriéndose al documento sobre análisis y recomendaciones para el sistema de financiamiento estudiantil elaborado por una comisión de expertos, solicitó tener mayor información acerca de cómo se llegó a la proposición en él plasmada.


Por su parte, el Honorable Senador señor Cantero, antes de referirse a la iniciativa de ley en informe, quiso dejar de manifiesto que es necesario poder ver la propuesta del Ejecutivo para con la educación superior en su totalidad, ya que dicho sector educacional requiere de una mirada integral que supere el estudio específico de cómo dar solución a un determinado sector de deudores universitarios, como ha ocurrido hasta ahora.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer recordó que son dos los temas involucrados en la discusión y que deben quedar claramente establecidos y separados. El primero, sostuvo, es de largo plazo y consiste en determinar cómo establecer un sistema único de financiamiento para la educación superior. El segundo, precisó, consiste en alivianar la carga económica de los alumnos que accedieron al crédito con garantía estatal con anterioridad al 31 de diciembre de 2011. Puso de relieve que solamente a este segundo punto debiera referirse la iniciativa en estudio, de manera de aprobarla en general lo antes posible, y así poder bajar la tasa de interés de los créditos existentes de un 6 a un 2% y además considerar el pago de las cuotas del mismo manera contingente al ingreso, equiparando su condición a la de los alumnos de las Universidades pertenecientes al CRUCH. 


Enfatizó que es necesario hacerse cargo de los problemas que se han generado a raíz de los distintos créditos, tanto hacia atrás como hacia futuro y por ello, agregó que no se puede olvidar que hay más de 300.000 personas para quienes la aprobación de este proyecto constituirá un gran alivio. Es indispensable, añadió, y sin perjuicio de la discusión de la iniciativa en informe, también avanzar hacia un sistema único de créditos, en la idea que se constituya en un instrumento que apunte al estudiante y no a la institución de educación a la cual éste ingrese.

Formulada la precisión anterior y advertidos los beneficios que trae aparejada, instó por aprobar la iniciativa en estudio y a tener presente que el establecimiento de un sistema único de financiamiento de educación superior supondrá una discusión más amplia y que requerirá, por lo mismo, de mayor tiempo.

II.- EXPOSICIONES DE INVITADOS

1.- Subdirector Ejecutivo de la Fundación Jaime Guzmán, señor Jaime Bellolio.

El señor Subdirector Ejecutivo hizo notar, a modo de introducción, que desde el punto de vista personal, la iniciativa legal en estudio resulta preponderante, puesto que, recordó, en su paso por la presidencia de la Federación de Estudiantes de la Universidad Católica, el otorgamiento del Crédito con Garantía Estatal en condiciones similares a las existentes para el Fondo Solidario de Crédito Universitario para todos los estudiantes de la educación superior fue una de las principales demandas.

Establecido lo anterior, afirmó que la iniciativa se funda en un principio esencial, cual es, que las personas tienen derechos que emanan de la dignidad del ser humano y que el Estado tiene la función de reconocer y garantizar al estar éste al servicio de la persona humana.

Añadió que lo anterior lleva al convencimiento que el desarrollo, el bienestar y el progreso vienen de las personas y sus propios talentos, y no del Estado, correspondiéndole a éste, subsidiariamente, ayudar a que las personas puedan alcanzar ese bienestar, tanto en lo material como en lo espiritual, teniendo especial énfasis en aquellos que viven en condiciones de pobreza e indigencia.
 En este rol, afirmó, el Estado debe promover la igualdad de oportunidades, no obstante las naturales y legítimas diferencias entre las personas. 

En otro orden de consideraciones, expresó que la matrícula en la educación superior ha experimentado un aumento significativo en los Centros de Formación Técnica e Institutos Profesionales, lo que, aseveró, se debe a la entrada en vigencia del Crédito con Garantía Estatal. Respecto de la cobertura, destacó también el aumento producido en los últimos años. Asimismo, remarcó la gran cantidad de becas y créditos existentes en la actualidad para la educación superior, lo que, dijo, da cuenta de los recursos que el Estado entrega a fin de permitir que los alumnos provenientes de los niveles socioeconómicos más bajos puedan acceder a la educación terciaria. 

En seguida, se detuvo en la situación de las universidades tradicionales  (CRUCH) y, especialmente, en las becas y créditos con los que cuentan, como son la Beca Bicentenario y el Fondo Solidario con Crédito Universitario, respectivamente. Respecto de este último, hizo presente que su recuperación es de sólo el 44% de los recursos entregados, beneficiando de paso a los deudores. Asimismo, observó que a partir del año 2007 los beneficiarios del primer y segundo quintil disminuyeron, cuestión que, sostuvo, se explicó por el aumento de las becas para estos sectores. Además, con relación a la cobertura experimentada en la educación superior, hizo presente que en los últimos veinte años el primer décil multiplicó en 4,7 veces su ingreso a ella, el tercer décil en cinco veces, el quinto en 3, 1, el séptimo en 2,8 y el décimo en 1,9.

De lo anteriormente expuesto, prosiguió, el escenario pareciera perfecto. Sin embargo, manifestó que la situación para todos está lejos de ser la descrita y que cuenta de ello fueron las múltiples manifestaciones estudiantiles del año 2011, motivada, fundamentalmente, por los grandes problemas que sigue arrastrando el sistema educacional imperante.

Continuando con el desarrollo del punto anterior, sostuvo que uno de los principales problemas radica en que de 100 alumnos que egresa del colegio, sólo el 39,7% ingresa a la educación superior. De ellos el 19,056% se gradúa y el 31,3 deserta.
 Esta realidad, exige analizar qué la origina. Aseveró que muchos ven la respuesta en el financiamiento de la educación terciaria. No obstante, apuntó que, en su opinión, este aspecto resulta sólo ser la punta del iceberg bajo la cual quedan escondidos temas como la calidad de la educación que reciben los estudiantes tanto en su paso por la educación básica como media, la rigidez del mercado laboral y de los programas de estudio que impide que los jóvenes puedan trabajar y estudiar a la vez, la prueba de selección universitaria, la duración de las carreras, el desconocimiento respecto de la carrera y la casa de estudios elegida, carreras en general muy especializadas, escaza preocupación de las universidades hacia la investigación y desarrollo y la falta de una visión de futuro que transforme a nuestro país en un país desarrollado.

En línea con lo anterior, indicó que el escenario ideal sería uno en que un joven proyectara su futuro de la manera siguiente: “Tengo buenas notas y/o buena PSU, por lo que puedo elegir un programa y una institución de Educación Superior que se adecúe a mis gustos y expectativas de ingreso. No tengo hoy el dinero necesario para financiar mis estudios, pero estoy dispuesto a endeudarme porque sé que tengo las capacidades para cursar exitosamente el programa de mi elección. Además, cuando egrese tendré un nivel de ingresos que me permitirá pagar el crédito y a la vez mejorar mi calidad de vida con respecto a la que podría acceder si no continuara mis estudios. El sistema financiero estará dispuesto a prestarme el dinero necesario para cubrir el costo de los estudios. Saben que una vez que egrese tendré un nivel de ingresos que me permitirá responder. Una vez terminado el programa, busco empleo durante un tiempo hasta encontrar uno adecuado a mis gustos, capacidades y necesidades. Con mis ingresos comienzo a pagar mensualmente la cuota del crédito, y mejoro mi calidad de vida y de mi familia. Mientras curso mis estudios tengo un trabajo part-time que me permita solventar los costos de vida. En definitiva, estoy dispuesto a aceptar las condiciones ofrecidas por el banco porque son razonables y sé que mi futuro nivel de ingresos me permitirá cubrir los pagos y mejorar mi calidad de vida”.
Sentenció que el escenario anterior sería ideal, pero, lamentablemente, la realidad dista mucho de ser esa. En primer lugar, puntualizó que la obtención de buenas notas y/o buen puntaje en la prueba de selección universitaria que permitan elegir la carrera y la institución a la cual se ingresa no son fáciles de obtener dada la falta de calidad en los niveles de educación anteriores a la educación superior. En consecuencia, comentó que debe mejorarse la calidad de la educación en los niveles preescolar, primario y secundario. Además, manifestó que dado que los puntajes están correlacionados con el nivel de ingresos, este primer problema es especialmente importante para los estudiantes más vulnerables.

En segundo lugar, con relación a los dineros para financiar los estudios y el estar dispuesto a endeudarse por contar con las capacidades para cursar el programa deseado y la capacidad para pagar la deuda contraída dado el nivel de ingresos que se obtendrá en el futuro, observó que existen falsas expectativas sobre las capacidades requeridas, ya que los alumnos no están lo suficientemente preparados para tener éxito en el programa seleccionado. Añadió que para solucionar este problema, es necesario que los estudiantes tengan más y mejor información sobre las capacidades requeridas en cada programa dado que siete de cada diez estudiantes son primera generación de su familia en ingresar a la educación superior y, en consecuencia, carecen de alguien que pueda darles a conocer su experiencia.

En tercer lugar, en relación con la creencia que el sistema financiero estará dispuesto a proporcionar el dinero necesario para cubrir el costo de los estudios, ya que los niveles de ingreso que obtendrá en el futuro producto de los estudios permitirán responder de la deuda contraída, puso de relieve que el capital humano es un mal “colateral”, y una forma de solucionar este problema es que el Estado actúe como aval de los estudiantes, de modo de absorber el riesgo implícito en los préstamos y así permitir que los estudiantes enfrenten condiciones crediticias más ventajosas.

En cuarto lugar, respecto a estar dispuesto a aceptar las condiciones ofrecidas por los bancos porque son razonables y que los ingresos fruto de los estudios le permitirán cubrir la deuda y además mejorar la calidad de vida, hizo ver que existe un desconocimiento por parte de los estudiantes de la valoración de los diferentes programas del mercado laboral. Estimó de fundamental importancia el que los alumnos tuvieran una referencia de la demanda futura de la carrera elegida y, en ese contexto, celebró el que en la actualidad esté a disposición de los estudiantes distintos mecanismos que les permitan prever el éxito del programa escogido.

En quinto lugar, sobre la posibilidad de tener un trabajo part-time mientras se estudia que permita solventar los costos de la vida, reiteró que existe falta de flexibilidad tanto en el mercado laboral como en los programas de estudio lo que impide trabajar y estudiar al mismo tiempo.

En sexto lugar, refiriéndose a la utopía que con esfuerzo y dedicación es posible terminar el programa elegido, acotó que existe una asimetría de información entre los estudiantes y las instituciones de educación superior en relación con las capacidades necesarias para cursar con éxito un determinado programa. Agregó que lo anterior redunda en una alta tasa de deserción en los primeros años de carrera. Además, hizo presente que las instituciones de educación superior con baja demanda tienen incentivos para permitir la entrada de cualquier estudiante aunque carezca de las habilidades necesarias para cursar el programa elegido.

En séptimo lugar, deteniéndose en la idea que una vez egresado al poco tiempo es posible encontrar un trabajo adecuado a los gustos, capacidades y necesidades de cada uno que permita comenzar a pagar el crédito y además mejorar la calidad de vida y la de su familia, sostuvo que es posible observar una asimetría de información entre el estudiante y las instituciones de educación superior. En efecto, puntualizó que las instituciones de educación superior tienden a mostrar duraciones menores a las efectivas, dado que con ello harían más rentable la inversión. Remarcó, en este punto, que es de suma importancia que los alumnos estén informados sobre la verdadera duración de los programas para poder evaluarlos correctamente.

En la misma lógica anterior, señaló que no debe olvidarse la alta tasa de desempleo y la alta variabilidad de los salarios entre las distintas carreras y entre las distintas casas de estudio en la que se decida estudiar, pues algunas realidades advierten retornos negativos, es decir, que para algunos alumnos habría sido más rentable salir del colegio y comenzar a trabajar en lugar de haber ingresado a una determinada casa de estudios a estudiar una determinada carrera. Añadió que para aquellos casos en que entrar en una institución de educación superior no fue una buena inversión, el Estado deberá responder en su calidad de aval. Asimismo, hizo presente que existe más morosidad del Crédito con Garantía Estatal en la medida en que hay más jóvenes que tienen menos recursos y que no tenían la información previa necesaria de las carreras por las que optaron.

Una vez analizados estos aspectos, indicó que la rebaja de tasa del Crédito con Garantía Estatal a un 2% es una medida necesaria para dar igualdad de trato respecto de aquellos que financiaron sus estudios por medio del Fondo Solidario de Crédito Universitario por estudiar en alguna casa de estudio perteneciente al Consejo de Rectores de las universidades chilenas, redundando en un gran beneficio para muchos estudiantes y sus familias. Además mostró su beneplácito hacia la propuesta que el pago sea contingente al ingreso, medida que aseveró, por un lado, permite mayor focalización y, por otro, no afecta la decisión vocacional, permitiendo que un alumno estudie la carrera que realmente anhela pese a que los ingresos no sean altos. Además, aseguró que la iniciativa tiende a dar mayor equidad horizontal y permite pagar cuotas razonables al nivel de ingreso de cada uno.  Asimismo, reiteró que el problema del financiamiento es sólo uno de los que se deben solucionar en materia de educación superior y, por lo mismo, aseveró que no se puede pretender que exista un  mecanismo de crédito que dé solución a todos a la vez. 

Concluyó su intervención sentenciando que si bien existen otras iniciativas que se están tramitando en el Congreso Nacional las que apuntan en diversas direcciones, la aprobación de este proyecto resulta prioritaria por las razones expuestas.

Acompañó su intervención con un documento en formato PowerPoint el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


2.- El Presidente de la Comisión de Expertos para el Financiamiento de la Educación Superior, señor Ricardo Paredes, recordó que la comisión que le correspondió presidir fue convocada en su oportunidad por el ex Ministro Bulnes y aclaró que desde el principio no fue una instancia de representación popular ni política, sino de reflexión técnica, que ayudaría a hacer un diagnóstico y propuestas para avanzar en temas de acceso y equidad en la Educación Superior, por lo que nunca se entendió como una instancia de colegislación ni nada que se le parezca, de manera que dijo que estaban muy agradecidos por el hecho que se escucharan las conclusiones  a las que arribó la comisión.

En cuanto a los objetivos que se plantearon, recalcó que estos siempre fueron acotados, básicamente orientados a proponer mecanismos para abordar los problemas de acceso y permanencia de estudiantes en la educación superior y que afectaban a los relativamente más vulnerables. Por lo anterior, dijo que el informe no toca toda la problemática de financiamiento, sino sólo el financiamiento estudiantil. En este mismo orden de ideas, destacó que  la preocupación de la Comisión fue generar propuestas coherentes con una mejoría integral a la educación superior en el largo plazo, siempre bajo la premisa de mejorar equidad. 

En cuanto a la labor efectuada, destacó que se hizo un diagnóstico general, del cual se desprende, como pilar fundamental, el aumento significativo de la cobertura en la educación superior, posibilitado, fundamentalmente, por el acceso a becas y créditos. En este sentido, precisó que con la información disponible al momento de establecer el sistema, se adoptaron las decisiones más convenientes para permitir el referido acceso. Aunque con posterioridad se ha podido establecer la presencia de consecuencias indeseadas, ello no ha sido, en concepto de la comisión, suficiente para tener una evaluación negativa respecto de lo que se hizo.

En ese mismo orden de ideas, afirmó que actualmente la cobertura es casi tan alta como la de un país desarrollado, pero con el inconveniente que hay importantes diferencias por percentil de ingreso. En este mismo sentido, afirmó que el costo de acceso es muy elevado, además que se excluye a algunos estudiantes meritorios y se endeuda a muchos que no pueden pagar.

También destacó que el diagnóstico realizado arrojó que existe una enorme inequidad dentro del sistema, ya que los estudiantes de las universidades del CRUCH, tienen condiciones de financiamiento y becas mejores que el resto de los estudiantes (en promedio de menores ingresos). Se detuvo en este punto para señalar que probablemente cuando se crearon los diferentes sistemas de financiamiento la referida desigualdad estaba justificada, pero ya hoy en día ésta diferencia carece de toda lógica en términos de la calidad que conocemos de las distintas instituciones.

En otra línea argumental, subrayó que se presenta un problema relevante, ya que existe una alta deserción institucional (cerca de 40% al segundo año), lo que constituye una mayor falencia y explica en alguna medida el estrangulamiento financiero. Sobre este punto, dijo que no poseía mayores antecedentes como para determinar si el estudiante emigraba a otra institución o no, información que debiera ser recopilada por el Ministerio de Educación. Añadió que, además, los aranceles son muy altos en relación con el ingreso, y las becas para los alumnos del CRUCH que llegan al arancel de referencia, no necesariamente los liberan de endeudarse, dado que el arancel real es mayor. Esta situación, puntualizó, se ve agravada para los alumnos que estudian en universidades que no pertenecen a esa entidad, o en centros de formación técnica o institutos profesionales.

Prosiguiendo con su exposición, apuntó que el CAE es de un alto costo y podía llegar a ser extremadamente gravoso para quienes no tengan ingresos suficientes. Asimismo, señaló que, en cambio, el FSCU no es gravoso, pero sin embargo, tiene problemas de administración y de incentivos, es insostenible y, además, sólo beneficia a algunos estudiantes y no a todos. A lo anterior, agregó que el criterio de selección basado exclusivamente en la PSU es ineficiente, ya que no es el mejor predictor para resultado en la educación superior, por lo que sería más adecuado utilizar un polinomio que considere el ranking escolar y las notas de la enseñanza media, lo que permitiría un acceso mayor a personas más vulnerables.

Con respecto a la propuesta de gratuidad en la educación superior, dijo que ésta fue cuidadosamente analizada, y se concluyó que es inequitativa desde la perspectiva económica, ya que existe información que demuestran que el gasto en educación superior gratuita, en particular al décimo decil, es regresivo en relación con otras políticas que están desarrollándose, fundamentalmente aquéllas orientadas a mejorar el sistema pre escolar y escolar que es un problema de gran relevancia y que condiciona mucho lo que sucederá en el futuro.

Insistió en que el sentido económico de la propuesta es resolver el problema de acceso y permanencia de los estudiantes vulnerables y que hoy no pueden acceder y permanecer, incluso los elegibles a financiamiento, de modo que se hace cargo del tema de fondo de la gratuidad, sin favorecer el mecanismo.

En otro orden de consideraciones, se refirió al conjunto de becas de arancel con condiciones diferenciadas, que hoy, a la luz de la evidencia de calidad de instituciones superiores, no tienen sentido académico. Por ello, la propuesta considera refundar las becas en una sola, siempre con criterios de calidad.

En relación con otras becas, tales como la Indígena, de Reparación de Derechos Humanos y Vocación Profesor, explicó que ellas no fueron consideradas en el análisis ya que no son consideradas como exactamente de ayuda estudiantil, toda vez que no son de arancel y tiene otro sentido.

En lo que se refiere a los créditos, hizo presente que hay tres tipos, con condiciones diferenciadas, siendo el más prevalente el CAE, que como ya se mencionó, es caro, está cuestionado por incentivos malos, tasas altas y que es riesgoso por la heterogeneidad de salarios y empleabilidad post compromiso. En este orden de ideas, destacó que tal como está este sistema hoy en día, debiera desaparecer. Asimismo, indicó que la propuesta promueve la creación de un nuevo crédito que mantenga el aval del Estado, pero con tasa de 2%; pago contingente al ingreso, con tope 10% de la remuneración del beneficiario, período de gracia 18 meses después del egreso y tope de pago por 20 años.

 El crédito cubriría el 50% restante del arancel de referencia al 3er quintil elegible a beca, y para quienes estén entre el 7º y el 9º decil y sean elegibles, el 100% del arancel de referencia.

En esa perspectiva, sostuvo que el Arancel de Referencia es un tema clave para delimitar las ayudas estudiantiles por parte del Estado, pero que debe ser mejorado, ya que sin él, entregando ayudas estatales en términos del arancel real, genera unos incentivos muy perversos para las instituciones de educación superior de aumentarlos a cualquier nivel, por lo que debe existir dicha referencia.

Acto seguido, comentó acerca de la calidad educativa que es muy diferente, por lo que hizo presente que en esta materia hay grandes desafíos de acreditación, pero hizo la advertencia  en el sentido que se debía tener cuidado con el elitismo que suele vincular tradición, con investigación y con calidad de enseñanza. 

En cuanto a las propuestas de elegibilidad y mérito, indicó que dicho criterio de elegibilidad es perfectible hoy, y requiere estudios mayores respecto de PSU, por lo que la propuesta es considerar la inclusión de ranking de notas y NEM con cuidado de no comprometer deserción y fracaso. En este sentido, señaló que la evidencia indica que ambas mejoran predictibilidad de resultados en universidades y es más inclusiva.

A este respecto, se propone como criterios de elegibilidad los siguientes: 

-Becas excelencia: 550 puntos de polinomio Ues y NEM 5,5 para CFT-IP

-Créditos: 500 puntos de polinomio, y NEM 5,0.

En otro orden de cosas, hizo presente que la propuesta también contempla la unificación de becas de arancel en una que ha se llamado Beca de Excelencia, que no discrimine por origen de universidad, sino que por calidad a través del Arancel de Referencia.

Sostuvo a este respecto, que la idea es que alcance al Arancel de Referencia para los dos primeros quintiles y al 50% de él para el tercer quintil, de modo que sea un premio al mérito de los estudiantes del primer y segundo quintil. En este sentido, dijo que el resto viene con crédito, pero aclaró que se trata de un crédito de condiciones sustancialmente más favorables. 

Continuando con  su exposición, dijo que lo más novedoso en términos de diseño, obedece a la creación de una herramienta para cubrir la diferencia y llegar al arancel completo o real que suele ser mayor que el de referencia. Sobre el particular, recalcó que no se tienen  datos de aranceles reales en Chile y todo el análisis que se hace es con los aranceles precio de lista.

De esta manera, puntualizó, se contempla que aquellas instituciones de educación superior que reciban alumnos con beneficio estatal, deben otorgarles una beca por la brecha, o bien avalar un crédito que entregará la misma institución (CAI) . Siguiendo esta idea, dijo que el pago de dicho crédito será contingente al ingreso, tendrá las mismas condiciones para el alumno, pero no llevará el subsidio de la tasa de 2% y será subordinado al CEGE
. Sostuvo, además, que las instituciones deben tener criterios objetivos para el otorgamiento de dicho crédito y asignarlos ordenadamente en base de los criterios de elegibilidad (no discriminación por criterios no académicos, no cheques en blanco, no colaterales).

Respecto de lo anterior, señaló este es un mecanismo virtuoso, por cuanto evita el control de aranceles, lo que es relevante por la dificultad de fijarlos, su diversidad, y por las consecuencias de errar; en el caso que la institución cobrara más del arancel real, provisionará para pagar de su bolsillo la diferencia cobrada, la que no está subsidiada; asimismo si ella desarrolla carreras que generan deserción o baja empleabilidad, el problema financiero asociado a la brecha será de ella, no del alumno ni de su familia y, por consiguiente, cerrarán carreras de baja empleabilidad que no estén cubiertas por el arancel real, el que siempre será fijado para que puedan existir carreras meritorias desde la perspectiva social.

En lo que dice relación con la administración y generación de fondos, estableció que hay un debate fundamental sobre el lucro de los bancos, y sostuvo que su diagnóstico no apoya la idea de que la banca se haya enriquecido. No obstante, dijo entender que han ocurrido episodios donde si ha habido una tasa que parece excesiva. Por lo anterior, y para prevenir la ocurrencia de este tipo de situaciones, se propone separar la licitación en dos partes: una que tenga que ver con la generación de fondos, donde el Estado tenga una tasa de interés de reserva, de manera que si los bancos o los licitantes cobraran una tasa mayor, simplemente el Estado se hace cargo, genera los fondos y resuelve, y la otra licitación que tenga que ver con la Administración de dichos fondos.

Finalmente, precisó que si bien la propuesta elaborada por la comisión que presidió no usó el mecanismo de gratuidad, se estimó que aborda el sentir esencial que estuvo detrás de dicha petición.


Se deja constancia que una copia  del documento emitido por la comisión, denominado “Análisis y Recomendaciones para el Sistema de Financiamiento Estudiantil” queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Terminada la intervención del señor Paredes, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio valoró el contenido del informe, ya que éste demuestra un esfuerzo importante y algunos logros dignos de destacar, como el sistema integrado de becas y créditos, lo que  es la clave desde el punto de vista de la equidad. Asimismo, resaltó la necesidad de disminuir la duración de las carreras, ya que explicó que este es un tema que claramente incide en el costo financiero de la educación superior. No obstante, dijo que la conclusión de la comisión en el sentido que no ha sido posible tener un diagnóstico preciso sobre los aranceles efectivamente pagados, reflejaba un problema muy serio.

Precisó que del informe se pueden destacar fundamentalmente cuatro elementos: beca, crédito, arancel y acreditación, los que en su opinión, deben conjugarse para resolver el tema del financiamiento estudiantil, ya que por mucho esfuerzo que se haga, si no se le da transparencia a los aranceles reales, el problema no tendrá solución. En este sentido, fue enfático en señalar que no se puede seguir apoyando este tipo de legislación, sin tener claridad sobre los aranceles y la brecha existente entre unos y otros.

Por otra parte, hizo presente su oposición a la mantención de las becas de manera excepcional para el 40% más vulnerable, y se mostró partidario de avanzar hacia un 60% ó 70% de quienes poseen menores ingresos, además de extender un crédito a ese mismo porcentaje, para complementar en los casos que no exista una beca, de manera de proveer a ese financiamiento y que siempre exista un cierto margen de copago de financiamiento de la familia en la medida de sus posibilidades de ingreso, lo que también contribuye a crear una suerte de compromiso del estudiante y su familia con terminar su carrera, con la inserción en el mundo laboral y el pago de ese crédito

Sobre las propuestas, afirmó que a su juicio, se debe establecer una suerte de responsabilidad de las instituciones  que reciben ayudas estudiantiles  vía fondos públicos, en relación con el tema de la deserción, ya que ellas también tienen una cuota de responsabilidad y las cifras actuales son alarmantes. Asimismo, insistió en que fijar la contingencia en un 10% al ingreso le parece muy alto.

Por último, insistió en que si no se resuelve el tema de  beca, crédito, arancel y acreditación, cualquiera de ellos que falle, hará también fallar el sistema.

El Honorable Senador señor Quintana compartió los dichos del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en el sentido que esperaba más del resultado del trabajo, no obstante valorar lo que se ha presentado.

Se manifestó de acuerdo con el expositor en el hecho que por la poca información con la que se cuenta, no se pueden lograr mayores avances, lo que a su parecer es un problema central que deberá ser resuelto por el Ministerio de Educación. En este mismo orden de ideas, dijo que le preocupaba que no existiera una política más ambiciosa de ayuda estudiantil, más allá de constatar lo que existe.

En ese mismo orden de ideas, se manifestó contrario a la evaluación positiva que se hace del CAE, e hizo presente que desde el punto de vista socioeconómico es indispensable incorporar a los sectores de menores ingresos, ya que debe enfrentarse de manera urgente las altas tasas de deserción. Asimismo, no estuvo de acuerdo con el juicio efectuado por la comisión en cuanto a la diferencia que existe entre  alumnos que estudian en instituciones que pertenecen al CRUCH y los que no, ya que ello carece de toda lógica en materia de ayudas estudiantiles. Sobre este punto, comentó que muchos rectores de universidades privadas han señalado ante esta Comisión que en sus instituciones no se realiza investigación, lo que no hace más que constatar una profunda diferencia entre un tipo de universidades y otra.

Continuando con sus planteamientos, expresó su preocupación por la falta de conclusiones en el informe respecto de la forma en que se está llevando, como país, la universalización de la educación superior, toda vez que Chile es visto como uno de los países con mayor oferta privada, lo que al parecer, resulta algo normal, en circunstancias que es necesario introducir elementos de calidad y contar con elementos de diagnóstico.

Finalmente, en lo que se refiere a la gratuidad, solicitó mayor precisión de por qué no es posible plantearla, ya que dentro de lo que se sugiere en la propuesta, específicamente en el CEGE, se propone llegar al 9º decil, con lo que se estaría dejando de lado la gratuidad sólo por el 10%. En este sentido, comentó que si se está reconociendo que el 9º decil requiere ayuda, no se hace más que reafirmar la necesidad de la gratuidad.  

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer señaló que la presentación efectuada arroja mucha claridad respecto de los problemas que existen en esta materia y que se traducen en un desafío para dar solución al financiamiento de la educación superior .

Sobre el particular, hizo presente que, actualmente, el problema radica en financiar a aquellos que más lo necesitan y en enfrentar la brecha que se genera entre lo que se le entrega a los estudiantes y el arancel de referencia.

En este mismo orden de ideas, sostuvo que era importante rescatar que existe también un desafío pendiente en materia de calidad y transparencia para las familias y los estudiantes a la hora de elegir la institución a la cual acceden para obtener su educación superior y que esa calidad les permita también devolver el crédito, y lo mismo respecto de cómo se fija el arancel de referencia. Consideró que ni ésta propuesta ni ninguna política pública van a poder dar solución a los problemas que actualmente existen, si no se fija de mejor forma el referido arancel.

Compartió la idea de contar con un sistema unificado de créditos y becas, tomando en consideración al estudiante, su familia y la calidad de la educación que se está entregando. También estuvo de acuerdo en que las instituciones deben preocuparse por la enseñanza que están impartiendo, de manera que igualmente asuman una cuota de responsabilidad. 

En cuanto a la problemática de la deserción, estimó que la propuesta recoge un diagnóstico que ya es conocido, toda vez que a la educación superior ingresan personas que no han recibido una educación escolar de la misma calidad. Por ello, afirmó, debiera fortalecerse la educación pre escolar y escolar.

Finalmente, resaltó la decisión de avanzar hacia un sistema único de créditos y becas que no discrimine entre alumnos según la institución en la que cursan sus estudios, como la necesidad de dotar de mayor responsabilidad a las casas de estudios.

3.- Confederación de Estudiantes de Chile (Confech). 

El Presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile, señor Gabriel Boric, agradeció la oportunidad de poder participar en la discusión del proyecto relativo a la reforma al Crédito con Garantía Estatal ya que el Congreso Nacional es el espacio en donde debe producirse el diálogo entre los distintos actores sociales.

Analizando lo que ha sido la implementación del Crédito con Garantía Estatal, señaló que su gran mérito fue haber aumentado de manera significativa la cobertura en la educación superior. Este sistema de financiamiento, puntualizó, nació con la entrada en vigencia de la ley N° 20.027, el año 2005, y se aplicó por primera vez en el año 2006, pero es necesario precisar que el gran salto en materia de cobertura comenzó en el año 2000. Informó que así lo refleja una investigación realizada por el Foro de Educación Superior Aequalis.

Desde la creación de este crédito hasta el año 2011, añadió, los bancos obtuvieron ganancias por la suma de $ 150 mil millones. Explicó que la acumulación de esta gran cantidad de dinero ha sido lograda por medio de la recarga. Sobre el particular, precisó que los bancos prestan cierta cantidad de dinero a los estudiantes beneficiarios del CAE a fin de que puedan financiar sus estudios de educación superior a cambio, eso sí, que el Fisco, con posterioridad, compre los créditos, generalmente los más difíciles de cobrar, con un sobreprecio. Indicó que utilizando este mecanismo los bancos han vendido al Fisco préstamos de alumnos por un monto de $ 443 mil 720 millones y el Fisco, por su parte, les ha pagado $ 591 mil 887 millones, obteniendo, de esta forma, los $ 150 mil millones aludidos.

Continuando con el desarrollo del punto anterior, aseguró que la recarga que cobran los bancos no fue fruto de la discusión de la ley N° 20.027 ni de discusión alguna en el Parlamento. Informó que quienes idearon el sistema durante el Gobierno del ex Presidente Ricardo Lagos nunca llegaron a pensar que a los bancos no les interesaría participar del otorgamiento del crédito, pese a que el Fisco se comprometía a garantizar las deudas. En ese escenario, puntualizó, el Gobierno de la época se tuvo que abocar a implementar alguna medida que asegurara la participación de los bancos y fue así como nació la idea que el Fisco comprara parte de la cartera de los créditos pagando por ellos una determinada recarga.

En otro orden de ideas, remarcó que hasta hoy los 350 mil jóvenes que han accedido al CAE han recibido préstamos por $ 1 billón 128 mil millones, lo que da un promedio de $ 3 millones por alumno. Agregó que a esa cifra debe sumársele el 5,6 % de interés anual que se cobró en 2011. Con esa tasa, resaltó, una deuda de $ 25 millones, suma que corresponde a la carrera de Medicina en la Universidad de Chile, se transforma en $ 41 millones. Planteó que fruto de las movilizaciones del año 2011, el Gobierno se comprometió a bajar el interés del CAE de 5,6 a 2%, con lo que la misma deuda mencionada se reduce a $ 30 millones. No obstante, apuntó que lo anterior en ningún caso implica que el Gobierno haya intervenido para abaratar los costos de las carreras, pues el Fisco de todos modos deberá pagar esa diferencia a los bancos a través de la recarga.

En el mismo sentido, observó que con la iniciativa en estudio el endeudamiento que han conocido las familias en nada cambia y que su aprobación implicará una pérdida para ellas, para los estudiantes y el Estado, resultando como únicos beneficiados de esta operación, una vez más, los bancos.

Por otra parte, manifestó que los temas que deben relacionarse a la hora de legislar sobre la materia son variados. Así, puntualizó, al menos, está la acreditación, la propaganda engañosa, la calidad y el lucro. A mayor abundamiento, señaló que el Crédito con Garantía Estatal no puede ser sólo abordado desde una perspectiva técnica, porque el tema no es de esa índole. Aseveró que la materia debe tratarse dentro de un debate político más amplio, en el que se considere no sólo cuál es la alternativa de menor costo para el Estado, sino también el tipo de educación que se busca para el país. Continuando en esta lógica, destacó que los desencuentros entre los estudiantes y el Gobierno comienzan en la perspectiva desde la cual se observa la educación. En efecto, dijo, mientras el Gobierno la considera un bien de consumo, los estudiantes, un espacio de integración social y, en consecuencia, invitó a los parlamentarios presentes a cambiar el paradigma hasta ahora conocido. 

Finalmente, sostuvo que la principal crítica se dirige hoy al subsidio de la demanda, ya que si se financiaran directamente las instituciones se podría llegar a la gratuidad para todos, dando al mismo tiempo coherencia al sistema.

El Presidente de la Federación de Estudiantes de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Noam Titelman, por su lado, presentó a los integrantes de la Comisión la propuesta de la CONFECH para la educación superior.

En primer término, hizo un llamado a dar soluciones a los grandes problemas que arrastra la educación y dijo que ello supone un gran esfuerzo y anteponer los intereses del país a los particulares.

Formulada la inquietud anterior, indicó que la propuesta de la Confederación de Estudiantes para la educación superior es de carácter integral, dada la necesidad de abordar todos los temas que se encuentran en la educación al mismo tiempo. Añadió que tratar el financiamiento de la misma sin incluir temas como acreditación, acceso, calidad, democracia, pluralidad y objetivos es la fórmula segura para el fracaso de la política. 

Adicionalmente, sentenció que la iniciativa legal, en los términos en que se propone, no es capaz de dar una solución de fondo, argumentando que la reducción de la tasa de interés sin ninguna modificación adicional no logra transformarse en una respuesta de largo plazo. Aseguró que, de aprobarse la iniciativa tal como se encuentra, en menos de diez años, la situación actual volverá a repetirse, dada la tasa de crecimiento experimentada por los aranceles. Asimismo, enfatizó que el objetivo de la CONFECH es hacer ver al país la gran oportunidad histórica que existe para construir el modelo educacional que se requiere para los próximos treinta años.

En otro orden de ideas, recordó que el año 2011 fueron miles de chilenos los que se movilizaron demandando el derecho universal a la educación, la transformación de las universidades en un espacio de integración social y que ellas cumplan un rol público y estén al servicio de la sociedad, fundamentos todos del nuevo sistema de educación que propone la Confech. En definitiva, acotó, lo que las familias pedían con insistencia era que la educación dejara de ser un negocio y se transformara en un espacio de encuentro y de crecimiento de la sociedad.

A partir de la lógica anterior, indicó, nació el modelo de gratuidad que se presenta. Explicó que en este sistema las universidades pueden optar por ser una institución gratuita o no. De inclinarse por la primera opción, precisó, ellas debieran cumplir ciertos requisitos como son contar con una acreditación rigurosa, con un mínimo de pluralismo, con un proyecto educativo con formación ciudadana y ciertos objetivos de integración social. Además, agregó que la mencionada gratuidad puede financiarse con un impuesto progresivo a los graduados que asegure que los ingresos que cada uno recibe se relacionen con el deber de todos de financiar el sistema educativo. Asimismo, puntualizó que esa gratuidad debiera hacerse patente no sólo en los aranceles, sino también en becas de mantención a los estudiantes, abarcando los cinco quintiles de la población y con una especial prioridad en universidades estatales y regionales, objetivo a lograr por medio de los aportes fiscales directos.

Expuestos de manera general los objetivos del modelo de gratuidad que se plantea, expuso respecto de las diferencias que existe entre él y el modelo sugerido por la Comisión de Financiamiento Estudiantil para la Educación Superior convocada por el Gobierno.

En primer lugar, sostuvo que el modelo propuesto por el panel de expertos se caracteriza por garantizar el financiamiento total del arancel y por acotarlo al financiamiento estudiantil. Estimó que la medida anterior resulta insuficiente toda vez que debiesen contemplarse aportes fiscales directos y, también, un enfoque especial para las universidades estatales y de regiones.

En segundo lugar, indicó que el modelo aludido sólo se extiende hasta el noveno décil. Sobre el particular sostuvo que en el modelo elaborado por la Federación de Estudiantes de la Pontificia Universidad Católica la cobertura se extiende a todos los estudiantes, siguiendo el ejemplo de sistemas como el de Australia, Reino Unido y Nueva Zelanda.

En tercer lugar, hizo presente que las instituciones que pueden acceder al crédito propuesto deben cumplir ciertos requisitos básicos como son acreditación rigurosa, pluralismo educativo e integración social. Agregó que en ese esquema si la institución acepta a estudiantes con beneficios estatales, debe financiar la diferencia entre el arancel real y el de referencia. Indicó que con ello se supera el peligro de caer en la segregación y la discriminación y en que las universidades seleccionen a sus estudiantes de conformidad con el aval que posean y no según sus méritos académicos. Señaló que la propuesta de la referida Federación de Estudiantes comparte la idea de exigir el cumplimiento de los requisitos mencionados, pero propone que si la institución decide ser parte del sistema gratuito, todos sus estudiantes deben ingresar al sistema.

En cuarto lugar, sostuvo que el monto que cubre el beneficio sugerido por la Comisión de expertos alcanza hasta el arancel de referencia, en circunstancias que debiera alcanzar ese arancel, pero considerar, al mismo tiempo, un monto extra para garantizar que el estudiante pueda mantenerse estudiando, tal como sucede en Nueva Zelanda, Reino Unido y Hungría.

En quinto lugar, observó que la Comisión de expertos propone que las cuotas a pagar sean iguales y contingentes al ingreso con un máximo de 10% del sueldo. Informó que la FEUC plantea también cuotas iguales y contingentes a las remuneraciones, pero con un máximo definido por el nivel de ingreso de cada uno, tal como sucede en Australia y Sudáfrica.

En sexto lugar, en relación con la generación y la administración de los fondos, manifestó que mientras el panel de expertos convocado por el Gobierno sugiere que el Estado defina el precio de reserva y licite la administración, los estudiantes pertenecientes a la FEUC son partidarios de que el Estado siempre sea el generador de los fondos y un organismo estatal quien los administre en sintonía con el Servicio de Impuestos Internos, tal como ocurre en Australia y Nueva Zelanda.

De esta forma, prosiguió, el modelo sugerido por el panel de expertos no alcanza los principios propios del modelo de gratuidad y aseveró que ello es posible y sólo depende de la voluntad política.

Concluyó su intervención, insistiendo en la necesidad que la regulación que se logre sea conteste con los desafíos que la ciudadanía hizo ver el año 2011 para la educación superior, alcanzando una reforma verdadera en la materia.

La Secretaria General de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Valparaíso, señorita Marjorie Cuello, por su parte, recordó que el año 2011 el movimiento estudiantil levantó la demanda, respaldada por más del 80% de la ciudadanía, de educación gratuita y sin lucro y sostuvo que hoy el Gobierno, el Parlamento y las Fuerzas Políticas tradicionales están siendo profundamente cuestionados, ya que las demandas y necesidades sociales no son representadas en dichos espacios. Añadió que en función de lo anterior, las demandas del movimiento social del año pasado han sido invisibilizadas por proyectos de ley de corte ideológico expresados en políticas mercantiles heredadas desde la Dictadura que apuntan a la mercantilización de todas las esferas de la vida. 

En sintonía con lo anterior, enfatizó que la modificación que se propone por la iniciativa de ley en informe sin lugar a dudas aliviana la carga de endeudamiento para las familias, pero la lógica del endeudamiento no desaparece y el Estado sigue en un rol subsidiario en esta materia. Además, indicó que este mero maquillaje a la ley N° 20.027 no significa acoger las demandas del movimiento estudiantil que busca terminar con la lógica del endeudamiento y del lucro en la educación superior, ya que sólo se limita a profundizar el lucro de los bancos y precarizar las condiciones de vida de las familias chilenas.

Por último, hizo presente que la mantención de sistemas crediticios privados mantiene la dinámica del autofinanciamiento de las universidades.

Finalmente, intervino el Presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad de La Serena, señor Juan Pablo Páez quien hizo ver que detrás de todas las peticiones formuladas el año 2011, lo que se busca es que el Estado sea garante de la educación en todos los niveles, abandonando el rol subsidiario existente hasta ahora en donde los bancos han asumido el rol protagónico. Agregó que mientras los planteamientos del movimiento estudiantil no sean escuchados ellos seguirán movilizados. 

En el mismo orden de ideas, remarcó que si bien el nuevo Ministro de Educación ha mostrado la mejor de las disposiciones para conversar con los estudiantes, el haber hecho presente la urgencia para las iniciativas legales del área de educación no dan cuenta de que el diálogo ofrecido pueda hacerse realidad ni menos que conduzca a la construcción de la solución a los problemas que arrastra la educación. Afirmó que las medidas tomadas por el Gobierno son sólo parches para salvar la credibilidad y la legitimidad frente a la ciudadanía.

Asimismo, indicó que el movimiento estudiantil logra entender los profundos problemas del sistema educativo imperante que son el lucro, el endeudamiento y la desigualdad, y puso de relieve que ellos se repiten en todos los ámbitos de la vida de los chilenos y que la forma de atacarlos comienza con una reforma en la educación. 

Por último, quiso hacer notar que la ciudadanía ha dejado al descubierto estos problemas y aboga, incesantemente, por su eliminación, pero la instancia en donde la solución debe darse efectivamente no logra avanzar en los tiempos requeridos, lo que aseguró, repercute en su credibilidad y representatividad.

4.- La investigadora del Instituto Libertad y Desarrollo, señora María Paz Arzola, recalcó la idea que es fundamental que el financiamiento estatal beneficie al estudiante, tomando en cuenta sus características de elegibilidad, y no a la institución de educación respectiva, dadas las diferencias que actualmente existen respecto de los beneficios a que son acreedores los alumnos que estudian en instituciones que pertenecen y no pertenecen al CRUCH o son de institutos profesionales, los que independientemente tienen derecho a una ayuda que tenga las mismas condiciones. 

Subrayó que en su opinión, el estudiante que solicitó hace años atrás el Crédito con Aval del Estado, tiene derecho a recibir los mismos beneficios de quien lo solicitó hoy en día y, por tanto, cree que este proyecto es muy positivo porque apunta a mejorar esta desigualdad.

También hizo notar que un sistema de créditos para financiar la Educación Superior está basado en que es justo y equitativo que el egresado devuelva al Estado las ayudas recibidas, una vez que el aumento de sus ingresos se materialice. Sobre este punto en particular, señaló que si bien no es el único beneficio que recibe el egresado de la educación superior, si es cierto que ella permite aumentar la probabilidad de que el egresado se emplee y, en consecuencia, aumente su ingreso.

Asimismo, se manifestó de acuerdo con las principales modificaciones propuestas, como, por ejemplo, el aumento de la oferta. Con respecto a la tasa de interés, hizo presente que constituye un tema relevante, toda vez que incide directamente en la determinación de las cuotas a pagar por el egresado.

De conformidad a los gráficos incluidos en su presentación, que quedó a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de esta Comisión, reiteró que es claro que la tasa de interés  influye de manera relevante, por lo que al bajarla, se obtiene también, una disminución importante de la deuda futura, transformando así en la mayoría de los casos, el pago de la deuda en una carga abordable.

También planteó sus dudas con respecto al  caso en que el egresado promedio no logre emplearse y alcanzar el ingreso medio, ello por cuanto se debe tener en consideración que la capacidad de pago cambia en el tiempo, siendo un fenómeno dinámico.

Hizo presente que, desde su punto de vista, falta mejorar otros aspectos del proyecto, lo que no obsta a que se le apruebe. Estuvo de acuerdo en que el CAI
, que sugiere el panel de expertos, constituye una herramienta muy interesante, toda vez que hace que las respectivas instituciones de educación superior se comprometan a impartir carreras que si tengan futuro laboral, además de ayudar a que se mantengan los aranceles en relación a los costos reales, sin que puedan subirlos indiscriminadamente.

Finalmente, señaló que, a su juicio, el CAE ha sido y sigue siendo una buena estrategia para financiar los estudios superiores, además que ya ha beneficiado a 350.000 prestatarios, y a su parecer esta es la oportunidad de alivianarles la carga (sic) y seguir avanzando en lo que se pueda mejorar.

En relación con la exposición, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio hizo presente que en lo que dice relación con ampliación de las instituciones que podrán entregar el crédito - compañías de seguros y cajas de compensación-, no hay mención a la existencia de una agencia pública encargada de la fiscalización y administración de los créditos, que era un acuerdo adoptado con el ex Ministro señor Bulnes, por lo que expresó su aprehensión en cuanto a si se mantendría o no el compromiso del Ejecutivo de abrirse a este esencial tema.

Sin perjuicio de lo anterior, añadió que los Parlamentarios de la Concertación propondrían las siguientes medidas:

1. la creación de una Agencia Pública, que administre un sistema integrado de ayudas estudiantiles.

2. la regulación de los aranceles que cobran  las Instituciones de Educación Superior, de manera tal de reducir la brecha entre el arancel de referencia y el real. Sobre este punto, se detuvo para enfatizar que, a su parecer, este es uno de los mayores problemas, ya que aunque se haga un tremendo esfuerzo en materia de becas y créditos, si siguen subiendo los aranceles sin control alguno, obviamente dicho esfuerzo no será suficiente.


3.- la creación de un sistema único e integrado de ayudas estudiantiles, que articule de manera adecuada el sistema de becas y créditos, garantizando que la cobertura de las primeras alcance a todos los estudiantes que se encuentren dentro del 70% de menores ingresos. 





4.- que el crédito considere un plazo máximo de cobro, no superior al del FSCU, al cabo del cual éste se extinga, lo que a su juicio también debe analizarse desde el punto de vista de los costos.





5.- que la tasa sea de un 2%, lo que ya se encuentra cumplido en el proyecto en discusión.





6.- diseñar una solución para los deudores del crédito CORFO, que deben asumir una tasa de interés del orden del 7.5 al 9%.

Agregó que le resulta muy trascendente que el Gobierno se pronuncie sobre todos estos temas, sin apresuramientos, de manera que todo lo anterior sea analizado en el contexto más global de una reforma profunda al sistema educacional. 

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer indicó que es sabido que éste es sólo uno de los proyectos presentados por el Gobierno para ayudar a los estudiantes que optaron por el CAE hace años y que hoy los mantiene sobrendeudados, toda vez que no han sido capaces de devolver los créditos solicitados, porque se pagan con distintos porcentajes.

Asimismo, compartió lo planteado por la expositora, en el sentido que la problemática no está en la persona cuando ingresa a estudiar, porque una persona que ingresa a la Educación Superior una vez que tenga empleo, va a poder devolver  el esfuerzo que el Estado está haciendo por ella, y en este sentido, dijo que algunos podrán hacerlo de mejor forma conforme al volumen de sus ingresos.

En otro orden de materias, le pareció interesante la idea de que el pago se calcule conforme al ingreso futuro, y preguntó a la expositora su opinión sobre la gratuidad y ampliación de las becas, y qué podría hacer el egresado que tiene mejores ingresos  para devolver el crédito que recibió, siendo también en cierto sentido solidario con los que aún están estudiando.

Del mismo modo, compartió lo expuesto en el sentido que debe mirarse el sistema en su conjunto, en donde es necesario enfrentar la diferencia que existe entre lo que cubre el crédito con aval del Estado y lo que cubre una beca en relación con el arancel real. También se manifestó  conforme con la idea de que las IES
 asuman su cuota de responsabilidad en cuanto a la calidad de la educación que están impartiendo.

Sobre el tema de la calidad de la Educación, reconoció que existe un tema pendiente, pero que escapa a este proyecto, ya que en su parecer es un tema más bien específico. 

El Honorable Senador señor Navarro, por su lado, remarcó la coincidencia entre las presentaciones hechas ante la Comisión por el Instituto Libertad y Desarrollo y el Ministerio de Educación sobre el Crédito con Garantía Estatal.

Manifestó no compartir el principio defendido por la representante del referido Instituto respecto a que los alumnos, una vez egresados, deben devolver al Estado las ayudas estudiantiles recibidas, toda vez que ello resulta justo y equitativo. Afirmó que ese pensamiento no es sino reflejo del modelo neoliberal que nos rige. Advirtió que Finlandia, que sigue el mismo modelo en lo económico, ha optado por la gratuidad en su sistema educativo. En sintonía con lo anterior, sostuvo que la iniciativa legal, pese a rebajar la tasa de interés, sigue siendo una pesada mochila para los alumnos y que el financiamiento, entonces, debiera provenir del Estado.

Por último, insistió en no continuar con la tramitación del proyecto en debate mientras el Gobierno no retirara la publicidad engañosa en donde la rebaja de tasa de interés se muestra como una realidad. Sobre el particular, informó a los integrantes de la Comisión que había presentado una solicitud de pronunciamiento ante la Contraloría General de la República respecto al spot publicitario lanzado por el Ministerio de Educación en donde se asegura la rebaja de la tasa de interés del Crédito con Garantía Estatal en circunstancias que el proyecto aún se tramita en el Congreso Nacional y se encuentra en su segundo trámite constitucional.


En relación con este último aspecto, la Honorable Senadora señora Von Baer llamó al Honorable Senador señor Navarro a tener cuidado con las aseveraciones vertidas. Añadió que la exigencia de una ley para rebajar la tasa de interés sólo es necesaria para los alumnos que hayan accedido al Crédito con Aval del Estado con anterioridad al 31 de diciembre de 2011, puesto que para los nuevos alumnos la rebaja ya existe desde febrero del año en curso. En consecuencia, la iniciativa de ley en estudio, puntualizó, tiene carácter de retroactiva, mientras que la publicidad mencionada se refiere a los nuevos estudiantes.


Asimismo, enfatizó la necesidad de continuar con la tramitación del proyecto de ley del rubro, más aún teniendo en consideración el gran alivio que representa para los 350 mil estudiantes beneficiados de pasar a pagar cuotas mensuales que dan cuenta de una tasa de interés de un 5,6% a una de 2% anual real.

Tras el debate suscitado entre los Honorables Parlamentarios, la investigadora del Instituto Libertad y Desarrollo, señora María Paz Arzola intervino nuevamente abocándose esta vez a responder las inquietudes formuladas. En ese contexto, señaló, en primer lugar, que su presentación no reproduce la del Ministerio de Educación y remarcó que pueden existir coincidencias, ya que hay ciertas descripciones del proyecto de ley y ciertos aspectos que no pueden ser obviados.

En segundo lugar, refiriéndose a la pregunta formulada por la Honorable Senadora señora Von Baer respecto a su postura sobre la gratuidad, sostuvo que si bien en un principio las demandas de la Confech fueron muy amplias en relación con ella, hoy, tras el transcurso de algunos meses ello ha cambiado. Sobre el particular, agregó que si se observa la presentación de los representantes de la Confech ante esta instancia la sesión anterior es posible advertir que la propuesta no busca la gratuidad total al proponer el financiamiento de la educación superior por medio de los tributos que deberán pagar los egresados. 

En la misma línea anterior, aseveró que lo que parece más justo y equitativo no es pagar a través de los impuestos, sino cobrar a cada uno lo que utilizó siempre y cuando pueda pagar. Adicionalmente, indicó que la mayoría de los chilenos lo que busca es que se proporcionen los recursos a los que carecen de ellos para estudiar, lo que les permitirá incrementar sus ingresos futuros fruto de la educación recibida.

5.- Profesor de derecho de la Universidad Adolfo Ibáñez y Universidad de Chile, señor Fernando Atria.


Cabe hacer presente, que el expositor, no sólo se refirió a la iniciativa de ley en informe, sino que también al proyecto anunciado por el Ejecutivo relativo al nuevo sistema de financiamiento de la educación superior.

En primer término, señaló que en la discusión acerca de la iniciativa legal en informe, se observa que en el intento de aliviar la carga de los estudiantes y sus familias, pareciera que sólo se buscara ajustar el funcionamiento de un sistema cuya filosofía central no se pone en duda. Aseveró que lo anterior es errado toda vez que a partir de las movilizaciones del año pasado la filosofía del sistema imperante está en tela de juicio, no logrando, sin embargo, el Ejecutivo entenderlo al enfatizar la dimensión descrita. 

En este mismo orden de ideas, agregó que detrás de toda esta discusión se esconde la pregunta acerca de por qué el Estado debe financiar la educación. Sostuvo que frente a ella las alternativas de respuesta son dos. La primera posible, que ha sido la dominante en los últimos veinte años, es que el Estado paga porque tiene la obligación de garantizar a todos los ciudadanos un mínimo de educación. Añadió que si la alternativa es esa, el Estado asume que sobre ese nivel mínimo cada uno puede, en la medida de sus posibilidades, comprar en el mercado la diferencia, resultando indiferente para él la desigualdad que sobre ese límite se produce, toda vez que ella tiene lugar en la dimensión privada. La segunda, que se impone en la actualidad, mencionó, es aquella que sostiene que hay ciertas aristas del bienestar de cada uno, entre las cuales está la educación, que son preocupación de todos, pues así lo exige el vivir en comunidad con otros.

Profundizando en lo anterior, indicó que las alternativas anteriormente descritas no son sólo temas teóricos, ya que el Estado debe inclinarse por alguna de ellas al momento de decidir su política. Así, puntualizó, la primera alternativa bien queda de manifiesto en el sistema de financiamiento compartido que reina en la educación escolar. Puntualizó que esa realidad demuestra que el Estado ha decidido políticamente que la educación a la cual todo ciudadano tiene derecho es la educación que vale, fomentando, al mismo tiempo, que sobre ese valor quien pueda pagar adicionalmente lo haga, declarando que la desigualdad producida por el hecho de que algunos pueden pagar más por educación y otros pueden pagar menos, le es políticamente irrelevante.

Advirtió que lo notorio de la discusión actual es que el financiamiento compartido vigente en la educación escolar, encuentra su símil, en la educación superior, en la brecha entre los aranceles de referencia y los aranceles reales, y observó que mientras la ley asume como políticamente beneficiosa esa situación en la educación escolar, para la educación superior la descarta tajantemente. A mayor abundamiento, puntualizó que mientras en el primer escenario se defiende el derecho de los padres de aportar a la educación de sus hijos, en el segundo, el criterio cambia, apareciendo la posibilidad de aportar económicamente a la educación no como una libertad, sino como una limitación a la misma. 

Continuando con el desarrollo de la idea anterior, apuntó que en la iniciativa de ley anunciada por la cartera de Educación en materia de financiamiento, se ha buscado la manera política de modificar el sistema, excluyendo la aludida brecha y obligando a las universidades a financiarla. Lo anterior, hizo ver, reafirma la idea que el deber del Estado en el financiamiento de la educación ha cambiado, debiendo no sólo garantizar un mínimo, sino además una educación igual para todos en los términos señalados en el artículo 1° de la Carta Fundamental, esto es, asegurar una educación que pretenda abrir a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional las mismas oportunidades de realización material y personal posible.

En el mismo orden de ideas, enfatizó que, si el deber del Estado es el descrito, los términos en que se discuten las políticas sobre financiamiento de la educación superior cambian considerablemente, puesto que ya no es algo irrelevante que el mercado produzca desigualdad, transformándose en un problema que se asume públicamente. 

A renglón seguido, afirmó que, mirado el futuro proyecto de ley desde la óptica descrita, se observa en él una suerte de crisis de identidad. Señaló que una explicación a ello sería que estamos en presencia de una reforma importante calificada de perfeccionamiento, ya que anuncia que no introduce cambios, salvo facilitar el pago de la educación al dar un subsidio ex post a los estudiantes. 

En la misma línea argumental, puntualizó que la pregunta que debe responderse es en qué se diferencia un crédito contingente
 al ingreso de un sistema de impuestos especiales. Sobre el particular, hizo presente, en primer lugar, que el crédito en ningún caso es contingente al ingreso, ya que lo que lo es, en la propuesta del Ejecutivo, es su pago. Lo anterior, precisó, hace difícil que pueda ser entendido realmente como un crédito, toda vez que en él, la obligación del deudor de pagarlo es una obligación cuya entidad se mide en referencia a lo recibido y, en el caso planteado, la obligación del deudor no dice relación con ello, sino con su capacidad de pago, excluyendo, lógicamente, el caso de aquellos que tendrán ingresos que les permitirán pagar en menos de 180 cuotas la deuda contraída. En definitiva, aseveró, utilizando el lenguaje tributario, lo que se paga no es más que la capacidad contributiva de cada uno y no lo recibido, resultando ser, en consecuencia, un pago progresivo que deben asumir todos quienes se encuentren en una determinada situación legal. Añadió que se trata entonces de un impuesto especial como ocurre en el caso del crédito de timbres y estampillas o en el caso del permiso de circulación que afecta sólo a quienes piden un crédito, en el primer caso, o a quienes tienen un auto, en el segundo.

En la misma lógica anterior, sentenció que la decisión del Ministerio de Educación de presentarlo como un crédito en donde el pago se realiza de manera contingente al ingreso, refuerza la idea de no querer poner en discusión la filosofía que inspira al sistema educacional chileno en donde el Estado sólo financia el mínimo y el financiamiento compartido se defiende. Esta decisión para la educación superior, sostuvo, muestra que el Gobierno insiste en la falsa tesis que la gratuidad es regresiva al tornarse en un beneficio injusto para los ricos.

Establecido lo anterior, afirmó que si bien la diferencia entre un crédito y un impuesto progresivo en el caso presentado no tiene ninguna diferencia sustancial, si la tiene en dos casos. Así, continuó, para quienes no tendrán ingresos suficientes para pagar todo lo recibido más el 2% de interés, es un impuesto, ya que es un pago establecido por la ley en progresión a sus rentas, mientras que para quienes pagan lo que recibieron porque reciben ingresos más altos, es un crédito. Hizo ver que para estos últimos es un crédito puesto que no tendrán que pagar el 10% de sus ingresos durante 15 años, porque con anterioridad su deuda se extinguirá.

Tras la precisión anterior, puso de relieve que la nueva propuesta del Gobierno para la educación superior resulta ser, por lo tanto, de impuestos para quienes obtengan rentas más bajas y crédito para quienes alcancen rentas más altas. Adicionalmente, indicó que la decisión de preservar la figura del crédito beneficia a los más ricos, mientras que la del impuesto a los más pobres. Manifestó que si la decisión de insistir en la figura de los impuestos se aplicara a los que obtienen rentas más altas sería perjudicial para ellos, porque pagarían más allá de los dineros que le fueron proporcionados. 

Continuando con el desarrollo del punto anterior, hizo presente que la aplicación del sistema de impuestos para todos haría que los grandes beneficiados fueran los pobres al gravar más a los de rentas más altas. En consecuencia, recalcó, se destruye la tesis defendida por el Ejecutivo que el financiamiento de la educación superior por medio de impuestos especiales resultaría injusta toda vez que beneficiaría a los más ricos, demoliendo el argumento de la regresividad.

Ahondando aún más en su afirmación, destacó que la decisión de excluir del sistema de créditos al 10% más rico de la población se justifica cuando la figura es realmente la de un crédito, mas no tiene cabida si lo que se busca establecer detrás de él es realmente un impuesto, ya que, en definitiva, se estaría beneficiando a ese sector que seguramente, una vez titulado, obtendrá rentas más altas que el resto, impidiendo la instauración de un sistema realmente solidario.

Adicionalmente a lo anterior, consultó si el régimen propuesto por el Ejecutivo será obligatorio o no para las instituciones de educación superior. Afirmó que, hasta el momento, nada se sabe acerca de si las universidades van a estar obligadas a recibir estudiantes beneficiarios de becas o créditos estatales ni tampoco si en sus procesos de admisión las universidades podrán tomar en cuenta este hecho. Recalcó que para ellas recibir un estudiante con beca o crédito puede imponerles un gravamen importante al tener que financiar la brecha entre el arancel de referencia y el arancel real. Sostuvo que del espíritu de la iniciativa pareciera desprenderse que no existe obligación alguna al respecto para ellas por lo cual podrán decidir si reciben en sus planteles o no como también si impondrán procedimientos diferenciados de admisión. De ser así, apuntó, los estudiantes pertenecientes al décimo decil se convertirán en el recurso más cotizado de estas instituciones, puesto que podrán cobrarles cuanto quieran, segregando aún más el sistema. 

En sintonía con lo anterior, enfatizó que esas casas de estudio serán quienes obtendrán los mejores resultados porque serán ellas las que tendrán la mayor cantidad de recursos, recibirán alumnos con el mayor capital cultural y porque estarán en una situación más beneficiosa que su competencia la que tendrá la limitación de poder cobrar sólo hasta el valor del arancel de referencia.


Tras este último análisis, hizo notar que el camino sugerido por el Ejecutivo no hace sino dibujar en la educación superior el escenario de segregación que reina en la educación escolar de nuestro país, cuestión absolutamente indeseable, puesto que el sistema debiera estar diseñado de modo tal que propendiera a la integración . Así las cosas, aseguró que el sistema de créditos debiera ser aplicable también al 10% más rico de la población, transformándose en el único modo de pagar la educación superior.

Finalmente, puso de relieve que el sistema de financiamiento integrado debiera tener a la vista dos grandes condiciones. Por un lado, buscar algún mecanismo para asegurar la calidad de las instituciones
, y, por otro, tratar al sistema de educación superior como una unidad, del modo en que lo hace el sistema de admisión de las universidades tradicionales.

Se deja constancia que el señor Atria acompañó su presentación con un documento en formato Word el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio compartió con el señor Atria el punto de partida de su tesis respecto de los beneficios universales y derechos garantizados, y lo mismo en cuanto a la focalización pero con una salvedad respecto del porcentaje bajo la línea de la pobreza, ya que no es lo mismo cuando un país tiene el 40% de la población bajo dicha línea a otro que tiene sólo el 15%. Indicó que la diferencia radica en que tener derechos, no es sinónimo de gratuidad, no obstante que esos derechos sean bienes públicos. En este sentido, dijo que su perspectiva obedece a la justicia más que a la igualdad, y sobre todo más que al igualitarismo y, especialmente, la justicia social entendida como dar a cada cual lo suyo conforme a sus necesidades y capacidades. Dentro de este contexto, dijo creer en una economía social de mercado, más que en un Estado de Bienestar en relación a la provisión y financiamiento público y privado de esos bienes.

En segundo lugar, estableció que los recursos siempre son relativamente escasos frente a demandas múltiples, lo que define que no alcancen para todos y creer que son ilimitados lleva a la consecuencia que hoy en día se sufre en Europa, donde derecho social es igual a gratuidad o bien público es sinónimo de gratuidad, lo que ha significado la crisis fiscal generalizada, el endeudamiento público insostenible y la idea de que el Estado puede proveer gratuitamente de todo para todos, lo que provoca la crisis.

Esa concepción del señor Atria con cierto concepto de igualdad y que a su juicio parece igualitarismo, no le pareció el camino más adecuado ya que constituye una seria distorsión, toda vez que junto a los derechos se encuentran los deberes y las responsabilidades, de manera que el copago o pago en la medida de las capacidades es una exigencia de la justicia que viene a dignificar al beneficiario.

Por su parte, el Honorable Senador señor Quintana quiso destacar el debate planteado por el señor Atria y resaltó que detrás de la voz “gratuidad”, a la que muchos temen, está inserta la discusión del momento.

Asimismo, indicó que existen muchas similitudes entre la futura iniciativa de ley anunciada por el Ejecutivo relativa a financiamiento de la educación superior y la reforma tributaria ingresada recientemente a tramitación. Así, sentenció, la única reforma tributaria que ha existido en el país fue la de los años noventa implementada bajo el gobierno de don Patricio Aylwin Azócar, ya que la propuesta del Gobierno de turno resulta ser sólo una ilusión óptica al no cambiar en nada la realidad. Lo mismo ocurre, aseguró, con lo anuncios formulados en materia de educación que no alteran el sistema hasta ahora conocido.

En sintonía con lo anterior, recordó que la reforma tributaria aludida permitió asegurar y financiar muchos de los derechos sociales e indicó que lo mismo debiera permitir una reforma tributaria de verdad. Lo mismo, recalcó, debiera ocurrir en materia educacional en donde se financie no sólo el mínimo de educación ya logrado sino también la brecha entre los aranceles de referencia y los reales.

Tras la aseveración anterior, afirmó que el modelo de gratuidad debe ser el que inspire a la educación superior, pero, al mismo tiempo, dijo no estar seguro de ser esa la mejor alternativa para aquellos que forman parte del 10% más rico de la población. En relación con esto último, consultó al señor Atria cuál sería la mejor alternativa para ese sector socioeconómico.

A renglón seguido, hizo presente que muchos no comparten la idea de gratuidad pues estiman que la formación de profesionales sólo redunda en beneficios económicos para el titulado, mas, afirmó, no alcanzan a dimensionar que el Estado también se beneficia de esa decisión. En consecuencia, hizo ver que el país no puede dejar pasar la oportunidad de hacer una reforma tributaria de verdad que permita cambios reales para los estudiantes y para lo que el país espera.

Por último, quiso insistir en que el modelo escondido detrás del nuevo anuncio del Gobierno no hace sino ahondar en el sistema vigente que tanto endeuda a las familias chilenas.

A su turno, la Honorable Senadora señora Von Baer puso de relieve que tras la presentación del señor Atria queda claramente establecido que la gran interrogante que existe cuando se propone o sugiere la gratuidad es sí se está dispuesto a pedir mayor contribución a aquéllos que alcanzan rentas más altas o bien si se pedirá a todos lo mismo.

En el mismo orden de ideas, remarcó que cuando se habla de gratuidad lo que se dice es que aquéllos que tienen más no tienen que aportar, porque la idea es dar a todos lo mismo, y aquéllos que tienen menos entrarán dentro de la gratuidad con mayor razón aún. Sostuvo que otra alternativa es que quienes no pueden pagar sean subsidiados y los que puedan hacerlo devuelvan los recursos. Consideró que la idea de dar gratuidad a todos resulta inviable, toda vez que, dijo, no se puede pretender que los que obtienen mayores ingresos no devuelvan los dineros que el Estado les proporcionó para financiar sus estudios porque ello resultaría injusto.

Por último, hizo notar que el planteamiento que se ha formulado en cuanto a que el sistema propuesto por el Ejecutivo en la futura iniciativa legal beneficia a aquellas personas que obtienen mayores ingresos, porque para ellos la figura del impuesto no se aplica, lo que sería injusto, presenta un juicio de valor similar en caso de la alternativa de la gratuidad, porque quienes pueden pagar resultarían ser los grandes beneficiados.

El Honorable Senador señor Cantero, valoró el que la intervención del señor Atria lograra provocar una nueva discusión en torno al proyecto anunciado por el Ejecutivo.

Establecido lo anterior, consultó acerca de si los derechos son individuales y universales. Afirmó que, de ser positiva la respuesta, la educación debiera alcanzar a todos sin discriminar entre el nivel socioeconómico al que pertenecen los alumnos, pues se trataría de un derecho garantizado por el Estado.

Por otra parte, quiso consultar acerca de la naturaleza jurídica que tiene el derecho a la educación, puesto que aseveró que las consecuencias cambian según se la considere un bien privado, público o uno de carácter mixto. Indicó que, según su parecer, se trata de un bien público y que, en consecuencia, debe ser garantizado en su provisión por el Estado. Añadió que en Chile, según da cuenta la historia, ella siempre ha sido considerada un bien mixto, realidad que ha llevado a que sólo se financie un nivel mínimo de ella sin importarle al Estado la desigualdad que esa decisión genera ni la segregación alcanzada.

En la misma línea anterior, sentenció que es el Estado el principal generador de desigualdades y no el mercado, siendo el gran instrumento que le da origen la subvención que otorga, la que no logra financiar ni el nivel mínimo de educación. Adicionalmente, insistió en que el Estado ha decidido renunciar a combatir la desigualdad imperante y ha dejado que el mercado actúe con plena libertad, naciendo la dicotomía que el arancel de referencia establecido no guarda relación con el arancel real. A todo lo anterior, acotó, se suma que durante veinte años se ha dejado que el mercado opere sin imponerle regulación alguna desembocando en la realidad actual.

Por último, quiso hacer presente que si bien urge que el país asuma su responsabilidad, los bienes públicos debieran proporcionarse de manera prudente a fin de evitar transformar al país en un Estado de bienestar que acabe por colapsar tal como ocurre en la actualidad en ciertos países europeos.

A continuación, el señor Atria aclaró las dudas e inquietudes formuladas en el debate parlamentario. 

En primer término, aseveró que la gratuidad parece ser, en estricto rigor, una manera errada de identificar la demanda y afirmó que la demanda real que se esconde detrás de ella consiste en la imperante urgencia de desconectar la satisfacción de esa necesidad de lo que cada uno es capaz de pagar. A mayor abundamiento, sostuvo, no es posible concebir que lo que cada uno recibe sea reflejo de lo que cada cual es capaz de pagar. Agregó que lo que hay son ciertos derechos a los que bien se les puede calificar de sociales al ser una dimensión del bienestar de cada uno, pero que es responsabilidad de todos y que la ausencia de dinero no puede ser la razón para no tener provisión. En consecuencia, enfatizó que lo que cada uno debiera recibir es la medida de su necesidad.

Deteniéndose en la propuesta del Ejecutivo sobre financiamiento de la educación superior, valoró el que a partir de ella se pudiera discutir su funcionamiento, logrando escapar de la mera teoría. Insistió en que en el discurso del Gobierno el repago del “crédito” se justifica toda vez que se trata precisamente de un crédito, en circunstancias que un análisis de la iniciativa advierte que ese repago sólo tiene ese fundamento para quienes obtienen mayores ingresos, ya que se presenta como un impuesto para quienes no se encuentran en esa situación. Aclaró que si lo debido es a título de crédito lo que se debe pagar es lo recibido, mientras que, si es a título de impuesto, lo que se debe pagar es lo que se puede pagar, es decir, la capacidad contributiva de cada uno.

Desde la perspectiva anterior, puntualizó, el sistema propuesto por el Ejecutivo se presenta como un sistema mixto, ya conviven en él el criterio del impuesto y el del crédito.

Respondiendo la pregunta de la Honorable Senadora señora Von Baer aseguró que el que sea un crédito beneficia a los más ricos, perjudicándolos en el caso de aplicarse para ellos la decisión de los impuestos, a contrario del discurso sostenido hasta ahora por el Gobierno, ya que pagarán más del costo de sus carreras. Sentenció que en la medida en que los que obtienen rentas más altas paguen más de lo que recibieron para financiar sus estudios no hay injusticia ni regresividad ni indignidad como lo sostuvo el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio.

Por último, concluyó su intervención sugiriendo que una buena alternativa sería el que la educación se financiara por medio de un impuesto específico destinado al mantenimiento solidario de la educación superior. Remarcó que, de ser así, incluso no debieran ni siquiera contemplarse las becas, bastando con el “crédito” lo que permitiría obtener el mismo resultado, puesto que probablemente esos alumnos beneficiarios de becas no alcancen el nivel de ingresos a partir del cual se comienza a pagar el impuesto específico.

6.- Agrupación de Endeudados del Crédito con Aval del Estado. 

La Comisión escuchó al señor Marcelo Rivera quien señaló que, entre los años 2006 y 2011, fueron 365.000 los alumnos que debieron recurrir a este sistema de financiamiento para poder acceder a la universidad. Informó que, en su caso particular, tener este crédito implica que los $ 14 millones que le fueron entregados para sus estudios se traducirán, con el escenario actual a la hora de egresar, en una deuda de $ 45 millones que deberá pagar en cuotas mensuales y sucesivas durante veinte años de 8 unidades de fomento mensuales 

Hizo presente que las soluciones propuestas en la iniciativa de ley resultan beneficiosas para quienes integran esta agrupación que representa el 33% del actual universo estudiantil, toda vez que rebajan la tasa de interés a que están sujetos los créditos y permite pagar de manera contingente a los ingresos que cada uno perciba.

7.- El Rector de la Universidad Nacional Andrés Bello, señor Pedro Uribe, se refirió, primeramente, al crecimiento exponencial experimentado por la educación superior en los últimos años. En relación con esa realidad, hizo ver que son muchos los factores que han contribuido a ello, destacando, lógicamente, el significativo aporte de la creación del Crédito con Aval del Estado el año 2006. Este instrumento, consideró, ha traído como consecuencia un significativo aumento del número de estudiantes que logran acceder a la educación terciaria y, especialmente, de aquéllos provenientes de los primeros quintiles.

Sin embargo, recalcó que junto con este positivo aumento en la matrícula de la educación superior, se han producido consecuencias lamentables y significativamente perjudiciales como las inexplicables diferencias entre las características de este sistema de créditos y las del Fondo Solidario de Crédito Universitario (FSCU) y el excesivo endeudamiento de quienes han accedido a este sistema de financiamiento.

En ese esquema, prosiguió, la propuesta del Ejecutivo en informe, y aquella relativa al Financiamiento de la Educación Superior, recientemente anunciada, se encaminan a poner fin a esas negativas consecuencias y a igualar el escenario de aquellos alumnos que estudian en alguna universidad perteneciente al Consejo de Rectores respecto de aquéllos que se forman en otras casas de estudio, gracias a la propuesta de rebajar a un 2% la tasa de interés a que están sujetos sus créditos como también al hecho de establecer el pago del mismo de manera contingente a los ingresos que perciban una vez que terminen su educación superior.

A mayor abundamiento, precisó que junto con dar solución a las diferencias reinantes, el Gobierno, a través del nuevo sistema de Financiamiento de la Educación Superior, pretende alcanzar un sistema único que regirá para todos los estudiantes del país, sin importar donde se decida estudiar, mientras la institución esté acreditada. Asimismo, valoró el anuncio efectuado en orden a poner un especial énfasis en los primeros quintiles, lo que se traducirá en ayudas económicas especiales para los alumnos provenientes de los sectores más vulnerables del país. Celebró, también, la propuesta de excluir del financiamiento de estos importantes instrumentos a los bancos privados. En suma, aseveró, el nuevo sistema de financiamiento que regirá en el país resulta altamente positivo.

Continuando con el desarrollo de su intervención, afirmó que estas nuevos proyectos impactarán en la universidad que representa, casa de estudio definida como compleja y que ha abogado permanentemente por la calidad de la educación entregada
, pues de sus 32 mil alumnos matriculados en pregrado, 16 mil deben recurrir al CAE para financiar sus estudios. Para ellos, manifestó, el proyecto en estudio constituye una muy buena noticia pues permitirá una rebaja de sus deudas cercana al 40%.

En este nuevo escenario, precisó, habrá que enfrentar quizás algunos hechos más complejos. Entre ellos, dijo, el relativo a la propuesta del Ejecutivo en relación con la forma de calcular los aranceles de referencia o el financiamiento de la brecha por parte de las casas de estudio entre esos aranceles y los reales. En el mismo orden de ideas, quiso hacer un llamado a tener presente que lo importante es que en esa determinación no se afecte a aquellas casas de estudio que están en proceso de desarrollo ni tampoco a aquéllas que, dedicadas sólo a la docencia inicialmente, buscan transformarse, más tarde, en universidades complejas.

Entre estas últimas, destacó, se encuentra la casa de estudio que representa, universidad privada que contribuye a la formación de recursos humanos especializados, ya que cuenta con ochos programas de Doctorado en áreas duras de la ciencia
, con investigación y con generación de nuevo conocimiento. 

Finalmente, agregó que la Universidad Nacional Andrés Bello, que busca ser una casa de estudio compleja y contribuir a la sociedad con recursos humanos y conocimientos nuevos para impulsar el desarrollo, está muy atenta a los parámetros que se propongan para cubrir las diferencias que necesariamente tendrá este sistema de financiamiento.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, consultó al señor Rector acerca la manera en que operaba el sistema de becas y créditos en su universidad. Asimismo, preguntó al expositor cómo debiera ser, en su opinión, la administración del Crédito con Garantía Estatal o del que haga sus veces. Sobre este tema, hizo presente que el Gobierno aún no ha aclarado este punto y, en consecuencia, se desconoce todavía si será un organismo público o privado quien asuma tan trascendental misión.

Por otro lado, solicitó informar qué porcentaje de los ingresos totales de la casa de estudio que representa provienen de becas y créditos, y consultó también respecto de la opinión esa casa de estudios acerca a la propuesta del Ejecutivo que las universidades deberán financiar la brecha entre los aranceles de referencia y los reales.

Formuladas las preguntas anteriores, señaló que, en su opinión debe avanzarse no sólo respecto del sistema de becas y créditos, sino también en la regulación de los aranceles. Afirmó que de lo contrario los dineros que el Estado entrega para financiar la educación superior seguirán dirigiéndose a un pozo sin fondo y absolutamente desregulado.

Con relación a estas materias, preguntó al expositor cuál sería la fórmula más adecuada a emplear a la hora de determinar los aranceles y cómo debiera financiarse la brecha entre el arancel de referencia de cada carrera y el real. Sobre este último punto, dijo tener ciertas inquietudes, porque si bien le parece adecuada la propuesta del Gobierno pues permite que las casas de estudio asuman más responsabilidades en el sistema y evita distorsiones como la excesiva duración de las carreras y los altos niveles de deserción, al mismo tiempo, esa medida pueda dar pie a desincentivar que esas universidades acojan a los alumnos de menores ingresos.

Por su lado, el Honorable Senador señor Cantero reconoció al señor Rector el esfuerzo de la casa de estudio que regía por transformarse en una universidad compleja, puesto que en la actualidad ciertas casas de estudio no se condicen con la denominación de “universidad”, ya que, en su concepto, las casas de estudio no sólo deben abocarse a la docencia, sino desarrollar también investigación y extensión, y, en esa idea, consultó al expositor si, según su parecer, las universidades complejas debieran ser acreedoras de tratamientos distintos y de mayores beneficios que aquéllas meramente docentes.

A su turno, el Honorable Senador señor Navarro preguntó al señor Uribe si la Universidad Nacional Andrés Bello pretendía seguir creciendo en cuanto a número de estudiantes que componen su universo estudiantil o no. Aseguró que, en ese intento de excesivo crecimiento, bien podría ocurrir que el prestigio alcanzado pudiera verse afectado.

A continuación, el Rector de la Universidad Andrés Bello intervino nuevamente para resolver las inquietudes planteadas por los Honorables Senadores presentes.

En primer lugar, respondiendo la interrogante formulada por el Honorable Senador señor Navarro, recordó que en materia de cobertura en educación superior, Chile alcanza un porcentaje cercano al 52%, logrando un nivel similar al de los países desarrollados según la OCDE. Así, en pregrado la intención no es continuar aumentando el número de alumnos que reciben, pero si existe interés en atraer mayor cantidad de alumnos en los programas de post grado que imparten.

En segundo lugar, abocándose a la pregunta del Honorable Senador señor Cantero sostuvo que, evidentemente, el asumir el desafío de constituirse en una universidad compleja supone mayores recursos, que los que requieren las universidades docentes, porque junto con esa importante labor, debe asumirse el costo de la investigación y la extensión que se debe desarrollar. En consecuencia, manifestó, se requieren aportes financieros adecuados, logrados sólo hasta el momento, en el caso de la casa de estudio que representa, gestionando de manera adecuada los recursos provenientes de las matrículas y aranceles.

En otra línea, consideró que si bien es importante distinguir entre universidades complejas y universidades docentes, es necesario, al mismo tiempo, establecer los mecanismos adecuados para no frenar los deseos de las casas de estudio que creadas originalmente como docentes, deciden más tarde transformarse en planteles complejos. Por último, respecto a esta pregunta, insistió en que se requerirán incentivos adicionales para esos planteles, pero agregó que ellos deberán evaluarse a través de los desempeños logrados.

En tercer lugar, se detuvo en las interrogantes planteadas por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio. Sobre la pregunta respecto a la administración del sistema de becas y crédito, quiso dejar de manifiesto su preocupación por la falta de solidaridad de los estudiantes. Explicó que si se observa la forma de recuperación del Fondo Solidario de Crédito Universitario, es posible advertir que tan sólo el 38% de los dineros prestados logran ser recuperados. En el caso del Crédito con Garantía Estatal, en tanto, la recuperación es cercana al 60%, pese a que la tasa de interés es mayor y que no existe, hasta el momento, el beneficio de poder pagar de manera contingente al ingreso.

Tras hacer notar esa realidad, hizo un llamado a prestar atención en la recuperación de los dineros, más aún si se postula que las universidades deban financiar la brecha entre los aranceles. A mayor abundamiento, afirmó, mientras mayor es el porcentaje de recuperación, mayores son las capacidades del Estado de financiar educación superior para más estudiantes.

Con relación a la interrogante relativa a la forma en que opera el sistema de becas y créditos en la casa de estudios que representa, informó que en el año 2011, se otorgó tres mil millones de pesos a título de becas. Puntualizó que esa cantidad si bien parece muy alta a primera vista, la verdad es que no alcanza a muchos alumnos.

En relación con la propuesta anunciada por el Gobierno respecto a que las universidades financien la diferencia que resulte entre los aranceles reales y el de referencia, consideró que el que las universidades deban tener a su cargo esa administración las aleja de los asuntos que constituyen por esencia su experticia y los inserta en una temática para la cual las universidades no fueron creadas. Menos aún, agregó, si estarán obligadas a otorgar créditos a un interés del 2%, dineros que deberán conseguir en la banca privada a tasas de 5%, y si se tiene en consideración las estadísticas respecto a la recuperación de los dineros proporcionados. Añadió, además, que se ha sostenido que las universidades sólo podrán recuperar los dineros prestados una vez que el Estado logre recuperar los suyos.

En otra línea de argumentación, sobre la pregunta relativa al porcentaje total de ingresos del plantel que provienen de créditos y becas, remarcó que, dado que el 50% de su alumnado debe recurrir al CAE para financiar sus estudios y existen diferencias entre los aranceles, el 25% de los ingresos responden a ello.

En el mismo orden de ideas, recordó que un estudio llevado a cabo el año pasado demostró que los ingresos promedio
 por alumno que recibe una universidad perteneciente al CRUCH son de $ 5.148.326, mientras que las universidades privadas no tradicionales reciben en promedio $ 2.455.791. Es decir, concluyó, para transformarse en una universidad que atienda adecuadamente cada una de las vertientes que supone la educación superior y con calidad, se requieren recursos. 

Por último, respondiendo la interrogante relativa al financiamiento de la brecha entre el arancel de referencia y el real, precisó que lo central pasa por la fijación de los aranceles de referencia. Añadió que la realidad advierte que las casas de estudio que más aumentaron sus aranceles durante los últimos cinco años, fueron las universidades del CRUCH, puesto que lo hicieron en un 50% adicional al alza de arancel experimentada por las universidades privadas. Por lo tanto, recalcó, el temido peligro que las universidades privadas suban indiscriminadamente sus aranceles, no tiene sustento en la historia de las mismas.

8.- Rector de DUOC UC y Presidente del Consejo de Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica (IP/CFT), señor Jaime Alcalde.

El señor Alcalde comenzó su exposición haciendo presente que el mundo de la educación técnico profesional, que dista mucho de la realidad conocida en el mundo universitario, representa cerca del 40% del universo de la educación superior
.

Añadió que las preocupaciones del sector que representa están constituidas, en primer lugar, por el financiamiento de la educación por medio del sistema de becas y créditos que arrastra ciertas explicables diferencias entre los alumnos de una institución y otra. En segundo lugar, por el aseguramiento de la calidad, puesto que el sistema de acreditación hoy vigente está obsoleto. En tercer lugar, por la necesidad de crear un sistema de información pública que asegure transparencia, de manera que los alumnos y sus familias puedan tomar las decisiones plenamente informados. En cuarto lugar, por la posibilidad de estos IP y CFT de otorgar títulos y grados, de manera que sus alumnos puedan seguir estudiando en niveles superiores. En quinto lugar, por la mayor valorización de la educación técnico-profesional en el país, y, por último, por los convenios de desempeño que pueden ser útiles en el financiamiento de los profesores que quieran desempeñarse en el extranjero.

Expresadas las principales preocupaciones del Consejo que representa, se refirió al Crédito con Aval del Estado. Sobre el particular, recordó que durante cinco años integró la Comisión Ingresa en representación de los Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica acreditados. En este mundo, dijo, existen cerca de 150 mil alumnos que están con este crédito ya cursado, de los cuales 20 mil ya egresaron y 7 mil han desertado. En relación con ello, sostuvo que, como representantes de los IP y CFT, aspiran a que a la brevedad posible se pueda aprobar la iniciativa en estudio, porque la rebaja de la tasa de interés de los créditos a un 2% y la contingencia al ingreso constituyen una buena iniciativa para aliviar la carga económica de sus alumnos.

No obstante, estimó que lo óptimo sería disminuir el porcentaje de la contingencia al ingreso en el caso de estos alumnos, ya que la realidad económica dista mucho de aquélla que tienen quienes egresan de universidades.

En otra orden de ideas, puso de relieve la preocupación respecto de aquellos alumnos que solicitaron el crédito entre los años 2006 y 2011 y hoy pagan una tasa de interés cercana al 6% y no existe para ellos la posibilidad de pagar de manera contingente a sus ingresos.

Por otro lado, dijo preocuparle de sobremanera el tema relativo a la fijación de los aranceles de referencia. Sostuvo que, según datos obtenidos de la prensa, ellos se determinarán teniendo en consideración el nivel de empleabilidad de las carreras, sus remuneraciones y su pertinencia, entre otros factores. Estimó que el encontrar la fórmula adecuada para su fijación no resultará un punto sencillo de solucionar, puesto que en la actualidad existen más de 4 mil aranceles que deberán determinarse en el sistema de educación superior chileno.

Otra de las inquietudes existentes, prosiguió, se relaciona con la agencia administradora de estos nuevos créditos. Añadió que un tema no menor será hasta qué momento ejercerá sus funciones la Comisión Ingresa, a partir de qué momento comenzará a funcionar la nueva agencia anunciada y cómo será el período de transición. Hizo ver que la carga de trabajo de la Comisión citada ha sido muy pesada durante todos sus años de funcionamiento y, en consecuencia, no se trata simplemente de traspasar las funciones de un organismo a otro.

Finalmente, aseveró inquietarle la puesta en marcha de la Superintendencia de Educación Superior, organismo vital, pero cuyo proyecto de ley genera muchas expectativas en cuanto a las funciones que tendrá.

Se hace presente que el señor Alcalde acompañó su presentación con un documento en formato Word el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio respecto a las últimas preocupaciones manifestadas por el Presidente del Consejo de IP y CFT, se mostró partidario de la trilogía que ellas suponen, a saber, información, fiscalización y acreditación. A ello, añadió, debe sumarse el sistema de becas y créditos.

En materia de fiscalización, remarcó, se encuentra  en tramitación la iniciativa legal que crea la Superintendencia de Educación Superior
. Comentó que la idea de un grupo de Parlamentarios es sumar a ese proyecto, la iniciativas relativas a transparencia
 y aquélla que busca poner fin a las denominadas “sociedades espejo”
, mecanismo que ha permitido vulnerar la disposición que señala tajantemente que las universidades deben constituirse como personas jurídicas sin fines de lucro
.

En relación con el tema de la acreditación, por su lado, recordó que el Gobierno anunció la presentación de una iniciativa legal sobre la materia para el segundo semestre de 2012.

Formuladas las observaciones anteriores, se dirigió al representante del Ministerio de Educación presente, señor Raúl Figueroa para consultarle qué medidas ha estudiado el Ejecutivo para aquellos estudiantes que accedieron a este crédito entre los años 2006 y 2011.

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Raúl Figueroa sentenció que la iniciativa legal en estudio asume precisamente la situación de los alumnos que tomaron el crédito entre los mencionados años. Informó que los alumnos que ingresaron este año a la educación superior y que accedieron al CAE ya fueron beneficiados con la rebaja de la tasa de interés, puesto que no se requiere de una ley para ello, según las bases de la licitación.

A mayor abundamiento, enfatizó que para poder rebajar la tasa de interés de los créditos de los antiguos alumnos y beneficiarlos con la contingencia al ingreso se requiere la aprobación del proyecto de ley en estudio. Añadió que lo que se establece en la práctica es asegurar que el Fisco subsidiará la diferencia que resulta de aplicar una tasa de interés y la otra.

El Honorable Senador señor Cantero, en tanto, en relación con la intervención del señor Alcalde en la parte relativa a la afirmación que el sistema de acreditación estaba obsoleto, consultó si tenía alguna propuesta para ese sistema tan criticado.

El Rector de DUOC UC y Presidente del Consejo de IP y CFT, señor Alcalde ahondando en su aseveración, hizo hincapié en que el sistema de acreditación comenzó como uno de carácter voluntario, en donde los pares evaluadores salieron de las mismas instituciones que posteriormente eran acreditadas. Sin embargo, puntualizó que, con el correr del tiempo, este sistema se fue modificando y los pares evaluadores continúan siendo los mismos y de las mismas universidades, IP y CFT, de forma tal que un par evaluador de una universidad A fiscaliza a la universidad B y ésta a la C y así sucesivamente. Por lo tanto, sentenció, existen importantes conflictos de interés en la materia que es necesario resolver. Asimismo, sostuvo que los procesos de acreditación carecen de la profundidad necesaria para poder emitir juicios realmente objetivos.

En el mismo orden de ideas, planteó que lo ideal sería un sistema de acreditación con pares evaluadores independientes y que en el caso de los Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica estén relacionados con la industria y los sectores productivos, de forma tal que se forme una alianza importante entre el sector productivo y los planes de educación de los mismos. Por otro lado, consideró importante también incorporar la posibilidad de atraer evaluadores extranjeros que lleven a cabo esta labor y formen, al mismo tiempo, un contingente de profesionales para el futuro. 

Por su lado, el Rector de la Universidad Andrés Bello, observó que si bien las críticas del señor Alcalde resultan muy constructivas, no puede demonizarse este sistema que durante diez años ha permitido alcanzar mayores niveles de calidad en la educación superior. Además, mencionó que Chile es un país pequeño y, en consecuencia, a la hora de realizar las acreditaciones, debe recurrirse necesariamente al mismo grupo de expertos de siempre y, por lo tanto, la internalización de los procesos resultaría muy útil.

Puso de manifiesto que este es una tema de amplio debate en nuestro país, pero que en el concierto internacional muchas veces estos procesos no se aplican, como es el caso de universidades del Reino Unido, o como lo es Harvard, en donde simplemente su tradición avala el prestigio y la calidad de la educación impartida.

Deteniéndose en el caso de la universidad que representa, hizo notar que su casa de estudio está sometida a un proceso de evaluación internacional, hecho que ha permitido observar las diferencias entre los procesos de acreditación internacionales y los nacionales. Agregó que mientras los segundos resultan similares a un examen, en donde una comisión controla y pone una nota, el proceso estadounidense es uno de acompañamiento, en donde se evalúa si la casa de estudio tiene el potencial necesario para transformarse en una universidad de calidad y, de ser positivo, se les acompaña por un tiempo de aproximadamente cinco años en cual se revisa desde el gobierno de la universidad hasta la medición de la calidad de la educación. 

Remarcadas las diferencias anteriores, señaló que en Chile, además de la acreditación institucional, deben acreditarse cada uno de los programas impartidos. Asimismo, recalcó que deben acreditarse los magister y la carrera de medicina y todas sus especialidades, porque si estas últimas no se acreditan, el especialista no puede obtener de parte de la Superintendencia respectiva esa cualificación y no puede ejercer como especialista. A todo lo anterior, enfatizó, se suman los exámenes habilitantes que deben ser rendidos en el caso de algunas carreras. Puntualizó que todas estas pesadas exigencias muchas veces desvían la atención preferencial que exige la actividad académica.

Por último, añadió que se ha avanzado a un sistema prácticamente paralizante, pues exige un examen continuo de autoevaluación que merece ser analizado en profundidad. Añadió que la mirada que debiera instalarse en esta reforma al sistema es una en que se privilegie la acreditación institucional y se asemeje al modelo estadounidense de manera de evolucionar de un sistema examinador a un sistema coadyuvante.


El Rector de DUOC UC y Presidente del Consejo de Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica, señor Alcalde intervino nuevamente para hacer notar, en primer lugar, en relación con el sistema de acreditación hoy imperante, que las instituciones a acreditarse tienen la posibilidad de vetar los pares evaluadores sin necesidad de tener que expresar causa alguna para ello. Aseguró que este hecho agrava aún más el escenario, porque en definitiva, lo que ocurre en la práctica, es que las instituciones buscan aquellos pares evaluadores con los que creen obtendrán mejores resultados.

En segundo lugar, puso de relieve que lo que hoy está sujeto a acreditación son los procesos, más no los resultados.

En tercer lugar, remarcó que la acreditación no es obligatoria, salvo en el caso de la carrera de Medicina, situación que debe evolucionar hacia estándares más definidos. Sobre esta última aseveración, manifestó que, según su parecer, se requiere avanzar en distintos sistemas de acreditación, según se trate de Universidades, Institutos Profesionales o Centros de Formación Técnica y también según cada tipo de carrera, pues hoy se mide con la misma vara distintos tipos de educación lo que conduce a que los resultados no sean los esperados.

Finalmente, apuntó que en el caso de DUOC UC, el 100% de las carreras están acreditadas, lo que implica costos muy elevados, pues la acreditación de tan sólo una carrera trae aparejado un valor que va entre los ocho y los diez millones de pesos. Sostuvo que para algunos CFT e IP asumir esos gastos resulta imposible, razón por la cual debieran aspirar a los convenios de desempeño anunciados recientemente por el Ministerio de Educación.

Posteriormente, el Honorable Senador señor Navarro consultó, en primer lugar, si el tema de la categorización de las universidades debiera incluirse en la ley y según si se opte por ser una casa de estudios compleja o meramente docente se la evalúe.

En segundo lugar, respecto a las carreras impartidas y su relación con el desarrollo productivo del país, preguntó con qué sector público o estatal existe en la actualidad una vinculación para determinar aquello y cuál debiera ser la entidad del Estado que debiese estar vinculada a esta toma de decisión. Indicó que en la experiencia finlandesa los cupos de las carreras están limitados en razón de las necesidades del país. Añadió que lo importante es que el Estado sea quien determine cuáles cree que serán los desafíos del futuro y no el sector industrial, porque lo que las empresas persiguen es simplemente tener utilidades.

En tercer lugar, adentrándose en el tema relativo a las tasas de deserción, consultó respecto de cuál es la tasa normal que debiera tener una universidad acreditada. Sostuvo que los altos índices conocidos los últimos años son atribuibles no sólo a las universidades, sino a la calidad de la educación escolar recibida. Precisó que estas deserciones atentan contra el sistema, pues generan deudas para el Estado y las familias y una gran frustración para los estudiantes y la institución.

En el mismo orden de ideas, añadió que este es un tema que debe ser abordado en conjunto con el Ministerio de Educación y con la educación básica y media, para evitar que el sistema de financiamiento que se está creando vaya a parar a manos de estudiantes que al final del día van a desertar.

Finalmente, preguntó a los Rectores presentes cómo manejar y enfrentar esa realidad tan preocupante.

El Rector de DUOC UC, señor Alcalde refiriéndose a la pertinencia de las carreras impartidas, señaló que en el caso de los CFT e IP se educa para el trabajo que deberá desarrollarse y que no existe mejor referente para decir qué profesionales se requieren, qué perfiles de ingreso y qué capacidades deben tenerse que el sector productivo. Agregó que, generalmente, los alumnos que terminan su práctica profesional quedan trabajando en el lugar donde la hicieron y, desde ese punto de vista, la relación con el Estado no viene dada por el Ministerio de Educación, sino a través de la educación continua, con el SENCE. 

En el mismo orden de ideas, indicó que es gracias a la especialización en donde, a través de mecanismos de interacción con el SENCE, se puede buscar la forma de capacitar a las personas en las áreas que el país lo requiera.

Respecto al tema de la deserción, hizo notar que ella, en el caso de las carreras de la salud prácticamente no existe. Distinto es el caso, puntualizó, de los programas vinculados a las matemáticas o la física, pues que en ellas los niveles de deserción son altísimos.

Sobre el mismo tema, observó que muchos sostienen que la principal causa de deserción es la carencia de recursos económicos. Sin embargo, sentenció que antes y después de la entrada en vigencia del CAE la situación es casi la misma. Agregó que, en su opinión, el asunto pasa por la frustración de los alumnos de no alcanzar los resultados esperados, dado las deficiencias educacionales arrastradas.

Remarcó que ese es un tema que debe ser tratado y, en lo posible, desterrado, pues conlleva un gran fracaso para el alumno no sólo personal, sino también familiar y económico. A fin de disminuirlo al máximo nivel posible, sostuvo, DUOC UC ha implementado el último tiempo ciertas políticas que han permitido reducirla de manera considerable.

Finalmente, hizo un llamado a abocarse a este tema que, aseguró, seguirá en aumento en la medida que siga creciendo la cobertura en educación superior, pues los alumnos que ingresan son aquellos provenientes de los primeros quintiles, y en consecuencia, quienes han recibido la peor educación escolar.

Por su lado, el Rector de la Universidad Andrés Bello intervino por última vez para compartir los dichos del señor Alcalde. A mayor abundamiento, sostuvo que en materia de deserción son tres los factores que influyen. En primer lugar, la mala formación educacional recibida en la etapa escolar. En segundo lugar, la situación socio-económica que rodea al alumnos y, en tercer lugar, la indecisión de los estudiantes. Sobre este último punto, hizo ver que el modelo vigente del país hace elegir a un joven de 18 años, entre un amplio abanico de programas, la carrera que desea estudiar y que marcará su vida futura sin más alternativas, pues el sistema no es flexible.

Añadió que la casa de estudios que representa cuenta con un programa de Bachillerato, pensado originalmente para los alumnos que, a tan corta edad, no están seguros del camino que quieren seguir. Sin embargo, remarcó que, en la práctica, es un programa utilizado por aquellos estudiantes cuyo puntaje PSU no les permitió ingresar a la carrera que querían.

A renglón seguido, enfatizó la necesidad de analizar los altos niveles de deserción que existen en la educación superior y a buscar las herramientas adecuadas para combatirla. Sobre el particular, añadió que la Universidad Andrés Bello ha estado trabajando incesantemente en ello y se ha identificado las características en común de los alumnos desertores y, a partir de ello, ha decidido realizar inducciones especiales para ellos o bien adoptar ciertas medidas previas para frenar la posible deserción, actitudes que han permitido disminuir los niveles. Agregó que la deserción mayor que tiene este plantel se presenta en primer año y es cercana al 21% del estudiantado. Sin embargo, aseguró que en muchos casos ocurre que los alumnos abandonan la carrera durante un año o más para dedicarse a trabajar y posteriormente retoman sus estudios, hecho que hace difícil a la universidad saber con precisión qué alumnos son realmente desertores.

Por último, hizo ver que el tema tratado se vincula a la necesaria revisión que debe realizarse de los currículos, evitando continuar con mallas tan excesivamente recargadas y pasar a centrar la atención en la enseñanza de habilidades básicas que los alumnos deben adquirir para aprender para la vida.

Enseguida, el Honorable Senador señor Navarro intervino para consultar a los expositores cuál sería la realidad económica de las universidades si no existiera la figura del Crédito con Garantía Estatal.

El Rector de la Universidad Andrés Bello fue enfático en responder que de no existir este instrumento de financiamiento las casas de estudio no habría alcanzado el nivel de crecimiento conocido y agregó que durante los años en que no existió esta figura la cobertura en educación superior se mantuvo muy baja. 

El señor Alcalde, por su parte, sentenció que el CAE, con todas las deficiencias que pueda conllevar, ha permitido que los alumnos con menores recursos logren ingresar a la educación superior, mérito que no puede ser desconocido.

Por último el Honorable Senador señor Cantero precisó que todos los problemas en materia de educación están sistemáticamente relacionados. Recalcó que la evidente crisis experimentada en el sistema educacional tiene que ver con la formación escolar, con el sistema universitario, con los sistemas de selección y con el sistema de financiamiento. En relación con este último aspecto, indicó que, tal como lo pusieron de manifiesto los invitados, un cierto número de alumnos necesariamente tiene que ingresar a las universidades para lograr financiarlas, porque de lo contrario no funciona el modelo.

III.- ANÁLISIS DEL SISTEMA NACIONAL DE ACREDITACIÓN

Como se anunciara al inicio de este informe, y después de escuchar las opiniones vertidas por los Rectores de DUOC UC y de la Universidad Andrés Bello, precedentemente transcritas, relativas al sistema de acreditación vigente en nuestro país, la Comisión acordó citar al Presidente y al Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Acreditación a fin de conocer sus opiniones en relación con las críticas formuladas.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Cantero recordó que los señores Alcalde y Uribe expresaron que en el sistema nacional de acreditación imperante en nuestro país se producen conflictos de interés de relevancia que es necesario enfrentar, por lo que sugirieron sustituir el actual sistema por uno que contemple pares evaluadores independientes relacionados con la industria del país o bien pares evaluadores extranjeros que cumplan con esta función y que preparen, además, a los futuros evaluadores. Asimismo, hizo ver que formularon otras discrepancias referentes al funcionamiento del actual sistema, entre las que se encuentra el mecanismo de veto de los pares evaluadores sin expresión de causa y la existencia de procesos de acreditación distintos para las universidades, centros de formación técnica e institutos profesionales.

Seguidamente, informó que se hizo llegar a esta instancia, por parte de la Comisión Nacional de Acreditación, un documento en donde se advierten ciertas irregularidades descubiertas en el proceso de acreditación de la Universidad Técnica Federico Santa María.

Agregó que frente a los hechos descritos, esta Cámara del Congreso tiene la obligación de actuar de manera inmediata solicitando los antecedentes y escuchando los descargos de la contraparte.

En seguida, la Comisión escuchó al Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación, señor Íñigo Díaz Cuevas quien se refirió, en primer lugar, a la génesis y desarrollo del sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior. En relación con este punto, observó que en ella es posible advertir tres fases. La primera que comienza en la década de los 80 y concluye el año 1997 con la consulta nacional para establecer el sistema nacional de aseguramiento de la calidad. La segunda que comienza con el desarrollo de los procesos de acreditación experimental de programas de pregrado, postgrado e institucional y se extiende hasta enero de 2007 con la instalación de la Comisión Nacional de Acreditación, y, la tercera, a partir de la cual se busca entrar a una evaluación internacional para analizar la situación del estado actual del sistema de aseguramiento de la calidad y formular las propuestas necesarias para modificar la ley.

En la misma línea anterior, recalcó que esta fase de consolidación comienza cuando el sistema imperante es aún reciente, pero ha tenido un proceso importante de aprendizaje.

En segundo lugar, se detuvo en el actual sistema nacional de aseguramiento de la calidad. En relación con este tema comenzó por distinguirlo de la Comisión Nacional de Acreditación quien, dijo, ha debido soportar las críticas al sistema vigente. Destacó que el primero está formado en su núcleo central por las instituciones de educación superior, el Consejo Nacional de Educación, la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, el Servicio de Información de Educación Superior y la Comisión Nacional de Acreditación. 

Precisado lo anterior, manifestó que el estado actual del sistema se presenta como uno validado y cuestionado al mismo tiempo. Explicó que el primer calificativo lo recibe desde el poder público a través de las políticas públicas asociadas a la acreditación que se manifiestan en las ayudas estudiantiles y en los beneficios institucionales, por ejemplo. La calificación de “cuestionado”, indicó, la adquiere de parte de los actores del sistema y por la sociedad civil, puesto que las demandas que sobre la calidad de las instituciones de educación superior son importantes.

En el mismo orden de ideas, sostuvo que de las 194 instituciones de educación superior que hoy existen, a nivel institucional, el 100% de las instituciones del CRUCH se encuentra acreditada, mientras que en las universidades no tradicionales ella alcanza el 77% y en los CFT el 16%. Añadió que en materia de acreditación de postgrados, de los cerca de 2600 programas existentes, la acreditación es bastante variable, pues cerca de un 63% de los programas de doctorados está acreditado, sólo un 19% en magísteres y un 9% en especialidades médicas y odontólogas.

Respecto a los programas de pregrado, sostuvo que de los 4900 programas existentes, 33% de las universidades pertenecientes al CRUCH lo están, 16% de los de universidades no tradicionales, 10% en los IP y 3% en CFT. Sobre la matrícula de pregrado acreditada indicó que ella va desde el 58% en las universidades del CRUCH hasta el 20% de los CFT.


Descrita la realidad anterior, puso de relieve los temas centrales que merecen la atención en materia de acreditación. El primero de ellos, aseveró, es el licenciamiento de la autonomía. Agregó que existe un proceso de autorización de la institución por parte del Ministerio de Educación, seguido del proceso de licenciamiento que concluye con la autonomía de la institución. Luego de estas etapas, remarcó, vienen los procesos voluntarios de acreditación. Observó que existe un importante vacío ya que una institución autónoma que ha obtenido su licenciamiento bajo un cierto proyecto, tiene la libertad para modificarlo con posterioridad. Hizo ver, además, que entre el licenciamiento y el período de acreditación existe un espacio no controlado.

Otro tema importante, afirmó, son las agencias privadas acreditadoras que desempeñan sus funciones en el campo del pre-grado. Lo trascendental, dijo, es que ellas deben aplicar los mismos criterios que utiliza la Comisión Nacional de Acreditación. 

Destacando otro tema central, se refirió a los resultados y los estándares. Sobre el particular, apuntó que se debe avanzar desde un sistema de acreditación centrada en procesos hacia uno que incorpore los resultados. 

Otro punto a considerar, indicó, lo constituyen las consecuencias que se siguen de no someterse al sistema de acreditación. Precisó que, salvo en el caso de las carreras de pedagogía y de medicina, el sistema de acreditación de instituciones se funda en la voluntariedad. 

Por último, hizo un llamado a no olvidar el tema relativo a la conformación de la Comisión Nacional de Acreditación que sólo en el año 2011 se logró completar. Asimismo, consideró necesario preservar el principio de la independencia de los juicios potenciales y el de la calidad de los mismos.

Se hace presente que el señor Díaz acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

A continuación, la Comisión escuchó del Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Acreditación, señor Patricio Basso quien aseveró compartir la necesidad de realizar profundos cambios a la ley que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior en la parte relativa al sistema de acreditación
. Sin embargo, sentenció que no parece adecuado que los Rectores mencionados desconozcan la legislación relativa a la materia y enfatizó que, mientras ella esté vigente y no se modifique, es conocida de todos y su aplicación es obligatoria.

Formulada la precisión anterior, se abocó a referirse a la intervención del Rector de DUOC UC, señor Alcalde. En primer lugar, recordó que el citado Rector afirmó que los pares evaluadores han sido, a lo largo de la historia, los mismos, de las mismas universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica, de forma tal que los pares evaluadores de una universidad A, fiscaliza a la universidad B, y ésta a la C y así sucesivamente, y que, en consecuencia, existen conflicto de interés que no son menores. En relación con lo anterior, apuntó que existe un registro oficial de pares evaluadores, al cual se accede por concurso público de antecedentes de manera voluntaria. Agregó que los requisitos para integrar estos registros se encuentran establecidos en el artículo 19 de la ley N° 20.129 y consisten en poseer diez años de ejercicio académico o profesional y ser reconocido en su área de especialidad. Remarcó que el parecer de la Comisión Nacional de Acreditación es que quien tenga conocimientos de un incumplimiento de lo establecido en la ley tiene el deber de denunciarlo, por lo que aseguró que esperan que el señor Alcalde haga llegar lo más pronto posible los antecedentes de que dispone, y que mientras ello no ocurra y no haya culminado la investigación del caso no parece adecuado poner en tela de juicio la honorabilidad y profesionalismo de los evaluadores sin fundamentar tal aseveración.

En segundo lugar, hizo ver que el señor Alcalde afirmó que los procesos de acreditación carecen de la profundidad necesaria para poder emitir juicios realmente objetivos. Sobre el particular sostuvo que el comentario anterior constituye un juicio de valor cuyo fundamento desconoce. A fin de que los Honorables Senadores presentes pudieran extraer sus propias conclusiones al respecto, hizo entrega de la resolución de acreditación institucional de DUOC UC. Asimismo, añadió que el proceso de acreditación institucional involucra etapas sucesivas que incluyen un proceso de autoevaluación, en que la institución debe hacer un análisis de sus propias fortalezas y debilidades, y la designación del comité de pares evaluadores, el que incluye un par extranjero que visita la institución, que emite un informe que se pone en conocimiento de la institución. Agregó que la casa de estudios puede objetar los aspectos en los que estime no coincidir. Todos estos antecedentes, explicó, más aquellos que la Comisión Nacional de Acreditación considere necesario recabar son los que en definitiva quedan a la vista para que la citada instancia resuelva. 

En tercer lugar, mencionó que, consultado el Rector de DUOC UC respecto a alguna sugerencia para perfeccionar el sistema de acreditación, éste propuso incluir pares evaluadores independientes y que, en el caso de los CFT e IP, estén vinculados al sector productivo, de forma tal que exista una alianza entre ese sector y los planes de educación de los IP y CFT. Sobre este punto, hizo notar que el artículo 19 de la ley N° 20.129 resguarda la independencia de los pares evaluadores estableciendo explícitamente las causales de inhabilidad para los mismos, las que señalan de manera expresa que ellos no podrán realizar evaluaciones en aquéllas instituciones de educación superior en que hubieran cursado estudios de pre o post grado o con las que mantenga algún tipo de relación contractual, directiva o de propiedad, como tampoco en aquéllas con las que hubiese tenido algunos de estos vínculos hasta transcurridos dos años desde que él hubiese terminado. Enfatizó que estas inhabilidades son verificadas por la Secretaría Ejecutiva de la CNA a lo que se suma que los pares evaluadores deben firmar una declaración jurada de que no tienen inhabilidades. Respecto a la inquietud plantada por el señor Alcalde en orden a que el sistema incluyera pares evaluadores del sistema productivo, recalcó que ellos pueden ser tanto académicos como profesionales, de manera que nada impide que personas que integran el sector productivo puedan llegar a ser pares evaluadores, bastando que se presenten al concurso público que se realiza. Hizo notar que la CNA no puede obligar a nadie a concursar y que no sería correcto ni siquiera que indujese a alguien a hacerlo, dado que es la comisión la que en definitiva tiene que decidir qué pares evaluadores seleccionará.

En cuarto lugar, planteó que en su oportunidad, el señor Alcalde aseguró que sería conveniente que el proceso de acreditación incluyera pares evaluadores extranjeros que permitan ir formando un contingente en Chile, como se recordó con anterioridad por el Honorable Senador señor Cantero. Frente a ello, puntualizó, no cabe más que asegurar que el señor Alcalde desconoce la ley, puesto que desde sus inicios los procesos de acreditación cuentan con un evaluador extranjero. En el caso específico de la acreditación de DUOC UC, dijo, los evaluadores tanto en el proceso del año 2010 como 2011 fueron de nacionalidad uruguaya. Adicionalmente, señaló que, en el ámbito del post grado, la CNA acordó recientemente exigir que los informes de autoevaluación vengan en idioma inglés para poder ampliar, de esta manera, las bases de evaluadores internacionales.

En quinto lugar, hizo presente que el aludido Rector aseveró que las casas de estudio tienen la posibilidad de vetar sin expresión de causa a los pares evaluadores, situación que agrava aún más la situación, porque, en definitiva, lo hacen las instituciones de educación superior es buscar aquellos pares evaluadores con los que obtendrán mejores calificaciones. Refiriéndose a esa parte de la intervención, reiteró que la posibilidad de vetar, sin expresión de causa, a los pares evaluadores se realiza en virtud de lo dispuesto en el artículo 19 de la ley N° 20.129. En el mismo orden de ideas, estimó necesario explicitar que las propuestas de pares evaluadores son elaboradas por la comisión y que en ningún momento la institución tiene la posibilidad de sugerir los nombres que integrarán la nómina, por lo cual resulta imposible que una institución pueda buscar evaluadores determinados. Añadió, además, que si alguna irregularidad ha conocido en el transcurso de la historia el señor Alcalde, resulta necesario que la denuncie.

En sexto lugar, y en cuanto a la afirmación del señor Alcalde de que, salvo en el caso de las carreras de pedagogía y medicina, la acreditación no es obligatoria, lo que estimó necesario cambiar para avanzar hacia una acreditación con estándares más definidos, sostuvo que si bien compartía la necesidad de transformar el proceso de acreditación en algo de carácter obligatorio, la posibilidad de establecer estándares con esta ley no es posible dado que ella establece que la evaluación debe hacerse en función del perfil de egreso definido por cada una de las instituciones en el marco de su autonomía académica. 

En séptimo lugar, indicó que el Rector de DUOC UC afirmó que los procesos de acreditación debieran ser distintos según se trate de una Universidad, de un Centro de Formación Técnica o de un Instituto Profesional y diferente también según la carrera de que se trate, pues en la actualidad se mide con la misma vara distintos tipos de educación lo que conduce a que los resultados no sean los esperados. Aseguró que la aseveración anterior no es efectiva, ya que la evaluación se realiza respecto del proyecto institucional, de manera que resulta imposible evaluar instituciones de distinta naturaleza conforme a un mismo patrón y que lo que existe, de conformidad a la ley, son ciertos criterios generales que deben necesariamente aplicar.

Por último, refiriéndose a la aseveración planteada por el Rector Alcalde respecto a que la acreditación de cada carrera alcanza un valor cercano a los $ 8.000.000, puso de relieve que los procesos de acreditación son voluntarios, salvo para las carreras ya mencionadas. Asimismo, estimó necesario indicar que los aranceles no son fijados por la CNA sino por la División de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.

A reglón seguido, se refirió a la intervención efectuada por el Rector de la Universidad Andrés Bello, señor Uribe en lo relativo al actual sistema de acreditación imperante en nuestro país. En esta línea, destacó que el señor Uribe señaló que las casas de estudio, a partir del conocimiento de los pares evaluadores pueden saber, aproximadamente, los resultados que obtendrán en los procesos de acreditación y que, en consecuencia, la internalización de los procesos resulta una idea necesaria a implementar prontamente. Enfatizó que, en opinión de la CNA, la aseveración anterior constituye una falta de respeto a la calidad moral de los evaluadores. Puntualizó que en el caso particular de la Universidad Andrés Bello, el comité evaluador estuvo compuesto por pares evaluadores de reconocida trayectoria académica a los que no se les puede acusar de basar su conclusión en aspectos que no sean propios del proceso de acreditación. Asimismo, consideró importante dejar de manifiesto que la decisión del resultado del proceso de acreditación recae exclusivamente en el pleno de la CNA y no en el comité de pares quienes son un órgano meramente informante.

Por otro lado, destacó de la intervención del señor Uribe la parte en que sostuvo que el proceso de acreditación nacional resulta parecido a un examen, puesto que una comisión examina y acto seguido se pone una nota a la institución respectiva. Remarcó, sobre este punto, que las notas las establece la ley y nada puede hacerse contra ello. Además, sentenció que al calificar el proceso de acreditación como un examen no hace sino equivocar la lectura del espíritu de la ley que consiste, en realidad, en propender hacia el aseguramiento de la calidad de la educación superior de manera permanente. En consecuencia, resaltó que la búsqueda de la calidad de la educación debiera transformarse en un anhelo continuo y no en uno que surja sólo meses antes de iniciar el proceso de acreditación.

Continuando con el desarrollo del mismo punto, manifestó que el Rector aludido aseguró que se ha avanzado hacia un sistema paralizante que exige un proceso permanente de autoevaluación. Sobre el particular, recordó que uno de los objetivos del sistema nacional de aseguramiento de la calidad y, en especial de la acreditación, consiste en evaluar la capacidad de la autorregulación y autoevaluación de una institución y que, en tal sentido, dicha capacidad debiera integrarse a la gestión diaria del plantel de estudios y no a un trabajo específico que se realice solamente con ocasión de una evaluación. A mayor abundamiento, reiteró que lo que se busca es crear una cultura de aseguramiento de la calidad permanente.

Finalmente, apuntó que el Rector Uribe hizo ver que, además del proceso de acreditación por institución, existen hoy programas que están sujetos a exámenes habilitantes y acreditación de carreras, instrumentos que sólo ponen barreras y exigen el desembolso de enormes cantidades de recursos y de tiempo que muchas veces hacen a las instituciones desviarse de su objetivo central que es impartir educación. Enfatizó que los dichos del señor Uribe no hacen sino dar cuenta de la mala comprensión a la intención del legislador a la hora de establecer todos estos instrumentos. Añadió que dado que la búsqueda de la calidad debiera ser un anhelo permanente no debiera suponer recursos ni tiempos adicionales. Además, aclaró que no deben confundirse los objetivos de la acreditación con los de la habilitación profesional cuyo diseño e implementación recaen en el Ministerio de Educación.

Escuchada la intervención de los representantes de la Comisión Nacional de Acreditación, intervinieron los Honorables Senadores asistentes a fin de hacer presente sus inquietudes.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio puso de manifiesto la oportunidad del debate sostenido y observó que, algunos años atrás, la idea de un sistema de acreditación era fuertemente resistida por algunos. Recordó que muchos pedían simplemente un sistema de autoevaluación y otros tajantemente descartaban cualquier sistema de acreditación, puesto que aseguraban que sería el mercado quien decidiría todo. Hizo notar que si bien hoy no se pone en tela de juicio la necesidad de un sistema tal, existe consenso en que el sistema nacional de acreditación cumplió un ciclo y que surge la necesidad de uno nuevo. 

Haciendo suyas las palabras del señor José Joaquín Brunner, presentes en una columna publicada en el diario la Tercera el día miércoles 23 de mayo, destacó la necesidad de hacer una reforma profunda en materia de calidad de la educación superior. Además, sentenció que el sistema actual cumplió su objetivo de crear conciencia de la necesidad de un sistema nacional de acreditación y que el sistema actual presenta ciertas fallas que hoy resultan evidentes.

En sintonía con lo anterior, agregó que el sistema debiera tener las características de tratarse de una evaluación externa a las instituciones de educación superior y sus programas, de ser obligatoria y de realizarse por una agencia pública independiente, profesionalizada y cuyas decisiones se tomen de manera transparente.

Por último, hizo ver que el tema de la acreditación constituye una pieza fundamental de la educación en donde también se encuentran las becas, los créditos y los aranceles.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer señaló que el país tiene un desafío pendiente en cuanto a la acreditación de la educación superior. Añadió que si bien los estudiantes tiene la libertad para elegir la institución y la carrera que quieren estudiar, debe el poder legislativo facilitarles esa decisión, lo que, sostuvo, se logra dando la seguridad que los programas que elijan serán de calidad y que tiene empleabilidad. 

En línea con lo anterior, destacó el esfuerzo realizado por el Ministerio de Educación para aumentar la información de los distintos programas de estudio a través del portal “www.mifuturo.cl”, facilitando así las decisiones de los estudiantes y sus familias y evitando posibles frustraciones en el ámbito académico.

Por último, consideró de vital importancia contar a la brevedad con un nuevo sistema de acreditación que se dirija tanto a las casas de estudio como a los programas.

Enseguida, el Honorable Senador señor Navarro hizo presente que el debate surgido con ocasión de las expresiones de los Rectores de la Universidad Andrés Bello y DUOC UC da cuenta del vacío vigente en la legislación. Hizo ver que si los sujetos objeto de acreditación tienen una opinión como la que se ha transcrito respecto de la institución que las acredita, el problema es grande, porque el objetivo perseguido, la calidad, suponía armonía y consensos y no enfrentamientos. Sostuvo que la pregunta que nace de manera espontánea en este escenario es quien acredita a los acreditadores. Recordó que con ocasión de la discusión de la iniciativa legal que dio vida a la Comisión Nacional de Acreditación, muchos parlamentarios hicieron ver la necesidad de acreditar, a su vez, al organismo acreditador. No obstante,  no coincidieron con esta postura argumentando que con ello se vulneraba la libertad de enseñanza. 

Por otro lado, resaltó la realidad actual en donde nadie cuestiona la necesidad que exista acreditación. Sin embargo, manifestó que la ley que le dio origen no fue la mejor, debido a la falta de consensos mencionada anteriormente, dando cuenta de la falta de atribuciones y capacidades lo que hace que la ley no logre alcanzar los objetivos originalmente planteados. En efecto, precisó, hoy la acreditación es voluntaria.

En otra línea argumental, consultó cuántas instituciones encargadas de formar profesores que obtuvieron malos resultados en la prueba Inicia se encuentran hoy acreditadas. A partir de esa realidad agregó que si el objetivo original era alcanzar calidad, entonces ha fallado la acreditación o bien la casa de estudio en la formación de docentes que entreguen calidad a la hora de impartir educación.

En relación con la autonomía para modificar el proyecto aprobado originalmente por el Ministerio de Educación revelado por el Presidente de la CNA dijo ver una similitud entre ello y los estudios de impacto ambiental. Afirmó que éste ha sido un debate con quienes quieren que la posibilidad de fiscalizar sea la mínima. Añadió que si el licenciamiento de una institución o de una carrera puede ser modificado de manera permanente, entonces la situación es la misma. 

En línea con lo anterior, enfatizó preocuparle que lo aprobado inicialmente pueda, con posterioridad, variar y quedar acreditado a su vez, pues puede que las modificaciones, en lugar de aumentar la calidad, la disminuyan. Sobre el particular, consultó si los representantes de la CNA tenían conocimiento de casos como éste y a cuánto alcanzaban.

Por su lado, el Honorable Senador señor Cantero manifestó su satisfacción por poder tratar este tema. Aseveró que, gracias a que un grupo de Parlamentarios ha puesto este asunto en la agenda pública, hoy, como se ha señalado, un medio de comunicación social publica la opinión de un experto respecto al tema.

Añadió que es evidente que luego de diez años de vida de la Ley que Establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, aparezca la urgente necesidad de actualizarla. Puntualizó que si bien se valora la existencia de la acreditación, se pone en duda la confianza y la fe pública en el sistema. Agregó, asimismo, que al interior de la institución se han generado situaciones que resultan del todo repudiables y afirmó que existen cuestionamientos tanto en lo que se refiere a la acreditación de las carreras como a las instituciones, y que ellas apuntan al enfoque meramente procesal que se ha dado al sistema, olvidando los resultados finales obtenidos. En ese sentido, remarcó que lo importante no es el proceso, sino los resultados de calidad que se obtengan.

En otro orden de ideas, consideró necesario establecer un encadenamiento entre la acreditación, la fiscalización y la información. Además añadió que hay quienes están anclados en una visión muy estatista y quieren un rol relevante y exclusivo del Estado, otros que se inclinan por un enfoque meramente de mercado y aseguran que éste es capaz de transparentar y hacer funcionar el país, y otros que indican que si bien el mercado debe tener todos los espacios de libertad, de creatividad y de emprendimiento, el Estado tiene un rol insustituible. Este, aseveró, es el caso descrito. A mayor abundamiento, consideró imperiosa la necesidad de reformar la Comisión Nacional de Acreditación a fin de restablecer la confianza en el sistema, justificándolo también en que los resultados de las mediciones de calidad parecieran ser disfuncionales con los propósitos que se declaran. Ejemplo de ello, dijo, es el caso de los resultados conocidos los últimos días en el ámbito de la formación de los profesores.

En otra línea argumental, se mostró preocupado por no poder tener todavía una visión de conjunto respecto de las iniciativas que impulsará el Ejecutivo y sus tiempos y estimó imperioso fortalecer la agencia nacional de acreditación, darle el carácter de agencia pública e independiente, altamente profesionalizada, con un ámbito de funciones y atribuciones que hagan obligatoria la acreditación. Consideró que el Estado, en la materia, ha actuado de manera negligente e incompetente perjudicando a los estudiantes que ingresan a carreras que adolecen de la calidad necesaria.

A reglón seguido puntualizó que todos estos temas involucran bienes públicos, razón por la cual no pueden quedar regidos sólo por las normas del mercado, pues el Estado tiene un rol insustituible e ineludible.

Por último, solicitó formalmente al Ministerio de Educación dar prioridad a estas temáticas como también informar respecto de la agenda propuesta para este año legislativo, de manera de tener una visión más sistémica de las iniciativas impulsadas en el área de la educación.

A continuación, el Honorable Senador señor Quintana agradeció la posibilidad de abrir el debate en torno al sistema de acreditación imperante en el país. 

Sobre el particular, consideró que el Ejecutivo no ha logrado plantear de manera clara cuáles serán los aspectos a modificar en la gran reforma a la educación anunciada ni cuál será el orden que a cada uno de ellos se dará. Aseguró que el tema relativo a la acreditación constituye un punto central que debiera priorizarse en la reforma a la educación y agregó que antes de continuar traspasando recursos a las instituciones de educación superior es necesario resolver otros temas como son la acreditación y el fin al lucro. Sentenció, además, que debe analizarse en ese esquema cualquier iniciativa de ley que aumente las subvenciones del Estado a los establecimientos educacionales mientras los controles necesarios no estén creados. Lo mismo, dijo, debiera aplicarse en materia de educación general donde debe eliminarse la posibilidad del lucro, puesto que no se puede pretender lucrar y al mismo tiempo obtener beneficios tributarios como ocurre en la actualidad.

En el mismo orden de ideas, estimó necesario eliminar el sistema vigente en lo que respecta a los pares evaluadores, eliminar a las agencias, y que no exista más la figura de las consultoras que pueden prestarse para situaciones poco transparentes. 

Por otro lado, planteó que, al igual como se han cerrado colegios por no lograr el rendimiento adecuado, debieran cerrarse las instituciones de educación superior que no logran la calidad deseada, independientemente de la naturaleza jurídica de las mismas.

A continuación, el Honorable Senador señor Cantero se detuvo en la carta enviada por el Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación, señor Íñigo Díaz al Ministro de Educación en relación con las irregularidades advertidas en el proceso de acreditación de la Universidad Técnica Federico Santa María. Sobre el particular, estimó que la medida resulta cuestionable toda vez que se expresa que podría haber transgresión a las normas constitucionales, infringirse derechos fundamentales de las personas y faltas a la verdad por parte de la máxima autoridad. De ser así, y de conformidad con la Ley de Probidad, remarcó, la carta debiera estar en manos del tribunal competente. 

El Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación, señor Íñigo Díaz, en relación con lo expuesto precedentemente, hizo presente que con el envío de la carta en cuestión sólo se pretendió dar cumplimiento a la ley, y afirmó que no compartía el juicio emitido en cuanto a que su envío hubiere sido una medida imprudente, ya que dicha decisión encuentra su fundamento en lo dispuesto en la ley de aseguramiento de la calidad la que obliga a la CNA a informar al Ministerio de Educación respecto a aquellos actos de instituciones de educación superior que no se ajustan a lo establecido en la LEGE revelados en los procesos de acreditación correspondientes. 

El Honorable Senador señor Cantero aclaró que la ley establece que deben informarse los asuntos que están al margen de la ley y que mientras no haya procesos judiciales o estos no se hayan resuelto es evidente que todavía no se ha acreditado que esas materias estén al margen de la ley.

IV.- ANALISIS DE LA SITUACIÓN DE LOS DEUDORES DEL CRÉDITO CORFO


Como se ha señalado con antelación, y como puede desprenderse de los planteamientos e interrogantes de los Senadores expuestos en este informe, la Comisión decidió analizar de manera especial, aun cuando no es objeto de regulación por parte de este proyecto de ley, la situación que afecta a los estudiantes que cursaron sus estudios con financiamiento del crédito CORFO.


Con tal finalidad, se invitó a la agrupación de deudores de este sistema de financiamiento para posteriormente invitar al Gerente Corporativo de dicha entidad, cuyas opiniones se transcriben a continuación. Ello, sin perjuicio de las expresiones que formulara el señor Ministro de Educación sobre el particular, y de lo que se comprometiera el titular de la cartera de Economía, Fomento y Turismo para una próxima sesión de la Comisión.

1.- Agrupación de deudores del crédito Corfo.

Su vocero, el señor Cristian Villagrán, señaló que éste crédito involucra a alrededor de 100.000 familias de clase media que actualmente se encuentran estancadas producto de las deudas originadas, de manera que la movilidad social que buscaban no se produjo.

Por lo anteriormente expuesto, solicitaron no ser discriminados por el Estado, toda vez que se encuentran en una suerte de abandono por parte del mismo, en circunstancias que el crédito se otorgó con fondos fiscales, pero que después no fueron debidamente fiscalizados, llegando los bancos incluso a cobrar tasas de interés  del orden del 12%. En este mismo sentido, enfatizó que una política fiscal como lo fue la impulsada en su momento, no puede significar que los bancos lucren con los sueños de las familias de clase media y por esta razón le exigió al Estado que se haga responsable de dicha política pública.

Vinculado a lo anterior, dijo que la falta de fiscalización es una situación grave, toda vez que a su juicio se ha vulnerado la fe pública porque siempre se ha hablado de “crédito Corfo” utilizando una “marca del Estado”, con lo que existía un principio de buena fe en el sentido que todos pensaron que iba a ser una solución que daba el Estado a algunos segmentos medios que quedaban fuera del FSCU y que no tuvieron otra oportunidad.

Sin embargo, recalcó que para quienes tomaron este crédito ha significado una debacle económica y familiar, que los tiene sumidos en deudas imposibles de pagar, que significan que actualmente deben pagara cifras que nada tiene que ver con su ingreso, debiendo incluso pagar más de la mitad de sus ingresos por este concepto, devolviéndole a los bancos cifras hasta tres veces mayores a los montos de crédito solicitados.

Por último insistió en que el Crédito Corfo fue ideado por el Estado como una política pública y por ello no es un problema entre privados, y que hoy en día ha demostrado ser un grave error, que ha significado para miles de familias, un empeoramiento de sus condiciones de vida, por ello es el Estado debe hacerse cargo de este problema, al igual como lo ha hecho con el CAE.

Por su parte el señor Cristián Suárez, vocero también de la Agrupación, hizo presente que en entrevista sostenida con el señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo, éste le habría señalado que de aprobarse la reforma tributaria, se podría obtener alguna solución para su situación. Por este motivo, aclaró que persiguen una solución individual al problema que los aqueja e hizo presente que los recursos están para ello. Asimismo consultó a los Honorables Senadores, si podrían ejercer alguna acción específica para ayudar a las familias afectadas, que actualmente están desesperadas y que se sienten estafadas.

En esta misma línea, sostuvo que a su juicio  claramente éste no es un problema entre privados, ya que Corfo prestó los fondos a la banca a un interés del 3,5% y autorizó que se pudiera cobrar un máximo de hasta un 5% más, de manera que se cobraron en promedio hasta 9,1% de interés en unidades de fomento, debiendo comenzar a pagar dichos intereses apenas se contraía el crédito, de modo que los bancos cobraban interés sobre interés alargando la deuda para que ésta durara en promedio 15 años, lo que en su opinión no es otra cosa que “usura” legalizada. 

A mayor abundamiento, señaló que Corfo ofrece el Suco
 que para que se pueda hacer efectivo por los bancos, éstos deben agotar todas las vías judiciales, lo que en la práctica se traduce en que son extremadamente agresivos desde ese punto de vista. 

Por lo expuesto, señaló que lo que pretenden, como agrupación, es que se igualen en forma retroactiva las condiciones que rigen para el Crédito con Aval del Estado (CAE), en especial la tasa del 2%, y de trato con las que rigen al Fondo Solidario. Asimismo, solicitó que se detengan en forma inmediata las acciones de cobro que han emprendido los bancos en contra de deudores y avales del crédito Corfo, que tienen a varias familias con sus bienes embargados o con sus casas al borde del remate.

Por su parte, el coordinador de los deudores Corfo de la 5ª Región, señor Iván Henríquez Figueroa hizo presente que hay miles de casos muy graves y por ello emplazó a las autoridades a hacerse cargo de ésta política pública que tiene a gran parte de la clase media sumida en una situación insostenible, ya que el Estado está avalando que ellas estén sufriendo la pérdida de sus bienes  y embargos de sus casas, lo que a todas luces le pareció inaceptable por cuanto esa misma clase media siempre responde y nunca ha pedido nada.

Continuando con su exposición, comentó que en reunión sostenida con el Vicepresidente Ejecutivo de Corfo, éste les habría manifestado que la morosidad sólo alcanzaría al 5%, lo que significa que todos pagan, de manera que puso de relieve que no están pidiendo nada, sólo necesitan una solución justa y equitativa que le exigen al Estado otorgar.

Finalizadas las exposiciones, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio señaló que se debe distinguir las diferentes situaciones referente al sistema de financiamiento de la educación superior: en primer lugar, los deudores morosos de las instituciones pertenecientes al CRUCH, que comprende un universo cercano a los 110.000 alumnos y que se reguló mediante la aprobación de la ley sobre reprogramación de créditos universitarios, ya citada
; en segundo lugar la situación de los deudores del CAE, regulada a través del proyecto de ley en informe y que beneficiará a alrededor de 360.000 alumnos, y en tercer término, la situación que afecta a los deudores del crédito Corfo.

Destacó que en su oportunidad, consultado el Ministro de Educación sobre el tema, éste expresó a la Comisión que se trataba de un problema  de la cartera de Economía, Fomento y Turismo, pero que en esa misma oportunidad, le solicitó que presentara alguna propuesta al Parlamento que apuntara a dar solución, independientemente de  qué cartera corresponde, ya que es el Ejecutivo quien tiene la iniciativa, careciendo el Senado de facultades para ello.

Asimismo, precisó que éste no es un tema de Gobierno, sino que es un problema del Estado, ya que recordó que éste crédito se creó para  para facilitar el acceso de miles de estudiantes a la Educación Superior, no obstante que hoy en día ello se ha transformado en una gran carga financiera para las familias afectadas de la clase media.

A su turno, el Honorable Senador Señor Prokurica agradeció a los deudores sus exposiciones y compartió con el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio que se debe resolver éste problema con una visión de Estado y destacó que sea esa la solución que se esté buscando. Por lo anterior, dijo que es el mismo Estado el que debe solucionar este problema, no obstante que destacó que el Gobierno actual, recibió una serie de situaciones problemáticas en varias materias y especialmente en educación.

Destacó que se plantee el problema con realismo político, explicando lo que están sufriendo, sin hacer propuestas netamente políticas que pueden ser muy legítimas, pero que sin embargo no van a la solución del problema. En este sentido, coincidió con los expositores en que el Estado es uno sólo y que si cometió estos errores, debe intentar repararlos por la vía que corresponda. 

Hizo presente, que a su parecer, esto también guarda relación con los malos resultados que se han conocido de la Prueba INICIA
, y que indudablemente afectan la calidad de la educación, por cuanto se demuestra que no se cuenta con los profesores aptos para formar profesionales. Destacó que la Comisión tiene el total compromiso para apoyar cualquier proyecto que sea enviado por el Ejecutivo para analizar y solucionar este problema, enriqueciéndolo y mejorándolo en favor de los afectados.

Precisó que la lógica de las propuestas planteadas y las mismas propuestas del Ejecutivo en orden a terminar con esta verdadera ideología de la destrucción económica de aquellas familias que han tratado de educar a sus hijos, calza a medida en este caso, siendo quizás, uno de los más graves, toda vez que el Estado se equivocó.

Por lo anterior, solicitó al señor Ministro de Educación que se pudiera atender ésta solicitud, estudiarse y hacer un programa de trabajo, con la finalidad de encontrar una solución a esta grupo de 100.000 familias que están en esta situación.

Continuando con las intervenciones, el Honorable Senador Señor Navarro recalcó que la situación de los deudores es un problema colectivo del país, que surgió de un sistema ideado por la Concertación en un momento en que existía una fuerte demanda por parte de la clase media por estudiar y en donde no existió otra opción más que llegar a un consenso. No obstante ello, recalcó que quienes crearon el sistema tienen la responsabilidad moral de dar solución a este problema,  y la misma Concertación tiene los votos suficientes en el Senado para hacerlo, siempre y cuando se reconozca que hay responsabilidad en ello.

En este sentido, insistió en que el problema de la Educación es ideológico  y no pedagógico y sobre este punto en particular, hizo presente que trata de una concepción de la sociedad que queremos construir y del tipo de economía que debe imperar, ya que todos los Presidentes de la República hasta ahora, estudiaron gratis, por lo que falta decisión acerca del sistema y del país que se quiere tener. Asimismo, dijo que no todas las personas  tienen la posibilidad de financiarse los estudios, por ello enfatizó no compartir el hecho de que cada quien pague sus estudios como pueda, por cuanto ello implica la renuncia al rol del Estado y asumir que todos son iguales. 

Preguntó si el Estado puede lucrar con la Educación, lo que en su opinión no es posible, por ello estimó que los deudores del crédito Corfo son prisioneros de la banca, y agregó que era pertinente que se solicitara a los bancos los respectivos pagarés y que asistiera a una futura sesión el Vicepresidente Ejecutivo de Corfo a explicar la situación, por cuanto muchas instituciones cambiaron la naturaleza de los créditos que hoy son considerados de consumo, debiendo actuar también, la Superintendencia de Bancos para aclarar  este punto en que existió la unilateralidad.

Finalmente, insistió en que para resolver en forma definitiva este problema se requiere de voluntad política, y en este caso, según dijo, la iniciativa exclusiva corresponde al Ejecutivo, ya sea que se haga a través de una nueva ley especial o que se considere la solución en la Ley de Presupuestos del año 2013. Precisó que una verdadera reforma tributaria puede solucionar el problema de los deudores Corfo, es decir, debe ser capaz de hacerse cargo de los problemas presentes, pasados y futuros.

Acto seguido, el Honorable Senador señor Quintana se hizo partícipe de las críticas y agregó que las responsabilidades están claramente definidas. Asimismo, hizo presente que las tasas que se han aplicado a éste crédito son exageradas y no guardan relación alguna con el fin que tenía el crédito. En este sentido, señaló que se requería una respuesta rápida del Ejecutivo, ya que en las propuestas de nuevas formas de financiamiento, lamentablemente se ha consagrado el sistema del endeudamiento como única forma de financiar la educación superior.

En relación con lo anterior, planteó sus dudas con respecto al anuncio que hiciera el señor Ministro de Educación sobre un nuevo sistema de financiamiento de la educación superior, ya que a su parecer, se puede llegar a la gratuidad porque es preferible incluir al 10% más rico, pero al mismo tiempo, trabajar en evitar la elusión tributaria, ya que muchas familias prefieren pagar colegiaturas caras que pagar más impuestos.

Añadió que el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo informó que se destinarían US $200.000.000 para la rebaja de la tasa de interés a que están sujetos esos créditos. Sin embargo, precisó que la medida anterior estaría condicionada a este el Congreso apruebe el proyecto de ley en estudio y otras iniciativas impulsadas por el Ejecutivo. En relación con ello, sentenció no ser esa la forma de plantear la propuesta ni menos ser esta una labor del Ministro de Economía.

Por último, cerró su comentario subrayando que aquí se trata de recursos públicos traspasados a los bancos, de manera que a su juicio se debe abordar este tema igual como se hizo con el CAE y por ello dejó de manifiesto su intención de apoyar cualquier medida que contribuyera a resolver este problema.
En un sentido similar, la Honorable Senadora Von Baer comentó que el último año, ha quedado al descubierto un sistema de financiamiento de la educación superior que es tremendamente discriminatorio, por cuanto están aquellos estudiantes que estudian en las universidades estatales con el FSCU a una tasa del 2%; los que optaron por el CAE, que pagan sus estudios con una tasa promedio del 6%, y quienes están sujetos al crédito Corfo, que deben pagar más de la mitad de su sueldo por concepto del mismo en virtud de las elevadísimas tasas de interés que se les aplican. 

Dijo que en su opinión, está claro que el gran tema pendiente es la situación de los deudores de Corfo, por lo que se mostró de acuerdo con la idea planteada en orden a igualar las condiciones a las del CAE, sin discriminar entre los distintos estudiantes. Por este motivo, indicó que se debe apuntar hacia un sistema integrado y único de créditos, ya que la clase media ha sido fuertemente castigada con éste crédito. Sobre este punto en particular, señaló que la Comisión ha planteado insistentemente al Ejecutivo, la necesidad de solucionar este problema de manera retroactiva.

Del mismo modo, compartió la idea de que es el Estado el que debe brindar una solución a éstos problemas, expresándoles a los invitados, el absoluto compromiso de esta Comisión de Educación y su total apoyo.


Finalmente, hizo presente que la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados, acordó enviar un oficio al Ejecutivo, para saber que iba a pasar con la situación de los deudores del crédito CORFO, y solicitó también poder escuchar a las personas o bien que el Gobierno informe respecto de ello en forma más detallada.

El Honorable Senador señor Cantero, en relación con la necesidad planteada por la Honorable Senadora señora Von Baer en orden a dar una solución por medio de la iniciativa legal en tramitación a los deudores del Crédito Corfo, recordó que la Comisión que preside envío en diciembre del año 2011 un oficio al Ministerio de Educación haciendo presente la necesidad de abordar el tema.
 

Finalmente, hizo su intervención por segunda vez, el señor Villagrán, quien manifestó su alegría por la voluntad existente en la Comisión para darle solución a sus problemas.

Recalcó la idea de que los deudores Corfo son  víctimas del lucro en la educación. Sobre este punto en particular, agregó que actualmente hay embargos y remates de viviendas en curso, de modo que no es posible esperar una solución de largo tiempo. En este mismo orden de ideas, sostuvo que Corfo podría regularizar este tema sin necesidad de una ley, ya que esta situación no es posible seguir tolerándola por cuanto está empobreciendo a las familias de clase media.

Por otra parte, hizo presente que el banco que más deudores tiene y que más acelera los cobros, es el Banco Estado, en circunstancias que es una institución pública, y lo hace para poder acceder al “Suco”; dijo que había abusos por parte de los bancos,  pagarés en blanco  y  productos asociados, de manera que hasta hoy, la banca actúa de manera impune, sin que ningún organismo intervenga en su funcionamiento y por ello volvió a insistir en que el Estado debe hacer algo en contra de un sistema bancario que ha sido absolutamente abusivo y defender a los ciudadanos.

2.- Gerente Corporativo de la Corporación de Fomento de la Producción, señor Matías Acevedo quien se refirió a la situación que afecta a los estudiantes universitarios deudores del crédito CORFO.

El señor Acevedo efectuó una breve reseña del programa para financiamiento de la educación superior impulsado por Corfo. Sobre el particular, informó que este programa se creó el año 1997 con el objetivo de facilitar el ingreso a la educación superior a las familias de clase media, constituyéndose en una alternativa al Fondo Solidario de Crédito Universitario (FSCU), único sistema de financiamiento que hasta entonces conocía el país para la educación superior y que sólo operaba respecto de quienes estudiaban en algunas de las 25 universidades del CRUCH.

Comentó que CORFO entregaba dos tipos de ayudas: por un lado, líneas de financiamiento de largo plazo y, por otro, garantías parciales cercanas al 50% de la pérdida final que se obtuviera una vez realizadas todas las acciones judiciales correspondientes para poder recuperar el crédito que se encontraba impago. Estas últimas exigencias, hizo notar, explican en gran parte el buen comportamiento de pago que ha tenido esta cartera, pese a ser, lógicamente, un incentivo bastante cuestionable.

Sostuvo que los beneficiados por este programa de financiamiento podían ser los estudiantes avalados por su padre o tutor o bien el padre o tutor con aval del hijo estudiante como segunda fuente de pago. Añadió que el 87% de las familias beneficiadas se encontraban entre el primer y el noveno décil. Adicionalmente, señaló, el 75% de los estudiantes beneficiados pertenecían a universidades privadas no tradicionales, 18% a universidades pertenecientes al Consejo de Rectores y el 7,7% a Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica. Asimismo, indicó que el stock de operaciones vigentes alcanza a 106.843 beneficiarios por un monto de $ 373.144 millones.

Agregó que la tasa interés promedio ponderada de la cartera alcanza en la actualidad a 8,19%. Sin embargo, precisó, el Banco Estado no podía recibir línea de Corfo, razón por la cual el monto actual de las líneas de crédito alcanza los $ 147.698 millones con una tasa de interés promedio anual de 3,59%. Precisó que esa institución financiera representa el 56% de la cartera total mientras que el Banco Falabella representa un 46%, Scotiabank un 28%, y el resto de los intermediarios una participación en torno a un 3%. Subrayó que, a la fecha, la cartera en mora superior a 90 días alcanza los 4.300 estudiantes.

Continuó expresando que el año pasado, tras un análisis llevado a cabo a solicitud del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira, se decidió cerrar el programa mencionado, dados los altos costos que implicaba para los estudiantes y los nocivos incentivos que su diseño tenía con respecto a los avales que requería tanto de la familia como de los estudiantes. Puso de relieve que para cerrar el programa sólo se requería la voluntad de hacerlo, puesto que bastaba sólo con la decisión del Consejo de la CORFO, porque el diagnóstico estaba claro hace mucho tiempo. En efecto, puntualizó que se comenzó con la discusión del Crédito con Garantía Estatal dada la necesidad de crear un sistema de financiamiento que superara este programa que tantas críticas tenía y porque el FSCU no alcanzaba a todo el universo de estudiantes. 

Hizo notar que si se hubiera cerrado oportunamente este perverso programa, la realidad de 40.000 familias sería muy distinta a la actual. Sin embargo, relató, en marzo de 2009 se planteó al Consejo de la CORFO
 su ampliación, aumentando de esta manera su cobertura a nuevas familias.

En otro orden de consideraciones, aseveró que este es una materia que preocupa profundamente tanto al Presidente como al Vicepresidente de Corfo, razón por la cual se trabaja en dar una solución a los estudiantes afectados. No obstante, acotó que el tema no es sencillo de resolver debido al tipo de financiamiento que se entregó y por la forma en que se hizo.

En la misma línea argumental anterior, indicó que se ha ido avanzando en encontrar una solución al problema. Sobre esto, recordó que una de las principales demandas de los estudiantes consiste en poder detener los procesos de embargo que se están llevando a cabo producto del no pago de estos créditos. Puntualizó que el primer requisito para detenerlos consiste en poder hacer un cambio en el proceso de cobro de la garantía que se estableció para que ella operara. Para ello, sentenció, las instituciones financieras deben demostrar que se han agotado todas las instancias judiciales de cobro, de manera que la solicitud de embargo, en la práctica, constituye el requisito fundamental para poder acceder a ella. Sostuvo que la fórmula en la que se está trabajando apunta a modificar las condiciones de pago de la garantía de las instituciones financieras de manera de evitar el embargo. Advirtió que el principal obstáculo con el que se cuenta actualmente consiste en que durante la tramitación de la Ley de Presupuestos para el Sector Público del año 2012, se rechazó tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados por un grupo de senadores de Oposición la partida de compra de títulos y valores que era la que permitía el movimiento de este tipo de garantías. Agregó que la CORFO solicitó en ese presupuesto la aprobación de $ 550.000 millones, pero el Congreso sólo aprobó la suma de $ 10.000. Aseguró que está claramente establecido en la Glosa N° 17 del Ítem 33 del presupuesto de Corfo que esa partida permite garantizar estos créditos estudiantiles. A mayor abundamiento, remarcó que se encuentran imposibilitados, por los escasos recursos existentes, para dar solución una a las 106.000 familias afectadas y modificar de este programa.

En la misma línea anterior, manifestó que, frente al escenario descrito, se han buscado soluciones alternativas para al menos detener los embargos que aquejan a muchas de las familias beneficiadas por el citado programa. Así, acotó, se han iniciado conversaciones con las instituciones financieras que fueron parte del programa, especialmente con el Banco Estado, para detener o al menos hacer más lentas las cobranzas judiciales en tramitación mientras se alcanza la solución definitiva. Hizo saber que, frente a la aludida solicitud, la recepción de esa institución bancaria ha sido buena y que también ha existido una buena acogida de las demás instituciones financieras privadas, razón por la cual existe cierta tranquilidad de parte de CORFO.

Concluyó su intervención haciendo presente que avanzar en la solución permanente no sólo permitirá mejorar y aumentar la garantía, sino también alivianar la carga financiera para las familias y estudiantes que fueron beneficiados con este programa.

En relación con esta temática, el señor Ministro de Educación, efectuó una intervención especial, precisando que si bien el programa mencionado no pertenece la cartera de Estado que encabeza, se ha estado colaborando en buscar la solución técnicamente razonable y políticamente justa.

Sobre el particular, recordó que al asumir el Gobierno, el Presidente Piñera se vio enfrentado a tres sistemas de créditos que suponían tratar de manera distinta a estudiantes que eran muy similares entre sí. Añadió que la solución natural fue avanzar hacia un sistema de crédito único y, junto con ello, resolver los problemas que tenían los sistemas de crédito vigentes. Así, recordó, nació la Ley sobre Reprogramación de Créditos Universitarios
, que buscaba solucionar los problemas de los deudores morosos que habían obtenido el Fondo Solidario de Crédito Universitario; el proyecto de ley que otorga beneficios a los deudores del Crédito con Garantía Estatal y modifica la ley N° 20.027, en actual tramitación, y nació también la inquietud respecto de la situación de los deudores del Crédito CORFO. 

Seguidamente, puso de relieve que este último tipo de crédito tiene complejidades adicionales lo que ha demorado el encuentro de la solución óptima. Precisó que, por un lado, todos los créditos son distintos ya que los bancos definen las condiciones y, por otro, que se encuentra el tema que CORFO no cuente con los recursos necesarios para reprogramar la garantía y redefinir la forma en que ellas fueron entregadas.

Continuando con el desarrollo del punto anterior, sentenció que ello no es menor, puesto que de todos los programas que tiene CORFO el único que tiene la exigencia de ejecutar los avales antes de poder cobrar la garantía es éste y, por lo tanto, desde el punto de vista de la experiencia, si contara con los recursos sería una alternativamente simple de resolver.

A reglón seguido, aseguró que se propondrá pronto una solución para estos estudiantes y que estará en sintonía con el propósito de tratar de igualar las condiciones de financiamiento para todos,  cuidando que éste sea equitativo.

A continuación, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio hizo presente que, de la exposición del representante de CORFO, se desprende que la Concertación es la principal responsable de este problema, por haber permitido el diseño de este crédito el año 1997 y por negar la aprobación de los recursos para dar solución a este tema en la Ley de Presupuestos del sector público del año 2012. Estableció que la afirmación anterior, pese a ser válida, adolece de un simplismo innecesario y agregó que, en la oportunidad, no se explicó de manera adecuada qué parte de esos $ 550.000 millones se destinarían a dar una solución a los deudores del crédito CORFO.

Asimismo, hizo ver que si bien este crédito adoleció de problemas significativos en su diseño, permitió que 106.843 jóvenes ingresaran a la universidad. En consecuencia, notó que el objetivo planteado de permitir mayor acceso a la educación terciaria logró cumplirse en parte gracias a este sistema de financiamiento.

En otro orden de ideas, sentenció que de los comentarios formulados por el señor Acevedo se desprende que no existe una solución ofrecida, sino sólo una conversación con algunos de los bancos que intervinieron en estas operaciones.

Formuladas sus primeras impresiones, se dirigió al Gerente Corporativo de la Corporación de Fomento de la Producción para que explicara de manera más clara las cifras mencionadas en su intervención y para solicitarle que hiciera llegar una minuta con los planteamientos de CORFO a esta instancia. Acto seguido, solicitó tanto titular de la cartera de Educación como al señor Acevedo explicar qué solución se dará a los más de 100.000 jóvenes endeudados con este crédito que tiene intereses usureros. Añadió que el diagnóstico de la situación está claro, pero que es necesario mirar hacia adelante y dar una solución pronta y satisfactoria al respecto.

Por su lado, la Honorable Senadora señora Von Baer, junto con agradecer la presencia del representante de CORFO, enfatizó que para la Alianza es trascendental dar una la solución para los estudiantes que accedieron al crédito otorgado por esta Institución, porque de lo contrario se estaría discriminado a un porcentaje de los estudiantes. Recordó que en enero pasado se publicó la Ley Sobre Reprogramación de Créditos Universitarios para los estudiantes sujetos al Fondo Solidario de Crédito Universitario, ya varias veces citada, a lo que se suma la tramitación esta iniciativa de ley que busca alivianar la carga económica para los alumnos que accedieron al Crédito con Garantía Estatal con anterioridad al 31 de Diciembre de 2011, pero que no se ha planteado una solución para los más de 106.000 estudiantes que debieron recurrir al Crédito CORFO para financiar sus estudios.

En sintonía con lo anterior, dijo alegrarse enormemente de que el Ejecutivo presentara a tramitación el proyecto de ley sobre financiamiento de la Educación Superior que establecerá un sistema único para todos los estudiantes de la educación terciaria, superando la realidad conocida hasta ahora en donde las tasas varían desde un 2%, para los alumnos que estudian a algunas de las universidades del CRUCH, hasta un 8% para quienes se vieron obligados a optar por el crédito CORFO.

En otra línea argumental, refiriéndose a la situación dejada al descubierto por el señor Acevedo, sostuvo que no es criticable el dejar claramente establecidos los hechos que han posibilitado esta crisis. Agregó que si bien el modelo diferenciado creado posibilitó el ingreso de muchos estudiantes a la educación superior, ha traído aparejado graves e injustas consecuencias como el sobreendeudamiento existente, aspectos que deben ser solucionadas. 

Finalmente, hizo mención a la situación que se produjo con ocasión de la discusión de la Ley de Presupuestos para el sector público del año 2012, en que no se aprobaron los recursos que permitirían reprogramar los créditos de los deudores CORFO de modo de impedir la realidad actual en donde ya han comenzado a embargarse los bienes de los deudores para hacer frente a las deudas. Pese al obstáculo manifestado, hizo ver que es necesario buscar alguna solución para detener esos embargos, como también hacer lo posible para bajar la tasa de interés a que están sujetos esos créditos.

A continuación, el Honorable Senador señor Navarro expresó su sorpresa por el hecho que CORFO, que es una institución técnica que debiera estar al servicio de todos los chilenos, dé respuestas políticas frente a este tema. Añadió que desde que el Presidente Piñera asumió el Gobierno, esta institución ha actuado de esta manera; así, puso de relieve, lo demuestra la decisión de suspender los créditos para quienes exportaban sus productos a Cuba.

En la misma lógica anterior, enfatizó que la presentación del representante de CORFO demuestra que el Ejecutivo no tiene la intención de dialogar con la oposición para encontrar una solución real al conflicto que aqueja a estos estudiantes. A mayor abundamiento, subrayó que la falta de recursos aludida no constituye una justificación suficiente para impedir el encuentro de una solución. Sostuvo que, por ejemplo, para el bono de alimentación recientemente aprobado tampoco fueron aprobados los recursos en la Ley de Presupuestos para el año 2012 y que, sin embargo, fue posible otorgarlo gracias a los recursos disponibles en el Tesoro Público. Lo mismo, destacó, debiera ocurrir en el caso descrito a fin de dar un alivio a quienes se vieron perjudicados con este crédito.

Por otro lado, hizo ver la necesidad de que la Comisión recibiera en audiencia al Vicepresidente de la Corporación de Fomento de la Producción y al Ministro de Hacienda a fin de discutir sobre el tema y lograr el encuentro de una solución.

Por último, deteniéndose en la iniciativa de ley que crea un sistema único de financiamiento para la educación superior, sentenció que lo que los chilenos esperan no son nuevos créditos, sino gratuidad en la educación terciaria. En consecuencia, insistió en que la iniciativa de ley sobre sistema de financiamiento de la educación superior, no constituye, necesariamente, una buena noticia para los estudiantes y las familias que se movilizaron en 2011 en búsqueda de la gratuidad.

Por su parte, el Honorable Senador señor Cantero, lamentó el tenor de la discusión. Recordó que con ocasión de una visita llevada a cabo por integrantes de esta Comisión al Parlamento Finlandés, y tras consultar el Honorable Senador señor Navarro a la Presidenta de la Comisión del Futuro de ese Estado acerca de qué debiera hacerse para que nuestro país diera saltos cualitativos en desarrollo, ésta aseveró que lo primero es buscar aquello que une al país y ejercer liderazgos que sean integradores y que busquen entendimientos. Añadió, tras destacar esas palabras, que las acusaciones y la violencia verbal manifestadas precedentemente no conducirían a solución alguna y que sólo lograrían profundizar las diferencias en nuestra sociedad.

Establecido lo anterior y aludiendo a la intervención del Honorable Senador señor Navarro, hizo notar que pretender pedirle educación gratuita al Gobierno actual, en cuyo programa nunca estuvo aquello, resulta absurdo. Manifestó ser partidario de alcanzar una educación gratuita y estar dispuesto a hacer todo lo posible por lograr ese objetivo, pero insistió en que no es posible pedirlo en este momento. Asimismo, hizo presente que quienes solicitan insistentemente esa gratuidad tuvieron la oportunidad en los veinte años de Gobierno de la Concertación para lograrlo, pero nunca lo hicieron ni lo solicitaron con la vehemencia hoy conocida.

Concluyó su exposición señalando que lo importante, en estos momentos, consiste en ver cómo encontrar una solución para los más de 100.000 estudiantes afectados por el calvario en el que se ha transformado el crédito CORFO.

Seguidamente, el Ministro de Educación, señor Harald Beyer intervino nuevamente para remarcar el planteamiento formulado precedentemente, en el sentido que la solución del problema que afecta a los deudores del crédito CORFO y, en especial lo que se refiere a las garantías, no es posible porque faltan los recursos para ello. Asimismo, para insistir en que se debe encontrar la solución técnica más justa y razonable para resolver los problemas y equiparar las condiciones de estos estudiantes con el espíritu plasmado en los demás proyectos impulsados por el Gobierno. Enfatizó que la idea no es hacer ningún tipo de recriminaciones, sino simplemente describir los hechos imperantes.

En la mima lógica anterior, aseguró que la idea es avanzar en soluciones razonables para todos los estudiantes que ya recibieron créditos en distintas condiciones y puntualizó que en el caso del crédito CORFO existen los problemas ya mencionados para dar la solución óptima, pero que se está trabajando para alcanzar la más equitativa posible.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio junto con solicitar que la Comisión recibiera en audiencia al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo, a fin de que ilustrara a los integrantes de esa instancia sobre el problema que aqueja a los deudores del crédito en comento, recalcó que discrepaba de las opiniones vertidas por el Honorable Senador señor Navarro. Sobre el particular, consideró que resulta indispensable tratar de buscar acuerdos entre el Gobierno y la Oposición para alcanzar la mejor solución posible. Además, aseguró alegrarle, a diferencia del Honorable Senador mencionado, el ingreso de la iniciativa de ley que busca establecer un sistema único de financiamiento para la educación superior, tema que recordó, fue propuesto por los cuatro Presidentes de los partidos de Oposición en agosto de 2011.

Sin perjuicio de lo anterior, propuso algunas soluciones para la situación que afecta a los deudores del crédito CORFO. Una primera alternativa, señaló, consistiría en recomprar por parte de esa institución la deuda a los bancos y condonar parte de ellas. Una segunda alternativa, indicó, sería rebajar la tasa de interés de 8 a un 2%. Sobre este punto, advirtió que si ella fue la alternativa para los deudores del Crédito con Garantía Estatal, no existen razones para no aplicarla en este caso. Una tercera alternativa, observó, sería suplementar la partida respectiva, dado que ella no fue rechazada, sino sólo aprobada con $10.000, cuestión que, remarcó, ni siquiera requiere de una ley sino de un criterio de flexibilidad presupuestaria.

Finalmente insistió en buscar alguna solución y dejar a un lado las críticas relacionadas con la paternidad del problema.

- - -

V.- EXPOSICIÓN DEL SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN RESPECTO DEL PROYECTO DE LEY SOBRE SISTEMA DE FINANCIAMIENTO DE LA EDUACIÓN SUPERIOR.

Con ocasión de la discusión en general de la iniciativa legal en informe, y en el marco de lo que fue el debate que ella originó, el señor  Ministro de Educación informó a los integrantes de la Comisión del ingreso a tramitación legislativa del proyecto de ley, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, a través del cual se crea un sistema de financiamiento para la educación superior. Explicó que dicha iniciativa de ley busca establecer una nueva forma de ayuda estudiantil que implica un sistema único e integrado de becas y créditos. Informó que la iniciativa en comento propone un crédito que tiene una tasa de interés anual de un 2% y que se pagan sus cuotas de manera contingente al ingreso, porcentaje, este último, que va desde un 5% a un 10% según las remuneraciones de las personas. Además, agregó, contempla un período de pago de 180 meses. Recalcó que, en este nuevo sistema de financiamiento, los dineros para las becas y créditos provienen del Estado y son entregados por medio de la División de Educación Superior del Ministerio del que es titular. Añadió que una vez que la persona egresa de la educación superior y comienza a trabajar, se le cobra dichas cuotas a través de la Tesorería General de la República. Finalmente, en relación con esta nueva iniciativa de ley, subrayó que para ser institución beneficiaria de este crédito se ha incorporado la exigencia de estar acreditada por un período de a lo menos tres años.

Continuando con el desarrollo de su intervención, sostuvo que esta iniciativa legal es un proyecto separado del que es motivo de este informe y que busca definir la forma de financiamiento que regirá en nuestro país a largo plazo. Sin embargo, hizo notar que existe también inquietud en el Gobierno por dar solución a aquellos estudiantes que accedieron al sistema del Crédito con Garantía Estatal con anterioridad al 31 de diciembre de 2011 que recibieron un financiamiento en el cual la tasa de interés es cercana al 6% y las cuotas mensuales se pagan sin consideración a los ingresos que se reciben, como ya varias veces lo ha planteado. Recordó que, en el afán de mejorar la situación de esos estudiantes, el Ejecutivo ingresó a tramitación durante el año 2011 el proyecto en estudio en el que se buscó que la tasa de interés anual se rebajara a un 2% y se pudiera pagar cada cuota de manera contingente al ingreso. 

Asimismo, aseveró que la idea del Gobierno es avanzar de manera paralela con ambos proyectos de ley, cada uno en su respectivo mérito, en el sentido que, de forma inmediata, se pueda entregar los beneficios contemplados en la iniciativa a largo plazo, a los 365.000 estudiantes que ya recibieron el CAE. 


Por último, tras explicar a la Comisión el plan del Ejecutivo, solicitó a los integrantes de la Comisión aprobar en general la iniciativa de ley en debate de forma tal de poder presentar una indicación que elimine los elementos permanentes de este sistema de créditos y se limite a dar solución, en los términos referidos, a los estudiantes para quienes las condiciones resultan tan pesadas.

V.- VOTACIÓN EN GENERAL Y FUNDAMENTOS DE VOTO


Sin perjuicio de los distintos planteamientos, precisiones y juicios formulados por Senadores integrantes de la Comisión durante la discusión en general de esta iniciativa de ley, a continuación se transcriben los fundamentos de votación de cada uno de ellos respecto del proyecto en informe.

La Honorable Senadora señora Von Baer fundamento su votó en los siguientes aspectos. En primer término, afirmó, la iniciativa de ley significa una solución para los 365.000 estudiantes ya beneficiados con el CAE, al igual como se hizo con la iniciativa de ley Sobre Reprogramación de los Créditos Universitarios que benefició a los deudores del Fondo Solidario de Crédito Universitario. Indicó que lo que corresponde ahora es aprobar este proyecto sobre reprogramación de los deudores del Crédito con Garantía Estatal que hoy pagan un crédito con una tasa de interés de un 6% sin importar, además, el porcentaje que ese crédito representa de sus remuneraciones.

En relación con el punto anterior, recordó que el Congreso Nacional aprobó la iniciativa de ley impulsada por el Ejecutivo destinada a dar solución a los 110.000 deudores del Fondo Solidario de Crédito Universitario. Señaló que es el turno de brindar apoyo, también, a los deudores del Crédito con Garantía Estatal que pagan una tasa de interés cercana al 6% y cuyas cuotas mensuales que deben costear se pagan sin consideración a sus ingresos. Además, señaló, deberá buscarse una solución justa y satisfactoria para los estudiantes sujetos al crédito CORFO a quienes han comenzado a embargárseles sus bienes para hacer frente a sus deudas.

Un segundo aspecto, precisó, dice relación con el hecho que que la aprobación en general de este proyecto, posibilitará que el Ejecutivo introduzca la indicación anunciada, transformándolo en un proyecto de reprogramación, y comenzar con el estudio de la iniciativa de ley que crea un sistema único de financiamiento que permita terminar con los tres sistemas vigentes en la actualidad que tanta discriminación entre los estudiantes han acarreado sin justificación alguna. Esta última iniciativa, puntualizó, establecerá beneficios permanentes hacia el futuro, de manera que ya no existen excusas amparadas en la falta de certeza para los nuevos estudiantes que justifiquen dilatar la votación del proyecto en estudio. 

En efecto, hizo notar que el modelo vigente ha traído aparejadas grandes discriminaciones al establecer sistemas de créditos distintos y sujetos a diferentes condiciones según si el estudiante se formaba en algunas de las universidades pertenecientes al CRUCH o bien en alguna de las casas de estudio no tradicionales. A lo anterior, resaltó, se sumaba la presencia del crédito CORFO con una tasa de interés cercana a un 9%. 

Dichas desigualdades, afirmó, serán subsanadas a través del referido proyecto de ley que crea un sistema único de financiamiento para la educación superior, que  permitirá poner fin al sistema discriminatorio hoy vigente, ya que establece condiciones iguales para todos. Explicó que ese proyecto contempla una tasa de interés de un 2% anual real para los créditos y, además, introduce la contingencia al ingreso.

Finalmente, agradeció al Ministro presente los proyectos en tramitación y adelantó que votaría a favor de la iniciativa en debate.

El Honorable Senador señor Navarro, en tanto, hizo notar que el Gobierno, a través de la iniciativa anunciada, no resolverá el problema de fondo en materia educación representado por las demandas de gratuidad de la ciudadanía en la educación superior. A mayor abundamiento, observó que rebajar la tasa de interés de un 6 a un 2% es un avance,  pero no constituye la solución a los problemas. 

En otro orden de consideraciones, recordó que el proyecto originalmente presentado no garantizaba que las condiciones pudieran mantenerse hacia el futuro. Por ello, informó, se presentó un requerimiento a la Contraloría General de la República a fin de sancionar la difusión de un proyecto de ley que no era sostenible en el tiempo. Puntualizó que la única certeza estaba constituida por la reducción de la tasa de interés que ha comentado para el año 2012, lo que se alcanzaría gracias a la utilización de los recursos del Tesoro Público. Señaló que para poder tener la rebaja de manera permanente desde el año 2013 en adelante se requiere contar con los recursos año a año en la respectiva Ley de Presupuestos.

Por otro lado, hizo notar que si bien los estudiantes pagarán una tasa de interés de un 2%, el Estado continuará pagando una tasa de 6% a los bancos, dado que no ha existido una renegociación con ellos respecto a las condiciones originales. Precisó que esa decisión del Estado de asumir el costo de los créditos lisa y llanamente, sin cuestionar al sistema de financiamiento es cuestionable y plantea la duda de saber de dónde provienen los recursos del Estado. Sentenció, además, que esto amerita un debate que al menos que cuestione el modelo anteriormente elegido y se den a conocer los mecanismos de negociación.

En relación con el punto anterior, consultó al señor Ministro de Educación si se contemplaba la alternativa de acortar los créditos y aseveró que es necesario saber de qué naturaleza son los contratos que impidan una renegociación. Afirmó que le gustaría que parte de los beneficios que se les otorgarán a los futuros deudores también pudiera ser recabado para los deudores que no tuvieron alternativas entre el 2006 y el 2011. 

Por otra parte, también solicitó al señor Ministro informar que otras alternativas se barajaron hasta logra2r la reducción de la tasa de interés y cuáles fueron las razones que desecharon la posibilidad de tener un mejor beneficio para los deudores del 2006 al 2011. Asimismo, consultó acerca de los montos que esta reprogramación traería aparejada y qué aseguraría que la nueva propuesta del Ejecutivo pudiera mantenerse en el tiempo dado que los recursos, hasta el momento no existen.

Sin perjuicio de las interrogantes planteadas, y de las respuestas que pudieran darse de parte del Ejecutivo, aseguró no estar plenamente de acuerdo con el proyecto, ya que seguía siendo partidario de la gratuidad, y por ende, de no votar a favor de la idea de legislar. Agregó que el Estado tiene recursos para dar gratuidad para por lo menos el 80% de los estudiantes. Ello, continuó, se lograría subiendo los impuestos a los más ricos. Dicho ello, preguntó si se evaluó por parte del Ministerio esa alternativa o si sólo se pensó en mantener el modelo del endeudamiento.

En sintonía con lo anterior, destacó que mantener el sistema de créditos aunque sea con una tasa de interés del 2% no permitirá resolver el problema de fondo, porque, puso de relieve, las personas de escasos recursos continuarán endeudándose para poder estudiar. En consecuencia, subrayó que éste sigue siendo un proyecto muy injusto para los jóvenes más vulnerables. 

No obstante lo anterior, aseveró que la iniciativa es un avance ya que permite saldar una imposición abusiva creada en 2006 para quienes no tenían más alternativas que recurrir a esta forma de financiamiento para pagar sus estudios. Agregó que el proyecto de ley permite corregir los perversos efectos generados por ese diseño creado bajo uno de los Gobiernos de la Concertación. Sin embargo, precisó que, pese a los beneficios ofrecidos, la iniciativa de ley no hace sino insistir en el modelo de créditos hasta ahora conocido, sin dar respuesta a las demandas de gratuidad de la ciudadanía.

Por las razones anteriormente expuestas, insistió que el proyecto no va en la línea de sus demandas. Sobre este punto, además, hizo notar que incluso con una tasa de interés de un 2% y con contingencia al ingreso, para algunos estudiantes y sus familias, será una carga económica difícil de llevar. Además, remarcó que el proyecto es insuficiente, toda vez que los beneficios en él contemplados no pueden tener lugar mientras los deudores se encuentren en mora. 

Finalmente, reiteró que si bien el proyecto en estudio contribuye a alivianar la carga de los alumnos, no va en la dirección correcta, según su parecer, razón por la cual, en definitiva, se abstendría de votar.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, antes de referirse a la iniciativa legal en debate, quiso formular dos consideraciones previas. 

En primer lugar, notó que la sociedad chilena, en los últimos 50 años, ha sido testigo, en ciertos ámbitos, de enormes avances tanto cuantitativos y cualitativos como es la Educación, en donde el número de personas que han tenido la oportunidad de ingresar a la educación superior ha aumentado de manera considerable. Esto, sentenció, fuera de ser una revolución, es un camino de movilidad ascendente. Informó que en 1990 el número de alumnos en la educación terciaria era de 200.000, mientras que hoy alcanzan 1.100.000. Remarcó que este significativo aumento se ha logrado gracias a figuras como el Fondo Solidario,  el crédito CORFO y el crédito con aval del Estado. Tras advertir esa realidad, insistió en la necesidad de analizar desde una óptica más optimista el escenario y a tener presente que la sociedad tiene centrada su atención en este tema que es la agenda social en contra de la desigualdad y el abuso. 

En segundo lugar, se refirió al tema de la gratuidad. Aseveró no ser partidario de otorgarla para todos al estimarla injusta y precisó que lo necesario es dar a cada uno según sus necesidades. En otras palabras, insistió, el que pueda pagar debe hacerlo y, el que no, tener la posibilidad de acceder a becas o créditos, según el caso. A mayor abundamiento, sostuvo que el partido del cual es militante, la Democracia Cristiana, se inclina por dar gratuidad sólo al 60 o al 70% más pobre de la población, y para el resto, créditos que aseguren condiciones prudentes.

Formuladas estas dos consideraciones generales, observó que la discusión en general de la iniciativa legal en debate se ha extendido por siete sesiones y que se acerca el momento de comenzar a definir si se aprobará o no la idea de legislar para ella. Indicó que según su parecer el proyecto de ley debiera ser aprobado, pero aseguró que, además, es necesario enfrentar de cuatro aspectos trascendentales.

En primer lugar, tener una visión más completa del sistema de financiamiento de la educación superior en su conjunto para el futuro, lo que se logra con el proyecto al cual ya se han referido varios Senadores y el señor Ministro de Educación, a través del cual se crea un sistema de financiamiento para la educación superior en donde el crédito tendrá una tasa de interés anual de 2% y las cuotas se pagarán de manera contingente al ingreso. Sobre el particular, consultó al Ministro presente si era posible extender este sistema de becas y créditos hasta el décimo décil. Consideró que extender este sistema para aquel porcentaje de la población de mayores ingresos es necesario, porque de lo contrario ellos se transformarían en una suerte de elite que no requeriría una red de apoyo. Agregó que ello, además, daría la señal de que el sistema es para todos. 

En segundo lugar, añadió, que sea una agencia pública y no los bancos quienes entreguen los recursos y los administren. 

En tercer lugar, agregó debe resolverse el tema de los aranceles. Sentenció que si bien no es éste el proyecto para solucionar el tema relativo a ellos, debe dársele solución prontamente, dado que es un tema que inquieta a los estudiantes y sus familias. Puntualizó que la idea planteada en la nueva iniciativa de ley en donde se pone sobre las casas de estudios el financiar la brecha entre estos aranceles no parece adecuado, ya que genera desincentivos para que las instituciones de educación superior reciban alumnos vulnerables. 

En cuarto lugar, ofrecer alguna solución para la situación que aqueja a los deudores del crédito CORFO, que son más de 106.000 estudiantes que debieron recurrir a este fórmula de financiamiento para acceder a la educación superior y que hoy pagan una tasa de interés de un 8,9%

Asimismo, afirmó, que falta que se presente la iniciativa sobre el sistema de acreditación de las instituciones de educación superior que permitirá ir en búsqueda de mayor calidad en la educación superior.


En esa perspectiva, dejó de manifiesto su intención de votar a favor de la iniciativa en estudio, ya que considera beneficios para 365.000 estudiantes, que son los contrajeron el crédito con anterioridad al 31 de diciembre de 2011. En ese mismo sentido, destacó la decisión gubernamental, en consonancia con lo propuesto por la Concertación en agosto de 2011 de implementar un sistema único e integrado de becas y créditos para este sector formativo. Sentenció, en ese mismo orden ideas, que es relevante que el proyecto contenido en el Boletín 8.369-04 deje claro que la gratuidad también tiene cabida en él y alcance para, al menos, el 60% más pobre de los estudiantes.

Finalmente, reiteró su compromiso de votar a favor de este proyecto que viene a sumarse a aquel relativo a la Reprogramación de Créditos Universitarios y que benefició a 110.000 estudiantes del Fondo Solidario del Crédito Universitario.

Por su lado, la Honorable Senadora señora Pérez, quien reemplazó al Honorable Senador señor Cantero en la sesión en se votó en general la iniciativa, celebró el proyecto de ley impulsado por el Gobierno, puesto que, afirmó, constituye un gran avance en materia de financiamiento de la educación pública. Añadió que, en la práctica, el beneficio en ella contemplado se traducirá en que los jóvenes que hoy pagan sus créditos con una tasa de interés cercana al 6% podrá disminuirla a una de 2% anual real, y, además, tendrán la posibilidad de pagar de manera contingente a sus ingresos, lo que hará que la cuota a pagar mensualmente por este concepto no superará el 10% de sus remuneraciones. Por estas razones, puntualizó, votaría a favor del proyecto en estudio.

Por último, destacó, también, la nueva iniciativa de ley que crea un sistema de financiamiento para la educación superior. Aseveró que es un gran paso el dejar atrás a la banca privada en la provisión de los recursos, y el modelo de financiamiento conocido hasta ahora, cuestión que, dijo, tiene agobiados a los estudiantes y sus familias. Aseguró que ese proyecto de ley marcará una diferencia sustantiva en materia de educación superior.

Finalmente, el Ministro de Educación se refirió a las distintas cuestiones planteadas por los Senadores en sus fundamentos de voto.

En primer término, celebró, nuevamente, la decisión de la Comisión de aprobar en general el proyecto de ley, de manera de posibilitar la presentación de la indicación que limitará el proyecto en estudio a la situación que afecta a los 365.000 deudores del Crédito con Garantía Estatal., para, posteriormente, dar inicio a la discusión de la iniciativa de ley que busca una nueva forma de financiamiento para los nuevos alumnos.

En otro orden de consideraciones, deteniéndose en las críticas formuladas por el Honorable Senador señor Navarro,  señaló que el proyecto en estudio apunta dar una solución a los estudiantes incorporados al modelo ya creado en donde los bancos son quienes proveen de los recursos para acceder a la educación superior y en donde las condiciones implican pesadas cargas para quienes deben asumirlas. Manifestó, en consecuencia, que el Ejecutivo sólo ha buscado alivianar la carga para quienes ya debieron quedar incluidos en esa estructura diseñada en 2006. 

En sintonía con lo anterior, subrayó que ese sistema conocido hasta ahora tiene sus días contados, puesto que se ha sugerido un nuevo modelo en donde los recursos son provistos por el Estado, en donde la tasa de interés anual real es de 2%, en donde los pagos se realizarán de manera contingente al ingreso y en donde el número máximo de cuotas a pagar llega a las 180.

Explicó que la ley N° 20.027 estableció, asimismo, ciertos procedimientos, entre los cuales figura una licitación. Explicó que los bancos licitaron un crédito que se pagará durante cierto número de años y que cuando ello se produjo, los bancos cobraron la recarga, suma que contemplaba los gastos administración y de subsidio de tasa de interés para todo el período. Observó que ese sistema tiene esos y otros problemas, razón por la cual se quiere su término. Una forma de hacerlo, precisó, es la propuesta y consiste en entregar los beneficios a los estudiantes que ya se endeudaron. Una vez que ello se resuelva, continuó,  él se extinguirá de manera natural, de manera que nunca más existirá el modelo en donde la banca sea quien provea de los recursos necesarios para la educación ni existirán las recargas aludidas.

Por otro lado, recalcó que para el modelo anterior no hay otra posibilidad de solución que la planteada y tiene un costo permanente, hasta su desaparición, de $ 48.400 millones, de los cuales $ 10.500 millones se destinan para hacer frente a la contingencia y $ 35.900 millones para el subsidio a la tasa de interés.

Aludiendo a la nueva iniciativa de ley
 y específicamente a la contingencia al ingreso en ella propuesta, en tanto, informó que el nuevo sistema de créditos contempla que hasta 14 UTM se pague un 5% y después suba de manera gradual hasta llegar a un máximo de 10%. Asimismo, puso de relieve que las becas y créditos serán entregadas a través de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación Superior y el traspasado posteriormente a la Tesorería General de la República quien asumirá el cobro una vez producido el egreso.

Respecto de los aranceles reales y los de referencia, materia que fue consultada por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, puntualizó que, efectivamente, el proyecto en comento propone que la institución se haga cargo de financiar la brecha para el 40% más pobre y de la mitad de la brecha para el 20% siguiente. Hizo ver que nada de extraño ni particular se presenta en esta propuesta, ya que este sistema existe ya en Chile en las Universidades del CRUCH.

En relación con la citada intervención, explicó que el nuevo proyecto no ahonda mayormente en el sistema de becas, dado que ellas, como lo demuestra la tradición, quedan sujetas a lo que se disponga año a año en la Ley de Presupuestos para el Sector Público.

Finalmente, sobre la situación por la que atraviesan los deudores del crédito CORFO, al igual como lo hizo anteriormente, recalcó que existe el compromiso asumido por el Gobierno de encontrar una solución del que no se retractarán. Ratificó el compromiso de buscar una solución justa y equitativa para esos deudores. A mayor abundamiento, enfatizó que ningún modelo de financiamiento de educación superior puede imponer que para hacer efectiva la garantía se tengan que embargar primero los bienes del deudor. 

Finalmente, agradeció la disposición favorable demostrada por los Honorables Senadores presentes respecto a la iniciativa de ley y afirmó esperar una fluida discusión en particular, de modo de allegar, lo más pronto posible, los beneficios a los 365.000 estudiantes que esperan por ellos. 

Concluyó su intervención, explicando que las indicaciones que se presentarán, una vez que la iniciativa sea analizada por la Sala del Senado, apuntarán a limitarla a los estudiantes que hubieren contraído el crédito entre 2006 y 2011 y a asegurar los mismos beneficios para quienes deban acceder a él antes de la entrada de vigencia de la ley que crea un sistema único de financiamiento para la educación superior.

Dejando a un lado la discusión relativa a la situación que afecta a los deudores del crédito CORFO, la Comisión continuó con la discusión del proyecto de ley que buscar otorgar beneficios para los 365.000 estudiantes que accedieron al Crédito con Garantía Estatal con anterioridad al 31 de diciembre de 2011.

- Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por tres votos a favor, de las Honorables Senadoras señoras Pérez y Von Baer, y señor Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Navarro.

TEXTO DEL PROYECTO

A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Los deudores de créditos con garantía estatal otorgados en virtud de la ley N° 20.027, que establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior, que antes del 31 de diciembre de 2011 hayan accedido al sistema de crédito y obtenido la garantía estatal que esa ley establece, serán beneficiados con una reducción en la cuota mensual pactada de su crédito. 

Este beneficio se hará efectivo a través de un copago de las cuotas pactadas, de cargo fiscal. Dicho copago será equivalente a la diferencia que se produzca entre la cuota pactada en base a las tasas de los créditos pactados antes del 31 de diciembre del 2011 con la institución que otorgó el crédito y la que efectivamente deberá pagar el deudor al considerar una tasa de un 2,0% anual de interés real sobre el saldo adeudado. 

En caso que el valor de la cuota resultante, una vez aplicado lo establecido en el inciso anterior, sea mayor que el monto equivalente al 10% del promedio del total de la renta que hubieren obtenido durante los últimos doce meses, el deudor podrá optar por pagar este último monto. Este beneficio tendrá vigencia durante seis meses y podrá ser renovado, para lo cual deberá cumplir nuevamente con la obligación de información descrita en el inciso siguiente. En este caso, el Fisco pagará a las instituciones acreedoras la suma que falte para enterar el total de la cuota. Esta diferencia no deberá ser reembolsada por el deudor al Fisco y no será considerada renta para todos los efectos legales. 

Los deudores que opten por esta alternativa deberán acreditar a la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores el monto de su renta mediante una declaración jurada, a la que acompañarán la respectiva declaración anual de impuesto a la renta y, cuando proceda, el correspondiente certificado de remuneración del o de sus empleadores, así como cualquier otro documento que al efecto se les requiera, en conformidad a lo dispuesto en el reglamento. La entrega de estos antecedentes a la Comisión facultará a ésta para informar a las instituciones acreedoras el monto que corresponderá pagar a cada deudor por concepto de cuota contingente al ingreso. 

La Comisión podrá contrastar con el Servicio de Impuestos Internos la veracidad de la información suministrada por los deudores. En caso de determinarse que el deudor faltó a la verdad en la información proporcionada, no podrá optar al beneficio establecido en el inciso segundo de este artículo. Lo anterior es sin perjuicio de la responsabilidad penal que le correspondiere de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 210 del Código Penal.

La Tesorería General de la República requerirá a la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores la entrega de los antecedentes necesarios para efectuar el copago que corresponda a las instituciones financieras acreedoras.

Con todo, respecto de los créditos adquiridos por el Fisco de conformidad a lo dispuesto en el artículo 5° de la ley N° 20.027, la institución encargada de la cobranza deberá descontar el monto del copago de la cuota mensual respectiva, quedando la Tesorería General de la República facultada para efectuar el reflejo contable que corresponda.

Los beneficios contemplados en este artículo comenzarán a regir a partir del 1° de enero de 2012 y no se aplicarán mientras los deudores se encuentren en mora.

Los recursos necesarios para financiar el beneficio establecido en este artículo se contemplarán anualmente en la Ley de Presupuestos.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley Nº 20.027, que establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior:

1) Reemplázase el inciso primero del artículo 3º, por el siguiente:

“Artículo 3°.- El Estado, por intermedio del Fisco, garantizará hasta el noventa por ciento del capital más interés de los créditos que otorguen las instituciones financieras, las cajas de compensación, las compañías de seguros y demás instituciones facultadas para otorgar financiamiento según la normativa que las rijan, a aquellos estudiantes que cumplan los requisitos establecidos en esta ley y que se encuentren  matriculados, en conformidad con el artículo 9º, Nº 2, en instituciones de educación superior que cumplan con lo dispuesto en el artículo 7º de esta ley.”

2) Agrégase el siguiente artículo 6º bis:

“Artículo 6° bis.- Para efectos de lo dispuesto en la letra f) del Nº 1 del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, Ley de Compañías de Seguros, Sociedades Anónimas y Bolsas de Comercio, los créditos objeto de la garantía estatal regulada en esta ley, que otorguen las entidades aseguradoras, serán considerados inversión susceptible de ser representativa de reservas técnicas y patrimonio de riesgo.

Asimismo, para efectos de la ponderación por riesgo a que se refiere el artículo 67 del decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos, el monto de los créditos objeto de la garantía estatal establecida en esta ley se entenderá incluido en la Categoría 2 de dicho artículo y aquella porción del crédito que no cuente con garantía estatal, se entenderá incluida en la Categoría 5 de la referida norma.”.

3) Reemplázase el inciso tercero del artículo 9° por el siguiente: 

“Para efectos de otorgar la garantía estatal a nuevos créditos de estudiantes que incurrieron en deserción o eliminación académica sólo una vez, los postulantes deberán encontrarse al día en el pago de las obligaciones correspondientes a los créditos otorgados con anterioridad, de conformidad con la presente ley. Asimismo, la renovación anual del nuevo financiamiento estará sujeta al cumplimiento de este requisito. La garantía estatal a que se refiere esta ley, no se otorgará a los estudiantes que hayan egresado de carreras conducentes a grado de licenciado utilizando el crédito con garantía estatal regulada en esta ley, o el crédito solidario universitario regulado en la ley N° 19.287.”.

4) Agrégase el siguiente artículo 11 bis:

“Artículo 11 bis.- Los titulares de créditos objeto de garantía estatal pagarán un interés anual real de un 2%. Para estos efectos, el Fisco podrá pagar a las instituciones a que hace referencia el artículo 3° de esta ley los intereses que excedan del mencionado porcentaje. 

En caso que el valor de la cuota resultante, una vez aplicado lo establecido en el inciso anterior, sea mayor que el monto equivalente al 10% del promedio del total de la renta que hubiere obtenido durante los últimos doce meses, el deudor podrá optar por pagar este último monto. Este beneficio tendrá vigencia durante seis meses y podrá ser renovado, para lo cual deberá cumplir nuevamente con la obligación de información descrita en el inciso siguiente. En este caso, el Fisco pagará a las instituciones acreedoras la suma que falte para enterar el total de la cuota pactada. Esta diferencia no deberá ser reembolsada por el deudor al Fisco y no será considerada renta para todos los efectos legales. El pago referido será realizado por el Fisco a las instituciones a que hace referencia el artículo 3° de esta ley, dentro de los plazos y en la forma que determine el reglamento. Respecto de los créditos adquiridos por el Fisco de conformidad a lo dispuesto en el artículo 5° de la presente ley, la institución encargada de la cobranza deberá descontar el monto del copago de la cuota mensual respectiva, quedando la Tesorería General de la República facultada para efectuar el reflejo contable que corresponda. 

Los deudores que opten por esta alternativa deberán acreditar a la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores el monto de su renta mediante una declaración jurada, a la que acompañarán la respectiva declaración anual de impuesto a la renta y, cuando proceda, el correspondiente certificado de remuneración del o de sus empleadores, así como cualquier otro documento que al efecto se les requiera, en conformidad a lo dispuesto en el reglamento. La entrega de estos  antecedentes a la Comisión facultará a ésta para informar a las instituciones acreedoras el monto que corresponderá pagar a cada deudor por concepto de cuota contingente al ingreso. Asimismo, la Tesorería General de la República requerirá a la Comisión la entrega de los antecedentes necesarios para efectuar el copago que corresponda a las instituciones acreedoras.

La Comisión podrá contrastar con el Servicio de Impuestos Internos la veracidad de la información suministrada por los deudores. En caso de determinarse que el deudor faltó a la verdad en la información proporcionada, no podrá optar al beneficio establecido en el inciso segundo de este artículo. Lo anterior es sin perjuicio de la responsabilidad penal que le correspondiere de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 210 del Código Penal.

Sólo tendrán derecho a acceder al beneficio establecido en el inciso segundo del presente artículo, los deudores que no se encuentren en mora. 

El reglamento de la ley definirá los plazos y forma en que el deudor deberá hacer su declaración de ingresos para acogerse al beneficio, así como la forma en que se determinará y pagará el exceso mencionado en los incisos primero y segundo precedentes.”.

5) Reemplázase el artículo 18 por el siguiente:

“Artículo 18.- Lo dispuesto en el artículo 35 inciso segundo del Código Tributario, no será aplicable a la información relativa a los deudores de los créditos otorgados en conformidad con esta ley. La información a que se refiere dicho artículo sólo podrá ser proporcionada a la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores, individualizando dicha Comisión a los contribuyentes y señalando el uso que, de acuerdo con esta ley, se dará a la información requerida.

La Comisión podrá solicitar a la institución de educación superior respectiva y a las instituciones que hayan otorgado el crédito a que se refiere esta ley, información de los respectivos deudores, para el cumplimiento de las funciones de la Comisión, y realizar el tratamiento de los mencionados datos. 

Además, cuando la Comisión lo solicite, las instituciones de previsión social y de salud previsional y el Fondo Nacional de Salud, estarán obligados a informarle el domicilio y la identificación del empleador de los deudores.

La información proporcionada a la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores de acuerdo a los incisos precedentes, sólo podrá ser utilizada por ésta o por los terceros que otorguen, administren y cobren créditos, de acuerdo a lo establecido en el N° 10 del artículo 22 de esta ley.

La persona, sea empleado público o no, que divulgue información reservada, obtenida directa o indirectamente, para un uso distinto al autorizado, será sancionada, según corresponda, conforme a lo establecido en los artículos 246, 247 y 247 bis del Código Penal.”.

6) Agrégase el siguiente artículo 18 bis:

“Artículo 18 bis.- La Tesorería General de la República, en representación del Fisco, estará facultada para realizar las acciones de cobranza judicial y extrajudicial que sean procedentes respecto de los créditos de los que es titular el Fisco y aquellos en que se hubiera hecho efectiva la garantía, sea total o parcialmente, y que hayan sido otorgados de acuerdo a la presente ley.

Las acciones de cobranza que ejerza la Tesorería General de la República, por sí o a través de terceros, se someterán a las reglas generales de procedimiento aplicables al cobro coactivo, ordinario o ejecutivo, de los títulos en que constan las obligaciones y créditos otorgados al amparo de esta ley. 

Para efectos de lo establecido en el inciso anterior, la Tesorería General de la República podrá delegar en terceros las acciones de cobro. Lo anterior es sin perjuicio de lo establecido en el número 10 del artículo 22.

Asimismo, para efectos de la cobranza de los créditos de los que es titular el Fisco, sea total o parcialmente, la Tesorería General de la República estará facultada para otorgar facilidades y suscribir convenios de pago con deudores morosos, por sí o a través de terceros. También podrá condonar total o parcialmente los intereses y sanciones por la mora en el pago de estos créditos, mediante normas o criterios de general aplicación, que sean determinados por la Comisión.

Adicionalmente, la Tesorería General de la República, previo visto bueno de la Dirección de Presupuestos, podrá vender o ceder los créditos de los que  sea  titular  el  Fisco,   sea   total   o parcialmente, y que se encuentren en condición de morosidad.”

7) Reemplázase el inciso segundo del artículo 23 por el siguiente:

“La Comisión designará una persona que actuará como Director Ejecutivo de la misma y tendrá la calidad de ministro de fe respecto de sus actuaciones, deliberaciones y acuerdos. Le corresponderá también ejecutar los acuerdos que la Comisión adopte pudiendo, para estos efectos, celebrar los actos y contratos que sean necesarios, llevar a efecto y comunicar las decisiones y acuerdos adoptados por  la Comisión.”

8) Reemplázase el inciso segundo del artículo 25 por el siguiente:

“Los gastos de operación de la Comisión, en la forma en que los defina el reglamento, deberán cubrirse con aportes de las instituciones de educación superior participantes del sistema y con los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos. En el caso de los aportes que deban efectuar las instituciones de educación superior, éstos serán determinados en proporción al volumen de créditos con garantía estatal concedidos a sus alumnos, en conformidad con  el procedimiento que establezca el reglamento.”

Artículo 3°.- Contados 2 años desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley, la Dirección de Presupuestos realizará un estudio económico financiero respecto del sistema de créditos con garantía estatal del que trata la presente ley.  Dicho estudio deberá realizar, además, recomendaciones para corregir posibles falencias que, producto de él, se detecten en el sistema.”.

- - -

Acordado y tratado en sesiones celebradas los días 4, 11 y 18 de abril, 2, 9 y 16 de mayo, y 13 y 20 de junio de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Cantero Ojeda (señora Ena Von Baer Jahn) (Presidente), (Baldo Prokurica Prokurica, Lily Pérez San Martín), señora Ena Von Baer Jahn y señores Jaime Quintana Leal, Alejandro Navarro Brain e Ignacio Walker Prieto.

Sala de la Comisión, a 29 de junio de 2012.



FRANCISCO JAVIER VIVES DIBARRART

                                            Secretario

RESUMEN EJECUTIVO

INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE OTORGA BENEFICIOS A LOS DEUDORES DEL CRÉDITO CON GARANTÍA ESTATAL Y MODIFICA LA LEY N°20.027.

BOLETÍN Nº 7.898-04

I. OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: El presente proyecto de ley otorga beneficios a los deudores del crédito con garantía estatal y modifica la ley N° 20.027 que establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior. En este marco descrito, favorece a los estudiantes que hayan accedido al sistema de créditos con aval del Estado con anterioridad al 31 de diciembre de 2011 permitiendo rebajar la tasa de interés a la que están sujetos sus créditos a un 2% real anual reduciendo consecuentemente las cuotas mensuales a pagar por este concepto. Además, la iniciativa legal incorpora la posibilidad que los deudores de este crédito puedan pagar de manera contingente a sus ingresos.

II. ACUERDOS: El proyecto fue aprobada en general por 3x1 abstención.

III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: la iniciativa legal se compone de tres artículos.

IV. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: No hay.

V. URGENCIA: suma urgencia.

VI. ORIGEN INICIATIVA: Cámara de Diputados. Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República.

VII. TRÁMITE CONSTITUCIONAL: segundo.

VIII. APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: aprobado en general por mayoría de votos (56 x 44).

IX. INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 31 de enero de 2012.

X. TRÁMITE REGLAMENTARIO: primer informe, en general.

XI. LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: 1.- El artículo 19 números 10º y 11° de la Constitución Política de la República. 2.- Decreto con fuerza de ley N° 2 de 2010 que Fija Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado de la ley Nº 20.370 con las Normas No Derogadas del Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, De 2005. 3.- Ley 20.027 que Establece Normas para el Financiamiento de Estudios de Educación Superior. 4.- Decreto N° 226 de 24 de Mayo 2011 del Ministerio de Educación que reemplaza texto del Decreto Nº 182, de 7 de septiembre de 2005, que aprueba reglamento de la ley Nº 20.027, que establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior.

Valparaíso, a 29 de junio de 2012.




(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart,

                      Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE OTORGA BENEFICIOS A LOS DEUDORES DEL CRÉDITO CON GARANTÍA ESTATAL Y MODIFICA LA LEY N° 20.027 (7898-04)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A una o más de las sesiones en que se analizó esta iniciativa de ley asistieron del Ministerio de Educación, el Ministro, señor Harald Beyer; el Subsecretario, señor Fernando Rojas; el Jefe de Gabinete del Ministro, señor Pablo Eguiguren; el asesor, señor Matías Romero; y el  periodista, señor Carlos Carrasco

De la Secretaría General de la Presidencia, las asesoras, señoritas Carol Parada y Constanza Castillo; y el asesor, señor Víctor Blanco.

De la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, el abogado, señor Patricio Espinoza.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, la Coordinadora Área Economía, señorita María Soledad Larenas.

Los asesores de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Labibe Yumha y señor Josué Vega.

- - -


Cabe hacer presente que la iniciativa, que fuera analizada previamente por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, fue discutida por la Comisión de Hacienda sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

El presente proyecto de ley otorga beneficios a los deudores del crédito con garantía estatal y modifica la ley N° 20.027, que establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior. En tal contexto, beneficia a los estudiantes que hayan accedido al sistema de créditos con aval del Estado con anterioridad al 31 de diciembre de 2011, permitiendo rebajar la tasa de interés a la que están sujetos sus créditos a un 2% real anual, reduciendo, consecuentemente, las cuotas mensuales a pagar por este concepto. Incorpora, además, la posibilidad que los deudores de este crédito puedan pagar de manera contingente a sus ingresos. 

Asimismo, incrementa el número de instituciones facultadas para entregar financiamiento al sistema de créditos, y modifica la ponderación por riesgo que estipula la Ley General de Bancos asociada a los créditos con aval del Estado. Adicionalmente, asegura a todos los alumnos que a futuro se beneficien con créditos objeto de garantía estatal, que pagarán un interés anual real de un 2%.

Finalmente, el proyecto modifica las funciones de la Comisión Administradora de los créditos, posibilitando una mejor gestión de coordinación para el adecuado funcionamiento del sistema, y entrega nuevas facultades a la Tesorería General de la República para que pueda administrar los créditos de propiedad estatal, incluyendo el otorgamiento de facilidades de pago a deudores morosos.

- - -


Previo a la discusión en general, la Honorable Senadora señora Rincón llamó la atención sobre una anómala situación que, si bien no se vincula estrictamente con el contenido del proyecto de ley, afecta hoy en día a un grupo de estudiantes usuarios del denominado Crédito con Aval del Estado (CAE). En efecto, explicó, el año 2011 se tomó conocimiento que a muchos de ellos, sin solicitarlo o habiendo renunciado expresamente a él, sus respectivas casas de estudio se lo habían cursado nuevamente. El resultado es que, a la fecha, esos estudiantes figuran informados con altas deudas en el boletín comercial. Producto de los reclamos formulados, agregó, en ciertos casos las instituciones de educación superior dejaron sin efecto el crédito, pero hubo otras que lo han imputado incluso a años distintos de aquél en que supuestamente se debió haber pagado. Se ha configurado, así, a todas luces una irregular práctica, en cuyo mérito se dirigieron en el mes de diciembre del año pasado oficios (N° 1.437/SEC/11, N° 1.459/SEC/11 y N° 1.463/SEC/11) por parte del señor Presidente del Senado al señor Ministro de Educación, sin que, hasta ahora, se haya conocido una respuesta del Ejecutivo a la inquietud manifestada. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


El Subsecretario de Educación, señor Fernando Rojas, inició la presentación del proyecto de ley señalando que el CAE, introducido el año 2005 por la ley N° 20.027, es uno de los principales instrumentos de financiamiento estudiantil vigentes en el país, que forma parte de un vasto sistema que, en todo caso, está siendo en la actualidad objeto de una profunda revisión. De hecho, consignó, ya se está tramitando en el Senado, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley que crea un sistema de financiamiento para la educación superior (Boletín N°8.369-04), que transita hacia un modelo de becas y créditos único, otorgado y  subsidiado por el Estado y contingente a los ingresos de las personas. Esta última iniciativa, sin embargo, no considera asumir retroactivamente la situación de los deudores CAE, a quienes igualmente se debe ofrecer alguna solución que alivie sus urgencias. Tal es el objetivo del proyecto de ley sometido en esta oportunidad al conocimiento de la Comisión.


El propósito original del CAE, prosiguió, fue permitir el acceso a financiamiento a todos los estudiantes de instituciones de educación superior acreditadas, pues hasta 2005 sólo los pertenecientes a las 25 universidades del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas (CRUCH), tenían acceso a crédito. Desde su funcionamiento ha experimentado un significativo crecimiento, transformándose en un vehículo de ampliación de oportunidades para que los jóvenes pertenecientes a las familias de más escasos recursos hayan podido acceder a la educación superior, tanto técnica como profesional.

Dio a conocer, enseguida, que aproximadamente 468.000 alumnos han estudiado o estudian gracias al CAE. De ellos, 365.000 lo hicieron, hasta 2011, con tasas de interés anual del orden del 6% y sin contingencia al ingreso. El ascenso en la cobertura y monto de los créditos se refleja en los siguientes cuadros.

Beneficiarios cada año
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Como demuestran los siguientes gráficos, añadió, más del 60% de los estudiantes del CAE pertenecen a los dos primeros quintiles de ingreso económico. Ellos han podido estudiar en cualquiera de las 81 instituciones de educación superior que se encuentran acreditadas, incluidos centros de formación técnica e institutos profesionales.

Beneficiarios por quintil
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Distribución de beneficiarios por instituciones de educación superior 
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Destacó, asimismo, el crecimiento experimentado por el número de jóvenes en la educación superior: el 39% en 2007 dio paso al 52% en 2011, totalizando la cifra histórica de 1.068.000 estudiantes, que representa 5 veces la cobertura existente en 1986. Parte de dicho crecimiento, desde luego, se explica por el sistema de financiamiento de becas y créditos que ha venido operando, del que el CAE es parte fundamental.





Refirió, enseguida, las tasas de interés que se han aplicado durante la vigencia del CAE:

Características del actual CAE. 

Condiciones para el estudiante:

Tasa de Interés del CAE

	Año
	Tasas (%)

	2006
	5.74

	2007
	5.74

	2008
	6.09

	2009
	5.59

	2010
	5.63


Se aprecia, sostuvo, que se trata de tasas altas, que al no considerar protección por contingencia a los ingresos de los estudiantes, han impactado en que algunos de ellos paguen hasta el 30% de sus remuneraciones mensuales, lo que se ve agravado si se tiene en cuenta que tampoco se han contemplado mecanismos de protección para períodos largos de cesantía.

A partir del precitado diagnóstico, puso de relieve cuáles son los desafíos que se deben acometer para ofrecer mejores condiciones que las actuales, a saber:

- Que no obstante tratarse de instrumentos complementarios, el del CAE presenta fuertes diferencias con el del Fondo Solidario, que es contingente al ingreso, con tasa de interés de  2% e incluye solamente a los alumnos de 25 universidades del CRUCH. Indudablemente, apuntó, esto resulta discriminatorio con los estudiantes, muchos de los cuales provienen de hogares de menores ingresos, por cuanto es el tipo de institución lo que determina el acceso a condiciones preferenciales de financiamiento.

- El sobre endeudamiento excesivo generado en los estudiantes y sus familias, que muchas veces les impide hacer frente a la deuda contraída con el sistema.

- La forma en que se licita el CAE, que ha incidido significativamente en el costo que representa para el Estado, que además de proveer parte importante de los recursos, se constituye en aval del 90% de los créditos. Los incentivos existentes y el nivel de gasto, admitió, llevan a cuestionarse la sustentabilidad del mecanismo. 





En consonancia con todo lo expuesto, expresó, el proyecto de ley en estudio pretende mejorar las condiciones de los estudiantes que han estudiado o estudiarán con CAE, mientras se aprueba e implementa el nuevo sistema de financiamiento estudiantil a que hiciera referencia. El alcance de sus disposiciones permitirá:

- Rebajar la tasa de interés y otorgar contingencia al ingreso a 365.000 alumnos que recibieron el CAE hasta el año 2011.

- Otorgar contingencia a los cerca de 100.000 estudiantes que han recibido el CAE durante 2012, a quienes ya se está aplicando la tasa de interés de 2% anual. Recordó, al efecto, que la reducción de la tasa es la única enmienda posible de realizar al sistema por la vía administrativa, a través de las bases de licitación. Cualquiera otra, precisa de una modificación legal.





La asesora de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Labibe Yumha, consultó, en relación con los 365.000 estudiantes que accedieron al CAE hasta 2011, si el proyecto considera un tratamiento diverso para el pago futuro del crédito, contingente a los ingresos que obtengan.





El señor Subsecretario de Educación respondió afirmativamente a la pregunta formulada, agregando que, a la fecha, existen decenas de miles de estudiantes egresados o desertores de sus respectivas carreras que están pagando el CAE, con cuotas que oscilan entre el 2% y el 25% de sus sueldos, según el caso. 





A continuación, profundizó en el primer objetivo del proyecto: los beneficios que se proponen para los estudiantes:

a) Disminución de la tasa de interés de 6% a 2% anual para los 365.000 beneficiarios (la de los beneficiarios a partir de 2012, reiteró, no requiere cambio legal). Graficó su impacto con el siguiente ejemplo de un alumno de carrera de instituto profesional, donde el ahorro alcanza casi al 40%:

	Carreras
	Duración (semestres)
	Arancel real
	Arancel referencia
	Deuda total
	Cuota mensual (20 años)
	% de ahorro cuota

	Auditoría
	8
	1.600.000
	1.553.333
	
	
	

	tasa interés: 6%
	
	
	
	7.860.844
	56.317
	39,60%

	tasa interés: 2%
	
	
	
	6.727.159
	34.031
	

	Ingeniería en Administración
	8
	1.840.000
	1.648.500
	
	
	

	tasa interés: 6%
	
	
	
	8.342.449
	59.767
	39,60%

	tasa interés: 2%
	
	
	
	7.139.307
	36.116
	


Ante consultas formuladas por los Honorables Senadores señores García y Novoa, puntualizó que la rebaja de tasa para dichos 365.000 beneficiarios es de aquí en más y no opera con efecto retroactivo. Es decir, deberán igualmente pagar las cuotas devengadas con la tasa más alta, pues la de 2% sólo comenzará a ser utilizada en las nuevas cuotas que correspondan. De hecho, agregó, existen muchos estudiantes que ya pagaron o están pagando sus créditos.

b) Contingencia con un 10% de los ingresos, que aplica tanto para los antiguos como para los nuevos beneficiarios: ningún estudiante pagará más del 10% de sus ingresos, incluso si eso significa un monto menor al de la cuota que le corresponda. De ser superior, la diferencia será cubierta por el Estado. Llevado esto al ejemplo de la carrera de auditoría, importaría que si los ingresos de un estudiante se reducen por debajo de $340.000, va a pagar una suma inferior a la cuota de $34.031, que en caso alguno excederá del 10% de su remuneración. Se incorpora en la legislación, al cabo, un seguro de suyo relevante, que alivia las finanzas familiares y constituye una protección para los estudiantes cuyas rentas sean bajas.

Recordó, al respecto, que el Mensaje del Ejecutivo que dio origen al presente proyecto de ley sólo contemplaba la reducción de la tasa de interés, de 6% a 2%. Sólo en la Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, se aprobó la indicación que incorpora la contingencia.

Hizo hincapié, asimismo, en que mientras no se apruebe y entre en vigencia el nuevo sistema, financiado por el Estado, en que los recursos sean directamente entregados por el Gobierno a todo el sistema universitario en igualdad de condiciones, las únicas herramientas disponibles son el Fondo Solidario y el CAE. De ahí que, en lo concerniente a este último, los estudiantes que ya lo recibieron, lo están recibiendo o lo van a recibir a contar del próximo año, requieren con prontitud un mejor tratamiento.

En relación con la contingencia al ingreso para los usuarios del CAE, el Honorable Senador señor García apuntó que la ley de presupuestos del sector público para el año 2012 ya contempla recursos con esa finalidad, en la Partida 09 (Ministerio de Educación), Capítulo 01 (Subsecretaría de Educación), Programa 30 (Educación Superior). Allí se encuentra, asociada al Subtítulo 30 (Adquisición de Activos Financieros), una glosa 12 que en su párrafo cuarto dispone lo siguiente: “Incluye $11.800.000 miles para financiar la incorporación de contingencia al ingreso, dentro de los créditos con garantía del Estado.”.

El señor Subsecretario de Educación explicó que no obstante haberse contemplado, efectivamente, los recursos señalados por Su Señoría, no existe hasta ahora la ley que regule la forma en que serán distribuidos. De ahí la relevancia de aprobar la iniciativa en estudio, que será financiada, precisamente, con la precitada glosa.

Refirió, a continuación, el segundo objetivo del proyecto de ley, la eficiencia del sistema. Con miras a reducir sus costos, se  basa en dos ejes:
a) Inclusión de un mayor número de actores que compitan con los bancos en las licitaciones del CAE: las cajas de compensación y las compañías de seguros.

b) Disminución de la ponderación del riesgo asociado a este instrumento, lo que permitirá que los bancos e instituciones financieras puedan reducir las provisiones exigidas por la ley. En la actualidad, los bancos provisionan fondos como si su riesgo fuera del 100% del préstamo, en circunstancias que, dado que el aval del Estado es del 90%, en realidad sólo se exponen en un 10%. 

Como, advirtió, resulta improbable que el sistema que se propone en el proyecto de ley que crea un sistema de financiamiento para la educación superior (boletín N° 8.369-04), se encuentre implementado en 2013, es prácticamente un hecho que se va a requerir una nueva licitación del CAE en ese año. En ella deberán contemplarse los reseñados dos ejes.

El tercer objetivo del proyecto de ley que se está analizando, agregó, incluye los elementos operativos del proyecto, que pasan por otorgar facultades a la Tesorería General de la República para llevar a cabo la cobranza judicial y extrajudicial, y por dotar de mayores atribuciones a la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores (Comisión Ingresa).
El Honorable Senador señor García consultó por la información que obre en poder del Ministerio de Educación, en relación con aquellos casos en que el crédito no cubre el 100% del arancel real de una carrera, lo que ha llevado a que muchas instituciones de educación superior ofrezcan sus propios créditos.





El señor Subsecretario de Educación manifestó que no existen estadísticas acabadas sobre el particular, que constituye una dificultad real que afecta a muchos estudiantes, cual es la diferencia, no siempre justificada, entre el arancel real y el arancel de referencia de las carreras, que ha propiciado, incluso, la existencia de casos en que los alumnos toman créditos de consumo para financiar la brecha, que en promedio alcanza al 20% en las universidades del CRUCH. Dicho porcentaje, afirmó, ha ascendido en algunos casos a la suma de $400.000 anuales por alumno. Para remediar este problema, sostuvo, adquiere nuevamente importancia el antes citado proyecto de ley correspondiente al boletín N° 8.369-04, que obliga a las instituciones de educación superior a cubrir la aludida brecha en su totalidad en los dos quintiles más pobres y parcialmente en la clase media, modificando, además, el mecanismo de definición del arancel de referencia. 

La Honorable Senadora señora Rincón expuso que a la brecha entre los aranceles real y diferencial a que aludiera el señor Subsecretario de Educación se suma, en muchos casos, el mayor gasto en vivienda y educación, por ejemplo, que deben afrontar los alumnos que estudian en una región distinta a aquella en la que viven.

Profundizando en lo que previamente enunciara, el señor Subsecretario de Educación indicó que en nuestro país se encuentran vigentes aproximadamente 15.000 aranceles de referencia. Su redefinición, a juicio del Ejecutivo, pasa por uniformar los criterios en torno a factores como el nivel socioeconómico del estudiante, la calidad de la carrera y las posibilidades que otorga a sus egresados para generar ingresos. 

En cuanto al esfuerzo extra que deben realizar los estudiantes que cursan sus carreras en una región distinta a la de su domicilio, señaló que este antecedente no ha sido considerado por el Ejecutivo en la propuesta de financiamiento integral contenida en el boletín N° 8.369-04. Sin perjuicio de ello, puso de manifiesto que el arancel de referencia de cada carrera deberá ser el mismo para cada estudiante, y recordó la existencia de becas de mantención y alimentación que permiten, al menos en algunos casos, concurrir en ayuda de esos estudiantes.

La Honorable Senadora señora Rincón sugirió que en el nivel socioeconómico de los estudiantes, factor a considerar en la redefinición de los aranceles de referencia, según se expresó, se incluya la situación de aquellos alumnos que viven y estudian en la misma región.

El señor Subsecretario de Educación reiteró que el aludido no es un elemento que hasta ahora el Ejecutivo haya considerado. Asimismo, recalcó que en lo que sí se ha pensado, es en que cada institución tenga el mismo arancel de referencia para una determinada carrera, que podrá ser distinto del que tendría la misma carrera en otra universidad. De esa forma, al considerarse el nivel socioeconómico, no será lo mismo ofrecer la carrera de ingeniería comercial, por ejemplo, cuando hay una gran cantidad de alumnos que pertenecen a los quintiles más bajos, que cuando son de los más altos. Esto pues, en el caso de los primeros, acceden a la universidad con mayores deficiencias formativas y requieren esfuerzos de nivelación superiores, generando costos diferentes que el Estado debe reconocer y contribuir, mediante préstamos, a financiar. Este diseño, empero, es distinto a plantear la existencia de un mecanismo de ayuda a cada estudiante en función de su situación personal. 

Para determinar los montos que el Estado entregue a las universidades en base al diagnóstico socieconómico, en tanto, indicó que se tendrán en cuenta parámetros como duración efectiva de la carrera, tasa de deserción y remuneración futura del estudiante. Luego, si este último logró nivelarse académicamente y obtuvo un valor agregado podrá observarse, precisamente, en que terminó su carrera, lo hizo en un plazo razonable y posteriormente pudo generar los ingresos esperables de la misma.

La Honorable Senadora señora Rincón insistió en la trascendencia que tendría incorporar el nivel socioeconómico de los estudiantes entre los criterios de determinación de los aranceles de referencia. La realidad cotidiana, graficó, está llena de casos de estudiantes que tienen su residencia en un lugar lejano a aquel en que se encuentra ubicada su institución de educación superior, lo que incide en que, por no contar con dinero para financiar una pensión, acaben desertando de la carrera.





Enseguida, el señor Subsecretario de Educación reseñó los costos que el presente proyecto de ley debiera aparejar:

1. Disminución de tasa de interés:

Alumnos antiguos
Costo en régimen ( $37.933 millones.

Alumnos nuevos
Costo en régimen ( $56.636 millones.

Total régimen
$94.569 millones

2. Contingencia:

Costos al año 2017 ( $10.514 millones.

Expuso que el desembolso del Estado es creciente en el tiempo, en la medida que, como ha venido aconteciendo, los alumnos egresan de sus carreras y comienzan a pagar el CAE.


El Honorable Senador señor García consultó si el costo total del proyecto en régimen, aproximadamente US$ 200 millones anuales, ha sido proyectado a un plazo de 20 años o a otro inferior.


El señor Subsecretario de Educación explicó que no todos los créditos se otorgan por un mismo plazo, pues los de montos mayores, por ejemplo, son de más larga duración. Situados al día de hoy, añadió, efectivamente pareciera acertado hablar de un promedio de 20 años de crédito, atendido que la gran masa de estudiantes se encuentra todavía estudiando y resta, en consecuencia, que egresen de sus carreras, hagan uso del plazo de gracia para pagar y luego empiece a computarse el término en que deben materializar el cumplimiento de su obligación. Debe tenerse presente, en todo caso, que el costo monetario no es algo que se pueda prever con absoluta certeza, toda vez que del universo de 365.000 estudiantes muchos pueden estar en su segundo año, por ejemplo, sin haber recibido aún el total del crédito. De ahí que el monto final de la deuda y la cantidad de cuotas por cada estudiante, sea algo que sólo se podrá ir determinando con el paso del tiempo.



Finalmente, hizo un llamado a los integrantes de la Comisión a pronunciarse a favor en la votación en general de la iniciativa, habida cuenta de las mejorías que ella propone en materia de seguridad de los créditos, disminución del sobrendeudamiento y equidad para quienes acceden al CAE. Se está en presencia, enfatizó, de una serie de beneficios para 468.000 estudiantes ya endeudados y para los que contraigan el crédito el año 2013, más allá que se trate de un instrumento que, por la aprobación que el Ejecutivo espera del proyecto de ley que propone un nuevo sistema de financiamiento de la educación, tarde o temprano se va a extinguir. 

A continuación, el Honorable Senador señor García puso de relieve otro gran problema que, sin ser objeto de regulación por parte del presente proyecto de ley, ha aquejado a muchos estudiantes: el financiamiento de sus carreras con créditos otorgados por la Corporación de Fomento de la Producción (CORFO).

El señor Subsecretario de Educación expresó que por tratarse de créditos financiados por la precitada Corporación, no se encuentra dentro del ámbito de competencias del Ministerio de Educación ofrecer una solución. Sin perjuicio de ello, informó que el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo se encuentra analizando la situación, con miras a proponer alternativas a quienes se han visto afectados.
La Honorable Senador señora Rincón acotó que en el mes de mayo del presente año, la Sala del Senado aprobó un proyecto de acuerdo en que se solicita al Presidente de la República la adopción de medidas administrativas y legislativas que beneficien a los deudores de créditos CORFO para la educación y suspendan los procedimientos de cobranza judicial (boletín 1.475-12).

El Honorable Senador señor Lagos consultó, por otra parte, por la experiencia comparada en materia de duración de las carreras de la educación superior, y de qué manera ese análisis puede ser aplicado en nuestro país. Si la reducción de la extensión de las carreras fuera posible, no sólo el costo para los estudiantes, quienes además saldrían al mercado laboral con antelación, disminuiría, sino que todos los mecanismos de ayuda del Estado podrían ser distribuidos entre más personas. 

El señor Subsecretario de Educación afirmó que el Ministerio ha estado examinando todos los antecedentes relacionados con la duración de las carreras de la educación superior. Con esa finalidad, de hecho, encargó al CRUCH y al resto de las instituciones la elaboración de propuestas específicas para su reducción, tomando en cuenta el a veces extenso período, con su consecuente impacto económico, que media entre que los alumnos egresan y obtienen su título. En este punto, consignó que la nueva modalidad de definición del arancel de referencia va a considerar, justamente, un castigo a las carreras cuyos alumnos demoren mucho tiempo en titularse o en que las tasas de deserción sean elevadas.

En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, el Honorable Senador señor Frei consultó nuevamente por el costo total que representa, para el Fisco, el presente proyecto de ley.

El Ministro de Educación, señor Harald Beyer, indicó que, conforme a los informes financieros acompañados por la Dirección de Presupuestos -de los que se da cuenta más adelante en el presente informe-, la estimación total del costo de la rebaja de la tasa de interés del CAE al 2%, asciende a $94.569 millones; y la de la contingencia al ingreso de 10%, a $10.514. En régimen, en consecuencia, la iniciativa legal irrogará un impacto fiscal de $105.083.

El Honorable Senador señor Lagos solicitó conocer de qué manera ha previsto el Ejecutivo abordar la problemática de los estudiantes deudores del crédito CORFO.  

La Honorable Senadora señora Rincón hizo ver que, en su momento, la Cámara de Diputados aprobó un proyecto de acuerdo en que solicitaba la adopción de medidas administrativas, independiente de alguna solución legislativa, por parte del Ejecutivo para detener los embargos de que estaban siendo objeto los grupos familiares deudores del crédito CORFO.

Del mismo modo, recalcó la relevancia de que pueda ser considerado por el Ejecutivo, entre los criterios para la determinación del arancel de referencia de las instituciones de educación superior, la realidad de los estudiantes, como los de la 11ª circunscripción en la Región del Maule, que deben estudiar en regiones distintas de aquellas en las que viven.     

El señor Ministro de Educación manifestó que el tema de los, aproximadamente, 106.000 deudores del crédito CORFO, está radicado en el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, que se encuentra analizando las vías que permitan arribar a una solución justa al problema. La particularidad de este instrumento, afirmó, radica en que, a diferencia del CAE o del Fondo Solidario, se compone a su vez de una serie de créditos que se otorgan en condiciones muy distintas, siendo su mayor inconveniente el que, para el caso de incumplimiento del pago, contempla la posibilidad de embargo. Se trata, en efecto, del único crédito de financiamiento estudiantil en el mundo que tiene esta característica.

A partir de lo señalado, explicó, el diagnóstico del Ejecutivo es que, por una parte, se debe reordenar la manera en que se establecen las garantías; y, por otra, reducir la tasa de interés. Este último aspecto, empero, reviste un mayor grado de complejidad, pues los créditos contratados con bancos privados tienen una garantía especial distinta de la de aquellos suscritos con el Banco Estado, que ascienden más o menos la mitad del total.  

Como fuere, agregó, el Ejecutivo espera evacuar una propuesta durante el presente año, la que no necesariamente se va a materializar en un proyecto de ley, pues algunos de los defectos de la herramienta crediticia podrían ser solucionados administrativamente por CORFO. Sólo otros aspectos, como las garantías del crédito, podrían ameritar alguna proposición por la vía legislativa.

De cualquier modo, enfatizó, debe tenerse presente que el mecanismo del crédito CORFO para financiamiento de la educación, es absolutamente distinto del CAE o del Fondo Solidario.

La Honorable Senadora señora Rincón consignó que más allá de la dispar naturaleza del crédito CORFO en relación con los otros instrumentos aludidos por el señor Ministro de Educación, no se puede desconocer que todos ellos apuntan a un mismo objetivo, cual es el de permitir el financiamiento de la educación de los estudiantes. De esa forma, si en todos los casos el principio es contribuir a aliviar las condiciones de dicho financiamiento, probablemente se esté en presencia de una oportunidad para que las carteras de Educación y de Economía, Fomento y Turismo, analicen en conjunto la posibilidad de hacer confluir a todos los deudores de créditos estudiantiles en un único sistema. En tal sentido, consultó cuál es la disposición del Ejecutivo para buscar soluciones de general aplicación para todos quienes han generado deuda en virtud de su educación superior. 

El Honorable Senador señor Novoa hizo presente que la solución del stock de deuda del CAE requiere ciertas específicas exigencias que, precisamente, el proyecto de ley en estudio viene a proponer. La de la cartera de deudores del crédito CORFO, en cambio, tiene sus propias condiciones, que deben ser atendidas en consecuencia. De ahí que, sin perjuicio del análisis que pueda llevar a cabo el Gobierno para sus eventuales propuestas, no debe perderse de vista que conceptualmente se trata de mecanismos diferentes.  

La Honorable Senadora señora Rincón aclaró que la proposición de alguna solución para los deudores del crédito CORFO, no ha sido planteada como una condición para la aprobación de la iniciativa legal que se está analizando. Sin embargo, reiteró, ésta puede ser el escenario propicio para atender satisfactoriamente las necesidades de todos quienes han accedido a financiamiento estatal para costear sus estudios. 

Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa.

- - -

Enseguida, la unanimidad de los miembros de la Comisión acordó celebrar una sesión en que el señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo, exponga acerca de las medidas que el Gobierno considera llevar a cabo en relación con el crédito CORFO para el financiamiento de la educación.     

Por otra parte, la Honorable Senadora señora Rincón consultó por los fundamentos tenidos a la vista por el Ejecutivo para la modificación, recientemente realizada, en relación con el número de niños que deben atender los educadores de párvulos en los establecimientos educacionales. Dicha enmienda fue introducida por el decreto N° 115, de 2012, del Ministerio de Educación, que modificó el decreto Nº 315, de 2010, de la misma cartera, que reglamenta los requisitos de adquisición, mantención y pérdida del reconocimiento oficial del Estado a los establecimientos educacionales de educación parvularia, básica y media. 

El señor Ministro de Educación comprometió el envío de la información con los antecedentes solicitados por Su Señoría.

- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 30 de agosto de 2011, señala lo siguiente:

I. Antecedentes

El proyecto de ley busca modificar la ley N° 20.027, que establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior.

Entre los objetivos de las modificaciones que se pretenden realizar con este proyecto de ley está el introducir un conjunto de mejoras de impacto inmediato. Específicamente, se incorporan cambios que reducen significativamente el costo de los créditos para los estudiantes y sus familias, tanto para aquellos que fueron los primeros beneficiados, como para los futuros estudiantes que se acojan al sistema de crédito con garantía estatal. Asimismo, se amplía el tipo de instituciones financieras que podrán otorgar los créditos, se perfecciona la coordinación del sistema y se mejora el apoyo estatal.

Del articulado del proyecto, se han identificado los artículos 1° y 2°, en sus números 4, 6 y 10, como aquellos que generan impacto fiscal.

El artículo 1° establece un mecanismo para lograr una rebaja en los intereses que pagan las personas que hayan accedido al sistema de crédito y obtenido la garantía estatal en el marco de la ley N° 20.027, antes del 31 de diciembre de 2011. El mecanismo consiste en un copago de las cuotas pactadas, de cargo fiscal, equivalente a la diferencia que se produzca entre la cuota pactada con la institución que otorgó el crédito y la que efectivamente deberá pagar el deudor, considerando una tasa de un 2,0% anual de interés real, sobre el saldo adeudado al término del periodo a que se refiere el artículo 12 de la ley N° 20.027.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

De acuerdo a las estimaciones realizadas, el monto de gasto fiscal en régimen alcanzaría los $37.933 millones de 2011 para un total de 350.000 deudores. Para realizar estas estimaciones se han tomado en consideración los siguientes supuestos:

a) Se asume una tasa promedio de 5,43%, de modo tal que la rebaja importa un descuento de 343 puntos base.

b) El deudor comienza a pagar 18 meses después de egresado de su carrera.

c) Duración promedio de las cameras de 4 años y plazo promedio de pago de 20 años.

	Estimación Copago por Rebaja de Tasa de Interés
CAE at 2%

	(cifras en millones $ de 2011)

	Años
	Monto

	2012
	2.491

	2013
	4.141

	2014
	6.272

	2015
	8.841

	2016
	11.740

	2017
	37.933


El numeral 4 del artículo 2° expresa que se beneficiará también a los futuros estudiantes que se acojan al sistema de crédito con garantía estatal. La estimación del mayor gasto fiscal que significa reducir la tasa de interés CAE al 2% se basa en que el mayor gasto fiscal proviene de un mayor valor de recarga en las ventas de créditos que los Bancos realicen al Fisco. En régimen esto representará un mayor gasto fiscal de $56.636 millones anuales.

	Estimación Mayor Recarga por Rebaja de Tasa de 

Interés CAE al 2%

	(cifras en millones $ de 2011)

	Años
	Monto

	2012
	18.392

	2013
	33.858

	2014
	46.710

	2015
	56.636

	2016
	56.636

	2017
	56.636


Finalmente, considerando los dos efectos anteriores el efecto fiscal de la medida, se presenta en el siguiente cuadro¹:

	Estimación Total (Efecto Copago y Mayor Recarga) por 

Rebaja de Tasa de Interés CAE al 2%

	(cifras en millones $ de 2011)

	Años
	Monto

	2012
	20.883

	2013
	37.999

	2014
	52.982

	2015
	65.477

	2016
	68.376

	2017
	94.569


¹Cabe señalar que los montos estimados consideran tanto el efecto del mayor gasto producto del pago por la cartera de créditos que son propiedad de los Bancos y, eventualmente, el efecto de menores ingresos que percibirá el Fisco por la cartera de créditos generados con anterioridad al 31 de diciembre de 2011, que los Bancos puedan revender al Fisco y que éste deba recomprar.

El artículo 2°, número 6, por su parte, establece que la Tesorería General de la República, en representación del Fisco, estará facultada para realizar las acciones de cobranza judicial y extrajudicial que sean procedentes respecto de los créditos de que es titular el Fisco, sea total o parcialmente, y que hayan sido otorgados de acuerdo a la presente ley. Esta nueva función guarda perfecta coherencia con las funciones de cobranza establecidas en el Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 1994, que fija el Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado del Estatuto Orgánico del Servicio de Tesorerías. En este caso, potencialmente se requerirá de mayor personal y recursos para realizar la cobranza dispuesta en la ley N° 20.027. Sin embargo, habiendo personal en el Servicio para desarrollar esta labor, solo eventualmente la Ley de Presupuestos incorporará estos mayores recursos en los casos en que se estime son requeridos.

Finalmente, el artículo 2°, número 10, dispone que se reemplace el inciso segundo del artículo 25 de la ley N° 20.027, introduciendo como modificación principal que la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores (INGRESA) pueda ser financiada también con aportes provenientes de la Ley de Presupuestos. En este caso, la Ley de Presupuestos de cada año podrá incluir un aporte que parcialmente contribuya a financiar el funcionamiento de la citada Comisión. En todo caso, a modo de referencia puede indicarse que el presupuesto de funcionamiento de la Comisión el año 2011 es de $1.260 millones.

Posteriormente, con fecha 29 de diciembre de 2011, la Dirección de Presupuestos emitió un Informe Financiero Complementario del anterior, cuyo tenor es el que sigue:

I Antecedentes.

Las indicaciones contenidas en el presente mensaje introducen un beneficio adicional a los deudores del crédito con garantía estatal que consiste en que estos puedan optar a pagar como máximo el 10% de su renta, siendo la diferencia con la cuota efectiva del crédito de cargo fiscal.

Asimismo, se faculta a la Tesorería General de la República en forma explícita para que realice la cobranza tanto de los créditos propiedad del Fisco como aquellos que son propiedad de las instituciones financieras y en los que se ha ejecutado la garantía estatal.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

La estimación del costo fiscal del copago que debe asumir el Fisco por aquellos deudores cuya cuota excede el 10% se presenta en el cuadro a continuación para el lapso 2012-2015. Ese cálculo se construye asumiendo los pagos que realizarían durante dicho período los deudores egresados y aquellos que inician su cuadro de pagos dentro del período considerado, cruzado con los datos de ingresos promedio de los egresados obtenidos a través del Sistema de Información de Educación Superior (SIES) del Ministerio de Educación, por tipo de institución de educación superior (Universidades, Centros de Formación Técnica e Institutos Profesionales).

	Estimación Costo Fiscal de Contingencia al Ingreso de 10%

	millones de pesos de 2011

	
	

	Año
	Costo

	2012
	1.270

	2013
	2.500

	2014
	4.233

	2015
	6.304

	2016
	8.458

	2017
	10.514


Por otra parte, las gestiones que realice la Tesorería General de la República para el cobro de los créditos serán asumidas con los recursos que esta ya posee según ley de presupuestos y, por lo tanto, el ejercicio de dicha facultad no tiene costo fiscal adicional.

El mayor gasto que representa esta indicación se financiará con los recursos que para ello se consultan en la Ley de Presupuestos vigente.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

De conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión de Hacienda propone la aprobación, en general, del proyecto de ley en informe, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Los deudores de créditos con garantía estatal otorgados en virtud de la ley N° 20.027, que establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior, que antes del 31 de diciembre de 2011 hayan accedido al sistema de crédito y obtenido la garantía estatal que esa ley establece, serán beneficiados con una reducción en la cuota mensual pactada de su crédito. 

Este beneficio se hará efectivo a través de un copago de las cuotas pactadas, de cargo fiscal. Dicho copago será equivalente a la diferencia que se produzca entre la cuota pactada en base a las tasas de los créditos pactados antes del 31 de diciembre del 2011 con la institución que otorgó el crédito y la que efectivamente deberá pagar el deudor al considerar una tasa de un 2,0% anual de interés real sobre el saldo adeudado. 

En caso que el valor de la cuota resultante, una vez aplicado lo establecido en el inciso anterior, sea mayor que el monto equivalente al 10% del promedio del total de la renta que hubieren obtenido durante los últimos doce meses, el deudor podrá optar por pagar este último monto. Este beneficio tendrá vigencia durante seis meses y podrá ser renovado, para lo cual deberá cumplir nuevamente con la obligación de información descrita en el inciso siguiente. En este caso, el Fisco pagará a las instituciones acreedoras la suma que falte para enterar el total de la cuota. Esta diferencia no deberá ser reembolsada por el deudor al Fisco y no será considerada renta para todos los efectos legales. 

Los deudores que opten por esta alternativa deberán acreditar a la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores el monto de su renta mediante una declaración jurada, a la que acompañarán la respectiva declaración anual de impuesto a la renta y, cuando proceda, el correspondiente certificado de remuneración del o de sus empleadores, así como cualquier otro documento que al efecto se les requiera, en conformidad a lo dispuesto en el reglamento. La entrega de estos antecedentes a la Comisión facultará a ésta para informar a las instituciones acreedoras el monto que corresponderá pagar a cada deudor por concepto de cuota contingente al ingreso. 

La Comisión podrá contrastar con el Servicio de Impuestos Internos la veracidad de la información suministrada por los deudores. En caso de determinarse que el deudor faltó a la verdad en la información proporcionada, no podrá optar al beneficio establecido en el inciso segundo de este artículo. Lo anterior es sin perjuicio de la responsabilidad penal que le correspondiere de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 210 del Código Penal.

La Tesorería General de la República requerirá a la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores la entrega de los antecedentes necesarios para efectuar el copago que corresponda a las instituciones financieras acreedoras.

Con todo, respecto de los créditos adquiridos por el Fisco de conformidad a lo dispuesto en el artículo 5° de la ley N° 20.027, la institución encargada de la cobranza deberá descontar el monto del copago de la cuota mensual respectiva, quedando la Tesorería General de la República facultada para efectuar el reflejo contable que corresponda.

Los beneficios contemplados en este artículo comenzarán a regir a partir del 1° de enero de 2012 y no se aplicarán mientras los deudores se encuentren en mora.

Los recursos necesarios para financiar el beneficio establecido en este artículo se contemplarán anualmente en la Ley de Presupuestos.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley Nº 20.027, que establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior:

1) Reemplázase el inciso primero del artículo 3º, por el siguiente:

“Artículo 3°.- El Estado, por intermedio del Fisco, garantizará hasta el noventa por ciento del capital más interés de los créditos que otorguen las instituciones financieras, las cajas de compensación, las compañías de seguros y demás instituciones facultadas para otorgar financiamiento según la normativa que las rijan, a aquellos estudiantes que cumplan los requisitos establecidos en esta ley y que se encuentren  matriculados, en conformidad con el artículo 9º, Nº 2, en instituciones de educación superior que cumplan con lo dispuesto en el artículo 7º de esta ley.”

2) Agrégase el siguiente artículo 6º bis:

“Artículo 6° bis.- Para efectos de lo dispuesto en la letra f) del Nº 1 del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, Ley de Compañías de Seguros, Sociedades Anónimas y Bolsas de Comercio, los créditos objeto de la garantía estatal regulada en esta ley, que otorguen las entidades aseguradoras, serán considerados inversión susceptible de ser representativa de reservas técnicas y patrimonio de riesgo.

Asimismo, para efectos de la ponderación por riesgo a que se refiere el artículo 67 del decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos, el monto de los créditos objeto de la garantía estatal establecida en esta ley se entenderá incluido en la Categoría 2 de dicho artículo y aquella porción del crédito que no cuente con garantía estatal, se entenderá incluida en la Categoría 5 de la referida norma.”.

3) Reemplázase el inciso tercero del artículo 9° por el siguiente: 

“Para efectos de otorgar la garantía estatal a nuevos créditos de estudiantes que incurrieron en deserción o eliminación académica sólo una vez, los postulantes deberán encontrarse al día en el pago de las obligaciones correspondientes a los créditos otorgados con anterioridad, de conformidad con la presente ley. Asimismo, la renovación anual del nuevo financiamiento estará sujeta al cumplimiento de este requisito. La garantía estatal a que se refiere esta ley, no se otorgará a los estudiantes que hayan egresado de carreras conducentes a grado de licenciado utilizando el crédito con garantía estatal regulada en esta ley, o el crédito solidario universitario regulado en la ley N° 19.287.”.

4) Agrégase el siguiente artículo 11 bis:

“Artículo 11 bis.- Los titulares de créditos objeto de garantía estatal pagarán un interés anual real de un 2%. Para estos efectos, el Fisco podrá pagar a las instituciones a que hace referencia el artículo 3° de esta ley los intereses que excedan del mencionado porcentaje. 

En caso que el valor de la cuota resultante, una vez aplicado lo establecido en el inciso anterior, sea mayor que el monto equivalente al 10% del promedio del total de la renta que hubiere obtenido durante los últimos doce meses, el deudor podrá optar por pagar este último monto. Este beneficio tendrá vigencia durante seis meses y podrá ser renovado, para lo cual deberá cumplir nuevamente con la obligación de información descrita en el inciso siguiente. En este caso, el Fisco pagará a las instituciones acreedoras la suma que falte para enterar el total de la cuota pactada. Esta diferencia no deberá ser reembolsada por el deudor al Fisco y no será considerada renta para todos los efectos legales. El pago referido será realizado por el Fisco a las instituciones a que hace referencia el artículo 3° de esta ley, dentro de los plazos y en la forma que determine el reglamento. Respecto de los créditos adquiridos por el Fisco de conformidad a lo dispuesto en el artículo 5° de la presente ley, la institución encargada de la cobranza deberá descontar el monto del copago de la cuota mensual respectiva, quedando la Tesorería General de la República facultada para efectuar el reflejo contable que corresponda. 

Los deudores que opten por esta alternativa deberán acreditar a la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores el monto de su renta mediante una declaración jurada, a la que acompañarán la respectiva declaración anual de impuesto a la renta y, cuando proceda, el correspondiente certificado de remuneración del o de sus empleadores, así como cualquier otro documento que al efecto se les requiera, en conformidad a lo dispuesto en el reglamento. La entrega de estos  antecedentes a la Comisión facultará a ésta para informar a las instituciones acreedoras el monto que corresponderá pagar a cada deudor por concepto de cuota contingente al ingreso. Asimismo, la Tesorería General de la República requerirá a la Comisión la entrega de los antecedentes necesarios para efectuar el copago que corresponda a las instituciones acreedoras.

La Comisión podrá contrastar con el Servicio de Impuestos Internos la veracidad de la información suministrada por los deudores. En caso de determinarse que el deudor faltó a la verdad en la información proporcionada, no podrá optar al beneficio establecido en el inciso segundo de este artículo. Lo anterior es sin perjuicio de la responsabilidad penal que le correspondiere de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 210 del Código Penal.

Sólo tendrán derecho a acceder al beneficio establecido en el inciso segundo del presente artículo, los deudores que no se encuentren en mora. 

El reglamento de la ley definirá los plazos y forma en que el deudor deberá hacer su declaración de ingresos para acogerse al beneficio, así como la forma en que se determinará y pagará el exceso mencionado en los incisos primero y segundo precedentes.”.

5) Reemplázase el artículo 18 por el siguiente:

“Artículo 18.- Lo dispuesto en el artículo 35 inciso segundo del Código Tributario, no será aplicable a la información relativa a los deudores de los créditos otorgados en conformidad con esta ley. La información a que se refiere dicho artículo sólo podrá ser proporcionada a la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores, individualizando dicha Comisión a los contribuyentes y señalando el uso que, de acuerdo con esta ley, se dará a la información requerida.

La Comisión podrá solicitar a la institución de educación superior respectiva y a las instituciones que hayan otorgado el crédito a que se refiere esta ley, información de los respectivos deudores, para el cumplimiento de las funciones de la Comisión, y realizar el tratamiento de los mencionados datos. 

Además, cuando la Comisión lo solicite, las instituciones de previsión social y de salud previsional y el Fondo Nacional de Salud, estarán obligados a informarle el domicilio y la identificación del empleador de los deudores.

La información proporcionada a la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores de acuerdo a los incisos precedentes, sólo podrá ser utilizada por ésta o por los terceros que otorguen, administren y cobren créditos, de acuerdo a lo establecido en el N° 10 del artículo 22 de esta ley.

La persona, sea empleado público o no, que divulgue información reservada, obtenida directa o indirectamente, para un uso distinto al autorizado, será sancionada, según corresponda, conforme a lo establecido en los artículos 246, 247 y 247 bis del Código Penal.”.

6) Agrégase el siguiente artículo 18 bis:

“Artículo 18 bis.- La Tesorería General de la República, en representación del Fisco, estará facultada para realizar las acciones de cobranza judicial y extrajudicial que sean procedentes respecto de los créditos de los que es titular el Fisco y aquellos en que se hubiera hecho efectiva la garantía, sea total o parcialmente, y que hayan sido otorgados de acuerdo a la presente ley.

Las acciones de cobranza que ejerza la Tesorería General de la República, por sí o a través de terceros, se someterán a las reglas generales de procedimiento aplicables al cobro coactivo, ordinario o ejecutivo, de los títulos en que constan las obligaciones y créditos otorgados al amparo de esta ley. 

Para efectos de lo establecido en el inciso anterior, la Tesorería General de la República podrá delegar en terceros las acciones de cobro. Lo anterior es sin perjuicio de lo establecido en el número 10 del artículo 22.

Asimismo, para efectos de la cobranza de los créditos de los que es titular el Fisco, sea total o parcialmente, la Tesorería General de la República estará facultada para otorgar facilidades y suscribir convenios de pago con deudores morosos, por sí o a través de terceros. También podrá condonar total o parcialmente los intereses y sanciones por la mora en el pago de estos créditos, mediante normas o criterios de general aplicación, que sean determinados por la Comisión.

Adicionalmente, la Tesorería General de la República, previo visto bueno de la Dirección de Presupuestos, podrá vender o ceder los créditos de los que  sea  titular  el  Fisco,   sea   total   o parcialmente, y que se encuentren en condición de morosidad.”

7) Reemplázase el inciso segundo del artículo 23 por el siguiente:

“La Comisión designará una persona que actuará como Director Ejecutivo de la misma y tendrá la calidad de ministro de fe respecto de sus actuaciones, deliberaciones y acuerdos. Le corresponderá también ejecutar los acuerdos que la Comisión adopte pudiendo, para estos efectos, celebrar los actos y contratos que sean necesarios, llevar a efecto y comunicar las decisiones y acuerdos adoptados por  la Comisión.”

8) Reemplázase el inciso segundo del artículo 25 por el siguiente:

“Los gastos de operación de la Comisión, en la forma en que los defina el reglamento, deberán cubrirse con aportes de las instituciones de educación superior participantes del sistema y con los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos. En el caso de los aportes que deban efectuar las instituciones de educación superior, éstos serán determinados en proporción al volumen de créditos con garantía estatal concedidos a sus alumnos, en conformidad con  el procedimiento que establezca el reglamento.”

Artículo 3°.- Contados 2 años desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley, la Dirección de Presupuestos realizará un estudio económico financiero respecto del sistema de créditos con garantía estatal del que trata la presente ley.  Dicho estudio deberá realizar, además, recomendaciones para corregir posibles falencias que, producto de él, se detecten en el sistema.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 11 y 18 de julio de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señor José García Ruminot (Presidente), señora Ximena Rincón González y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.

Sala de la Comisión, a 26 de julio de 2012.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 18.287, SOBRE PROCEDIMIENTO ANTE LOS JUZGADOS DE POLICÍA LOCAL, PROHIBIENDO ENVÍO DE CITACIONES EN EL CASO EN QUE LAS INFRACCIONES SEAN REGISTRADAS CON EL VEHÍCULO EN MOVIMIENTO 

(7292-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Gustavo Hasbún, Pepe Auth, René Manuel García, Javier Hernández, Fernando Meza, Iván Norambuena, Joaquín Tuma, Mario Venegas y de la Diputada señora Mónica Zalaquett, y del ex Diputado y actual Senador, señor Alejandro García Huidobro.

- - - - - - - 


No obstante que el proyecto de ley es de artículo único, vuestra Comisión lo discutió sólo en general, por considerar que contiene disposiciones que ameritan un mayor estudio y análisis y, en consecuencia, acordó proponer a la Sala que lo discuta y estudie en estos mismos términos. 

- - - - - - - - - 


Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la participación del Asesor Legislativo del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Juan Carlos González y de la Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito (CONASET), señora María Francisca Yáñez.

OBJETIVOS DEL PROYECTO


El proyecto de ley, en estudio, tiene como objetivo modificar el artículo 3º de la ley Nº 18.287, de Juzgados de Policía Local, prohibiendo que se cursen infracciones a través de la citación a los dueños de vehículos que se encuentren en movimiento, a menos que éstas sean cursadas por funcionarios de Carabineros de Chile y se pueda certificar con pruebas fotográficas dichas infracciones.

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


- Ley Nº 18.287, que establece el procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.


- El artículo 3º, establece, en su inciso primero, que los Carabineros e Inspectores Fiscales o Municipales que sorprendan infracciones, contravenciones o faltas que sean de competencia de los Jueces de Policía Local, deberán denunciarlas al juzgado competente y citar al infractor para que comparezca a la audiencia más próxima, indicando día y hora, bajo apercibimiento de proceder en su rebeldía. Con todo, las infracciones o contravenciones a las normas de tránsito por detenciones o estacionamientos en lugares prohibidos que se cometan a menos de cien metros de la entrada de postas de primeros auxilios y hospitales, sólo podrán ser denunciadas por Carabineros. Asimismo, las contravenciones a los artículos 113, inciso primero, y 114, inciso primero, de la Ley de Alcoholes, Bebidas Alcohólicas y Vinagres serán denunciadas exclusivamente por Carabineros, en la forma que señala dicha ley. Tratándose de la infracción a la prohibición establecida en el inciso primero del artículo 114 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Justicia, de 2007, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, se procederá de conformidad con lo dispuesto en el artículo 43 bis de la presente ley.


Su inciso segundo determina que la citación se hará por escrito, entregando el respectivo documento al infractor que se encontrare presente; si no lo estuviere, se le dejará en un lugar visible de su domicilio. Una copia de la citación deberá acompañarse a la denuncia, con indicación de la forma en que se puso en conocimiento del infractor.


Su inciso tercero agrega que tratándose de una infracción a las normas de tránsito o de transporte terrestre, si el infractor no se encontrare presente, la citación se dejará en el vehículo, sin adherirla. Si el denunciado no compareciere, el juez le citará por carta certificada que dirigirá al domicilio que tenga anotado en el Registro de Vehículos Motorizados, en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros o en otro registro que lleve el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. De la misma forma se procederá cuando la citación no hubiere sido dejada en el vehículo por encontrarse éste en movimiento. El último domicilio que el propietario de un vehículo inscrito tuviere anotado en el Registro de Vehículos Motorizados, será lugar hábil para dirigirle la correspondiente carta certificada, entendiéndose practicada la diligencia, cuando sea entregada en dicho domicilio. 


Su inciso cuarto prescribe que los denunciantes a que se refiere el inciso primero y los funcionarios del Juzgado debidamente autorizados por el juez tendrán acceso, sin cargo alguno, a la información del domicilio contenida en los Registros mencionados. El uso indebido de estos datos por los funcionarios facultados para requerirlos, generará las responsabilidades que establece la ley.


Su inciso quinto permite que esta información sea solicitada por cualquier medio, sea escrito, oral, computacional o electrónico que se estime más conveniente y expedito, al organismo que tenga a su cargo el respectivo registro. Dicho organismo estará obligado a proporcionarla de inmediato, usando el medio más fácil y rápido para ello, sin perjuicio de remitir con posterioridad el certificado correspondiente, al requirente.


Su inciso final establece que en caso que la información sea pedida por el tribunal, el Secretario dejará testimonio en el proceso de la fecha y forma en que se requirió ese informe y, si la respuesta es oral, señalará además su fecha de recepción, la individualización de la persona que la emitió y su tenor. Si la información hubiese sido recabada por los denunciantes señalados en el inciso primero, deberá adjuntarse al documento con que hagan llegar la denuncia al tribunal.


II.- ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción señala que la actual ley Nº 18.287 considera la citación al juzgado en caso que haya sido presenciada una infracción por Carabineros e Inspectores Fiscales o Municipales, en circunstancias en que el vehículo infractor se haya encontrado en movimiento. Sin embargo esto no considera factores presentes en la ley 18.290 que permiten comprobar la identidad del individuo que está infringiendo la norma, verificar que la licencia extendida corresponda al tipo de vehículo que conduce, si las restricciones que hayan sido estipuladas en la licencia se estén cumpliendo o algunas de las especificaciones indicadas en el artículo 172 de la ley mencionada en referencia a la responsabilidad en caso de accidentes.


Este tipo de infracciones son cursadas a un vehículo específico y no a una persona, aunque finalmente el dueño del vehículo en cuestión será siempre responsable de la infracción a menos que compruebe que éste fue utilizado sin su consentimiento.


Según lo señala el artículo 174 de la ley Nº 18.290, estas infracciones deben empadronarse, esto es, asignarse un responsable, de esta forma el responsable debe ser debidamente individualizado para que responda por su falta. La ley Nº 19.676 modificó sustancialmente el procedimiento en materia de denuncias de infracciones a las normas de tránsito efectuadas por escrito no encontrándose presente el conductor. Según el punto número dos que modifica el artículo 4° en sus incisos primero y segundo, se especifica que la citación al juzgado debe incluir la individualización del denunciado, hecho que no se cumple de no haber un control presencial y directo con éste al no realizarse el control con detención del vehículo. De igual manera no se considera el hecho que el denunciante cometa un error al escribir o al obtener los datos del registro del vehículo. De esta forma también la ley mencionada anteriormente, modifica los medios de prueba de la infracción validando material audiovisual para estos efectos, de manera que en la ausencia de ellos no se produce fe para el registro de la infracción. No obstante lo anterior, los medios de los cuales se dispongan también están sometidos a alteraciones dependientes de factores inherentes al funcionamiento de ellos. Pese a que no existen estadísticas formales al respecto, no han sido pocos los reclamos de personas a los cuales se les ha enviado citación sobre una infracción que no cometieron existiendo casos en los cuales los involucrados incluso residían en ciudades muy distantes.


Ni carabineros, ni inspectores municipales, ni inspectores del Ministerio de Transportes son ministros de fe .Los jueces de policía los consideran sólo "testigos abonados" por su condición de empleados públicos. Los ministros de fe están expresamente señalados en el Código Orgánico de Tribunales y son los notarios, conservadores de bienes raíces, archiveros y receptores judiciales y secretarios de tribunales de la República, de esta forma, las infracciones cometidas y presenciadas por ellos, sin un medio efectivo de prueba, no constituyen un testimonio efectivo.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO


La Moción presentada está estructurada sobre la base de un artículo único que propone incorporar en el inciso tercero del artículo 3º de la ley Nº 18.287, después del primer punto seguido, una oración que prohíbe cursar infracciones a través de la citación a los dueños de vehículos que se encuentren en movimiento, a menos que sean cursadas por funcionarios de Carabineros de Chile y se puedan certificar con pruebas fotográficas dichas infracciones.

DISCUSIÓN EN GENERAL


Durante la discusión en general, el Asesor Legislativo del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Juan Carlos González, informó que mediante esta iniciativa legal, se pretende dar mayor certeza a los conductores de vehículos, en el sentido de que cuando reciban un parte empadronado de un vehículo que está en movimiento, se tendrá que acompañar obligatoriamente el medio de prueba en que conste esa infracción, que sólo podrá estar certificado por Carabineros de Chile.


En la actualidad, los partes empadronados los pueden remitir los municipios, sin acompañar el medio de prueba por lo que resulta muy difícil para el conductor demostrar que no ha cometido la infracción.


El Honorable Senador señor Pizarro consultó si este proyecto de ley implica que volverán a funcionar los fotoradares.

El Asesor Legislativo del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Juan Carlos González, explicó que actualmente los fotoradares sólo son usados por Carabineros y mediante esta iniciativa legal sólo se agrega la obligación de acompañar el medio de prueba en el parte.


En seguida, expresó que posteriormente, el Ejecutivo presentará una indicación sustitutiva para perfeccionar las ideas matrices de esta iniciativa legal.


- Sometida a votación la idea de legislar, este proyecto de ley fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín y Jorge Pizarro Soto.
- - - - - - - - - 

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, os propone aprobar, en general: 

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Incorpórase en el inciso tercero del artículo 3° de la ley N° 18.287, después del primer punto seguido (.) la siguiente oración:


“Sin perjuicio de lo anterior, se prohíbe cursar infracciones a través de la citación a los dueños de vehículos que se encuentren en movimiento, a menos que éstas sean cursadas por funcionarios de Carabineros de Chile y se pueda certificar con pruebas fotográficas dichas infracciones.”.”.

- - - - - - - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 18 julio de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Guido Girardi Lavín y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 20 de julio de 2012.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida,

Abogado Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR BIANCHI, SEÑORA RINCÓN Y SEÑORES CANTERO, HORVATH Y MUÑOZ ABURTO, CON LA QUE SE DA INICIO A UN PROYECTO QUE SUSTITUYE EL INCISO PRIMERO DEL ARTÍCULO 18 DE LA LEY N° 19.628, SOBRE PROTECCIÓN DE LA VIDA PRIVADA, PARA PROHIBIR LA COMUNICACIÓN DE OBLIGACIONES IMPAGAS, EN LOS CASOS QUE INDICA 

(8458-03)

Los registros de obligaciones vencidas que manejan las empresas de boletín comercial o los bancos de datos, se han convertido desde hace mucho en el problema o escollo de millones de chilenos. Lo anterior, por el carácter público que solían tener dichos antecedentes comerciales, y especialmente, por las repercusiones que el problema traía al ser una práctica habitual la consulta de este listado, lo que incluso llegó a condicionar la atención médica, el acceso a puestos de trabajos o el ingreso a establecimientos educacionales.

La Ley 20575 que establece el principio de finalidad en el tratamiento de datos personales vino, en buena medida, a subsanar varias de las debilidades que adolecía nuestra legislación en lo que a protección de datos de carácter personal se trata. Esto, a través de la consagración de varios principios que ayudan a integrar la norma y colmar los vacíos que en ella se encontraban.

Con ocasión de la promulgación de esa ley se estableció en su artículo 2° transitorio un mecanismo que permitía a los deudores que cumpliesen con ciertos y determinados requisitos limpiar sus antecedentes comerciales. Este “perdonazo” es una práctica con antecedentes, por ejemplo, en la Ley 19812, que en sus artículos transitorios estableció la incomunicabilidad de datos de obligaciones impagas a determinada fecha y que no superaran el orden de dos millones de pesos. Y en la propia 20575.

Si bien se ha argüido los contratiempos que esto podría generar para los propios usuarios del sistema crediticio, en cuanto al encarecimiento de los servicios por falta de predicción. Siendo absolutamente transparentes en este tema, debemos concluir que no son precisamente las compañías y empresas las que fomentan  un endeudamiento responsable, ya sea por sus prácticas de “letra chica”, servicios conexos, gastos de comisiones varias, etc.

La realidad es que el proyecto establece un piso a partir del cual los datos son comunicables y no se trata de un piso muy alto, ni se está dejando desprotegido a quienes se dedican al negocio del crédito, pues no sólo es un monto razonable, sino que además es un piso conjunto. Esto significa que se toma en cuenta el total de las deudas de las personas. 

Por otro lado, el argumento del alza en las tasas, en general resulta más bien falaz, pues todos hemos sido testigos de la aplicación casi irrestricta de los máximos intereses por parte de las instituciones y con ello de lo costoso que es endeudarse en nuestro país, sin entrar siquiera al tema del anatocismo.

Puede que el comercio crediticio se sienta vulnerado por esta señal de apoyo a las clases menos aventajadas de nuestra sociedad, pero tiene como único fin poner algo de equilibrio al sistema y pretende hacerlo de manera permanente. Esto permitirá a la gente acceder a una nueva oportunidad para poner en orden sus economías hogareñas o de pequeñas empresas y tendrá una repercusión expansiva en miles de chilenos que con este cambio pueden obtener una mejor calidad de vida.

Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de Ley

Artículo Único: Modifíquese el artículo 18 de la Ley 19628 sustituyéndose el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 18.- En ningún caso pueden comunicarse los datos a que se refiere el artículo anterior, cuando el total de obligaciones impagas del titular que comunique el registro o banco de datos sea inferior a 110 unidades de fomento por concepto de capital, excluyendo intereses, reajustes o cualquier otro rubro; o que se relacionen con una persona identificada o identificable, luego de transcurridos cinco años desde que la respectiva obligación se hizo exigible”.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Ximena Rincón González, Senadora.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE INCORPORA COMO CAUSAL DE CESACIÓN EN EL CARGO DE SENADORES Y DIPUTADOS SU DEPENDENCIA DE SUSTANCIAS O DROGAS ESTUPEFACIENTES O PSICOTRÓPICAS ILEGALES 

(8468-07)

Exposición de motivos:

La Constitución Política de la República, contempla en su artículo 60, diversas causales de cesación de cargos para los diputados y senadores, las que fundamentalmente se resumen en la ausencia injustificada a sus funciones, la ocurrencia de conflictos de intereses durante su gestión, el tráfico de influencias, haciendo indebido de sus cargos y la incitación a la alteración del orden público o propiciar el cambio del orden jurídico institucional por medios distintos a los establecidos en dicha Carta, por comprometer gravemente la seguridad o el honor de la nación, o por perder requisitos de elegibilidad.

Sin embargo, consideramos que los representantes del electorado para estos cargos, no pueden continuar en los mismos, si se comprueba que tienen dependencia a las drogas, mal de nuestros tiempos que ya se ha ido enquistando en el seno de la sociedad, y que tantos perjuicios morales y pecuniarios ha causado a muchas familias que deben sufrir la pesada carga de contar entre sus miembros a adictos a este tipo de sustancias estupefacientes.

La drogadicción constituye una verdadera lacra que se ha ido extendiendo lenta pero inexorablemente en la comunidad nacional, al punto que muchas personas la consideran como algo absolutamente normal e inofensivo, y que ya ha pasado a formar parte de sus hábitos cotidianos. Así por lo demás lo demuestran recientes encuestas, que consignan que el consumo de drogas, tales como la marihuana, se ha ido extendiendo a sectores medios y altos de nuestra sociedad.

Sin perjuicio de que se deben intensificar las acciones y políticas, tanto estatales como privadas para erradicar este flagelo, que se ha tornado implacable, y que de acuerdo a estudios especializados, guarda íntima relación con la actividad delictual, estimamos que los miembros del Congreso Nacional deben dar una señal fuerte y decidida que demuestre fehacientemente que no se encuentran atrapados en el consumo de drogas, lo que los convierte en personas plenamente vulnerables, que indudablemente afecta su independencia, lo que por ende les impide continuar desempeñando sus cargos.

Por esta razón, consideramos que debe establecerse como otra causal de cesación de los cargos de diputados y senadores, el hecho de tener dependencia de las drogas, máxime si se considera que existen varios cuerpos legales que impiden que diversas autoridades, tanto designadas como elegidas, puedan desempeñarse como tales, si tuvieren dicha dependencia.

Para la comprobación de dicha dependencia, estimamos que debe hacerse en conformidad a normas específicas que se contemplarán en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, para cuyo efecto ya hemos presentado la correspondiente reforma a dicho cuerpo legal.

En mérito a las consideraciones que anteceden, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:

Artículo único: Modifíquese el inciso quinto del artículo 60 de la Constitución Política de la República, agregándose, a continuación del punto aparte con que termina su texto, el que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración:

"De igual modo, cesará en su cargo, el diputado o senador que tuviere dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o psicotrópicas ilegales, debidamente comprobada, en conformidad a las normas que al efecto establezca la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional".

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA ALVEAR Y SEÑORES MUÑOZ ABURTO Y WALKER (DON PATRICIO), CON LA QUE SE DA INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA EL CÓDIGO DE JUSTICIA MILITAR Y LA LEY N° 20.477, EN MATERIA DE COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES MILITARES 

(8472-07)

HONORABLE SENADO:

Nuestro sistema de justicia militar requiere de una profunda reforma para adecuarse a los principios internacionalmente reconocidos en materia del derecho a la justicia y el debido proceso. Estos principios han sido codificados en tratados internacionales ratificados por Chile y vigentes, por lo que resultan plenamente vinculantes para nuestro país.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos al dictar la sentencia recaída en el caso Palamara (caso Palamara lribarne vs. Chile) dispuso claramente lo siguiente:

"14. El Estado debe adecuar, en un plazo razonable, el ordenamiento jurídico interno a los estándares internacionales sobre jurisdicción penal militar, de forma tal que en caso de que considere necesaria la existencia de una jurisdicción penal militar, ésta debe limitarse solamente al conocimiento de delitos de función cometidos por militares en servicio activo. Por lo tanto, el Estado debe establecer, a través de su legislación, límites a la competencia material y personal de los tribunales militares, de forma tal que en ninguna circunstancia un civil se vea sometido a la jurisdicción de los tribunales penales militares, en los términos de los párrafos 256 y 257 de la presente Sentencia.".

De ello se sigue que nuestro país debe modificar el sistema de justicia militar existente para que éste se circunscriba exclusivamente al conocimiento de delitos de función militar cometidos por militares en servicio activo. Todas las demás causas deben ser conocidas por la justicia ordinaria.

Para lograr este propósito presenté hace algunos años una moción para que la justicia militar sólo conociera de delitos que tuvieran asignada una pena militar (Boletín 4.792-07). A su vez, el Gobierno de la Presidenta Bachelet ingresó dos proyectos de ley para efectuar una reforma integral a la justicia militar (Boletines 6.734-02 y 6.739-02). Desafortunadamente ninguno de estos proyectos han conseguido avanzar decisivamente en su tramitación durante el actual Gobierno.

Solo se ha avanzado en un proyecto de ley ingresado por el actual Gobierno mediante cual se excluyó a los civiles de la jurisdicción de tribunales militares, cuando éstos fueren imputados de delitos, lo que se tradujo en la dictación de la Ley 20.477.

Durante la tramitación de dicha iniciativa legal presentamos indicaciones junto con el Senador Patricio Walker que perseguían de excluir a los civiles y menores de edad de la jurisdicción de los tribunales militares, cuando ellos fueran los directamente ofendidos en un delito, como asimismo excluir a los conscriptos de la jurisdicción de dichos tribunales, entregando siempre su competencia a la justicia ordinaria.

Dichas indicaciones no fueron aprobadas en la Comisión de Constitución y Defensa Unidas del Senado. En efecto, al momento de retirar la indicación referida a la exclusión de los civiles y menores de edad cuando ellos fueren los directamente ofendidos en un delito -tal como figura en el Informe de referida la Comisión- se solicitó dejar constancia en la historia fidedigna del establecimiento de la ley que ello se efectuaba "ante el compromiso del Ejecutivo de estudiar detenidamente el punto al momento de analizar el proyecto que ha anunciado presentará a mediados del próximo año)" ( esto es, a mediados de 2011). A su vez, la indicación referida a la exclusión de los conscriptos de la justicia militar se rechazó al repetirse un doble empate en su votación en la Comisión.

Cabe agregar que el Gobierno había anunciado en la señalada Comisión que al 30 de junio de 2011 presentaría un proyecto de ley que precise el concepto de delito militar, el cual, habiendo trascurrido un año desde la fecha anunciada, aún no ha ingresado al H. Congreso Nacional.

En espera de la discusión del proyecto integral, que reafirmamos, es indispensable para cumplir debidamente con nuestros compromisos internacionales, es que creemos que no puede dilatarse más la exclusión completa de los civiles y menores de edad de la jurisdicción de los tribunales militares.

Hemos sido testigos en los últimos tiempos que diversos actos en que han sido víctimas civiles, incluso menores de edad, por parte de personal que goza de fuero militar han sido conocidos por la justicia militar y no la justicia ordinaria. Lo mismo ocurre con casos de eventuales abusos que puedan afectar a conscriptos durante su servicio militar.

Por ello el presente proyecto de ley en su artículo 1° complementa el inciso 1° del Artículo 1° de la Ley N° 20.477 añadiendo la oración “ni como imputados ni como ofendidos de un delito” a continuación de la frase de dicha disposición que señala que “En ningún caso, los civiles y los menores de edad estarán sujetos a la competencia de los tribunales militares”.

Este añadido es fundamental para excluir a los civiles que son víctimas de delitos, de la competencia de la justicia militar, atendida la historia del establecimiento de la ley y el fallo del Tribunal Constitucional, quien al momento de ejercer el control preventivo de constitucionalidad de esta ley señaló lo siguiente:

“Duodécimo: Que esta Magistratura declarará que el artículo 1° del proyecto de ley bajo examen no vulnera la Carta Fundamental, en el entendido que en ningún caso los civiles y los menores de edad, cuando tengan la calidad de imputados, quedarán sometidos a la justicia militar” (énfasis añadido).

A lo anterior se agrega lo resuelto por el Tribunal Constitucional en la parte declarativa de la referida sentencia:

“1) Que el artículo 1° permanente del proyecto de ley examinado es constitucional en el entendido que los civiles y los menores de edad en ningún caso podrán quedar sujetos a la competencia de los tribunales militares en calidad de imputados, quedando a salvo los derechos que les asisten para accionar ante dichos tribunales especiales en calidad de víctimas o titulares de la acción penal (énfasis añadido)”.

Con ello se puede desprender que el Tribunal consideró que el texto del artículo 1° de la ley no tenía la virtud de alcanzar la situación de los civiles y menores de edad, cuando ellos fueren víctimas de delitos, para lo que se requiere de una modificación explícita de dicha ley que así lo declare, que es el propósito del presente proyecto.

Mediante el Artículo 2° el presente proyecto de ley dispone que se elimine en el artículo 6 inciso 2 del Código de Justicia Militar el término “soldados conscriptos” respecto de quienes se consideran militares para efectos de la aplicación de las disposiciones del Código de Justicia Militar y de las demás leyes procesales y penales pertinentes.

Por último en su artículo transitorio el proyecto persigue aplicar, en lo que corresponda, esto es, en lo que resulte aplicable a este proyecto de ley, las disposiciones transitorias de la Ley N° 20.477 que disponen las reglas sobre el traspaso de las causas de la justicia militar a la justicia ordinaria.

Teniendo presente todo lo anteriormente expuesto es que venimos en presentar el siguiente proyecto de ley:

Artículo 1°.-

Sustitúyase el inciso 1° del Artículo 1 de la Ley 
N° 20.477 por el siguiente:

Restricción de la competencia de los tribunales militares.  En ningún caso, los civiles y los menores de edad estarán sujetos a la competencia de los tribunales militares, ni como imputados ni como ofendidos de un delito.  Ésta siempre se radicará en los tribunales ordinarios con competencia en materia penal.

Artículo 2°.-

Elimínase en el inciso 2 del Artículo 6 del Código de Justicia Militar, el término “los soldados conscriptos”.

Artículo transitorio.-

Al momento de la entrada en vigencia de la presente ley se aplicarán, en lo que corresponda, las disposiciones transitorias de la ley N° 20.477.

(Fdo.): Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR NAVARRO, SEÑORAS ALVEAR Y RINCÓN Y SEÑORES GIRARDI, PIZARRO, QUINTANA, ROSSI, SABAG Y TUMA, CON EL QUE PIDEN A ESTA CORPORACIÓN EXPRESAR SU RECONOCIMIENTO AL SEÑOR JUAN SOMAVÍA POR SU NOTABLE GESTIÓN COMO DIRECTOR GENERAL DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO, CARGO DESDE EL QUE HA DADO UN IMPULSO SOSTENIDO AL CONCEPTO DE “TRABAJO DECENTE” EN EL MARCO DE LA GLOBALIZACIÓN DE LOS PROCESOS PRODUCTIVOS 

(S 1499-12)

Considerando:

1. Que el director general de la OIT, Juan Somavía, anunció el 2011 que dejaría su cargo el 30 de Septiembre de este año, debido a razones personales. Dijo entonces sentir "la necesidad interior" de dar ese paso, ya que tras 9 años como embajador de Chile ante la ONU y 13 años al frente de la OIT, consideraba necesario "regresar a casa y estar más cerca de la familia".

2. Que como director general de la OIT, y primer representante de un país en desarrollo en ocupar ese cargo, levantó la tesis de "Trabajo Decente" como concepto central de las estrategias de esa organización del sistema de las Naciones Unidas.

3. Que en los últimos meses, Somavía ha insistido en la necesidad de una "Nueva Era de Justicia Social", como lo enfatizó en junio pasado en la 100° Conferencia Internacional de la OIT, antes en la reunión del Fondo Monetario Internacional y también en la Conferencia de Ministros del Trabajo.

4. Que este año Somavía ha tenido como tarea organizar las conferencias regionales de la OIT en África y Asia, participar en la Cumbre del G-20 y conducir la Conferencia Internacional de la OIT, cuya agenda incluyó la situación del empleo juvenil, la protección social y los derechos de los trabajadores en el marco de la crisis económica mundial. Otro reto antes de dejar su cargo es la aplicación del Pacto Mundial por el Empleo, como plataforma de acción frente a la crisis.

5. Que Juan Somavía fue el noveno Director General elegido por el Consejo de Administración de la OIT, el 23 de marzo de 1998. Asumió su mandato de cinco años el 4 de marzo de 1999, convirtiéndose así en el primer representante del hemisferio sur en dirigir la organización. En marzo de 2003, fue reelegido para un segundo mandato de cinco años y, para un tercer mandato, el 18 de noviembre de 20081.

6. Que entre 1968-70 fue embajador y asesor en Asuntos Económicos y Sociales del Ministerio de RREE de Chile, a cargo de materias multilaterales; entre 1970-73 fue Secretario Ejecutivo de la ALALC en Chile; embajador de Chile ante el Pacto Andino, y presidente de la Junta Ejecutiva de dicha instancia; entre 1990-99 fue representante permanente de Chile ante la ONU; entre 1990-91 fue presidente de la Tercera Comisión de la Asamblea General de la ONU; entre 1991-92 fue presidente del Comité Social del Consejo Económico y Social de la ONU (ECOSOC); entre 1993-94, 1998-99 fue presidente del ECOSOC; entre 1993-95 fue presidente del Comité Preparatorio de la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social de Copenhague; y entre 1996-97 fue representante de Chile y presidente del Consejo de Seguridad de la ONU.

7. Que desde que asumiera sus funciones en la OIT Juan Somavía aceptó el reto que supone la rápida evolución de la economía. En 1999 presentó a la Conferencia Internacional del Trabajo su Programa de Trabajo Decente, que fue posteriormente aprobado por el Consejo de Administración y la Conferencia. La organización adoptó el concepto de "trabajo decente" como una expresión contemporánea de su mandato histórico.

8. Que atendiendo a su iniciativa, la OIT creó en 2002 la Comisión Mundial sobre la Dimensión Social de la Globalización, integrada por Jefes de Estado y representantes de empleadores y trabajadores, responsables de políticas, académicos y actores provenientes de diferentes áreas de la sociedad. La Comisión fue el primer organismo oficial establecido para analizar sistemáticamente el impacto social de la globalización. Entre sus recomendaciones operativas destaca su llamado a convertir el trabajo decente en un medio para alcanzar una globalización justa que conduzca a la creación de oportunidades para todos.

9. Que en junio de 2008, la Conferencia de la OIT adoptó la Declaración sobre la Justicia Social para una Globalización Equitativa. Esta Declaración relanzó la misión de la OIT de enfrentar los desafíos de la globalización a través de la agenda de Trabajo Decente.

10. Que con un fuerte apoyo de Jefes de Estado y de Gobierno, ministros del Trabajo, representantes de trabajadores y de otros líderes, la OIT adoptó en 2009, con ocasión de la Cumbre de Trabajo Global, el Pacto Global del Empleo. Este pacto fue apoyado posteriormente por los líderes del G20 en la Cumbre de Pittsburg.

11. Que a lo largo de su carrera, Juan Somavía recibió numerosos galardones y premios. Entre ellos el Premio a la Paz Leonidas Proaño, de la Asociación Latinoamericana para los DDHH; el premio internacional Paloma de Oro por la Paz, concedido por la ONG italiana Archivio Disarmo, y el Premio Rosa de Plata otorgado por SOLIDAR en reconocimiento a su visión precursora del trabajo decente y a su labor en defensa de los derechos y libertades de los trabajadores. También recibió el Premio "Lifetime Achievements Awards", por su trabajo en favor de los Objetivos de Desarrollo del Milenio y de la promoción del desarrollo social.

1 http://www.ilo.org/public/spanish/bureau/dgo/biography.htm 
12. Que Juan Somavía también fue miembro del Directorio y Vicepresidente para Latinoamérica de la Agencia Noticiosa InterPress Service, con sede en Roma, entre 1976 y 1982. Junto con Gabriel García Márquez representó a Latinoamérica coma miembro de la Comisión MacBride para las Comunicaciones Internacionales, entre 1980 y 1982. También fue presidente del Comité de la ONU de los Parlamentarios para la Acción Global. Además, ha recibido Doctorados Honoris Causa del Connecticut College en 1996; la Universidad Católica de Lima, en 1999; la Universidad de Turín en 2001; la Universidad de Paris I Panthéon Sorbonne en 2003 y la Universidad de Coimbra, Portugal y la Universidad de Kassel, Alemania en 2009.

El Senado acuerda:

Hacer Ilegar el saludo, reconocimiento y valoración de parte del Senado al destacado e importante trabajo, que durante más de 13 años, ha realizado al frente de la OIT su director general, el chileno Juan Somavía, quien deja esas importantes funciones en septiembre próximo, especialmente por ser el primer representante de un país en desarrollo en ocupar ese cargo, desde donde ha impulsado con fuerza la tesis del "Trabajo Decente" como concepto central de las estrategias de esa organización y coma un medio para alcanzar una globalización justa que conduzca a la creación de oportunidades para todos.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DEL SENADOR SEÑOR ESCALONA, CON EL QUE PROPONE UN CONJUNTO DE ENMIENDAS AL REGLAMENTO DEL SENADO CON EL OBJETO DE ADECUARLO A LA LEY N° 19.447 QUE MODIFICÓ LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL 

(S 1500-09)

HONORABLE SENADO:


I.- La ley N° 20.050, de 26 de agosto de 2005, introdujo importantes modificaciones a la Constitución Política de la República, algunas de las cuales incidieron especialmente en su Capítulo V, referido al Congreso Nacional.


En el ámbito parlamentario dicha reforma supuso un reforzamiento de la potestad fiscalizadora o de control político de la Cámara de Diputados de los actos del Gobierno. Asimismo, suprimió la distinción entre legislatura ordinaria y extraordinaria y eliminó la figura de los Senadores designados y los de derecho propio. Por otra parte, reemplazó el mecanismo de provisión de vacantes en cargos parlamentarios y permitió la renuncia al cargo parlamentario por enfermedad grave impeditiva. De igual manera, suprimió la residencia de entre las exigencias de elegibilidad de los Senadores y estableció normas especiales sobre la incorporación de tratados al Derecho Interno y la participación del Congreso Nacional en esta materia.

II.-Con el fin de implementar las mencionadas reformas, el Congreso Nacional aprobó un conjunto de enmiendas a la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, las que se concretaron en la ley N° 20.447, de 3 de julio de 2010. 

En virtud de ellas se efectuaron adecuaciones de forma y fondo a la mencionada Ley Orgánica. Así, por ejemplo, se estableció con mayor amplitud el deber de los parlamentarios de efectuar declaraciones de intereses, de patrimonio y las sanciones asociadas a su incumplimiento. Asimismo, se elevó a rango legal la organización y funcionamiento de la Comisión de Ética y Transparencia de cada Corporación.
Por otra parte, se configuró la distinción entre período legislativo y período de sesiones. Se consagró que las sesiones de la Sala, los documentos y registros de las mismas, las actas de sus debates, la asistencia y las votaciones que en ellas se efectúan serían públicas, estableciendo, que algunas de ellas tendrían el carácter de secretas cuando afectaren el cumplimiento de las funciones de la Sala, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación, el interés nacional, o incidieren en rehabilitaciones de ciudadanía, o trataren de asuntos que el Presidente de la República hubiere solicitado que fueren considerados en sesión secreta, en virtud de lo dispuesto por el artículo 32, número 15, de la Ley Fundamental.
También se modificó la oportunidad y la forma en que los parlamentarios podrán requerir antecedentes o informes a los organismos de la Administración del Estado y las empresas públicas.

En lo que atañe a las normas básicas de la tramitación interna de los proyectos de ley, se estableció que la declaración de inadmisibilidad de un proyecto de ley se puede realizar tanto en el primer como en el segundo trámite constitucional, caso en el cual deberá formarse una Comisión Mixta encargada de proponer la resolución de la dificultad. Asimismo, se dispuso que era factible, previo acuerdo de la Sala, refundir dos o más proyectos de ley. 

Asimismo, la nueva normativa legal alteró la extensión de algunas de las urgencias legislativas. En efecto, se aumentó de diez a quince días el plazo de la suma urgencia y de tres a seis días el de la discusión inmediata.

Finalmente, se reguló el funcionamiento de las comisiones especiales investigadoras, el procedimiento de tramitación legislativa de los Tratados Internacionales, la creación del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias y el Comité de Auditoría y las nuevas atribuciones de los Presidentes de cada Cámara y del Secretario General en materia de representación de cada Corporación.

III.- Un número relevante de estas enmiendas exigen una urgente adecuación del Reglamento del Senado para que concuerde con lo que dispone el orden constitucional y legal vigente.

Con el propósito de lograr dicho objetivo, es indispensable realizar determinados ajustes al mencionado Reglamento. Algunos de ellos tienen un carácter meramente formal pues sólo inciden en adecuaciones de nombres o de referencias normativas. Otros, en cambio, apuntan a cuestiones de fondo y que dicen relación con la integración de la Corporación, los deberes de los parlamentarios, el funcionamiento de las Comisiones y, en especial, con el desarrollo del procedimiento legislativo.

De estas materias cabe resaltar las siguientes: la distinción entre período legislativo y período de sesiones, la supresión de la referencia a los Senadores designados, la adecuación de la Sesión de Instalación, la obligación de los Senadores de efectuar sus declaraciones juradas de patrimonio e intereses, el deber de los miembros de esta Corporación de asistir a las sesiones del Congreso Pleno, del Senado y de las Comisiones a la que pertenezcan, así como la obligación de comparecer ante la Comisión de Ética y Transparencia.

De igual manera, se proponen normas específicas para  regular la forma en que esta Corporación deberá proceder cada vez que vacare un cargo de Senador. Se refuerza, igualmente, la publicidad de las sesiones de Sala y se consagran las nuevas hipótesis que pueden dar lugar a la formación de una Comisión Mixta. Por otra parte, se precisan las condiciones que se deben cumplir para que la Sala autorice a una Comisión para refundir dos o más proyectos de ley.

Seguidamente, se sugiere adecuar las normas reglamentarias relativas a la forma en que los parlamentarios pueden pedir informes o antecedentes a las entidades o empresas señaladas en los artículos 9° y 9° A de la Ley del Congreso Nacional. Se precisan, además, los distintos aspectos que se deberán considerar en los informes que elaboran las Comisiones y la oportunidad en que un proyecto o una determinada indicación pueden ser declarados inadmisibles. 

En materia de urgencias se adecuan los plazos correspondientes a la suma urgencia y a la discusión inmediata. Asimismo, en concordancia con la Ley del Congreso Nacional, se establece que el término del período de sesiones dará lugar a la caducidad de las urgencias. En lo que se refiere a las votaciones y las elecciones se reitera el principio de su publicidad, salvo respecto aquellas votaciones que la propia Ley Fundamental define como secretas.

Finalmente, se modifica el Título Décimo Octavo del Reglamento con el fin de precisar la forma en que se elige a los miembros de la Comisión de Ética y Transparencia, la manera en que se dará publicidad a sus decisiones definitivas y el deber que tienen los Senadores de comparecer ante ella cuando concurran determinados presupuestos.

Estimo que la aprobación de estas enmiendas constituye el paso indispensable para adecuar nuestras normas reglamentarias al marco constitucional y legal vigente y, en este sentido, les insto a aprobarlas a la brevedad con el fin de facilitar el funcionamiento de nuestra Corporación y el cumplimiento de nuestros deberes políticos y legislativos.

Por todas estas consideraciones, y teniendo en cuenta que ellas ya fueron conocidas por la Comisión de Régimen Interior, vengo en someter a la aprobación del Senado, el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes enmiendas al Reglamento del Senado:

1.- Sustitúyese la denominación del Título I por la siguiente: 

“SEDE, PERÍODO LEGISLATIVO Y LEGISLATURA”

2.- Reemplázase la denominación del Párrafo 2° por la siguiente:

“PERÍODO LEGISLATIVO Y LEGISLATURA”

3.-Sustitúyese el artículo 2° por el siguiente:

“Artículo 2°.- El período legislativo es el cuadrienio que se inicia con la instalación del Senado. Ella se realizará el día 11 de marzo que sigue a una elección de Senadores y Diputados.

Una vez instalado, el Senado comenzará sus actividades de acuerdo con el calendario de sesiones que fije. La primera sesión de cada período legislativo será la siguiente a la de su instalación.

La legislatura o período de sesiones se extenderá entre el 11 de marzo de un año y el 10 de marzo del año siguiente.

Cada reunión del Senado se denominará “sesión”.”.

4.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 3°:

a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 3°.- El 11 de marzo del año que sigue a una elección parlamentaria, a las 10 horas, se reunirán en la sala de sesiones del Senado los Senadores cuyo período no termine ese día y los ciudadanos que hayan sido proclamados como Senadores por el Tribunal Calificador de Elecciones con el objeto de constituirse y elegir Presidente y Vicepresidente.”.

b) Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente:

“Abierta la sesión, el Secretario General dará lectura al oficio que dé cuenta de la proclamación de los Senadores recientemente elegidos.”.

5.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el inciso primero del artículo 4°:

a) Reemplázase la expresión “del Estado” por “de la República”;

b) Sustitúyese la letra “y” que antecede a la voz “guardar”  por una coma (,) , y

c) Intercálase entre la voz “Ética” y la expresión “del Senado” la de “y Transparencia”.

6.- Reemplázase  en el artículo 5° el guarismo”58” por “61” y la expresión “Del Estado” por “de la República”.

7.- Sustitúyese el artículo 6° bis por siguiente:

“Artículo 6° bis.- .- Los Senadores, dentro de los treinta días siguientes a la asunción del cargo, deberán efectuar una declaración jurada de intereses y una declaración jurada de patrimonio, que se regirán por lo dispuesto en los artículos 5° C, 5° D y 5° E de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

El Secretario General del Senado proporcionará un formulario tipo a los Senadores para presentar sus declaraciones.”.

8.- Intercálase el siguiente artículo 6° ter, nuevo:

“Artículo 6° ter.- Es deber de los Senadores asistir a las sesiones del Congreso Pleno, del Senado y de las Comisiones a que pertenezcan. Deberán, asimismo, comparecer ante la Comisión de Ética y Transparencia cuando fueren citados de conformidad al artículo 230.”.

9.- Reemplázase en el inciso primero del artículo 7° el guarismo “57” por “60” y la expresión “del Estado” por “de la República”. 

10.- Sustitúyese el inciso final del artículo 9° por el siguiente: 

“Los pareos no rigen en Comisiones. Tampoco regirán en la Sala tratándose de votaciones o elecciones que requieran un quórum distinto de la mayoría absoluta de los Senadores presentes.”.

11.- Reemplázase el artículo 10 por el siguiente:

“Artículo 10.- En caso de que vacare un cargo de Senador se dará cuenta del hecho en la siguiente sesión que celebre el Senado.

La vacante será provista de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 51 de la Constitución Política de la República.

Con esa finalidad, el Presidente del Senado comunicará el hecho inmediatamente al Servicio Electoral, a fin de que certifique el partido político al que pertenecía, al momento de ser elegido, el Senador que produjo la vacante. En el caso de Senadores elegidos como independientes que hubieren postulado integrando lista en conjunto con uno o más partidos políticos, se pedirá que se certifique el partido político que indicó el respectivo Senador, para este efecto, al momento de presentar su declaración de candidatura.

Recibido el certificado a que se refiere el inciso anterior, el Presidente del Senado oficiará al presidente del partido político correspondiente, para que señale el nombre del ciudadano que reemplazará al Senador cuyo cargo ha vacado. Recibida la respuesta, le corresponderá verificar si el ciudadano que se designe cumple los requisitos para desempeñar el cargo, sin perjuicio de las atribuciones de que está investido el Tribunal Constitucional para pronunciarse sobre las inhabilidades de los parlamentarios.

El nuevo Senador podrá incorporarse al Senado en la sesión siguiente a aquélla en que se dé cuenta del nombramiento efectuado por el respectivo partido político. Si recayese en un Diputado, su juramento o promesa se comunicará a la Cámara de Diputados tan pronto se realice, para los efectos de lo previsto en el inciso sexto del artículo 51 de la Constitución Política de la República.”.

12.- Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 21, la expresión “primera sesión” por “sesión de instalación”.

13.- Introdúcense, en el artículo 23, las siguientes enmiendas:

a) Sustitúyese en su encabezado la expresión “del Estado” por “de la República”.

b) Reemplázase en el número 2° la expresión “del Estado” por “de la República”.
c) Sustitúyese el número 5° por el siguiente:

“5º Constituir la Sala en sesión secreta cada vez que:

a) Lo requiera el Presidente de la República, en conformidad al número 15° del artículo 32 de la Constitución Política de la República.

b) Lo solicite un Ministro de Estado que deba entregar  información que  revista el carácter de secreta o reservada en virtud de lo dispuesto en una ley de quórum calificado.

c) La Sala deba resolver acerca de una solicitud de rehabilitación de la ciudadanía.

d) La publicidad de la sesión o de los antecedentes considerados en ella puedan afectar el debido cumplimiento de las funciones del Senado, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional. En estos casos, el Presidente del Senado requerirá el acuerdo de los dos tercios de los Senadores en ejercicio, en conformidad a lo previsto en el inciso noveno del artículo 5°A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional;”.

d) Suprímese, en el número 6°, la frase “, ni en la versión oficial de prensa,”.

e) Intercálase el siguiente número 8° bis, nuevo:

“8° bis.-Ejercer acciones en representación del Senado ante el Tribunal Constitucional o los Tribunales Superiores de Justicia. Asimismo, denunciará los hechos de que tome conocimiento en razón de su cargo que revistan caracteres de delito y se vinculen con el mal uso de los recursos destinados a financiar la función parlamentaria, sin perjuicio de la facultad del Ministerio Público para ejercer la acción penal;”.
14.- Reemplázase  el inciso segundo del artículo 28 por los siguientes: 

“Deberá, además, concurrir a la formación de Comisiones Mixtas de Senadores y Diputados en los casos previstos en los artículos 70 y 71 de la Constitución Política de la República y 15 y 65 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

Asimismo, concurrirá a la formación de la Comisión Especial de Presupuestos en los términos previstos en el artículo 207.”.

15.- Sustitúyese el artículo 29 por el siguiente:

“Artículo 29.- Las Comisiones permanentes se compondrán de cinco senadores y las especiales por los Senadores que designe la Sala al constituirlas. Tratándose de estas últimas deberá señalarse su cometido y duración.

De la de Régimen Interior formarán parte, además, el Presidente y el Vicepresidente del Senado. Esta Comisión será presidida por el Presidente del Senado o por quien haga sus veces.”.

16.-Reemplázase en el inciso primero del artículo 33 la oración “En las votaciones públicas los miembros de la Comisión votarán individualmente, en la forma regulada en la primera parte del artículo 155.” por “Los miembros de las Comisiones votarán individualmente en conformidad a lo previsto en el inciso segundo del artículo 40.”.

17. Agrégase, a continuación del artículo 36 bis, el siguiente artículo 36 ter, nuevo:

“Artículo 36 ter.- A propuesta de la Comisión respectiva, la Sala podrá acordar que se refundan dos o más proyectos de ley radicados en el Senado, siempre que todos se encuentren en el primer trámite constitucional y que sus ideas matrices o fundamentales tengan entre sí relación directa. Si fuere posible, la Comisión consultará a los autores de dichas iniciativas.”. 

18.- Elimínase en el artículo 37 la expresión “u otro posterior”.

19.- Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos, al artículo 38:

“Las sesiones de Comisión se realizarán sin asistencia de público, salvo acuerdo en contrario adoptado por la mayoría absoluta de sus miembros presentes.

Con excepción de los casos previstos en el número 5° del artículo 23, serán públicos los acuerdos adoptados por las Comisiones, los antecedentes considerados en sus sesiones y la asistencia de los parlamentarios e invitados. Al término de cada sesión, la Secretaría de la Comisión  informará resumidamente de lo anterior.”.

20.- Sustitúyese el artículo 39 por el siguiente:

“Artículo 39.- Las Comisiones podrán pedir a los organismos, entidades o empresas señaladas en los artículos 9° y 9° A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, los informes y antecedentes específicos que estimen necesarios. Esta misma información la podrán solicitar los integrantes de una Comisión sobre una materia que diga relación con el área de competencia de ésta. En tal caso, en el oficio correspondiente se individualizará al parlamentario que formuló la petición.”. 

21.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 40: 

Uno) Reemplázase el inciso primero por los siguientes:

“Artículo 40.- El informe de Comisión dará cuenta de los asistentes a sus sesiones, de sus debates, de los antecedentes y documentos considerados, de los acuerdos alcanzados y sus fundamentos esenciales, así como resultado de las votaciones, individualizando a quienes las emitieron.

Dichas votaciones se efectuarán pidiendo a los Senadores uno a uno, según el orden en que estén sentados y empezando por el primero de la derecha para concluir con el Presidente, que emitan su voto mediante alguna de las siguientes opciones precisas: “Sí”, “No”, “Me abstengo”. 

El informe deberá, asimismo, señalar las normas legales que se relacionan con el proyecto y, en su caso, indicar las disposiciones de éste que requieran quórum especial de aprobación, así como el hecho de haberse puesto en conocimiento de la Corte Suprema las normas que lo requieran, en virtud de lo establecido en el artículo 77 de la Constitución Política de la República. En las modificaciones que se propongan, se indicarán las votaciones con que hayan sido aprobadas.”.

Dos) Sustitúyese, al inciso tercero, por el siguiente:

“Los informes de comisión serán públicos desde que se dé cuenta de ellos en la Sala del Senado. No obstante, podrán darse a conocer con anterioridad cuando acuerde la Comisión o lo autorice su Presidente.”.
Tres) Reemplázase el inciso final por los siguientes:

“Los materiales de registro de las secretarías de las comisiones y de los comités parlamentarios, tales como grabaciones, apuntes u otros instrumentos de apoyo a esa labor, no serán públicos.

Los documentos, cualquiera sea su formato, que tengan en virtud de la ley el carácter de secretos o reservados, se conservarán en la Secretaría de la Comisión. Su consulta por los Senadores, Diputados o Ministros de Estado, se hará únicamente ante el Secretario de la Comisión respectiva y, en ausencia de éste, ante el Abogado Ayudante de la misma.”.

22.- Reemplázase el artículo 44 por el siguiente:

“Artículo 44.- Las Comisiones Mixtas  a que se refiere el artículo 28 de este Reglamento, con excepción de la  Especial Mixta encargada del estudio del proyecto de Ley de Presupuestos,  estarán integradas por  cinco Senadores y cinco Diputados.”.

23.- Suprímese, en el artículo 45 la frase: “según la Constitución Política”.

24.-Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 48:

Uno) Sustitúyese la frase “al Senador que haya de presidirla” por la de “elegir Presidente”, y

Dos) Suprímese la voz “ordinarias” que sigue a la palabra “sesiones”.

25.-Sustitúyese el artículo 50 por el siguiente: 

“Artículo 50.- El informe de la Comisión Mixta será dirigido a ambas Cámaras. Sus proposiciones no podrán ser objeto de indicaciones y se votarán en conjunto, salvo que contengan normas que deban aprobarse con un quórum distinto o se hubiere propuesto, en el mismo, una  manera diferente para su votación.

La proposición de la Comisión Mixta será considerada primero por la Cámara de origen y, luego, por la revisora.”.

26.- Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “del Estado” por “de la República”.

27.- Reemplázanse el inciso primero y el encabezado del inciso segundo del artículo 63, por los siguientes:

“Artículo 63.- La primera sesión de cada Período Legislativo se celebrará, luego de la sesión de instalación, el día y hora que fije el Presidente y regirá respecto de ella lo dispuesto en el artículo 56.

Esta sesión tendrá por objetivo:”.

28.-Sustitúye en el artículo 64 la expresión “legislatura” por “período legislativo”.

29.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 65: 

Uno) Agrégase al inciso segundo la siguiente frase final: 

“por correo electrónico o por correo postal al lugar que haya indicado el Senador al Secretario General del Senado.”.

Dos) Suprímese el inciso tercero.

30.- Agrégase, al final del inciso segundo del artículo 66, la siguiente frase:

“por correo electrónico o por correo postal al lugar que haya indicado el Senador al Secretario General del Senado.”.

31.- Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 67:

Uno) Sustitúyese el número 4°por el siguiente:

“4° Cuando la Constitución Política de la República, la ley o este Reglamento lo dispongan.”.

Dos) Agrégase el siguiente inciso final:

“No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, tratándose de sesiones especiales a las que deban concurrir personalmente Ministros de Estado, según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 37 de la Constitución Política de la República, la citación se hará, a lo menos, con veinticuatro horas de anticipación, salvo acuerdo unánime de los Comités.”.

32.- Sustitúyese el artículo 68 por el siguiente:

“Artículo 68.- Las sesiones del Senado serán públicas.

Sólo serán secretas aquellas sesiones o las partes de ellas que se refieran a las situaciones previstas en el número 5° del artículo 23.”. 

33.- Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 77 la frase “17° del artículo 32 de la Constitución Política del Estado” por la siguiente “15° del artículo 32 de la Constitución Política de la República”.

34.- Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 78:

Uno) Agrégase al número 2°, el siguiente párrafo, nuevo:

“Cuando en este trámite la Sala del Senado resuelva, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 15 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, que un proyecto aprobado por la Cámara de Diputados es inadmisible, se designará, como integrantes de la Comisión Mixta que habrá de formarse, a los miembros de la Comisión a la que le habría correspondido conocer de este proyecto, en atención a la especialidad de la materia.”.

Dos) Agrégase la siguiente oración al final del inciso segundo:

“Sin embargo, los oficios de retiro de urgencia regirán al momento mismo en que sean recibidos en la Secretaría del Senado.”.

35.- Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 80 por el siguiente:

“Artículo 80.- En ningún caso se admitirá a tramitación un proyecto que proponga conjuntamente normas de ley y de reforma constitucional, o que no cumpla con los requisitos establecidos en los artículos 12, 13 y 14 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.”.

36.- Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 81:

Uno) Sustitúyese el guarismo “74” por “77”.

Dos) Agrégase el siguiente inciso final:

“Las comunicaciones que se envíen a la Corte Suprema indicarán si el proyecto tiene urgencia y la calificación de la misma. Concluido dicho plazo sin que la Corte haya dado respuesta a la consulta, el Senado, si le correspondiere, comunicará al Presidente de la República el texto del proyecto aprobado por el Congreso Nacional.”.

37.- Elimínase en el inciso segundo del artículo 93 la expresión: “u otro posterior”.

38.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 96:

Uno) Sustitúyese el número 2° por el siguiente:

“2° Los asuntos a que se refieren los N°s. 1) y 2) del artículo 53 de la Constitución Política de la República;”.

Dos) Reemplázase el número 3° por el siguiente: 

“3° El proyecto de Ley de Presupuestos;”.

Tres) Sustitúyese en el número 4° la voz “declarado” por la expresión “hecho presente”. 

39.- Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, al artículo 105.

“Con todo, los oficios que se soliciten en otra parte de la sesión podrán enviarse en conformidad con lo que dispone este artículo.

En dichos oficios  se individualizará a los Senadores que lo soliciten.”.

40.- Sustitúyese en el inciso primero del artículo 106 la frase: “49 de la Constitución Política del Estado” por “53 de la Constitución Política de la República.”. 

41.-  Introdúcense las siguientes modificaciones a la letra b) del artículo 118:

Uno) Sustitúyese en el párrafo tercero la expresión: “Constitución Política del Estado” por “Constitución Política de la República”.

Dos) Sustitúyense los párrafos cuarto, quinto y sexto por los siguientes:

“No obstante lo anterior, se admitirán las indicaciones que tengan por objeto aceptar, disminuir o rechazar los servicios, empleos, emolumentos, préstamos, beneficios, gastos y demás iniciativas sobre la materia que haya propuesto el Presidente de la República.

Corresponderá al Presidente de la Sala o de la Comisión la facultad de resolver la cuestión de admisibilidad o inadmisibilidad que se formule respecto de las indicaciones a que se refieren los párrafos anteriores. No obstante, a petición de cualquiera de sus miembros, la Sala o la Comisión, en su caso, podrá reconsiderar de inmediato la resolución de su Presidente.

La declaración de inadmisibilidad puede ser hecha por el Presidente del Senado o de una Comisión, por propia iniciativa o a petición de algún miembro de la Corporación, en cualquier momento de la discusión del proyecto.

Una vez resuelta por la Sala o por su Presidente la cuestión de admisibilidad o inadmisibilidad de una indicación, ella no podrá ser revisada en Comisiones.

La cuestión de admisibilidad o inadmisibilidad de indicaciones resuelta en Comisiones no obsta a la facultad de la Sala para hacer la declaración de admisibilidad o inadmisibilidad de tales indicaciones.”.

42.- Agrégase el siguiente inciso al artículo 120:

“Con todo, no podrá hacer tal declaración cuando el proyecto deba pasar previamente a la Comisión de Hacienda para el informe a que se refiere el artículo 36 ni cuando la iniciativa contenga normas de quórum especial de aprobación. En este último caso deberá someter a votación en particular tales preceptos.”.

43.-Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 131:

Uno) Sustitúyese en el número 4° la expresión “del Estado” por “de la República”, y

Dos) Reemplázase el número 5° por el siguiente:

“5° Para plantear la inadmisibilidad de algunas de las indicaciones que se formulen, por ser éstas también inconstitucionales o extrañas a las ideas  matrices o fundamentales del proyecto;”.

44.- Sustituir el inciso final del artículo 134 por el siguiente:

“Cerrado el debate, y sin perjuicio de las disposiciones especiales de este Reglamento, el Presidente someterá a votación el asunto.”.

45.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 145 por el siguiente:

“Si el proyecto respectivo se encuentra en trámite de Comisión mixta en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 70 y 71 de la Constitución Política de la República y 15 y 65 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional, se entenderá hecha presente la urgencia y su calificación respecto de las dos Cámaras, a menos que el Presidente de la República expresamente la circunscriba a una de ellas. Si se hiciere presente la simple urgencia, la Comisión Mixta dispondrá de diez días para informar sobre el proyecto. De igual plazo dispondrá cada Cámara para pronunciarse sobre el proyecto que despache aquella comisión. En el caso de la suma urgencia, el plazo será de cinco días para la comisión mixta y de cinco días para cada Cámara. Tratándose de la discusión inmediata, el plazo será de dos días para la comisión mixta y de dos para cada Cámara.”.

46.- Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 146:

Uno) Sustitúyense en el inciso primero los guarismos “diez” y “tres” por “quince” y “seis”, respectivamente.

Dos) Agrégase en el inciso segundo la siguiente oración final: “Sin embargo, los oficios de retiro de urgencia regirán en el acto mismo en que sean recibidos en la Secretaría del Senado.”.

47.- Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 150:

Uno) Sustitúyese en el inciso primero el guarismo “tres” por “seis”;

Dos) Sustitúyese los incisos segundo y tercero, por el siguiente:

“Cuando se haga presente esta urgencia, el informe de la Comisión podrá ser verbal.”.

48.-Sustitúyese el artículo 151 por el siguiente:

“Artículo 151.- Las urgencias, según su calificación, dejarán siempre el asunto, tan pronto como esté en estado de tabla, en los primeros lugares del Orden del Día de la sesión respectiva del Senado, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 94.”.
49.-Sustitúyese el artículo 153 por el siguiente:

“Artículo 153.- El término del período de sesiones del Senado dará lugar a la caducidad de las urgencias que se encontraren pendientes, salvo aquellas a que se refiere el número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.”.

50.- Reemplázase el artículo 154 por el siguiente:

“Artículo 154.- Las votaciones serán públicas salvo, cuando ellas recaigan en rehabilitaciones de ciudadanía o cuando lo solicite el Presidente de la República, en conformidad con el número 15° del artículo 32 de la Constitución Política. Las votaciones públicas se realizarán por medios electrónicos, salvo que cualquier Comité, antes de iniciarse ésta, pida que se efectúe en forma nominal.”.

51.- Reemplázase el artículo 155 por el siguiente:

“Artículo 155.- La votación pública se efectuará empleando alguna de las siguientes opciones precisas: “Sí”, “No” o “Me abstengo”. 

Los Senadores que estén pareados o impedidos deberán expresarlo antes de iniciarse la votación.”.

52.- Sustitúyese el artículo 156 por el siguiente:

“Artículo 156.- La votación nominal se verificará pidiendo a los Senadores, uno a uno, que expresen su voto, según el orden alfabético de su primer apellido. El Presidente será el último en votar. La emisión del sufragio se hará por los medios y empleando las opciones precisas que se especifican en el artículo anterior.”. 

53.- Derógase el artículo 157

54.- Derógase el artículo 159.

55.-Derógase el artículo 161.-

56.- Sustitúyese el artículo 162 por el siguiente:

“Artículo 162.- Las elecciones serán públicas.

Los Senadores que estén pareados lo expresarán antes de iniciarse la votación, y de ello se dejará constancia en el acta.”. 

57.- Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, al artículo 178:

“Lo previsto en este artículo no se aplicará en la Sala tratándose de normas que para su aprobación, modificación o derogación requieran de quórum especial.”. 

58.- Agrégase en el inciso tercero del artículo 187 la siguiente oración final:

“La circunstancia de que no se haya declarado la inadmisibilidad no obstará a la facultad de las Comisiones para hacerla. Dicha declaración podrá ser revisada por la Sala.”.

59.- Sustitúyese en el número 5° del artículo 188 el guarismo “117” por “129” y la expresión “del Estado” por “de la República”.

60.- Sustitúyese en el inciso primero del artículo 189 el guarismo “48” por “52” y la expresión “del Estado” por “de la República”.

61.- Reemplázase en el artículo 198 el guarismo “49” por “53”.

62.- Reemplázase en el artículo 206 el guarismo “49” por “53” y la expresión “del Estado” por “de la República”.

63.- Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 207 la frase “antes del término de la legislatura ordinaria” por “dentro del mes de septiembre de cada año”.

64.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 212 por los siguientes:

“Artículo 212.-Las sesiones que se celebren cuando se reúnan ambas Cámaras se denominarán “de Congreso Pleno”.

Ellas se regirán por este Reglamento, serán presididas por el Presidente del Senado y, en ellas, los Diputados tendrán las mismas atribuciones y deberes que aquí se señalan para los Senadores.”.

65.- Suprímese en el artículo 220 la frase: “en votación secreta”.

66.- Reemplázase el artículo 229 por el siguiente:

“Artículo 229.- Existirá una Comisión de Ética y Transparencia encargada de velar, de oficio o a petición de un Senador, por el respeto de los principios de probidad, transparencia y acceso a la información pública, y de conocer y sancionar las faltas a la ética parlamentaria cometidas por los miembros del Senado.”.

67.- Sustitúyese el artículo 230 por el siguiente: 

“Artículo 230.- Al comienzo de cada período legislativo, la Sala de la Corporación elegirá a cinco Senadores para integrar la Comisión de Ética y Transparencia por todo el período legislativo correspondiente. 

Para ser elegido miembro de esta Comisión, se requerirá el voto favorable de los tres quintos de los Senadores en ejercicio. Sus integrantes podrán ser reelegidos.

Los miembros de la Mesa de la Corporación no podrán integrar esta Comisión. 

Los Senadores estarán obligados a comparecer ante esta Comisión cuando fueren citados, por acuerdo adoptado por los dos tercios de sus integrantes, en sesión especialmente convocada al efecto.

En la primera sesión, la Comisión nombrará entre sus miembros un Presidente. Actuará como Secretario de la Comisión de Ética y Transparencia, el Secretario General del Senado. En su ausencia lo reemplazará el Prosecretario y Tesorero. 

Si un integrante de la Comisión cesare en el cargo por ser elegido para desempeñarse en la Mesa de la Corporación, por renuncia u otra causa, será reemplazado de conformidad a las normas establecidas en este artículo para elegir a un miembro. 

Se aplicará también lo dispuesto en el inciso anterior en caso de reemplazo transitorio de un integrante de la Comisión. En ningún caso podrá ser reemplazado por otro Senador que indique el respectivo Comité.”.

68.- Intercálase, en el artículo 231, entre la expresión “reservadas.” y la palabra “Respecto” la siguiente oración: “Sus acuerdos sólo serán públicos cuando tengan el carácter de definitivo o así lo acuerde la Comisión”.

69.- Suprímese la oración final del inciso primero del artículo 237.

70.- Deróganse los artículos transitorios.”.

-.-.-

(Fdo.): Camilo Escalona Medina

Senador

Presidente del Senado
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ANTICIPA EL PAGO DEL BONO DE LA LEY N° 20.506, “BONO BODAS DE ORO”, PARA LOS MATRIMONIOS QUE SE INDICAN 

(8443-05)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República.

A la sesión en que se consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Hacienda, el Subsecretario, señor Julio Dittborn; el Coordinador de Políticas Sociales, señor Slaven Razmilic; la asesora, señorita Carmina Hernández, y el asesor legislativo, señor Francisco Moreno.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: la asesora, señorita Carol Parada y el asesor, señor Pedro Pablo Rossi.

Los asesores de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Labibe Yumha y señor Josué Vega.

Del Instituto Libertad y Desarrollo: el asesor, señor Daniel Montalva.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


Anticipar para el año 2012 el pago del bono de la ley N° 20.506, a los cónyuges que cumplan entre 53 y 57 años de matrimonio, en tanto cumplan con los requisitos del citado cuerpo legal.

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- La ley N° 20.506, que otorga un bono a los cónyuges que cumplan cincuenta años de matrimonio.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje señala que, mediante la ley N° 20.506, publicada en marzo de 2011, se estableció un cronograma para que todos aquellos matrimonios que al primero de enero de 2010 tenían más de 50 años de matrimonio, pudiesen acceder al bono “bodas de oro” en forma gradual. Ahora, el Gobierno estima posible adelantar los plazos fijados originalmente en la ley para cobrar el bono en comento. De esta manera, durante este año 2012, todos aquellos matrimonios que al primero de enero de 2010 tenían más de 50 años de casados y que cumplan con los demás requisitos, podrán acceder a este beneficio.

Plantea que, para lograr lo anterior, se propone modificar el artículo primero transitorio de la ley N° 20.506, permitiendo que durante el año 2012 puedan acceder al bono que aquélla consagra, los matrimonios que durante ese año cumplan entre 53 y 57 años de casados. De esta forma, se anticipa el pe​ríodo en el cual deben cobrar dicho beneficio aquellos matrimonios que, de acuerdo a la actual ley, deberían solicitarlo durante los años 2013 y 2014. Por otra parte, esta propuesta establece el plazo durante el cual los cónyuges y los viudos que correspondan, podrán impetrar su derecho al bono, a saber, doce meses.

- - -

IV. DISCUSIÓN EN GENERAL 
El Subsecretario de Hacienda, señor Julio Dittborn, manifestó que se busca adelantar en dos años el pago del bono conocido como bodas de oro, contemplado en la ley N° 20.506.

Indicó que en la ley N° 20.506 se estableció que las personas que tuvieran más de 50 años de matrimonio al 1 de enero de 2010, recibirían un bono que se pagaría en base a un cronograma. Dicho cronograma dispone que las personas que tuvieran más de 60 años de matrimonio obtendrían su bono durante los 12 meses siguientes a la publicación de la ley, ocurrida el 30 de marzo de 2011. De igual forma se procedería respecto de quienes cumpliesen 50 años de matrimonio entre el 1 de enero de 2010 y la fecha de publicación de la ley. Asimismo, a las personas que fueran cumpliendo 50 años de matrimonio se les iría pagando a partir de ese momento.

Señaló que en base a lo anteriormente expuesto, el cronograma debía regular también la situación de las personas con entre 51 y 59 años de matrimonio cumplidos al año 2010, estableciéndose que quienes cumpliesen 50 y 51 años de matrimonio se les pagaría durante el año 2011, quienes cumpliesen 58, 59 y 60 años de matrimonio durante el año 2012 se les pagaría dicho año, quienes cumpliesen 57 y 58 años durante el año 2013 se les pagaría en dicho período y quienes cumpliesen 55, 56 y 57 años durante el año 2014 recibirían el bono en ese año.

Explicó que el pago de los períodos que se harían en los años 2013 y 2014, se adelanta al año 2012 en base al proyecto de ley.

El Coordinador de Políticas Sociales del Ministerio de Hacienda, señor Slaven Razmilic, expuso que son 29.000 personas las que van cumpliendo 50 años de matrimonio cada año, lo que tiene un costo aproximado en régimen de la ley de US 7.000.000.

Señaló que en la ley se estableció un cronograma de pago que prioriza a quiénes tienen más años de matrimonio, pagándose primero a los que tenían más de 60 años de matrimonio, para cubrir todo el espectro de personas con más de 50 años de matrimonio en el año 2014. Explicó que lo que hace el proyecto de ley es adelantar el cronograma de pago que terminaba en el año 2014 al presente año.

Manifestó que el costo contemplado para la ley N° 20.506 por el año 2012 es de $11.600.000.000, prácticamente 23 millones de dólares, y el incremento de gasto que representa el proyecto de ley en discusión para el año 2012 son $16.588.000.000 adicionales. 

El Honorable Senador señor García consultó cuántas son las personas, cónyuges, viudos y viudas, que se benefician con el adelanto del pago del bono.

El Coordinador de Políticas Sociales del Ministerio de Hacienda, señor Razmilic, indicó que serán 128.000 bonos adicionales en el año 2012, que corresponden a 62.000 matrimonios y 4.000 viudos o viudas. Agregó que sumando los 90.000 beneficiarios originales para el año 2012, se llega a una cobertura total de 218.000 beneficiarios en el actual período.

El Honorable Senador señor Lagos consultó cuál fue el motivo que lleva al Gobierno a adelantar el cronograma de pago, considerando que en la discusión de la ley N° 20.506 se debatió largamente dicha materia, existiendo varias dificultades para mejorar la cobertura, que originalmente se establecía nada más que como un bono entregado con motivo del Bicentenario y no contemplaba una cobertura total y permanente.

El Subsecretario de Hacienda, señor Dittborn, sostuvo que la decisión el Gobierno se debe principalmente al crecimiento económico verificado en los últimos años, que ha generado una recaudación fiscal mayor a la estimada.
El Honorable Senador señor García observó que los parlamentarios, al discutirse la ley N° 20.506, insistieron mucho en que se hiciera un esfuerzo y se pagara antes de lo que disponía el cronograma de la ley, dado que era muy difícil de entender para los beneficiarios que teniendo 54, 55 ó 56 años de matrimonio, tuvieran que esperar hasta el año 2013 ó 2014 para recibir el bono.

El Honorable Senador señor Lagos agradeció el esfuerzo del Gobierno para adelantar el cronograma de pago, pero recordó que en la discusión de la ley N° 20.506 se hizo presente las dificultades que traería el establecimiento de dicho cronograma, entre otros la señalada por el Honorable Senador señor García. Todo lo anterior, no obstante no compartir aspectos de la ley como que sólo se otorgue a quienes contrajeron matrimonio y que, dentro de ese grupo, no se otorgue a todos los potenciales beneficiarios.

Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, García, Lagos y Novoa.

Asimismo, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, García, Lagos y Novoa, acordó proponer a la Sala del Senado que apruebe el proyecto de ley en general y en particular cuando sea discutido por la misma. 

- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 11 de julio de 2012, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I Antecedentes.

El proyecto de ley presentado modifica el artículo primero transitorio de la Ley N° 20.506, permitiendo que durante el año 2012 puedan acceder al Bono que aquélla consagra, los matrimonios que durante ese año cumplan entre 53 y 57 años de casados. De esta forma, se anticipa el período en el cual deben cobrar dicho beneficio aquellos matrimonios que, de acuerdo a la actual ley, deberían solicitarlo durante los años 2013 y 2014.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

El proyecto de ley significa un mayor costo fiscal para el año 2012 de $ 16.588 millones, con lo cual se alcanzará una cobertura de aproximadamente 218.000 beneficiarios.

El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de este proyecto de ley durante el año 2012 se financiará con cargo al presupuesto vigente del Instituto de Previsión Social y en lo que faltare con los recursos que se traspasen de la Partida Presupuestaria Tesoro Público.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor:

a. PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.506:

1.- Agrégase en la letra c) del artículo primero transitorio, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “También tendrán derecho al bono los cónyuges que durante dicho año cumplan entre 53 y 57 años de matrimonio.”.

2.- Deróganse las letras  d) y  e) del artículo primero transitorio.

Artículo 2°.- Los cónyuges señalados en el  N° 1 del artículo 1° de esta ley, podrán impetrar el derecho al bono de la ley N° 20.506 dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido los años de matrimonio señalados en el N°1 del antedicho artículo o a contar de la fecha de publicación de la presente ley, si ésta fuese posterior a aquella. Se entenderá que renuncian al mencionado bono aquellos beneficiarios que no lo soliciten dentro del plazo antes señalado.

El viudo o viuda de un cónyuge señalado en el inciso anterior, que tenga derecho a la mitad del bono en virtud de lo dispuesto en el artículo segundo transitorio de la ley N° 20.506, podrá impetrarlo dentro de los doce meses siguientes a la fecha que le hubiere correspondido cobrarlo de acuerdo al inciso anterior.

Artículo transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante el año 2012, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Instituto de Previsión Social, y en lo que faltare con los recursos que se traspasen de la partida presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.".
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 31 de julio de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente), Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.

Sala de la Comisión, a 31 de julio de 2012.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre

                Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO ORGÁNICO DE TRIBUNALES Y LA LEY N° 19.665, EN LAS MATERIAS QUE INDICA 

(6244-07)

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:

HONORABLE SENADO:


La Comisión Mixta constituida en conformidad con el artículo 71 de la Constitución Política de la República tiene el honor de proponeros la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, durante la tramitación del proyecto de ley indicado en el epígrafe, con urgencia calificada de “simple”.


El origen de esta Comisión Mixta se encuentra en el rechazo de la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de determinadas enmiendas que en su oportunidad había acordado el Senado. A raíz de lo anterior, la mencionada Cámara procedió a designar como integrantes de esta instancia a los Honorables Diputados señora Marisol Turres Figueroa y señores Alberto Cardemil Herrera, Guillermo Ceroni Fuentes, Edmundo Eluchans Urenda y René Saffirio Espinoza, según se consignó en el oficio Nº 9.975, de 13 de marzo de 2012.


El Senado, por su parte, en sesión del día 14 de marzo de 2012, nombró para este efecto a los miembros de su Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Calos Larraín Peña, Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto. 


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 9 de mayo de 2012, con asistencia de la mayoría de sus integrantes. En dicha sesión, por la unanimidad de sus miembros presentes, se eligió como Presidente al Honorable Senador señor Hernán Larraín Fernández. 


En algunas de las sesiones en que se consideró este asunto estuvieron presentes, además de sus integrantes, S.E el Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, señor Rubén Ballesteros Cárcamo; el Ministro de Justicia, señor Teodoro Ribera Neumann, la Subsecretaria de Justicia señora Patricia Pérez Goldberg y los abogados asesores de esa Secretaría de Estado señora Paulina González y señor Alejandro Soto.


Asimismo, concurrieron el Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, señor Antonio Larraín, y los Jefe de Finanzas y de Desarrollo Institucional de este Servicio, señores Gustavo Poblete y Rodrigo Herrera, respectivamente.


Participaron igualmente, el asesor del Honorable Senador Walker, don Patricio, señor Fernando Dazarola; el asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, señor Jorge Cash; la asesora del Honorable Diputado señor Eluchans, señora Carolina Salas y el abogado asesor de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada. 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





Cabe dejar constancia que las normas contenidas en la propuesta que formula esta Comisión Mixta tienen rango orgánico constitucional, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 77 y 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.

DISCREPANCIAS SOMETIDAS A LA CONSIDERACIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


Las divergencias suscitadas entre ambas Corporaciones derivan del rechazo por parte de la Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, de algunas de las enmiendas aprobadas por el Senado, en el segundo trámite constitucional. 


A continuación, se consignan las disposiciones que originaron las mencionadas discrepancias, se deja constancia de una síntesis del debate que ellas generaron en el seno de la Comisión Mixta y se informa de los acuerdos adoptados en cada caso. Asimismo, se propone aprobar otras enmiendas que, si bien no encuentra su origen en una discrepancia surgida entre ambas Corporaciones, tiene directa relación con las ideas matrices contenidas en el Mensaje que dio origen a este proyecto y resulta necesario incorporar con el fin de alcanzar un acuerdo que haga posible aprobar esta iniciativa.


Se formula, finalmente, la proposición mediante la cual esta Comisión Mixta estima que pueden solucionarse las divergencias en estudio.

ARTÍCULO 1°

(Incorpora un artículo 101, nuevo, al Código Orgánico de Tribunales)

INCISO PRIMERO 

de la Cámara de Diputados

y del Senado


El artículo 1° aprobado por la Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, incorpora un artículo 101, nuevo, al Código Orgánico de Tribunales. Esta norma faculta a la Corte Suprema, previo cumplimiento de determinados requisitos, para destinar transitoriamente y de manera rotativa a uno o más jueces integrantes de los tribunales que indica, para desempeñar sus funciones preferentemente en otro tribunal de su misma especialidad.


En su inciso primero dicho precepto establece lo siguiente:


"Artículo 101.- Cuando el mejor servicio judicial lo exigiere y a solicitud de la Corte de Apelaciones respectiva, la Corte Suprema, previo informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, y siempre que lo permita la disponibilidad presupuestaria del Poder Judicial, podrá destinar transitoriamente y de manera rotativa a uno o más jueces integrantes de los Tribunales de Garantía, Tribunales de Juicio Oral en lo Penal, Tribunales de Familia, Tribunales Laborales y Tribunales de Cobranza Laboral y Previsional, a desempeñar sus funciones preferentemente en otro tribunal de su misma especialidad.”.


En segundo trámite, el Senado reemplazó dicho precepto por otro que dispone lo siguiente:


“Artículo 101.- Cuando existieren desequilibrios entre las dotaciones de los jueces y la carga de trabajo entre tribunales de una misma jurisdicción, la Corte Suprema, a solicitud de la Corte de Apelaciones respectiva, previo informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, en que consten los datos objetivos para su procedencia y siempre que lo permita la disponibilidad presupuestaria del Poder Judicial, podrá destinar transitoriamente y de manera rotativa a uno o más jueces integrantes de los Tribunales de Garantía, Tribunales de Juicio Oral en lo Penal, Tribunales de Familia, Tribunales Laborales, Tribunales de Cobranza Laboral y Previsional y juzgados con competencia común a que hace referencia el artículo 27 bis, a desempeñar sus funciones preferentemente en otro tribunal de su misma especialidad.”.


En tercer trámite, la Cámara de Diputados rechazó esta enmienda.


Al iniciarse el debate de esta discrepancia, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, ofreció la palabra al señor Ministro de Justicia.


El Ministro de Justicia, señor Teodoro Ribera Neumann, agradeció la oportunidad de participar en esta discusión, connotando que el rechazo de la Cámara de Diputados no se debió a que esa Corporación se negase a legislar sobre la materia, sino a observaciones puntuales planteadas respecto de ambas propuestas.


Explicó que la idea de la Cámara de Diputados fue traer este tema a la Comisión Mixta para construir un acuerdo que impida el menoscabo laboral y personal de los jueces que sean objeto de traslados temporales, y evitar, además, que este mecanismo sea utilizado reiteradamente respecto de uno o más funcionarios.


Explicó que para solucionar estas observaciones, el Gobierno había elaborado una proposición para enmendar el inciso octavo de este artículo, según explicará más adelante. En todo caso, precisó que dicha enmienda procura impedir que el referido traslado genere un menoscabo manifiesto en contra de los jueces destinados, o que sea utilizado en forma reiteradamente respecto de un mismo juez.


El Honorable Diputado señor Saffirio manifestó que las diferencias expresadas en la Cámara de Diputados, durante el tercer trámite constitucional, comprendía también otros aspectos distintos a los que se ha referido el señor Ministro de Justicia. Señaló que la Cámara de Diputados planteó un cuestionamiento de fondo al sistema diseñado para estos traslados, para abarcar, entre otros elementos, el irrestricto respecto a los derechos laborales de los jueces, en tanto funcionarios y trabajadores. En este sentido, sugirió que sería conveniente también escuchar, en esta instancia, los planteamientos de la Asociación Nacional de Magistrados.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que examinadas las discrepancias surgidas entre ambas Corporaciones, en relación con el inciso primero del nuevo artículo 101, le parecía más adecuada la redacción acordada por el Senado, ya que a su juicio clarificaba y subsanaba las dudas que se plantearon en torno al texto aprobado por la Cámara de Diputados.


El Honorable Diputado señor Ceroni hizo presente que uno de los temores expresados por la Asociación Nacional de Magistrados se funda en la amplitud con que las Cortes y la Corporación Administrativa del Poder Judicial podrían interpretar la facultad que la Corte Suprema tendría para trasladar jueces. Agregó que, en particular, les preocupaba el alcance que se le podía dar a la frase que encabeza el inciso primero del artículo 101 aprobado por la Cámara de Diputados, el cual dispone que dicho traslado se puede hacer “cuando las exigencias de un mejor servicio judicial lo exigiere”. En relación con este punto, acotó, la redacción propuesta por el Senado corrige, en lo fundamental, la inquietud planteada.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, coincidió en que la redacción acordada por el Senado era más precisa, ya que describe circunstancias objetivas a las que deberá atenerse la Corte Suprema para adoptar sus decisiones.


El Honorable Diputado señor Eluchans expresó que la redacción acordada por el Senado le parecía más precisa y exigente, y por ello, afirmó, que él estaba de acuerdo en aprobar ese texto. Seguidamente, hizo presente que en esta norma se incluía, entre los tribunales cuyos magistrados pueden ser trasladados, a los juzgados de competencia común que establece el artículo 27 bis del Código Orgánico de Tribunales. En relación con este punto solicitó al Ministerio de Justicia los antecedentes que justificarían la inclusión de estos tribunales en el proyecto.


Por otra parte, indicó que había tenido la posibilidad de reunirse con representantes de la Asociación Nacional de Magistrados, quienes le hicieron notar que las posturas de ambas Cámaras relativas al inciso primero establecen que la destinación de jueces se hará, preferentemente, entre tribunales de la misma especialidad. Observó que esta disposición, da pie para que un juez con competencia en una materia determinada –por ejemplo un juez de garantía- sea asignado a un tribunal con una competencia totalmente distinta –como por ejemplo un tribunal de familia-. Frente a lo anterior, manifestó que la citada organización gremial le planteó que la destinación sólo debiera hacerse entre tribunales que tengan una misma especialidad.


El señor Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán puntualizó que le parecía que había un consenso en la Comisión en torno a la idea de que la fórmula del Senado precisaba mejor las condiciones que justifican un traslado transitorio de un juez a otro tribunal.


En razón de lo anterior, y con el propósito de avanzar en el estudio de las otras discrepancias, solicitó aclarar la inquietud formulada por el Honorable Diputado señor Eluchans en relación a los juzgados con competencia común establecidos en el artículo 27 bis del Código Orgánico de Tribunales.


En relación con este punto, se tuvo presente que el referido precepto señala que los juzgados de letras con competencia común están integrados por dos jueces y tienen una planta de personal conformada por un administrador, un jefe de unidad, dos administrativos jefe, cinco administrativos 1º, dos administrativos 2º, un administrativo 3º, tres ayudantes de servicios y un auxiliar. Agrega que cuando su competencia abarque también asuntos de familia, contarán, adicionalmente, con un consejero técnico.


Adicionalmente precisa los grados y remuneraciones que percibirán quienes se desempeñan en estos tribunales.


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador Larraín, don Hernán, puntualizó que, en todo caso, la referencia a estos tribunales incide única y exclusivamente a aquellos con competencia común integrados por dos jueces, según lo dispone el artículo 27 bis del Código Orgánico de Tribunales, y no en los tribunales integrados por un jueces de letras con competencia común.


La Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señora Paulina González, confirmó que esta disposición se aplicará a los tribunales integrados por dos jueces.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, estimó que la explicación entregada se resuelve la duda planteada sobre los tribunales con competencia común.


A continuación el Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, sometió a la consideración de la Comisión la regulación relativa a que el juez redestinado deba ser enviado de manera obligatoria o sólo preferentemente a un tribunal de su misma especialidad.


El señor Ministro de Justicia explicó que este asunto ya fue planteado en el debate que se produjo en la Cámara de Diputados. Recordó que todos los abogados que entran al escalafón primario del Poder Judicial deben hacer un curso de habilitación, y que durante su preparación deben aprobar cursos de perfeccionamiento que inciden en diversas materias.


En este marco, puntualizó, limitar la destinación de jueces al ámbito de una misma especialidad restringiría de manera excesiva el ejercicio de esta facultad.


El Honorable Senador señor Espina se mostró de acuerdo con lo planteado, ya que a su juicio basta con que la asignación sea hecha preferentemente entre tribunales de la misma especialidad. Recordó que las Salas de las Cortes de Apelaciones del país no tienen especialidades, y los jueces de primera instancia que son promovidos a esos tribunales vienen de las más diversas judicaturas, y una vez que son nombrados deben conocer asuntos de índoles diversas a la de su competencia original.


El Honorable Diputado señor Saffirio recordó que esta era una de las disposiciones que más complicaciones había producido en la Asociación Nacional de Magistrados. Indicó que la distinción entre los diversos tipos de judicatura no es un asunto sin importancia para los jueces, los que optan por una u otra especialidad por motivos de inclinación vocacional.


Expresó, a manera de ejemplo, que un juez de familia, que es trasladado a un tribunal de garantía, no tiene ningún estímulo para profundizar sus conocimientos procesales penales, pues sabe que en un breve plazo volverá a su judicatura original.


El señor Ministro de Justicia puntualizó que en este ámbito hay que distinguir los problemas estructurales de aquellos que tienen un carácter transitorio. Indicó que algunos de esos problemas estructurales son abordados a través del mecanismo de nominación de nuevos jueces que establece el artículo 2º del proyecto.


Hay otros problemas de carencias de tribunales – como son los que se han producido en la zona de Alto Hospicio-  que han surgido posteriormente y que no se pudieron prever cuando se acordó la Reforma Procesal Penal. Esos problemas requieren una discusión mayor que abarque una reorganización de tribunales a nivel nacional, según las cargas de trabajo objetivas observadas.


Puntualizó que el mecanismo que se plantea en el artículo 1º del proyecto tiene por finalidad, en cambio, enfrentar situaciones transitorias.


Señaló que entiende la postura de la Asociación de Magistrados, que por motivos muy justificados ha presentado observaciones a esta iniciativa, pero expresó que, por otro lado, se debe tener en consideración que la sociedad chilena confía en su Corte Suprema para resolver en última instancia asuntos de la mayor trascendencia.


Explicó que en estos proyectos siempre puede haber márgenes de discrecionalidad pero que, con la redacción acordada por el Senado, ellos han quedado debidamente acotados. 


El Honorable Diputado señor Eluchans expresó que la explicación del Ejecutivo había aclarado en gran parte las inquietudes que a este respecto se han levantado, por lo que propuso aprobar la redacción propuesta por el Senado para el inciso primero del artículo 101.


El señor Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador Larraín, don Hernán, declaró cerrado y procedió a someter a votación el texto aprobado por el Senado, con excepción de la mención de la palabra “preferentemente” que figura en ella.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio y los Honorables Diputados señores Ceroni, Eluchans y Saffirio, acordó aprobar el texto acordado por el Senado.


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión Mixta puso en votación el planteamiento formulado por el Honorable Diputado señor Saffirio en orden a no incorporar la expresión “preferentemente” al texto ya aprobado. Votaron a favor  de esta proposición los Honorables Diputados señores Ceroni y Saffirio. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos; Larraín don Hernán y Walker, don Patricio. 

- - -

INCISO SEGUNDO

de la Cámara de Diputados y del Senado


En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó un inciso segundo del artículo 101 que regula la forma en que la Excelentísima Corte Suprema ejercerá la atribución para trasladar jueces. Su texto es el siguiente:


“Dicha facultad podrá ejercerse sólo entre tribunales de territorios jurisdiccionales pertenecientes a una misma Corte de Apelaciones, por un plazo máximo de un año por cada juez, sin renovación inmediata y entre tribunales que en todo o en parte compartan el mismo territorio jurisdiccional o que sean de territorios jurisdiccionales contiguos.”


En el segundo trámite constitucional, el Senado reemplazó la expresión “un año” por “seis meses” y contempló entre comas (,) la frase “en todo en parte”.


En el tercer trámite constitucional la Cámara de Diputados rechazó estas enmiendas.


Al iniciarse el estudio de esta discrepancia, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, ofreció la palabra al Honorable Diputado señor Ceroni.


El Honorable Diputado señor Ceroni inició su intervención señalando que consecuente con lo acordado anteriormente, era partidario de acoger las enmiendas acordadas por el Senado ya que ellas resguardaban de mejor manera los derechos de los jueces, teniendo en cuenta, además, que esta norma se plantea como solución a una situación que tiene un carácter transitorio o excepcional.


El Honorable Diputado señor Eluchans coincidió con lo anteriormente señalado.


En otro orden de cosas, connotó que aunque no es materia de diferencia entre ambas Cámaras, algunos representantes gremiales de la judicatura le han hecho saber que la disposición que requiere el consentimiento del juez afectado sólo se aplica cuando se trata de traslados entre territorios jurisdiccionales dependientes de distintas Cortes de Apelaciones, lo que no da cuenta de situaciones que se presentan en Cortes de Apelaciones cuyos territorios jurisdiccionales son muy extensos. En esos casos, explicó, un traslado entre dos localidades puede significar recorrer diariamente muchos kilómetros.


El señor Ministro de Justicia precisó que este punto se abordará en la redacción sustitutiva que el Gobierno ha propuesto para el nuevo inciso octavo acordado por el Senado, en el sentido de limitar la facultad de traslado cuando ella provoca menoscabo manifiesto al juez trasladado. Señaló que si esa disposición se aprueba, el ejemplo indicado por el Honorable señor Diputado no debería producirse, a menos que se provean todos los medios para aminorar dicho perjuicio.


La Honorable Senadora señora Alvear propuso aprobar las enmiendas acordadas por el Senado, porque ella acota el ejercicio de esta facultad de traslado. Asimismo, esta norma obligará a revaluar, a través de una solución permanente, los desequilibrios que actualmente existen en la carga de trabajo de los tribunales y que han surgido como consecuencia, por ejemplo, de cambios demográficos que se han producido en los últimos años.


Expresó que un traslado por un tiempo mayor a seis meses podría crear problemas familiares a los jueces redestinados.


El Honorable Diputado señor Saffirio observó que muchos de los temas de fondo que se han planteado podrían quedar acotados si el Ejecutivo se muestra disponible a establecer, en este proyecto de ley, que la facultad que se confiere en el artículo 1º tendrá un plazo de vigencia acotado –por ejemplo de tres años- para incentivar el estudio y la presentación de futuros proyectos de ley que solucionen de manera definitiva los desequilibrios estructurales de cargas de trabajo judicial que se producen en ciertas comunas del país.


El Honorable Diputado señor Eluchans recordó que más del cincuenta por ciento de los jueces son mujeres, por tanto, estas medidas de traslado podrían crear problemas familiares en  la implementación de este mecanismo.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, sostuvo que debería aprobarse el texto acordado por la Cámara de Diputados, pues en la labor ordinaria de los jueces un plazo de seis meses puede ser insuficiente para lograr interiorizarse de las causas que tendrá a su cargo. Agregó que también compartía la idea de limitar el plazo de vigencia de esta norma para incentivar la presentación de proyectos que resuelvan los problemas de fondo que afectan a la organización de los tribunales de justicia.


En relación con el problema del menoscabo, expresó que parte de la base que ello se solucionará a través de asignaciones monetarias que serán de cargo de la Corporación Administrativa del Poder Judicial.


El Honorable Diputado señor Ceroni planteó que coincide con la idea de poner un plazo acotado de vigencia a esta ley, para que el mecanismo de traslado no se transforme en una facultad administrativa ordinaria de los tribunales superiores de justicia.


Añadió que también debería tenerse en vista que el concepto de menoscabo no debe quedar limitado únicamente a las remuneraciones del magistrado trasladado, sino al resarcimiento de todo perjuicio provocado a causa de su reasignación.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que no estaba de acuerdo con establecer que esta norma tenga una duración limitada en el tiempo, pues, a su juicio, los problemas de desequilibrio de cargas de trabajo de los tribunales son de naturaleza eminentemente dinámica, y pueden aparecer y desaparecer, de forma intempestiva, en diversos lugares del país.


En relación con el periodo de duración del traslado, se mostró partidario, en principio, de la opción de la Cámara de Diputados, puesto que con ello se evita el problema de la rotación permanente de jueces y el abandono de las causas, que en su momento se dio por efecto de la forma como ascienden los jueces de las judicaturas establecidas en las últimas reformas.


Respecto del asunto presupuestario, precisó que debe quedar claramente establecido, más allá de toda duda, que hay un compromiso del Ejecutivo en orden a que se dispondrá de los recursos para afrontar todos los gastos que implica esta iniciativa.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, observó que no hay una norma específica en este proyecto que asegure el financiamiento de los gastos personales que deberán afrontar los jueces trasladados.


El señor Ministro de Justicia recordó que el plazo de seis meses, que propone el Senado, fue acordado a petición de la Asociación Nacional de Magistrados. Subrayó que, por su parte, el Ministerio que dirige ha adoptado, como política permanente, que los nombramientos de los nuevos magistrados se hacen siempre por periodos iguales o superiores a un año.


Respecto al tema presupuestario, indicó que este tema está tratado en el inciso quinto del artículo 101 aprobado por la Cámara de Diputados, que pasó a ser sexto en el Senado, que establece que el ejercicio de esta facultad no modificará el sistema de remuneración de los jueces trasladados. Agregó que si el juez es destinado a un tribunal en que se percibe una mayor remuneración, esa diferencia deberá ser cancelada.


Añadió que desde el punto de vista administrativo, la Corporación Administrativa del Poder Judicial le ha informado que estas medidas se pueden asimilar al concepto de comisión de servicio, razón por la cual el juez involucrado tiene derecho a viático.


El señor Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador Larraín, don Hernán, propuso a la Comisión aprobar las enmiendas acordadas por el Senado al texto de  la Cámara de Diputados, para consagrar que el traslado se hará por un plazo máximo de seis meses, más la enmienda formal que también se propone.


Los miembros presentes de la Comisión Mixta acogieron este planteamiento, por lo que se aprobó unánimemente. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán y Walker don Patricio, y los Honorables Diputados señores Ceroni, Eluchans y Saffirio.

-.-.-.-





En una sesión posterior, la Comisión Mixta tomó conocimiento del Oficio N° 4.143, de 15 de mayo de 2012, de S.E. el señor Presidente de la Corte Suprema, que, en síntesis, hizo presente que el Poder Judicial ha estado gestionando ante el Ministerio de Justicia dos iniciativas legales que aspiran a resolver los problemas de carencia de dotaciones de jueces a lo largo del país, para el Sistema Procesal Penal y Justicia.





Agregó que la primera de estas iniciativas, de carácter permanente corresponde a la creación de cargos de jueces en las competencias ya señaladas, los que serán financiados por la disponibilidad de recursos no utilizados producto de la gradualidad de nombramientos de los jueces de garantía y de los tribunales de juicio oral en lo penal de la Región Metropolitana. Seguidamente, puntualizó, que la segunda iniciativa, de carácter transitorio, correspondía a la creación de la figura del “juez destinado”, diseñada principalmente para resolver las dificultades legales y operativas que presenta el sistema de subrogación legal entre jueces y por otra parte, salvar el aumento de causas estacionales que pueden presentar estos juzgados. Indicó que esta segunda iniciativa legal era solo un complemento de la primera y en ningún caso resolvía los problemas de carencia de jueces.





Más adelante precisó, que sin perjuicio de la aplicación de las normas correspondientes al pago de viáticos correspondientes al Poder Judicial, establecidas en el Decreto Ley N° 262 de 1977 y el Decreto N° 115/1992, ambos del Ministerio de Hacienda, resultaba complejo determinar el costo que la implementación de esta modalidad de traslado podía implicar. 





Seguidamente indicó que el gasto que irrogaba la implementación del proyecto durante el presente año no estaba contemplado en el presupuesto del Poder Judicial. Concluyó señalando que el proyecto no hacía mención al apoyo administrativo requerido por el tribunal para el adecuado desempeño de la dotación adicional de jueces que implicará la destinación transitoria.





A la luz de estos antecedentes, la Comisión Mixta solicitó al Ministerio de Justicia aclarar las inquietudes planteadas y convenir una adecuada solución a este asunto.

-.-.-





En una sesión posterior, el Ministro de Justicia, señor Teodoro Ribera, expresó que la Secretaría de Estado a su cargo había tomado debida cuenta de las inquietudes planteadas por S.E el señor Presidente de la Corte Suprema y, en razón de ello, había celebrado diversas reuniones con la Dirección de Presupuestos referidas a la puesta en marcha de esta iniciativa, habiéndose alcanzado acuerdos que consideran los diagnósticos y estudios hechos al respecto por la Corporación Administrativa del Poder Judicial, en relación a la cancelación de viáticos y otros gastos necesarios para la implementación de esta iniciativa. Manifestó que despejadas esas inquietudes las objeciones financieras que se habían presentado estaban resueltas.


Seguidamente, el Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, Ministro señor Rubén Ballesteros, ratificó lo señalado por el señor Ministro de Justicia. Explicó que se había aclarado las inquietudes planteadas y se había llegado a un buen entendimiento con el Ministerio de Hacienda, el cual sería implementado en el proyecto de presupuestos para el año 2013.


Agregó que el Poder Judicial estaba, además, trabajando en otras materias que son de interés para el Máximo Tribunal, como la segunda Corte de Apelaciones de Santiago, la autonomía presupuestaria del Poder Judicial, y el nuevo estatuto de los fiscales judiciales y abogados integrantes en los tribunales de alzada.


Expresó que solucionadas dudas, resultaba indispensable destrabar las otras diferencias que habían surgido en esta iniciativa.


El señor Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador Larraín, don Hernán, expresó que la Comisión entendía que había un acuerdo sobre los aspectos financieros que involucraba este proyecto y que ello implica que los mayores gastos que esta iniciativa imponga para este año serán financiados con fondos propios del Poder Judicial, y que en el presupuesto correspondiente a la Partida del Poder Judicial para el próximo año se harían los ajustes necesarios. Por lo anterior, declaró superado el asunto y propuso a la Comisión tratar las otras diferencias surgidas en el tratamiento de este asunto: 

INCISO TERCERO

de la Cámara de Diputados y del Senado





La Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, aprobó un inciso tercero del artículo 101, el cual dispone lo siguiente:





“No obstante, podrá destinarse a un juez a un tribunal de un determinado territorio jurisdiccional no contiguo, con acuerdo de dicho juez y previo informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, el cual deberá señalar fundadamente las razones que hacen necesario o conveniente para el servicio judicial proceder de la manera indicada. También podrá renovarse inmediatamente una destinación cuando se cuente para ello con el acuerdo del juez respectivo.”.





En el segundo trámite constitucional, el Senado sustituyó la frase “con acuerdo de dicho juez” por “contando con su acuerdo expreso”.





En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó esta enmienda.


Al iniciarse el estudio de esta discrepancia, el Honorable Senador señor Espina indicó que la enmienda acordada por el Senado le parecía que rigidizaba el ejercicio de la atribución que se le entrega a la Corte Suprema, porque al precisar que el acuerdo debe ser expreso deja entrever cierta desconfianza sobre el actuar de los tribunales superiores de justicia.


El señor Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador Larraín, don Hernán, sostuvo que en la redacción aprobada por el Senado no hay una nota de desconfianza respecto del actuar de la Corte Suprema, sino sólo una precisión para regular una situación excepcional. Recordó que la condición general que establece esta iniciativa es que la destinación transitoria procederá sólo entre tribunales de territorios jurisdiccionales contiguos, y excepcionalmente podría solicitarse respecto de localidades no aledañas, caso en que es muy relevante contar con el acuerdo expreso del juez que va a ser trasladado.


Los miembros presentes de la Comisión Mixta estimaron atendible la modificación propuesta por el Senado y, unánimemente, resolvieron acogerla. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Espina, Larraín don Hernán y Walker don Patricio, y los Honorables Diputados señores Ceroni, Eluchans y Saffirio.

INCISO QUINTO

de la Cámara de Diputados

INCISO SEXTO

del Senado


Seguidamente, la Comisión acordó examinar el inciso quinto del texto aprobado por la Cámara de Diputados y que ha pasado a ser sexto del texto aprobado por el Senado.


Esta disposición establece lo siguiente:


“El ejercicio de esta facultad no modificará el sistema de remuneración, calificación, ni régimen estatutario de los jueces destinados. Sin embargo, en caso que el juez sea destinado a un tribunal que, por su ubicación, le corresponda una mayor remuneración, será aplicable, mientras dure su destinación, la escala de remuneraciones correspondiente a dicho tribunal.".


Si bien esta disposición no se encontraba entre las que habían generado discrepancias entre ambas Corporaciones, la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio y los Honorables Diputados señores Ceroni, Eluchans y Saffirio, estimaron conveniente revisar su redacción para introducir algunas precisiones. 


Para adoptar este acuerdo se tuvo presente que si bien el ámbito de competencia de las Comisiones Mixtas, como norma general, debe entenderse circunscrito a los puntos específicos en que inciden las discrepancias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados, el ejercicio de la facultad de proponer “la forma y modo de resolver las diferencias”, permite a las mencionadas comisiones plantear enmiendas a otras disposiciones que no fueron objeto de discrepancias, si ello fuere necesario para alcanzar un acuerdo que, enmarcándose en las ideas matrices de este proyecto, haga posible aprobar esta iniciativa.


Teniendo en cuenta lo anterior, la Comisión acordó considerar una propuesta formulada de S.E. el señor Presidente de la Corte Suprema para enmendar esta norma por otra que resguarde de mejor manera los derechos de los jueces que se trasladarán.


“El ejercicio de esta facultad no modificará el sistema de calificación o el régimen estatutario de los jueces destinados, ni tampoco podrá importar deterioro en su condición funcionaria, personal o familiar. Sin embargo, en caso que el juez sea destinado a un tribunal que por su ubicación le corresponda una mayor remuneración, será aplicable, mientras dure su destinación, la escala de remuneraciones correspondientes a dicho tribunal. El juez que estime que su destinación le significa un menoscabo en aquellas condiciones, podrá solicitar fundadamente la revocación de la medida a la Corte Suprema dentro de los cinco días siguientes a su notificación.”.


Al iniciarse el debate de esta proposición, el Ministro de Justicia, señor Teodoro Ribera, hizo que esta proposición si bien consideraba los principales elementos concordados por ambas Corporaciones no contemplaba la referencia al sistema de remuneraciones. Explicó que la norma ya aprobada no solo establece que se complementará la remuneración del magistrado que es traslado a un tribunal de mayor jerarquía, sino también que dicho juez mantiene su remuneración si es trasladado a un juzgado de menor jerarquía.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, precisó que la proposición antes transcrita sólo soluciona el caso de que el juez redestinado complemente la dotación de un tribunal de mayor rango, pero no uno de menor categoría. Por ello, aconsejó precisar que en el último caso indicado el trasladado mantendrá su remuneración.


El Honorable Diputado señor Eluchans explicó que en sesiones anteriores ha manifestado su preocupación por el hecho de que en nuestro país hay territorios jurisdiccionales de Corte de Apelaciones que son muy extensos, y que una redestinación en esos casos pueden significar detrimentos económicos y personales muy importantes para el juez afectado. En razón de ello, preguntó si esa situación estaba contemplada en la redacción propuesta.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso analizar este punto con ocasión de la discusión relativa al nuevo inciso octavo del artículo 101 que propone introducir el artículo 1º del proyecto.


El Honorable Diputado señor Eluchans indicó que esa disposición no se refiere al tema de los gastos y tiempos de traslado.


El Honorable Diputado señor Ceroni compartió la preocupación manifestada por Su Señoría y expresó que ello debería ser resuelto a través del mecanismo de asignación de viáticos.


El señor Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador Larraín, don Hernán, sostuvo que a raíz de este tipo de consideraciones surgió la duda sobre el financiamiento de esta iniciativa, que en está resuelta con la conversación habida entre el Ministerio de Justicia, el Poder Judicial y la Dirección de Presupuesto a la que se hizo mención precedentemente.


En relación al texto sugerido, propuso aprobarlo haciendo mención que el régimen de inalterabilidad que plantea incluye también el sistema de remuneraciones.


- La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Larraín don Hernán y Walker don Patricio, y los Honorables Diputados señores Ceroni, Eluchans y Saffirio, aprobó la sustitución del inciso quinto, nuevo sexto, con la enmienda sugerida por el señor Presidente de la Comisión.

-.-.-

INCISO OCTAVO

 del texto del Senado


Cabe recordar que en el segundo trámite constitucional de esta iniciativa, el Senado aprobó la inclusión en el nuevo artículo 101 de un nuevo inciso octavo. El texto de esta norma es el siguiente:


“En ningún caso la facultad establecida en este artículo podrá ser empleada como mecanismo de sanción en contra de los jueces destinados.”.


Respecto de esta disposición, el Ministro de Justicia, señor Teodoro Ribera, planteó sustituir la redacción de esta norma por otra que dé solución a otras inquietudes que surgieron durante el debate de esta iniciativa y así salvar algunas de las inquietudes  que han surgido en el debate de este proyecto.


“En ningún caso la facultad establecida en este artículo podrá ser empleada como mecanismo de sanción o menoscabo manifiesto en contra de los jueces destinados, ni tampoco ser utilizada reiteradamente respecto de un mismo juez.”.


De igual manera como se procedió respecto de la enmienda al inciso sexto del artículo 101, la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio y los Honorables Diputados señores Ceroni, Eluchans y Saffirio, acordaron, a pesar de no existir una controversia entre ambas Cámaras en este punto, revisar su redacción con el fin de concordar una solución que subsane las diferencias que surgieron entre ambas Corporaciones.


El señor Presidente de la Comisión Mixta Honorable Senador Larraín, don Hernán, señaló que la proposición de S.E. el señor Presidente de la República era adecuada, siempre que no considere el adjetivo “manifiesto”, para describir el menoscabo al que no debieran estar sujeto los jueces trasladados.


El Honorable Senador señor Espina contrargumento indicando que siempre que un juez es redestinado sufrirá algún nivel de menoscabo, y por ello se explican todas las normas anteriormente aprobadas que establecen compensaciones económicas y limitaciones para el ejercicio de esta facultad. Señaló que eliminar la palabra “manifiesto” tornaría en prácticamente imposible el ejercicio de esta nueva atribución.


El señor Presidente de la Comisión Mixta Honorable Senador  Larraín, don Hernán, puntualizó que según la vigésima segunda edición del diccionario de la lengua española de la Real Academia Española, el concepto de menoscabo implica, por sí mismo “…disminuir algo, quitándole una parte, acortarlo, reducirlo. Deteriorar y deslustrar algo, quitándole parte de la estimación o lucimiento que antes tenía. Causar mengua o descrédito en la honra o en la fama.”, por lo que su sola presencia debería impedir el uso de esta facultad.


El Honorable Diputado señor Saffirio puntualizó que en la norma anteriormente aprobada por la Comisión se habilitó al funcionario trasladado para oponerse a esta medida recurriendo a la Corte Suprema cuando considere que tal situación le impone un deterioro en su condición funcionaria, personal o familiar y, en sentido, debería leerse en la disposición que ahora se analiza.


El Honorable Senador señor Espina secundó la interpretación esgrimida por Su Señoría.


El Honorable Diputado señor Eluchans expresó que no toda redestinación puede ser leída como una situación perjudicial para el juez involucrado, porque en virtud de ella puede terminar desempeñándose en un tribunal de más jerarquía.


El señor Ministro de Justicia expresó que en este caso se busca que la situación de menoscabo que impida la redestinación sea palmaria o evidente.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que si en este caso no se exige que el menoscabo sea manifiesto se abre la puerta a que prácticamente todos los traslados sean impugnados por los jueces involucrados, lo que tornaría en ilusoria la facultad que se le otorga a la Corte Suprema.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, propuso aprobar la disposición propuesta por el ejecutivo sin el adjetivo “manifiesto”.


El Honorable Senador señor Espina solicitó votación separada para la inclusión del término “manifiesto”.


- sometida a votación la proposición del Ejecutivo sin el término “manifiesto”, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín don Hernán y Walker don Patricio, y los Honorables Diputados señores Ceroni, Eluchans y Saffirio.


- a continuación, sometida a votación la inclusión de la palabra “manifiesto”, fue rechazada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senador señor  Larraín, don Hernán, y los Honorables Diputados señores Ceroni, Eluchans y Saffirio. Votaron a favor de su inclusión los Honorables Senadores señores Espina y Walker, don Patricio.


El señor Ministro de Justicia manifestó que con esta aprobación y con la discusión anteriormente habida queda claro que aunque exista algún nivel de menoscabo para el juez involucrado, igual procederá la facultad para trasladarlo transitoriamente a otro tribunal.


El Honorable Diputado señor Eluchans expresó que en este caso hay que leer la frase completa, que impide el traslado cuando sea ocupado como mecanismo para sancionar o menoscabar al juez involucrado.


La Subsecretaria de Justicia, señora Patricia Pérez, explicó que la idea de menoscabo fue introducida en el Senado como una medida para evitar la arbitrariedad en el uso de esta nueva facultad.

-.-.-

ARTÍCULO 2°

Letra c)

de la Cámara de Diputados y del Senado


En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó un literal c) para el artículo 2º de esta iniciativa cuyo texto es el siguiente:


“c) Intercálase el siguiente numeral 4 ter), a continuación del numeral 4 bis B):


"4 ter) Excepcionalmente, se diferirá el nombramiento de 133 cargos de jueces de garantía y de jueces de tribunal de juicio oral en lo penal en los territorios jurisdiccionales de las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San Miguel. Sus nombramientos serán realizados de acuerdo a las necesidades derivadas de las cargas de trabajo de los tribunales de estas jurisdicciones, conforme a las siguientes reglas generales: hasta 9 cargos serán nombrados en el período comprendido entre el 1  de enero de 2009 y el 31 de diciembre del mismo año; hasta 15 cargos en el período comprendido entre el 1 de enero de 2010 y el 31 de diciembre del mismo año; y hasta 9 cargos en el período comprendido entre el 1 de enero de 2011 y el 31 de diciembre del mismo año; los restantes cargos serán nombrados a partir del 1 de enero de 2012.


La Corte Suprema, previo informe técnico de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, determinará, de entre los jueces señalados en este numeral, las cantidades que correspondan a jueces de garantía y a jueces de tribunal oral en lo penal en cada período.".".


En el segundo trámite constitucional el Senado sustituyó el párrafo primero de la disposición por lo siguiente:


“4 ter) Excepcionalmente, se diferirá el nombramiento de 131 cargos de jueces de garantía y de jueces de tribunal de juicio oral en lo penal en los territorios jurisdiccionales de las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San Miguel. Sus nombramientos serán realizados de acuerdo a las necesidades derivadas de las cargas de trabajo de los tribunales de estas jurisdicciones, conforme a las siguientes reglas generales: hasta 24 cargos serán nombrados en el período comprendido entre el 1 de enero de 2011 y el 31 de diciembre del mismo año; hasta 30 cargos en el período comprendido entre el 1 de enero de 2012 y el 31 de diciembre del mismo año; y hasta 30 cargos en el período comprendido entre el 1 de enero de 2013 y el 31 de diciembre del mismo año. Los restantes cargos serán provistos en el período comprendido entre el 1 de enero de 2014 y el 31 de diciembre del mismo año.”.


En el tercer trámite constitucional la Cámara de Diputados rechazó la modificación propuesta por la Revisora.


El señor Ministro de Justicia explicó que esta disposición establece el calendario de nombramiento de los 131 cargos aún vacantes de jueces de garantía y del tribunal de juicio oral en lo penal en los territorios jurisdiccionales de las Cortes de Apelaciones de Santiago y San Miguel.


Agregó que esta norma quedó desfasada en el tiempo pues partía del supuesto que sería aprobada con anterioridad. En virtud de lo anterior, señaló que S.E el señor Presidente de la República ha formulado una proposición para sustituir el referido párrafo por el siguiente:


“4 ter) Excepcionalmente, se diferirá el nombramiento de 131 cargos de jueces de garantía y jueces de tribunal de juicio oral en lo penal en los territorios jurisdiccionales de las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San Miguel. Sus nombramientos serán realizados de acuerdo a las necesidades derivadas de las cargas de trabajo de los tribunales de estas jurisdicciones, conforme a las siguientes reglas generales: hasta 24 cargos serán nombrados en el período comprendido entre el 1 de enero de 2012 y el 31 de diciembre del mismo año; hasta 30 cargos en el periodo comprendido entre 1 de enero de 2013 y el 31 de diciembre del mismo año. Los restantes cargos serán provistos en el período comprendido entre el 1 de enero de 2015 y el 31 de diciembre del mismo año.”.”.


Explicó que con esta disposición se actualiza el calendario de nombramientos, habida cuenta del largo tiempo de tramitación que ha tenido este proyecto.


- La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Larraín don Hernán y Walker don Patricio, y los Honorables Diputados señores Ceroni, Eluchans y Saffirio, aprobó la proposición de S.E. el Presidente de la República.

- - -


Finalmente, la Comisión Mixta discutió la inquietud del Honorable Diputado señor Eluchans, relativa a los gastos, viáticos e incomodidades a que se verán sujetos los jueces que sean trasladados.


Al respecto, el Honorable Diputado señor Eluchans reiteró que hay Cortes con territorios jurisdiccionales muy extensos, que en la práctica podrían imponer a los jueces redestinados importantes sacrificios personales y familiares. En dicha situación, señaló, debería también requerirse la anuencia del juez involucrado.


El señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema recordó que las normas antes aprobadas permitirán que el juez trasladado reciba los viáticos correspondientes y el reembolso de otros gastos en que incurra. Asimismo, si es designado en un tribunal de mayor jerarquía recibirá un suplemento en su remuneración. 


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, consultó si hay alguna disposición que garantice ello.


El Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, señor Antonio Larraín, señaló que las normas internas de su institución aseguran que todo funcionario judicial, y no sólo los jueces, tendrán derecho a una asignación de viaje y viáticos cuando deban desplazarse de su lugar habitual de trabajo por razones de servicio.


El señor Presidente de la Corte Suprema recordó que para el caso que presenta el Honorable Diputado señor Eluchans queda abierta la posibilidad de que el magistrado involucrado reclame sobre la decisión adoptada, aduciendo que ella le causa un grave perjuicio personal o familiar.


El Honorable Diputado señor Eluchans manifestó que con dicha declaración quedaba aclarada su duda.

oooo

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA





En mérito del debate y acuerdos expuestos precedentemente y con el fin de salvar las divergencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional, esta Comisión Mixta sugiere aprobar la siguiente proposición:

Artículo 1°

Artículo 101

Inciso primero

de la Cámara de Diputados y del Senado





Aprobarlo en los términos en que lo acordó el Senado (Unanimidad 8 x 0) con excepción del término “preferentemente” (Mayoría de votos 6 x 2 en contra).

Inciso segundo

de la Cámara de Diputados y del Senado





Aprobarlo en los términos en que lo acordó el Senado. (Unanimidad 6 x 0).

Inciso tercero

del Senado y de la Cámara de Diputados





Aprobarlo en los términos en que lo acordó el Senado (Unanimidad 6 x 0).

Inciso quinto

de la Cámara de Diputados

Inciso sexto

del Senado





Sustituirlo por el siguiente:





“El ejercicio de esta facultad no modificará el sistema de remuneración, de calificación o el régimen estatutario de los jueces destinados, ni tampoco podrá importar deterioro en su condición funcionaria, personal o familiar. Sin embargo, en caso que el juez sea destinado a un tribunal que por su ubicación, le corresponda una mayor remuneración, será aplicable, mientras dure su destinación, la escala de remuneraciones correspondiente a dicho tribunal. El juez que estime que su destinación le significa un menoscabo en aquellas condiciones, podrá solicitar fundadamente la revocación de la medida a la Corte Suprema dentro de los cinco días siguientes a su notificación. (Unanimidad  6 x 0).
Inciso octavo

del Senado

Sustituirlo por el siguiente:





“En ningún caso, la facultad establecida en este artículo podrá ser empleada como mecanismo de sanción o menoscabo en contra de los jueces destinados, ni tampoco ser utilizada reiteradamente respecto de un mismo juez.” (Unanimidad 6 x 0).
Artículo 2°

Letra c)

de la Cámara de Diputados

del Senado

Número 4 ter)

Párrafo primero





Remplazarlo por el siguiente:





“4 ter) Excepcionalmente, se diferirá el nombramiento de 131 cargos de jueces de garantía y de jueces de tribunal de juicio oral en lo penal en los territorios jurisdiccionales de las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San Miguel. Sus nombramientos serán realizados de acuerdo a las necesidades derivadas de las cargas de trabajo de los tribunales de estas jurisdicciones, conforme a las siguientes reglas generales: hasta 24 cargos serán nombrados en el período comprendido entre el 1 de enero de 2012 y el 31 de diciembre del mismo año; hasta 30 cargos en el período comprendido entre el 1 de enero de 2013 y el 31 de diciembre del mismo año; y hasta 30 cargos en el período comprendido entre el 1 de enero de 2014 y el 31 de diciembre del mismo año. Los restantes cargos serán provistos en el período comprendido entre el 1 de enero de 2015 y el 31 de diciembre del mismo año.”. (Unanimidad 6 x 0).

oooo





En consecuencia, de aprobarse la proposición de vuestra Comisión Mixta, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:





"Artículo 1°.- Introdúcese el siguiente artículo 101 en el Código Orgánico de Tribunales:





“Artículo 101.- Cuando existieren desequilibrios entre las dotaciones de los jueces y la carga de trabajo entre tribunales de una misma jurisdicción, la Corte Suprema, a solicitud de la Corte de Apelaciones respectiva, previo informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, en que consten los datos objetivos para su procedencia y siempre que lo permita la disponibilidad presupuestaria del Poder Judicial, podrá destinar transitoriamente y de manera rotativa a uno o más jueces integrantes de los Tribunales de Garantía, Tribunales de Juicio Oral en lo Penal, Tribunales de Familia, Tribunales Laborales, Tribunales de Cobranza Laboral y Previsional y juzgados con competencia común a que hace referencia el artículo 27 bis, a desempeñar sus funciones preferentemente en otro tribunal de su misma especialidad.





Dicha facultad podrá ejercerse sólo entre tribunales de territorios jurisdiccionales pertenecientes a una misma Corte de Apelaciones, por un plazo máximo de seis meses por cada juez, sin renovación inmediata y entre tribunales que, en todo o en parte, compartan el mismo territorio jurisdiccional o que sean de territorios jurisdiccionales contiguos.





No obstante, podrá destinarse a un juez a un tribunal de un territorio jurisdiccional no contiguo, contando con su acuerdo expreso y previo informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, el que deberá señalar fundadamente las razones que hacen necesario o conveniente para el servicio judicial proceder de la manera indicada. También podrá renovarse inmediatamente una destinación, cuando se cuente para ello con el acuerdo del juez respectivo.





La Corte Suprema designará al juez destinado dando preferencia a aquellos que manifiesten su interés en ser destinados transitoriamente.





Esta facultad no podrá ejercerse con respecto al juez presidente del tribunal ni afectar en forma simultánea a un porcentaje superior al cincuenta por ciento de los jueces integrantes de cada tribunal.





El ejercicio de esta facultad  no modificará el sistema de remuneración, de calificación o el régimen estatutario de los jueces destinados, ni tampoco podrá importar deterioro en su condición funcionaria, personal o familiar. Sin embargo, en caso que el juez sea destinado a un tribunal que por su ubicación, le corresponda una mayor remuneración, será aplicable, mientras dure su destinación, la escala de remuneraciones correspondiente a dicho tribunal. El juez que estime que su destinación le significa un menoscabo en aquellas condiciones, podrá solicitar fundadamente la revocación de la medida a la Corte Suprema dentro de los cinco días siguientes a su notificación.





La obligación señalada en el artículo 311 se entenderá cumplida por el juez transitoriamente destinado, para todos los efectos legales, por el hecho de verificarse respecto de su tribunal de origen.





En ningún caso, la facultad establecida en este artículo podrá ser empleada como mecanismo de sanción o menoscabo en contra de los jueces destinados, ni tampoco ser utilizada reiteradamente respecto de un mismo juez.





Sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo, la Corte Suprema podrá ejercer la facultad de destinación entre tribunales ubicados dentro de la Región Metropolitana, aun cuando dependan de distintas Cortes de Apelaciones.”.





Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1° transitorio de la ley N° 19.665:





a) En el párrafo cuarto del numeral 3), intercálase a continuación de las expresiones "Juzgados de garantía correspondientes a las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San Miguel: junio de 2008" y el punto aparte que las sigue, los términos ", sin perjuicio de lo que se señala en el N° 4 ter)".





b) En el párrafo cuarto del numeral 4), intercálase a continuación de los términos "Tribunales de juicio oral en lo penal correspondientes a las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San Miguel: junio de 2008" y el punto aparte que los sigue, las expresiones ", sin perjuicio de lo que se señala en el N° 4 ter).





c) Intercálase el siguiente numeral 4 ter), a continuación del numeral 4 bis B):





“4 ter) Excepcionalmente, se diferirá el nombramiento de 131 cargos de jueces de garantía y de jueces de tribunal de juicio oral en lo penal en los territorios jurisdiccionales de las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San Miguel. Sus nombramientos serán realizados de acuerdo a las necesidades derivadas de las cargas de trabajo de los tribunales de estas jurisdicciones, conforme a las siguientes reglas generales: hasta 24 cargos serán nombrados en el período comprendido entre el 1 de enero de 2012 y el 31 de diciembre del mismo año; hasta 30 cargos en el período comprendido entre el 1 de enero de 2013 y el 31 de diciembre del mismo año; y hasta 30 cargos en el período comprendido entre el 1 de enero de 2014 y el 31 de diciembre del mismo año. Los restantes cargos serán provistos en el período comprendido entre el 1 de enero de 2015 y el 31 de diciembre del mismo año.





La Corte Suprema, previo informe técnico de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, determinará, de entre los jueces señalados en este numeral, las cantidades que correspondan a jueces de garantía y a jueces de tribunal oral en lo penal en cada período.".”.





Acordado en sesiones celebradas los días 9 de mayo de 2012 con asistencia de los Honorables Senadores señor Hernán Larraín Fernández (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Carlos Larraín Peña y Patricio Walker Prieto y de los Honorables Diputados señora Marisol Turres Figueroa y señores Alberto Cardemil Herrera, Guillermo Ceroni Fuentes; Edmundo Eluchans Urenda y René Saffirio Espinoza; 16 de mayo de 2012 con asistencia de los Honorables Senadores señor Hernán Larraín Fernández (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, y Patricio Walker Prieto y de los Honorables Diputados señores Alberto Cardemil Herrera; Guillermo Ceroni Fuentes; Edmundo Eluchans Urenda y René Saffirio Espinoza, y 11 de julio de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señor Hernán Larraín Fernández (Presidente) y señores Alberto Espina Otero, y Patricio Walker Prieto y de los Honorables Diputados señores  Guillermo Ceroni Fuentes; Edmundo Eluchans Urenda y René Saffirio Espinoza.





Sala de la Comisión Mixta, a 13 de julio de 2012.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias

                Secretario de la Comisión













� Con fecha 4 de febrero de 2012, se publicó la ley N° 20.572, sobre reprogramación de créditos universitarios.


� Cabe señalar que los alumnos que estudian en las universidades pertenecientes al Consejo de Rectores recurren al Fondo Solidario de Crédito Universitario para financiar sus estudios mientras que el Crédito con Aval del Estado sólo lo utilizan cuando no logran financiar la diferencia existente entre el arancel real y el de referencia.





� Monto máximo de financiamiento con fondos del Estado, al que pueden acceder los alumnos que ingresan a la educación superior. Son determinados anualmente por el Ministerio de Educación, para cada carrera y Universidad teniendo en cuenta, entre otros factores, el nivel de profesorado, las tasas de titulación y los años de acreditación del plantel.





� El cobro de la recarga se traduce, en palabras del Ministro de Educación, en que lo que lo que los bancos cobran al Estado es en definitiva el subsidio a la tasa de interés implícito, el costo de administración y las eventuales cobranzas judiciales que tienen que asumir. 





� En este punto remarcó que la disminución en la tasa de interés a través de una iniciativa legal sólo es necesaria para los antiguos beneficiarios y no para los nuevos.





� Proyecto de Ley sobre Reprogramación de créditos Universitarios, Boletín N° 7.478-04. Ley N° � HYPERLINK "http://www.leychile.cl/Navegar?idLey=20572&idVersion=2012-02-04" \t "_blank" �20.572 (Diario Oficial del 04/02/2012)�.


� Boletín N° 7.856-04.


� Boletín N° 7.669-04, la iniciativa de ley se encuentra en su primer trámite constitucional en el Senado.


� Artículo 1° de la Constitución Política de la República.


� Encuesta CASEN 2009.





� Crédito de Educación con Garantía Estatal.


� Crédito con Aval de la Institución.


� Instituciones de Educación Superior


� Se refiere a la idea de bien común consagrado en el inciso cuarto del artículo 1° de la Carta Fundamental.


� En relación con esta expresión hizo notar que ella resulta una mala denominación. Explicó que en castellano la voz contingente significa “que puede suceder o no” y es un adjetivo que no admite ser seguido por la preposición “a”. Añadió que en inglés la locución “contingent” si significa “dependiente de”.  


� Aseguró que el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación creado por la ley 20.129 de dar la seguridad requerida.


� En relación con este punto quiso hacer presente que la Universidad Andrés Bello fue la primera universidad privada no tradicional que se sometió voluntariamente a un proceso de acreditación. Asimismo dejó de manifiesto que esta casa de estudios está acreditada por 5 años y es la única institución de orden privado acreditada en investigación y vinculación con el medio. Por último, sostuvo que pretenden para el año 2013 acreditarse en post grados y para ello se encuentra trabajando en acreditación internacional.


� Comunicó que tres de ellos acreditados y el resto en proceso de acreditación.


� Se considera en ese promedio el Aporte Fiscal Directo, el Aporte Fiscal Indirecto y el Arancel cobrado por la respectiva casa de estudio.


� Hizo presente que el Consejo de Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica representa a diez de las más de cien instituciones que en este ámbito existen.


� Boletín N° 8.041-04.


� Boletín 7.913 y 7.929-04.


� Boletín 7.760-04 y 7.856-04 numeral 3.


� Artículo 53 del Decreto con fuerza de ley N° 2 de 2010 del Ministerio de Educación que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 20.370 con las normas no derogadas del Decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005.


� Ley N° 20.129, publica en el Diario Oficial el día 17 de Noviembre de 2006.


� Subsidio Contingente a Bancos e Instituciones Financieras para créditos de pregrado (SUCO PREGADO)/ Ref. Acuerdo de Consejo Corfo Nº2.406 del año 2006


� Ley N° 20.572, publicada en el Diario oficial con fecha 4 de Enero de 2012.





� Programa INICIA iniciativa del Ministerio de Educación en el año 2006, con el objetivo de optimizar la formación inicial docente en:•Orientaciones curriculares: la definición del curriculum para la formación de profesores, que estén relacionados con los requerimientos de la formación escolar.• Programa de apoyo a instituciones: el mejoramiento de la estructura y gestión de las diversas instituciones formadoras de profesores a nivel nacional.• Evaluación diagnóstica INICIA: la evaluación de los conocimientos pedagógicos y competencias computacionales alcanzados por los profesionales egresados de las carreras de pedagogía.


� Oficio N° 137 de 14 de Diciembre de 2011.





� Instancia integrada por los Ministros de Economía, Fomento y Turismo, quien lo preside, de Relaciones Exteriores, de Hacienda y de Agricultura. En la actualidad, con la creación de dicha cartera de Estado, también integra este Consejo, el Ministro de Desarrollo Social. Completa su composición, el Vicepresidente Ejecutivo y un representantes del Presidente de la República.


� Ley N° 20.572, publicada en el Diario Oficial el día 4 de Abril de 2012.


� Corresponde al Boletín N° 8.369-04, el que inició su tramitación en esta Cámara el día 13 de junio pasado.


� Boletín 8.393-04.


� En este punto, se hace presente que el Ministro de Economía, Reconstrucción y Fomento, señor Pablo Longueira comprometió su asistencia para la sesión que realizará esta Comisión el día 11 de Julio de 2012, ocasión en la que abordará el problema por el que atraviesan los deudores del crédito CORFO.
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